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Objetivos y cobertura de la REVISTA SAAP

Revista SAAP. Publicación de Ciencia Política de la Sociedad
Argentina de Análisis Político es la revista científico-académica
de la Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP). Tiene
como objetivo principal satisfacer necesidades académicas y
profesionales de científicos políticos y académicos en gene-
ral, de la Argentina y también del exterior del país, interesa-
dos en estudiar fenómenos políticos tanto domésticos como
internacionales.

La Revista SAAP busca la publicación de artículos de la
más alta calidad académica posible, de naturaleza teórica y/o
empírica, concernientes a temas sustantivamente importantes
de la vida política argentina y mundial. También son bienve-
nidas notas de investigación que refieran a discusiones sobre
temas de coyuntura, resultados de investigación o notas
metodológicas.

Todos los artículos son sometidos a doble referato anóni-
mo externo realizado por expertos en las diferentes áreas te-
máticas. Las instrucciones para enviar colaboraciones se en-

cuentran al final de cada número.
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Editorial

Estimados lectores y lectoras,

les acercamos este nuevo número en el contexto de una segunda ola de
la pandemia del Covid-19. Si el cierre de la edición anterior nos encontraba
esperanzados ante los avances en el desarrollo de vacunas que lo combatie-
ran, esta entrega nos encuentra como testigos de profundas desigualdades
en el reparto global de esas vacunas. En efecto, los países más ricos han
acaparado la inmensa mayoría de las dosis disponibles, ignorando que, en
un mundo global, ningún país estará a salvo hasta que todos hayan logrado
inmunizar a su población. La Organización Mundial de la Salud ha denun-
ciado este escandaloso desequilibrio entre países ricos y pobres, advirtiendo
que sus consecuencias serán no sólo sanitarias, sino también económicas,
afectando la circulación y el comercio. Así las cosas, esta brecha en la vacu-
nación contra el Covid-19 amenaza con crear un mundo dividido entre
vacunados y no vacunados, lo que implicaría un fracaso para la humanidad
en términos de derechos humanos.  Desde esta columna editorial queremos
sumar nuestra voz a favor de la liberación de los derechos de propiedad
intelectual de esas vacunas, mientras dure la pandemia, para facilitar con
ello el acceso universal de las dosis.

Tenemos, por otro lado, buenas noticias para compartir con ustedes.
La primera de ellas es que Revista SAAP cuenta ahora con una página web
en inglés, además de la ya tradicional versión en castellano. De este modo,
estamos poniendo la revista al alcance de una audiencia internacional, al
tiempo que incrementando su visibilidad. A la vez, hemos explicitado nues-
tra adhesión a los Principios de Transparencia y Mejores Prácticas en Publicacio-
nes Académicas planteado por el Comité de Ética para Publicaciones (COPE),
que promueven la integridad en las investigaciones y publicaciones científi-
cas, cumpliendo de este modo con los estándares de las publicaciones cien-
tíficas de más alta calidad.

Otra novedad es que nos pusimos al día con los nuevos requisitos que
exige la Red Scielo, en lo que hace a la metodología para procesar los textos
que integran dicha colección, haciendo posible de este modo que todos los
números de nuestra revista estén disponibles en esa plataforma. En la mis-
ma línea, hemos cumplimentado los nuevos requisitos de Latindex Catálogo

https://doi.org/10.46468/rsaap.15.1.E



Revista SAAP  . Vol. 15, Nº 1

8

2.0, ratificando con ello la condición de Revista SAAP como una publica-
ción científica de excelencia. Junto con ello, a partir de este número comen-
zamos a solicitar a los autores y autoras los datos respaldatorios de sus inves-
tigaciones, dando cumplimiento así a la nueva resolución del Directorio de
CONICET para las revistas que integran el Núcleo Básico de Revistas Científi-
cas Argentinas. Finalmente, hemos modificado algunos aspectos de la
diagramación de la revista, de modo que los resúmenes y palabras clave, en
dos idiomas, aparecen ahora en la primera página de cada artículo y nota de
investigación.

Yendo a los contenidos de este número, les acercamos una serie de artí-
culos y notas de investigación que abordan con gran solvencia distintos te-
mas de la agenda de nuestra disciplina. Diego Reynoso se pregunta por los
factores estructurales e individuales que explican las actitudes respecto del
aborto en Argentina. A partir del análisis de datos de opinión pública origi-
nales, ofrece evidencia sobre el impacto significativo que tiene la religiosi-
dad, así como el efecto atenuante de la ideología y la educación.

Por su parte, Patricio Straccia analiza una política pública en materia
ambiental, la «Ley de Bosques», que regula las formas de uso y apropiación
de los bosques nativos de la provincia de Buenos Aires. Aplicando un con-
junto variado de técnicas de investigación, muestra que la política pública
producida es el resultado de disputas y negociaciones entre actores estatales
y no estatales que buscan acceder a los espacios de toma de decisión en pos
de intereses específicos.

En otro de los artículos, Franco Galeano estudia los determinantes de la
democracia municipal en la provincia de Salta. Para ello adapta dos índices
que le permiten medir la democracia en cada municipio, para luego expli-
car las variaciones entre esos territorios. Concluye que las mismas se expli-
can por las transferencias fiscales per cápita, el nivel de desarrollo económi-
co y la cercanía partidaria del intendente con el gobernador, en cada muni-
cipio.

Ezequiel Magnani hace un aporte novedoso a los estudios sobre la de-
fensa nacional,  proponiendo el concepto de Dimensión Estratégica de la
Política de Defensa, e identificando los elementos que lo componen, para
luego aterrizarlo empíricamente al análisis del caso argentino. Juan Martín
Azerrat se pregunta cómo es que, a pesar de las resistencias sociales, norma-
tivas y jurídicas que buscan impedir la explotación minera, ésta se sostenga
durante un período prolongado de tiempo. Para ello analiza la relación en-
tre la trasnacional Barrick Gold Corporation y las políticas de promoción de la
mega minería en San Juan, desde la literatura de poder empresarial de la
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economía política. Concluye que el repertorio de estrategias desarrollado
por la empresa y el consecuente stock de poder acumulado es el elemento
central que explica su desarrollo y permanencia.

Dos interesantísimas notas de investigación coronan este número. En la
primera de ellas, Greta Rubinich, Bárbara Lopes Campos, Leonardo César
Souza Ramos y Alexandre César Cunha Leite analizan los avances del G20
y del Women20 para la promoción de la igualdad de género y la erradica-
ción de la brecha económica entre hombres y mujeres en sus respectivas
agendas y recomendaciones políticas. Concluyen que si bien dichos avan-
ces han  sido escasos, resultan no obstante prometedores ya que permiten
identificar metas claras y recomendaciones explícitas, ampliando una agen-
da propositiva en el área de la cooperación multilateral informal. En la se-
gunda nota, Silvina Brussino, Débora Imhoff, Ana Pamela Paz García, Daniela
Alonso, Hugo Rabbia, Matías Dreizik y María Inés Acuña comparan la cul-
tura política de Salta, Córdoba y Neuquén. A partir de encuestas de opinión
pública diseñadas por el equipo de investigación, analizan la distribución
de indicadores típicamente explorados más otros de corte micro-social y
psico-político, encontrando importantes diferencias entre las tres provin-
cias.

Cerramos este número con cinco reseñas de libros recientemente publi-
cados en Argentina, Perú y España, a cargo de Carlos Gervasoni, Carolina
Ovares Sánchez, Fernando Quesada, Indiana Azar y Julieta Bertolini.

¡Que tengan una buena lectura!

MARÍA LAURA TAGINA

Directora Revista SAAP
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Explicando las actitudes hacia el aborto:
religiosidad, ideología, región y educación*
Explaining Attitudes Toward Abortion: Religiosity, Ideology, Region and  Education

DIEGO REYNOSO**
Universidad de San Andrés, Argentina
dreynoso@udesa.edu.ar

https://doi.org/10.46468/rsaap.15.1.A1

Resumen: Este artículo ofrece evidencia empírica acerca de los factores estructurales e
individuales que contribuyen a explicar el grado de acuerdo/desacuerdo en relación
con la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo. Para ello el trabajo presenta los
resultados de una web-survey nacional estratificada de N=1002 realizada en 2018,
durante los meses en que el proyecto fue tratado por el Honorable Congreso de la
Nación. El trabajo ofrece evidencia respecto del impacto significativo que tiene la reli-
giosidad en las actitudes hacia la legalización del aborto, así como el efecto atenuante de
la ideología, la región y la educación.

Palabras clave: Aborto – Opinión Pública – Religiosidad – Ideología – Actitudes

Abstract: This article offers empirical evidence about the structural and individual factors that
contribute to explain the degree of agreement / disagreement to the Law of Voluntary Termination
of Pregnancy. The work shows the results of a stratified national web-survey of N = 1002
conducting in 2018, during the months in which the project was discussed by the Honorable
Congress of the Nation. The work offers evidence regarding the significant impact that religiosity
has on attitudes towards the legalization of abortion, as well as the mitigating effect of ideology,
region and education.

Keywords: Abortion – Public Opinion – Religiosity – Ideology – Attitudes

1. Introducción

Durante las últimas décadas, el aborto legal ha sido objeto de debates
académicos, planteos religiosos, proyectos legislativos, y actividades y
movilizaciones impulsadas desde los movimientos feministas. Una vasta li-
teratura da cuenta de esta situación. El año 2018 fue un parteaguas para el
movimiento por el derecho al aborto en Argentina. Después de un activismo

* Artículo recibido el 25 de marzo de 2020 y aceptado para su publicación el 12 de abril
de 2021.

** La investigación contó con el apoyo financiero del Programa de Apoyo a la Investiga-
ción (PAI) de la Universidad de San Andrés. Una primera versión fue presentada en el
XIV Congreso de la SAAP, Universidad de San Martín. Buenos Aires, 17-20 de Julio de
2019. El autor agradece los comentarios y observaciones de Deborah Lopreite y Laura
Pautasi y de evaluaciones anónimas a una versión previa de este artículo.

Revista SAAP (ISSN 1666-7883) Vol. 15, Nº 1, mayo 2021, 13-41
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de muchos años, por primera vez se debatió en el Congreso un proyecto de
ley para despenalizar y legalizar el aborto. Si bien el proyecto de ley fue
finalmente rechazado1, el debate parlamentario impulsó un movimiento
decidido a reformar la legislación sobre el aborto. Tal fue el impacto de esta
movilización que en las elecciones presidenciales del año 2019 el candidato
que finalmente ganó se comprometió a volver a tratar la iniciativa en el con-
greso. En diciembre de 2020 el proyecto finalmente fue aprobado2.

En Argentina en particular, y en el mundo en general, en el plano de los
debates y movilizaciones públicas, los colectivos en favor del proyecto se
han identificado con los pañuelos de color verde, en apoyo al derecho de la
mujer a disponer de su propio cuerpo y a la libertad de decisión (lo que en
países de habla inglesa se suele conocer como actitudes pro-choice). Frente a
ésta, existe una reacción de los sectores que se manifiestan en contra de
cualquier iniciativa en relación al aborto, que basan su posición en defensa
de la vida del feto, bajo el lema “salvemos las dos vidas”, los cuales se iden-
tificaron con pañuelos de color celeste (o actitudes pro-vida). Así las cosas, el
debate en Argentina se dio en los mismos términos que se da en la mayoría
de los países del mundo: una confrontación entre los discursos conservado-
res que enfocan su atención en el feto (pro-vida), y los discursos liberal-
progresistas que enfocan su atención en la elección de las mujeres (pro-choice),
como señala Taracena (2005).

El objetivo de este trabajo es identificar los factores que impulsan las
actitudes hacia el aborto. Una actitud puede definirse sucintamente como
“una expresión favorable (positiva)” o “desfavorable (negativa)” hacia una
persona, lugar, cosa u evento (todos ellos objetos de la actitud)” (Knutsen,
2018). En cierta forma constituyen un estado o disposición que permite
explicar por qué los individuos reaccionan de cierta forma hacia un objeto
determinado. En este sentido, la legalización del aborto es el objeto de dicha
actitud. En cierta forma sabemos que las actitudes son bastante estables
(Erikson, 2018) y eso nos permite indagar el peso que otros factores pueden
tener en la configuración de éstas, formando en torno suyo un sistema de

1 En su discurso de apertura de sesiones ordinarias del Honorable Congreso de la Na-
ción, el presidente de entonces Mauricio Macri (PRO-Cambiemos) le pidió al Congreso
que tratara la cuestión, si bien su posición frente al tema fue contraria. El proyecto tuvo
media sanción por parte de la Cámara de Diputados (129 votos a favor y 125 en contra)
y fue finalmente rechazada por el Senado (38 votos en contra y 31 a favor).

2 En el discurso de apertura de sesiones ordinarias del año 2020, el presidente Alberto
Fernández (PJ-Frente de Todos), se comprometió a enviar un proyecto en favor de la
despenalización. Finalmente, el proyecto fue aprobado, contando con el respaldo y el
impulso del partido de gobierno con 131 votos a favor y 117 votos en contra en la
Cámara de Diputados, y 38 votos a favor y 29 en contra en la de Senadores.
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creencias. Así, Converse (1964) señalaba que un sistema de creencias es la
configuración de ideas y actitudes en la cual los elementos están encadena-
dos juntos por medio de alguna forma de constreñimiento o interdepen-
dencia funcional. En el caso estático, dado un conocimiento inicial, constre-
ñimiento (correlación) significa el éxito en predecir si un individuo mantiene
una actitud específica –posee ciertas ideas y actitudes adicionales– relacionada
con esta.

En este trabajo consideramos que la cuestión del aborto y su legaliza-
ción, materializada en el proyecto de Ley de Interrupción Voluntaria del
Embarazo (LIVE), puede ser objeto de un análisis profundo para ofrecer
evidencia acerca de qué factores estructurales e individuales ayudan a expli-
car la actitud hacia esta cuestión. Pese al central lugar que ocupó en la agen-
da de debate público, hay poco trabajo sistemático en el área de la opinión
pública. El objetivo de este artículo es ofrecer evidencia de los factores que
impulsan las actitudes a favor y en contra en relación con este tema.

En julio de 2018, en el marco de la Encuesta de Satisfacción Política y
Opinión Pública (ESPOP) de la Universidad de San Andrés, realizamos una
serie de preguntas para indagar sobre las tendencias de la opinión pública
sobre el tema en particular y analizar sus determinantes. La muestra fue
nacional y estratificada, con un total de 1002 entrevistados mediante un
cuestionario on-line. Los datos fueron ponderados por Nivel Socioeconómico
y Población a nivel de la Región.

En este trabajo se presenta evidencia empírica de la distribución del
grado de acuerdo y desacuerdo de la opinión pública frente a la LIVE y se
estima el impacto de factores sociales e individuales sobre esas actitudes3. El
trabajo no tiene como objetivo el análisis de las movilizaciones y manifesta-
ciones, el tratamiento y debate legislativo, ni mucho menos la historia de
este debate, sino conocer qué factores impulsan las actitudes de la opinión
pública ante la cuestión del aborto o la LIVE. Para ello presentamos un
análisis de contingencia con sus respectivos test de chi-square y testeamos
conjuntamente el efecto de las variables sociales e individuales sobre las ac-
titudes, mediante modelos de regresión múltiple Logit y OLS. Finalmente,
realizamos una estimación de la importancia relativa de los coeficientes. Para
realizar estas estimaciones se utilizaron los paquetes suvery, ggplot, svyglm y
relaimpo desarrollados en R-Studio.

3 Los datos para replicar el análisis del presente artículo están disponibles en: https://
sites.google.com/view/dreynoso.

Diego Reynoso
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2. Estado de la cuestión

El aborto como tema de debate público ha venido ganando lugar en la
agenda desde fines de los años 60 y principios de los 70 en los Estados
Unidos (Krannich, 1980), así como la generalización de su práctica. No es
entonces casual que los estudios en relación a la práctica y a las opiniones
respecto de éste hayan tenido en ese país un largo acervo.

Las posiciones a favor o en contra a de la legalización del aborto han sido
objeto de indagación desde esos años. Algunos estudios en la década de los
70 han demostrado que la educación y la asistencia a servicios religiosos son
las dos dimensiones contextuales más significativas, así como la permisividad
sexual y la ideología de la fertilidad (fertility ideology) son las otras dos dimen-
siones ideológicas que explican las actitudes en favor del aborto (Singh y Leahy,
1978). El apoyo y la oposición en relación con la legalización del aborto han
ido variando a lo largo de la década de los 70, pero reflejando el mismo patrón
de educación y diferencias étnicas (Maldonado, 1985). La desaprobación de
la población afroamericana era mayor en relación a la población blanca, aunque
esta diferencia se fue diluyendo con el paso de los años.

Un conjunto de trabajos revela que la religión y la práctica religiosa tie-
nen un impacto significativo tanto en la práctica del aborto como en la
opinión favorable o contraria a ésta (Henshaw y Martire, 1982). Así, Shain
(1986) ofrece un análisis sociodemográfico en el que encontró que los cató-
licos romanos o los protestantes fundamentalistas tienden a estar en contra,
así como en general las personas que se encuentran en el extremo tradicio-
nal / conservador del espectro respecto del papel de la mujer en la vida, el
sexo prematrimonial, la educación sexual y las libertades civiles, al igual que
aquellos que tienen un nivel educativo relativamente bajo. En este sentido,
ya en la década de los 80 las activistas “pro-vida” y “pro-choice” tienden a ser
completamente diferentes entre sí en características sociodemográficas y en
valores generales, particularmente en lo que respecta a los roles femeninos
tradicionales versus los roles modernos (Shain, 1986). Del mismo modo,
otros trabajos han encontrado diferencias étnicas respecto de las actitudes
pro-choice (Hall y Ferree, 1986). Estudios que se han enfocado en la evolu-
ción de las opiniones desde los 70 hasta fines de los 90 han encontrado
también que los protestantes más jóvenes y altamente comprometidos (in-
cluso los protestantes liberales) se están volviendo mucho más conservado-
res, mientras que los católicos más jóvenes y altamente comprometidos se
han vuelto mucho más permisivos (Sullins, 1999).

Estudios más recientes han demostrado que las diferencias étnicas que
prevalecían en otras épocas se han reducido, que la edad tiene un impacto
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positivo en favor del aborto, mientras que el género no parece afectar las
posiciones en relación con éste. La religión católica se ha ido debilitando
ligeramente como un predictor de las actitudes hacia el aborto, mientras
que el fundamentalismo religioso y el liberalismo político aumentan en po-
der explicativo (Strickler y Danigelis, 2002). Con relación a estos hallazgos,
nuevos estudios han estimado una tendencia al aumento de las posiciones
pro-choice, concomitante con una creciente polarización partidaria en rela-
ción con el aborto (Jelen y Wilcox, 2003).

Los cambios generacionales respecto de las actitudes hacia el aborto
también han sido objeto de una buena parte de las investigaciones en los
Estados Unidos (Cook, Jelen, y Wilcox,1993) y a nivel mundial (Scott, 1998).
Los estudios se debaten entre aquellos en los que se sostiene que los cam-
bios provienen por reemplazo de cohortes y entre quienes sostienen que
provienen de las experiencias de vida que promueven cambios en las actitu-
des. Recientemente, Barringer, Sumerau, y Gay (2020) ofrecen evidencia
sólida acerca de que hay (1) diferencias entre cohortes, (2) variación en la
influencia de la religión en las actitudes hacia el aborto entre adultos jóvenes
socializados en diferentes períodos de tiempo, y (3) consistencia e inconsis-
tencia en relación con los efectos sociodemográficos entre cohortes. Estos
hallazgos sugieren que parte de la continuidad de los debates sobre el abor-
to en la sociedad estadounidense refleja cambios según los cuales los adul-
tos jóvenes apoyan menos el aborto legal después de los Baby Boomers.

En América Latina los procesos de democratización de fines de los 70 y
principios de los 80 abrieron la agenda sobre gender issues: derechos y res-
ponsabilidades de los esposos casados, divorcio, violencia doméstica, parti-
cipación política y cuotas de representación de género, leyes laborales, entre
otras. No obstante, el aborto fue uno de los pocos temas en los que, a prin-
cipios del siglo XXI, aún no se habían producido grandes cambios (Htun,
2003). Así, observamos que las leyes de aborto en América Latina y el Caribe
son muy restrictivas y muy variadas (Bergallo, Jaramillo Sierra y Vaggione,
2018) y pueden no reflejar la opinión pública sobre el tema. Un excelente
estudio realizado recientemente por Yam, Dries-Daffner, y García (2006)
compila los estudios cuantitativos metodológicamente sólidos de opinión
sobre el aborto en América Latina, publicados entre 1985 y 20054. Su análi-
sis arroja que la mayoría de las poblaciones encuestadas apoyan el aborto en
un mayor número de circunstancias que las permitidas en sus respectivos
países, particularmente en casos de violación y amenaza a la vida o la salud.

4 De los 26 estudios que cumplieron con los criterios de inclusión, ninguno se realizó en
el Caribe, 11 se realizaron en Brasil, 11 en México, 3 en Argentina y 1 en Colombia.
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De este modo, sugiere que las futuras encuestas de opinión sobre el aborto
deben preguntar sobre el apoyo a la legalidad del aborto en lugar de sobre la
aceptación abstracta del aborto.

Más recientemente, Dides et al. (2011) realizaron un estudio de opinión
sobre aborto, derechos sexuales y reproductivos en Brasil, Chile, México y
Nicaragua. El estudio muestra que

“las circunstancias traumáticas asociadas a un embarazo (ries-
go de vida de la mujer, inviabilidad del feto, violación, entre otras)
son aquellas que mayoritariamente favorecen una actitud despena-
lizadora, mientras otras que no se consideran como traumáticas
(como dificultades económicas, abandono de la pareja, etc.) no la
favorecen y, en cambio, tienden a sostener una actitud más favora-
ble a la penalización del aborto bajo tales circunstancias” (Dides et
al., 2011: 158).

En este sentido, para los investigadores no sólo son los factores sociales
o ideológicos los que “mueven” las actitudes sino la historia de vida.

Algunos estudios en México han indagado sobre los argumentos del
debate, vertidos en la prensa, señalando que, mientras los discursos conser-
vadores enfocan su atención en el feto (pro-vida), el núcleo del discurso
liberal lo hace en las mujeres (pro-choice) (Taracena, 2005). El caso mexicano
refleja el nivel de descentralización que un sistema federal puede producir
en esta materia, ya que mientras en el Distrito Federal se aprobó la legaliza-
ción del aborto durante los tres primeros meses de embarazo, en muchos
otros estados hay iniciativas para prohibirlo explícitamente (Rodríguez et
al., 2011). Recientemente, un estudio de opinión pública ha demostrado
que la mayoría de los católicos mexicanos apoya el aborto en ciertas circuns-
tancias (Küng et al., 2018).

Algunos trabajos han dado cuenta de que las opiniones de las mujeres
en favor o en contra de la legalización del aborto no son uniformes y depen-
den en mayor medida de la edad y no del hecho de haberse realizado o no
un aborto (Ramírez Valverde et al., 2007). El contraste con otros países de la
región es evidente. Los estudios de opinión pública confirman un patrón ya
encontrado bajo otros contextos: las personas con mayor nivel de educación,
con afiliación partidaria de centro hacia la izquierda (PRI y PRD) y que
tienen mayor información en la materia tienden a estar a favor de la
legalización. Sin embargo, más allá de los determinantes contextuales, los
estudios reflejan que, una vez aprobada la legislación, el apoyo de la opinión
pública en favor de la medida se incrementa significativamente (Rodríguez
et al., 2011).
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En general, los estudios de opinión pública ofrecen una constante: la
intensidad de la religiosidad (no necesariamente la religión particular) tienen
un impacto decisivo en las opiniones pro-vida o pro-choice de las personas
(Henshaw y Martire, 1982; Shain, 1986; Marsiglio y Shenan, 1993; Taracena,
2005; Yam et al., 2006). La educación, la raza o etnia, la edad, el nivel
socioeconómico y la experiencia personal en la práctica del aborto también
tienen impacto sobre las opiniones, pero éstas varían contextualmente (Pew
Research Center, 2014). En los últimos 40 años, hemos visto cómo la
orientación ideológica de la agenda de los partidos políticos en occidente ha
sido afectada por el peso que en cada sociedad tiene la religión en la vida
política (Norris e Inglehart, 2011). Así, los países más secularizados y más
económicamente desarrollados han incorporado una legislación que
contempla el aborto en cualquier circunstancia dentro de ciertos plazos
establecidos (Norris e Inglehart, 2011).

En particular en Argentina, durante el período de discusión legislativa
de 2018, se publicaron muchos informes y reportes de opinión pública que
intentaron estimar el grado de apoyo y rechazo al proyecto de Ley de Inte-
rrupción Voluntaria del Embarazo5, en todos los casos con el objeto de con-
tribuir con información de cara al debate público que en ambas cámaras se
estaban llevando a cabo.

Existe una buena cantidad de investigación en Argentina que se enfoca
en las cuestiones legales y en el rol de los movimientos de mujeres (sociales
y legislativos) en la promoción del tema del aborto (Blofield, 2006; Lopreite,
2012 y 2014; Ruibal, 2017), así como sobre el tipo de discurso empleado en
el Congreso y por los movimientos feministas (Felitti y Prieto, 2018). Tam-
bién existen estudios que han indagado sobre las posiciones de la jerarquía
de la Iglesia Católica planteadas en los pronunciamientos públicos de la
Conferencia Episcopal Argentina (Rabbia y Sgró Ruata, 2014).

Otros estudios han indagado en las representaciones sociales en torno
al aborto, como el trabajo de Petraci (2011), que explora las opiniones de

5 Amnistía Internacional y el CEDES publicaron en marzo un informe titulado “Situación
de la Opinión Pública con Respecto al Aborto” (http://amnistia.org.ar/informe2018/
Situacion-de-la-opinion-publica-con-respecto-al-aborto). También en el mes de marzo
el diario Pagina 12 publicó estimaciones de apoyo y rechazo a la legislación (https://
www.pagina12.com.ar/101849-una-opinion-publica-pro-derecho). Las emresas
Tarquion y TresPuntoZero divulgaron sus mediciones en el diario Perfil en el mes de
junio (https://www.perfil.com/noticias/sociedad/empate-virtual-en-la-opinion-publica-
sobre-aborto.phtml). En julio la empresa Ipsos publicó un informe al respecto (https:/
/www.ipsos.com/es-ar/el-aborto-en-la-opinion-publica), aunque sin las especificaciones
del diseño muestral correspondiente. En el mes de julio la Universidad de San Andrés,
publicó los resultados de su estudio mensual con relación al tema (https://
www.udesa.edu.ar/sites/default/files/espop-julio2018-extra.pdf).
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varones de 25 a 39 años de estratos socioeconómicos medios y populares,
residentes en el Área Metropolitana de la Ciudad de Buenos Aires, Argenti-
na, acerca de la despenalización del aborto y sus representaciones sociales
sobre el mismo, mediante unas 30 entrevistas en profundidad. Los resulta-
dos sugieren que hay una opinión favorable a la despenalización, a la vez
que una representación social fundada en un eje moral opuesto al aborto6.

Con algunas excepciones7, ha habido pocas investigaciones que estu-
dien el peso de los factores sociales, políticos e ideológicos en las actitudes
pro-vida y pro-choice en Argentina. El presente trabajo intenta llenar parcial-
mente esa laguna a partir de las actitudes en relación a la LIVE. Del estado
de la cuestión de la investigación comparada se desprende que las opinio-
nes en favor o en contra de una legislación sobre el aborto dependen en
gran medida de la religiosidad de las personas, la edad, el nivel de educa-
ción y la ideología. En menor medida se podrían encontrar diferencias se-
gún el sexo o el nivel socioeconómico de las mismas.

3. Metodología

Para estimar y analizar el grado de impacto de diferentes factores sobre el
grado de acuerdo o desacuerdo en relación con la Ley de Interrupción Volun-
taria del Embarazo, realizamos una serie de preguntas en la ola N°10 de julio
2018 de la Encuesta de Satisfacción Política y Opinión Pública de la Universi-
dad de San Andrés. La muestra es nacional y estratificada por provincia, con
cuotas de sexo, edad y nivel socioeconómico. El tamaño de la muestra es de
N=1001 casos. Las observaciones fueron posteriormente ponderadas por nivel
socioeconómico y población a nivel de la región. Para el análisis de los datos
finales se utilizó el paquete ‘survey’ de la librería de ‘RStudio’.

3.1 Actitudes

Para evaluar las actitudes con relación al aborto procedimos a hacer dos
simples preguntas a los entrevistados. En primer lugar, se les preguntó:

6 Para nuestros estándares, una muestra de 30 entrevistas no parece ser representativa ni
confiable en términos de validez externa (esto es, generalizar). De todas formas, los
estudios cualitativos tienen otro objetivo diferente a la generalización y en ese sentido
son aceptados como “válidos”.

7 Entre esas excepciones hay que mencionar el reciente informe de Barán, Catoggio,
Esquivel, Funes, Giménez Béliveau, Irrazábal, Mallimaci, y Prieto (2020), acerca de la
sociedad, la religión y la Interrupción Voluntaria del Embarazo.
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“¿Cuán de acuerdo o desacuerdo estás con el proyecto de ley
de Interrupción Voluntaria del Embarazo, también conocido como
de despenalización y legalización del aborto?”

Las opciones de los entrevistados, fueron “Muy de Acuerdo” (26%),
“Algo de Acuerdo” (16%), “Algo en Desacuerdo” (12%) y “Muy en Desacuer-
do” (39%). También se les ofreció la opción de responder “No sé” (1,7%) y
“Prefiero no contestar” (4,5%). Los porcentajes de respuesta total de cada
categoría corresponden a la distribución posterior a la ponderación. Junto a
la pregunta por el grado de acuerdo con la LIVE, se realizó otra pregunta
vinculada a la libertad de elección de la mujer, que en cierta medida intenta
capturar las posiciones en favor de la libertad de elección de las mujeres
(pro-choice) o en contra, que a priori consideramos que identifican las
posiciones pro-vida (pro-life). Para ello, aplicamos un estímulo de diferencial
semántico, enmarcado en la segunda pregunta:

“¿Con cuál de las siguientes proposiciones estás más de acuer-
do?”. Para lo cual se les ofreció los dos diferenciales siguientes:
1. “La mujer debe tener el derecho y la libertad para decidir sobre la
continuidad de un embarazo involuntario o no deseado” (43%); y
2. “La mujer no tiene el derecho y la libertad para decidir sobre la
continuidad de un embarazo involuntario o no deseado” (31%).

Para aquellos que no se inclinaban de forma clara entre una u otra
opción, se auto-asignaban las categorías de “No se” (6%), o “Prefiere no
contestar” (20%). Como se puede apreciar, hay algo de lo que sugiere Petraci
(2011): los entrevistados tienen una actitud positiva en cuento a una ley
favorable a “despenalizar y legalizar el aborto” (42%) y sobre el “derecho y
la libertad de la mujer a decidir” (43%). No obstante, la actitud contraria a la
despenalización (51%) es mayor que la actitud contraria al derecho a elegir
(31%). En cuanto al tema de la libertad de elección, la proporción de entre-
vistados que prefiere no responder se incrementa significativamente del 4,5%,
en la primera pregunta, al 20% en la segunda8.

8 Hay algo del orden del encuadramiento o framing de la pregunta que tiene un impacto
en la respuesta. Para no distraer el objetivo del trabajo, dejo esta cuestión para un
futuro trabajo en elaboración con datos de 2020. El rechazo a una ley de interrupción
del embarazo es mayor que el rechazo a la libertad de la mujer. En el encuadre, depen-
diendo del punto de referencia, el rechazo varía. El análisis de contingencia entre las
actitudes respecto de la libertad de elección de la mujer (ELEGIR) y el grado de acuer-
do/desacuerdo con la LIVE (LIVE) permite, en primer lugar, identificar dos conjuntos
claros de actitudes. Por un lado, del 43% que sostiene que “la mujer debe tener el
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El objetivo de incluir ambos estímulos en el cuestionario estuvo relacio-
nado con tratar de detectar el potencial efecto framing o encuadre que po-
dría tener la respuesta, como se comenta en la nota al pie. De este modo, de
aquí en adelante trabajaremos sólo con la pregunta directa respecto de la
actitud hacia la LIVE.

3.2 Factores estructurales e individuales

¿Qué factores estructurales o individuales ayudan a explicar las actitudes
de los entrevistados? El trabajo se focaliza en determinar el impacto de dife-
rentes conjuntos de variables de tipo estructurales o sociodemográficas y de
tipo individuales respecto del grado de acuerdo/desacuerdo con la LIVE. Por
variables estructurales se entienden aquellas que vienen determinadas a priori,
que anteceden o se imponen desde afuera como un hecho social, en el senti-
do de Durkheim (1895): variables como el sexo (discutible, en parte), el nivel
socioeconómico, la escolaridad o incluso la región9. Por variables individuales,
en contraste, se entienden los indicadores de procesos individuales o inter-
nos, que suponen algún mínimo de elección o agencia, como las propias opi-
niones de una persona sobre cualquier tema particular, así como su posición
ideológica, su preferencia partidaria y su nivel de práctica religiosa10.

derecho y la libertad para elegir sobre la continuidad de un embarazo,” el 84% está muy
o algo de acuerdo con la LIVE. Por otro lado, del 31% que indicó que “la mujer no tiene
el derecho y la libertad a elegir…,” el 95% está muy o algo en desacuerdo con la LIVE.
La correlación entre las actitudes pro-choice (libertad y derecho a decidir o elegir) y la
LIVE es alta, del mismo modo que las actitudes contrarias a la libertad de elección de las
mujeres coinciden en un 95% con la oposición a la LIVE ( , df = 15,

). En segundo lugar, el análisis de contingencia permite detectar
que las actitudes varían dependiendo del encuadre o framing de la consigna. De este
modo, entre el 6% de los que no saben qué actitud tomar respecto de la libertad y el
derecho de la mujer a decidir no sé, el 72% se manifestó en desacuerdo con la LIVE; del
mismo modo que el 20% que prefirió no revelar su actitud respecto de la libertad y el
derecho de la mujer a elegir (“Prefiero no contestar”), en un 62% se manifestó en
desacuerdo con la LIVE. Parecería ser claro que mientras el desacuerdo respecto de la
LIVE es abierto, asumir una posición contraria al derecho y a la libertad de elección no
lo es en la misma proporción. Esto implicaría que aquellos que no asumen una posición
definida respecto de la libertad y el derecho de elegir por parte de las mujeres, en
realidad tienen una posición latente en contra.

9 Desde luego, podemos asumir que el lugar de residencia depende de la elección de las
personas y, en ese sentido, no considerarlo un factor estructural sino individual. No obstan-
te, el lugar de residencia es externo al individuo, y no del orden de la reflexión interna.

10 Respecto de la religión se puede asumir que no es un aspecto del orden de la elección
individual, y probablemente algo profundamente arraigado en la socialización del indi-
viduo que ejerce presión desde afuera. Sin embargo, la consideramos un proceso de
reflexión interno o una decisión, en un sentido deliberado.
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Las variables que queremos poner a prueba se desprenden en parte de
la discusión de la literatura previa resumida. Cada una está acompañada de
una breve descripción, de las categorías de medición que contiene y de una
hipótesis en relación con las actitudes a la LIVE.

Factores estructurales

SEXO: es una variable dummy que asume dos valores “Hombre” (0) o
“Mujer” (1). La conjetura de partida es que esperamos una mayor propor-
ción de mujeres con actitudes favorables al aborto y a la LIVE, entendiendo
que son ellas las que en última instancia toman la decisión al respecto.

NSE: el Nivel Socioeconómico es una variable que se compone de
indicadores tales como el tipo de empleo, el lugar que ocupa en su empleo
y el nivel de educación. Contiene tres categorías: “ABC1” o sectores altos,
“C2C3” o sectores medios y “D1D2” o sectores bajos. Esta variable se inclu-
ye como control, ya que no encontramos un fundamento teórico o práctico
que nos permita inferir alguna relación con la actitud hacia el aborto o la
LIVE.

REGIÓN: agrupa a las 24 provincias de residencia de los entrevistados
en 7 categorías: CABA, GBA (los 24 municipios colindantes con la CABA),
PBA (el interior de la provincia de Buenos Aires), Centro (Córdoba, Santa Fe
y Entre Ríos), Cuyo (La Rioja, Mendoza, San Luis y San Juan), NOA
(Catamarca, Jujuy, Salta, Santiago del Estero y Tucumán), NEA (Chaco,
Corrientes, Formosa y Misiones) y Patagonia (La Pampa, Neuquén, Río Negro,
Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego). A priori no hay un fundamento
teórico sobre la disposición territorial y las actitudes, pero al igual que en
muchos otros países, se observan en general pautas de comportamiento y
actitudes más tradicionales y conservadoras en las regiones del Norte y Cuyo
del país, respecto de las cuales esperamos que presenten una menor pro-
porción de actitudes favorables a la LIVE. En parte, los legisladores han
manifestado esa tendencia de comportamiento legislativo.

ESCOLARIDAD: la variable reagrupa el nivel de escolaridad de los en-
trevistados en 4 categorías: “Hasta primario”, “Hasta secundario”, “Hasta
Universitario incompleto” y “Universitario o más”.  Se espera, de acuerdo a
las investigaciones anteriormente reseñadas, que a mayor nivel de escolaridad
mayor sea la proporción de actitudes favorables.

GENERACIÓN: agrupa las edades de los entrevistados en 5 tramos
generacionales: “Generación Z” (18-22), “Millennials” (23-38), “Generación
X” (39-54), “Baby Boomers” (55-73) y “Generación Silenciosa” (74 o +).
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Seguimos esta categorización, a diferencia de las más tradicionales basadas
en tramos etarios similares, con base en una nueva investigación que ofrece
evidencia de que estos cortes generacionales presentan diferencias significa-
tivas en sus comportamientos y actitudes (Dimock, 2019). Así, esperamos
que las nuevas generaciones tengan actitudes más favorables hacia el aborto
y la LIVE.

Factores individuales

IDEOLOGÍA: surge de la auto-identificación de los entrevistados en las
categorías de “Izquierda”, “Centro Izquierda”, “Centro”, “Centro Derecha”
y “Derecha”. Además, para aquellos que no se identifican con estas categorías
ideológicas se agregaron las categorías “No me ubico en ninguna”, “No sé”
y “Prefiero no contestar”. En principio podría asumirse como una variable
continua, que va de un polo a otro polo. Sin embargo, la proporción de
quienes no se ubican en ninguna categoría vuelve difícil asumir la medición
como continua. Desde luego, y de acuerdo con la mayoría de la evidencia
comparada, esperamos que a medida que los entrevistados se auto-identifi-
quen más hacia la izquierda tengan actitudes más favorables hacia el aborto
y la LIVE11.

RELIGIOSIDAD: surge de la fusión de dos variables: la creencia o no
en dios, y, por el otro, para los creyentes se consideró la autodefinición de su
grado de religiosidad. De este modo, queda una sola variable con 5 categorías
que asumen los valores de “No tiene religión”, “Nada Religioso”, “Poco
Religioso”, “Algo Religioso” y “Muy Religioso”. También podría asumirse
como continua, con la excepción de quienes elijen “No responde” o “No
saben”. Respecto de esta variable asumimos que a mayor el nivel de
religiosidad del entrevistado menor la probabilidad de tener actitudes
favorables.

POLÍTICA: es un proxy de la identificación partidaria o política, deter-
minando si el entrevistado es “Oficialista”, “Oficialista crítico”, “Opositor
crítico”, “Opositor”, “Ns/Nc”. Si bien el partido que por entonces estaba en

11 La etiqueta “ideología” utilizada en este trabajo puede tener una connotación equívoca
si no se hacen algunas aclaraciones con cuidado. Desde las posiciones pro-vida y fuerte-
mente antifeministas se ha acuñado en el debate público el término “ideología de géne-
ro” para describir, de manera peyorativa y con una connotación negativa, cualquier
posición favorable a las reivindicaciones de igualdad y libertad para las mujeres. Aquí se
utiliza la etiqueta “ideología” para referir al auto-posicionamiento de los entrevistados
en la escala izquierda-derecha, sin ninguna connotación peyorativa o negativa de cual-
quiera de estos polos.
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el gobierno abrió el debate legislativo, la mayoría de los partidos políticos
(con excepciones) dejaron en libertad de conciencia a sus legisladores y, por
ende, no marcaron partidariamente un lineamiento a seguir. Sin embargo,
prominentes figuras de cada partido asumieron públicamente un posicio-
namiento favorable o contrario a la LIVE (Lopreite, 2020). En función del
posicionamiento de éstos, conjeturamos que los entrevistados que se
identifiquen como opositores al gobierno (Frente para Victoria y otros), ceteris
paribus, tendrán una mayor probabilidad de tener posiciones favorables a la
LIVE, mientras que los que se identifiquen como oficialistas (Cambiemos)
tendrán una menor probabilidad de estar a favor12.

4. Resultados

Con el objetivo de corroborar en qué medida diferentes categorías o
segmentos de estas variables inciden en el grado de acuerdo o desacuerdo
con la LIVE, se procede a presentar visualizaciones de gráficos de barras de
las correspondientes tablas de análisis de contingencia, en forma bivariada,
con su correspondiente test de asociación chi-square ( ). A continuación
de ellos se controla el impacto de cada variable sobre el grado de acuerdo/
desacuerdo con la LIVE, manteniendo constante el efecto de las demás,
mediante un modelo binomial o logit. Finalmente, se presenta un análisis de
Importancia Relativa de los Coeficientes (relative importance coefficients)
(Grömping, 2015), para determinar la contribución de cada variable inde-
pendiente en la explicación de la dependiente y de este modo estimar su
importancia.

Análisis Bivariado

El grado de acuerdo o desacuerdo respecto de la LIVE presenta varia-
ciones según las características estructurales (sexo, nivel socioeconómico,
generación, región y nivel educativo) y las características individuales (ideo-
logía, religión y política).

12 Encuestas realizadas en 2020 indican resultados similares a los que encontramos aquí,
con la diferencia de que opositores y oficialistas cambian producto de la alternancia
producida en 2019.
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GRÁFICO 1
Grado de acuerdo con LIVE, según variables estructurales e individuales

Fuente: elaboración propia.

Como se puede apreciar en el Gráfico 1, observamos que entre hombres
y mujeres hay diferencias mínimas en cuanto el grado de acuerdo/desacuer-
do con la LIVE, mientras que Región, Educación, Ideología y Religión pre-
sentan las mayores variaciones en cuanto al nivel de acuerdo y desacuerdo.
Algunos resultados parecen contraintuitivos, por ejemplo: mientras un 49,4%
de los hombres se manifestaron algo o muy en desacuerdo con la LIVE, el
desacuerdo con la LIVE entre las mujeres llegó al 54%. Otros resultados
confirman nuestra intuición: el 80% de los que se definieron ideológica-
mente como de izquierda están algo de acuerdo o muy de acuerdo con la
LIVE, mientras que entre los que se identificaron como de derecha esa opi-
nión cae al 30%.

Se encuentran diferencias entre los diferentes estratos de NSE. Los sec-
tores más bajos presentan opiniones en desacuerdo (59%) en mayor medida
que los niveles medios (49%) y altos (37%); en sentido contrario los sectores
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de NSE alto están en favor en un 57%, proporción que se reduce en los
medios (43%) y bajos (35%). También se observan diferencias según las re-
giones del país: en CABA el acuerdo alcanza el 68%, la región de mayor
acuerdo, así como en Patagonia alcanza el 51%, reduciéndose considerable-
mente en el NEA (32%) y el NOA (29%). Estos contrastes también se obser-
van con el nivel de educación, siendo más del doble el acuerdo con la LIVE
entre los sectores con mayor nivel educativo (56%) que en los sectores con
primario incompleto (25%).

El grado de acuerdo o desacuerdo con la LIVE presenta diferencias
también según la edad o las generaciones, pero estas variaciones no son en
ningún modo lineales. Entre los “Centennials” o “Generación Z” el respaldo
a la LIVE es del 42%, entre los “Millennials” o “Generación Y” llega al 51%
y cae en la “Generación X” al 35%, para subir entre los “Baby Boomers”
(44%) y la “Generación silenciosa” (50%).

TABLA 1
Test de -Cuadrado de relaciones bivariadas

Analizando las variables “ideología” y “religiosidad”, las diferencias en
las opiniones siguen la distribución esperada. El acuerdo es mayor hacia la
izquierda (84%), y cae radicalmente hacia la derecha (33%). Las variaciones
también se observan según el grado de religiosidad de los entrevistados:
entre los “No creyentes” el grado de acuerdo con la LIVE alcanza el 71% y
cae paulatinamente a medida que aumenta el grado de religiosidad de los
entrevistados, llegando al 18% de acuerdo entre los “Muy religiosos”. Más
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contraintuitiva es la relación entre política y LIVE. Si bien el presidente
Mauricio Macri (Cambiemos) autorizó a que dos diputados de su contin-
gente legislativo iniciaran el debate en el Congreso, los entrevistados identi-
ficados como oficialistas están más en desacuerdo con la LIVE que los iden-
tificados como opositores. Del mismo modo se comportaron los diputados
en el recinto, siendo los opositores los que en mayor proporción respaldaron
la aprobación de la LIVE, en contraste con los diputados oficialistas que en
mayor medida votaron en contra.

Las diferencias en las opiniones de los entrevistados, que se observan
según las diferentes categorías de variables sociodemográficas e individuales,
son en todos los casos estadísticamente significativas ( ). La
Tabla 1 presenta en cada celda los valores de la prueba de  y el 
asociado para cada variable en relación con el grado de acuerdo/desacuerdo
con la LIVE.

Modelo Multivariado

Los análisis bivariados indican que las diferentes variables socio-estruc-
turales e individuales escogidas permiten segmentar las opiniones de los
entrevistados, pero no permiten discriminar el impacto que tiene cada una
de ellas manteniendo las otras variables constantes. Para ello se presenta un
modelo de variable dependiente binomial o logit y un modelo normal OLS
(Ordinary Least Square) o de mínimos cuadrados ordinarios, ambos estima-
dos mediante el paquete svyglm en el software ‘R-Studio.

Presentamos ambos modelos debido a que la variable dependiente no
es continua. En los modelos OLS los coeficientes estimados  indican cuántas
unidades aumenta la variable dependiente (siempre que esta sea continua)
por cada unidad que aumenta la variable independiente. Dado que nuestra
variable de respuesta no es continua, utilizamos otro modelo que se ajusta a
una transformación logística de la probabilidad de ocurrencia de un evento
y que será el modelo sobre el cual podremos estimar las probabilidades de
las actitudes. Sin embargo, también presentamos los resultados de un mo-
delo binario OLS con el solo objeto de corroborar que el impacto de las
variables se mantenga significativo incluso bajo los supuestos de un modelo
OLS.

La variable acuerdo con la LIVE fue recodificada para asumir solo dos
valores posibles: acuerdo=1 y desacuerdo=0. La categoría acuerdo agrupa
las categorías de “Algo” y “Muy de acuerdo”, así como la categoría desacuerdo
agrega las categorías de “Muy” y “Algo en desacuerdo”. Las categorías de
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“No sabe” y “Prefiero no contestar” fueron removidas, quedando un total
de 903 observaciones finales.

El modelo logit estima el logaritmo ( ) de la razón entre la probabili-
dad de acuerdo ( ) y el desacuerdo ( ), a partir del conjunto de varia-
bles independientes. De este modo, el modelo queda expresado de la si-
guiente forma:

Para obtener los odd-ratios de la estimación, es decir la razón de probabi-
lidad de         podemos transformar la ecuación del siguiente modo:

Una vez estimados los odd-ratios podemos deducir la probabilidad,
mediante:

El modelo ofrece el resultado con todas las variables incluidas. Las va-
riables independientes fueron consideradas como factores y no como varia-
bles continuas de modo que, si se presentaran efectos no lineales, pudieran
ser detectados. En este sentido, los coeficientes deben interpretarse como el
impacto de cada categoría del factor en comparación con la categoría de
referencia dentro del factor. La categoría de referencia o base en cada factor
está indicada en la tabla de regresiones. Las categorías base o de referencia
entonces son: “No Creyentes”, “Izquierda”, “CABA”, “Opositores”,
“Mujeres”, “Centennials o Generación Z”, “Universitarios” y “ABC1”. Como
se puede apreciar, las categorías de referencia corresponden a las categorías
que, hipotetizamos, deberían presentar un mayor acuerdo a la LIVE.

En este sentido, la constante de los modelos de las tablas de regresión
nos indica el coeficiente estimado (3.221) de la actitud de una persona que
tiene esas características base.
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TABLA 2
Modelo de Regresión Logística y OLS con variable dependiente binaria13

Fuente: elaboración propia.

13 Para ambos modelos se presentan los coeficientes estimados y los errores estándar. En
el caso del modelo Logit, la columna OR presenta las estimaciones de los Odds-Ratio o
Razones de Probabilidad.
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El valor de la constante del modelo logístico representa la combinación
de las categorías de referencia de cada factor: una entrevistada mujer, perte-
neciente a la “Generación Z” (esto es, los que en el estudio se encuentran
entre 18 y 22 años), con estudios universitarios, de nivel socioeconómico
alto, residente en CABA, de izquierda, no religiosa y opositora. Para una
persona de esas características, el valor de la constante es de , lo
que implica que, mediante la ecuación ( ), esa persona tiene 27 veces
más chances de estar a favor de la LIVE que estar en contra o, en otros
términos, mediante la ecuación, que tiene una probabilidad de estar a favor
de 0.96 (o medido de 1 a 100, el equivalente a 96%).

Considérese el caso contrario, esto es: para un entrevistado hombre
( ) residente en el NOA ( ), auto-ubicado a la derecha
de la escala ideológica ( ), muy religioso ( ), con es-
tudios primarios ( ), de nivel socioeconómico bajo (D1-D2)
( ) y oficialista ( ) el coeficiente estimado es de -3.772,
que equivale a un odd-ratio de 0.023 chances de estar a favor, es decir una
probabilidad de 0.022 (o casi nula 2%) de estar de acuerdo con la LIVE, o
de 0.977 (97.7%) de estar en desacuerdo. En otras palabras, una persona
de esas características tiene una probabilidad casi igual a 1 de tener una
actitud contraria a la LIVE. El modelo es muy preciso al respecto sobre el
impacto en la dirección de las actitudes de las diferentes variables conside-
radas.

Considerando, por ejemplo, exclusivamente la religiosidad de una per-
sona “No religiosa” o que no cree en la existencia de dios, manteniendo el
resto de los factores en el nivel de la constante, encontramos que la probabi-
lidad de estar de acuerdo con la LIVE entre una persona no religiosa (p=
0.96) y una persona muy religiosa (p=0.43) se reduce considerablemente en
0.53 (53 puntos porcentuales).

La lectura de los coeficientes estimados permite detectar cuatro hallaz-
gos muy específicos y relevantes: en primer lugar, que no hay diferencias
estadísticamente significativas entre hombres y mujeres, ceteris paribus. En
segundo lugar, y de acuerdo a lo esperado, entre los no creyentes y los cre-
yentes, pero “Nada” religiosos, no hay diferencias en cuanto a sus opiniones
en relación con la LIVE. Sí las hay entre los no creyentes y los “Poco”, “Algo”
y “Muy” religiosos: a medida que aumenta la intensidad religiosa el impacto
negativo en la actitud hacia la LIVE es mayor (esto es, contrario a la LIVE).
En tercer lugar, la ideología tiene el impacto esperado: los entrevistados
auto-ubicados en la izquierda y en la centroizquierda no tienen diferencias
en cuanto a su posicionamiento en favor de la LIVE; pero las diferencias
estadísticamente significativas son entre la categoría base (izquierda) y los
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ubicados en el centro, centro derecha y derecha, así como también entre los
que no se auto-posicionan ideológicamente. El impacto negativo de la ideo-
logía en contra de la LIVE crece a medida que nos movemos de izquierda a
derecha. En cuarto lugar, las regiones presentan corrientes de opinión muy
claras: CABA, el GBA, el interior de la PBA y la Patagonia no presentan dife-
rencias estadísticamente significativas entre ellas. Pero el impacto negativo hacia
la LIVE, estadísticamente significativo, aumenta a medida que nos movemos
desde estas regiones hacia las regiones Centro, Cuyo, NEA y NOA14.

La identificación política de los entrevistados también presenta efectos
significativos. Tanto los oficialistas (Cambiemos), como los que no se identi-
fican políticamente, tienen menos probabilidades de estar de acuerdo, o
más probabilidades de estar en desacuerdo con la LIVE, en comparación
con los opositores (Frente para la Victoria)15.

En cuanto a la pertenencia a una generación (el indicador de edad) y la
actitud hacia la LIVE, el impacto no es lineal. Entre los más jóvenes (la
generación Z) y los más viejos (la generación silenciosa) no hay diferencias
estadísticamente significativas, pero sí existen diferencias entre éstas y los
millennials, la generación X y los Baby Boomers. Estos grupos generacionales
tienden a tener opiniones más favorables a la LIVE, comparativamente con
los dos primeros, manteniendo los demás factores constantes. En cierta for-
ma, es difícil interpretar estos resultados, ya que en forma bivariada, y sin
control de los otros factores, la distribución de las preferencias no sigue el
efecto observado en el análisis. De todas formas, la edad de las personas ha
sido incluida tan solo como una variable de control, por lo que su interpre-
tación no es decisiva para el análisis. La educación sigue el impacto espera-
do: a medida que se desciende en el nivel de educación o escolarización de
las personas, aumenta el rechazo a la LIVE. En cuanto al nivel socioeconómico
se observa un impacto negativo y significativo en los sectores más bajos,
comparados con los medios y altos.

14 La relación observada entre la región y la opinión pública de las mismas en relación con
la LIVE también encuentra su vínculo con el comportamiento legislativo de diputados
y senadores, grosso modo. Tal y como se puede constatar, los contingentes legislativos
regionales votaron de acuerdo a las corrientes de opinión pública de sus territorios
(Lopreite, 2020). No obstante, se destaca el paradójico caso de los senadores de CABA
que votaron en contra en 2018, siendo este el distrito donde las actitudes favorables
hacia la LIVE alcanzan la mayor proporción.

15 Al igual que con la región, los contingentes legislativos de los partidos se comportaron
de acuerdo a este alineamiento. Siendo los opositores los que han votado en mayor
proporción en favor de la LIVE, mientras que los oficialistas, pese a que algunos de ellos
fueron miembros informantes del proyecto, lo hicieron en mayor proporción en contra.
En modelos con datos 2020 la relación es inversa, producto de la alternancia en el poder
experimentada en 2019.
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Importancia Relativa de los Factores

Considerando las variables en su conjunto es, sin duda alguna, el nivel
de religiosidad de las personas el factor que tiene un mayor peso en la varia-
ción del acuerdo o el desacuerdo. Analizando la importancia relativa de los
coeficientes (Relative Importance Coefficients) mediante descomposición de la
varianza (Grömping, 2015 y 2007), aproximadamente el 47% de la explica-
ción de la varianza de las opiniones respecto de la LIVE se debe al grado de
religiosidad de las personas. La ideología es la segunda variable de mayor
contribución a la explicación: un 21%. De un modo similar, la región contri-
buye a la variación de las actitudes en un 17%. Por último, y en menor
medida, la educación contribuye un 6% a la explicación de las actitudes. El
peso del sexo, de la generación, de la identificación política y del nivel
socioeconómico de las personas se diluyen en presencia de los factores con
mayor aporte en la explicación.

TABLA 3
Análisis de descomposición de Varianza (Grömping, 2015)

Los resultados indican que la opinión de los entrevistados respecto de
la LIVE está fundamentalmente afectada por la religiosidad de las perso-
nas. En este punto hay que ser claros: no es la religión o la creencia religiosa
per se, sino la intensidad de esas creencias. Cuanto más religiosa es una per-
sona, menos probable es que tenga una actitud favorable a la LIVE.
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Ideología, Región y Educación en interacción con la Religión

Si bien el peso de la religiosidad parece ser preponderante en las actitu-
des que las personas tienen respecto de la LIVE, hemos podido detectar
dos factores cuyo peso relativo es importante y que atenúan o moderan el
impacto de la religión. Estos son: la ideología (o auto-posicionamiento ideo-
lógico) y la región (o región de residencia de la persona). Personas con alto
nivel de religiosidad (Algo religiosa y Muy religiosa) tienen más probabilidad
de estar de acuerdo con la LIVE si son de izquierda o centro izquierda y
viven en regiones donde las personas que las rodean están en mayor propor-
ción a favor de la misma (CABA, GBA y Patagonia), comparándolas con
otras personas muy religiosas pero ideológicamente ubicadas en el centro
derecha o en la derecha, y en regiones donde la mayoría tiende a tener posi-
ciones contrarias (Centro, Cuyo, NEA y NOA). Así, el Gráfico 2 presenta las
probabilidades pronosticadas respecto del grado de acuerdo con la LIVE
según el nivel de religiosidad, controlado por región, ideología, educación y
generación. Es en este sentido que la ideología y la presión social juegan un
efecto atenuante o agravante. También lo hace el nivel de estudios: los y las
universitarias muy religiosos tienden a tener una mayor probabilidad de
estar de acuerdo con la LIVE con respecto a quienes tienen su mismo nivel
de religiosidad, pero no son universitarios. Contrariamente a la “percepción
cuasiestadística”16 generalizada, no hay diferencias significativas entre las
distintas generaciones. Sólo encontramos marginalmente que entre los más
jóvenes, la Generación Z, el aumento de la religiosidad presenta actitudes
más significativamente contrarias que en el resto de las franjas etarias para
los mismos niveles de religiosidad17.

16 El concepto de “percepción cuasiestadística” lo introduce Noelle-Neuman (1995) en su
teoría sobre la espiral del silencio. Al respecto, por percepción cuasiestadística nos
referimos a la percepción o sensación individual que tienen las personas (en este caso
incluso los académicos) respecto de un determinado clima de opinión producto de sus
interacciones sociales, que en muchos casos no suele corresponderse con el clima global
de opinión.

17 Quizás la percepción en torno a las diferencias generacionales venga de la mano de las
imágenes públicas de las movilizaciones en favor de la sanción de la Ley. Masivamente
estas movilizaciones fueron protagonizadas por jóvenes, al punto tal que fueron defini-
das como “la revolución de las hijas.” En realidad, se trató de un encuentro
intergeneracional, cómo lo señala Sutton (2020), en donde se compartieron discursos,
estrategias y legados.
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GRÁFICO 2
Probabilidades predichas (predicted probabilities) del acuerdo con la LIVE según
Religiosidad, controlado por Ideología, Región, Educación y Generación

Fuente: elaboración propia.

Una hipótesis que podría explicar y dar sentido al fuerte impacto de la
religiosidad de las personas en su actitud contraria hacia la LIVE tiene su
fundamento en la discusión respecto del inicio de la vida. Para los muy
religiosos, en general, y para los cristianos (católicos, evangélicos o de algu-
na otra religión protestante), en particular, la creencia en la existencia en una
vida después de la muerte, basada en la creencia de un alma separada del
cuerpo, implica la sacralización de la concepción humana. Esta creencia se
antepone ante cualquier argumento biológico o científico y, por lo tanto,
pasa a encuadrarse en un problema moral trascendente. El sistema de creen-
cias y su forma de operar en las actitudes es radicalmente diferente entre los
no creyentes, los agnósticos o los poco religiosos, o incluso entre los hom-
bres y las mujeres del ámbito de la ciencia, que en general entienden el
proceso evolutivo del embrión en los mismos términos que cualquier proce-
so biológico que puede estar bajo el control de la persona (Taracena, 2005).

Adicionalmente, las personas más religiosas creen en la existencia de un
“orden natural” y una “ley natural” por encima del orden creado socialmen-
te y de la ley positiva. De allí deriva la creencia en la sacralidad de ese orden
y de esa ley, que no pueden ser modificados ni discutidos. Desde luego,
quienes no creen en la existencia o la validez de ese fundamento exterior y,
por lo tanto, consideran que el orden es producto de la creación social, no
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tienen ninguna objeción a la discusión de los cambios en la forma en que la
sociedad puede organizarse para satisfacer las demandas de sus miembros.

Cualquiera sea, de todos modos, la interpretación correcta respecto de
la relación entre religión y aborto, nuestros hallazgos revelan el peso que ésta
tiene sobre las actitudes de las personas.

5. Conclusión

Los resultados de la investigación sugieren que, en primer lugar y de
acuerdo –en parte– a trabajos de investigación previos, el grado de religiosi-
dad de las personas tiene un impacto estadísticamente significativo sobre el
grado de acuerdo/desacuerdo con respecto a la Ley de Interrupción Volun-
taria del Embarazo. Cuanto más intensa es la religiosidad de las personas,
mayor es la probabilidad de desacuerdo con dicha ley.

En segundo lugar, la ideología juega también un papel complementario
en las opiniones. Como es de esperar, las personas que se auto-ubican en la
izquierda y en la centroizquierda son las de mayor acuerdo con la LIVE, mien-
tras que las personas que se auto-ubican en la centroderecha y en la derecha
del espectro ideológico son las de mayor desacuerdo con la LIVE. Cabe desta-
car que los que no se auto-identifican ideológicamente en la escala de izquier-
da y derecha, presentan una taza de acuerdo/desacuerdo similar a la de los
que se ubican entre la centroderecha y la derecha. Este es un hallazgo relevan-
te, ya que la declaración de ausencia de ideología en un sentido espacial no
implica aleatoriedad en la opinión respecto del tema de aborto, sino una clara
correlación con quienes se auto-perciben en uno de los polos.

En tercer lugar, la región de residencia también permite describir las varia-
ciones en las opiniones de los entrevistados. Al respecto, el país se encuentra
claramente dividido en dos clusters nítidamente definidos: en CABA, GBA, in-
terior de PBA y Patagonia la probabilidad de estar de acuerdo con la LIVE,
ceteris paribus, es significativamente mayor que en el NOA y el NEA, así como en
el Centro y Cuyo. No obstante, las regiones correlacionan fuertemente con el
nivel de religiosidad de las personas, por lo que la relación encontrada
territorialmente responde más al grado de religiosidad de esos segmentos que a
su residencia. Una explicación potencial de este vínculo puede ofrecerse desde
una perspectiva de los efectos de la presión social: es más probable que una
persona que interactúa con personas con un determinado tipo de actitud tien-
da a adoptar esa actitud, independientemente de otras cuestiones (por ejem-
plo, la ideología o la educación). Así, es más probable que cualquiera sea el peso
de los otros factores, una persona que reside en una determinada provincia o
región tenga una actitud de base más favorable o menos favorable a la LIVE.
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En cuarto lugar, la relación del grado de religiosidad y la opinión res-
pecto de la LIVE es atenuada bajo la presencia de otros factores como la
ideología y, en menor medida, la educación. Personas muy religiosas pero
orientadas ideológicamente hacia la izquierda o centroizquierda, tienen
menos chance de estar en desacuerdo con la LIVE. Del mismo modo, per-
sonas religiosas, pero con un nivel universitario o más de estudios, tienen
menos chances de estar en desacuerdo con la LIVE.

En quinto lugar, y quizás con menor claridad, parece observarse que
mientras el desacuerdo respecto de la LIVE se expresa de manera abierta,
asumir una posición contraria al derecho y a la libertad de elección de la
mujer no lo es en la misma proporción. Esto implicaría que aquellos que no
asumen una posición definida respecto de la libertad y el derecho de elegir
de las mujeres, en realidad tienen una posición latente en contra.

La conclusión es clara. Los hallazgos permiten afirmar que las personas
muy religiosas, auto-ubicadas ideológicamente en la derecha y residentes en
la región NOA y NEA tienen una alta probabilidad de estar en desacuerdo
con la LIVE, mientras que los no creyentes y los poco religiosos, auto-
posicionados a la izquierda y centro izquierda del espacio ideológico y resi-
dentes en CABA, GBA, PBA y el sur del país, tienen muchas más chances
de estar de acuerdo con la LIVE. Esta tendencia de la opinión pública abo-
na a la explicación que otros trabajos ofrecen respecto del comportamiento
de los legisladores nacionales que parecen seguir –como es de esperar– el
clima de opinión pública de sus respectivos distritos electorales.

Por último, de manera contra intuitiva, no hay evidencia firme respecto
de la existencia de diferencias generacionales que indiquen un cambio en
las actitudes. De hecho, entre los más jóvenes (Generación Z), el aumento
de la religiosidad dispara actitudes aún más contrarias hacia el aborto en
relación con las otras generaciones.

Podría esperarse que, con el paso del tiempo, después de la legalización
de la interrupción voluntaria del embarazo las actitudes contrarias bajen de
intensidad y se asuma como una opción. Si bien las actitudes son relativamen-
te estables a lo largo del tiempo, los reemplazos generacionales o cambios
legales pueden ejercer algún tipo de cambio en las mismas. Desde luego, es
tan sólo una conjetura provisoria. Más allá de eso se necesita más investiga-
ción sistemática sobre este asunto en particular y sobre las posibilidades de
avance y reversión, como la experiencia de otros países así lo demuestra. Los
procesos de secularización no son lineales ni evolutivos, y nuevas olas de au-
mento de la religiosidad podrían implicar también cambios en las actitudes
que se observan en la opinión pública que puedan condicionar la agenda
del debate legislativo.
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APÉNDICE
Resumen descriptivo de variables incluidas en el estudio, según muestra

sin ponderar y con muestra ponderada

Fuente: elaboración propia.
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Resumen: En este artículo analizamos el proceso de institucionalización de la “Ley de
Bosques” en la provincia de Buenos Aires, Argentina (2009-2016). Se trata de una política
pública en materia ambiental que regula las formas de uso y apropiación de los bosques
nativos de la provincia. Desde el marco del análisis y desarrollo institucional (IAD)
“politizado”, identificamos y caracterizamos las arenas de acción constituidas a nivel ope-
racional y a nivel decisional, analizando la situación de acción y los actores participantes en
ella. Los datos fueron producidos a través del enfoque etnográfico, mediante entrevistas
semiestructuradas y en profundidad con los distintos actores sociales, complementado
con un análisis documental de fuentes secundarias. A través de nuestro recorrido, mos-
tramos cómo se constituyen múltiples arenas de acción en la producción de políticas
públicas ambientales, evidenciamos que la política pública producida es el resultado de
disputas y negociaciones entre actores estatales y no estatales que buscan acceder a los
espacios de toma de decisión en pos de intereses específicos, y resaltamos algunas de las
formas a través de las cuales se producen las estatalidades.
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Abstract: In this article we analyze the institutionalization process of the «Forest Law « in the
province of Buenos Aires, Argentina (2009-2016). It is a public policy that regulates the forms of
use and appropriation of the native forests of the province. Through the politicized IAD framework,
we identify and characterize the action arenas constituted at the operational level and at the
decisional level, analyzing the action situation and the actors participating in it. Data were
produced through the ethnographic approach (semi-structured and in-depth interviews with the
different social actors), complemented by a documentary analysis of secondary sources. We present
evidence of the ways multiple action arenas are constituted in the production of environmental
public policies, we show that public policies are the result of disputes and negotiations between state
and non-state actors that seek access to decision-making spaces in pursuit of specific interests, and
we highlight some of the ways in which statehoods are produced.
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Introducción1

En las últimas décadas, las teorías incrementales y las perspectivas
procesualistas permitieron incorporar nuevas dimensiones de análisis al es-
tudio de las políticas públicas (Aguilar Villanueva, 1992; Subirats et al., 2008).
Las investigaciones ya no se focalizaron únicamente en la etapa de
implementación sino que comenzaron a incluir a los procedimientos y es-
trategias llevadas a cabo por los actores estatales y no estatales a lo largo de
todo el proceso de la política (Aguilar Villanueva, 1996; Cowan Ros, 2016).
Esto requiere considerar la singularidad de los contextos sociales e históri-
cos en los cuales se desarrollan. Al respecto, autores del campo de la antro-
pología política postularon que las políticas públicas se constituyen como
un campo de lucha entre distintos actores y señalaron la importancia de
analizar qué es lo que está en disputa en cada instancia de (re)producción
de la política (Shore y Wright, 1997; Wedel et al., 2005).

Siguiendo a Escolar (2010), las instituciones representan un espacio de
producción y reproducción de las relaciones sociales de producción. El aná-
lisis de los procesos de institucionalización, por lo tanto, hace foco en el
enfrentamiento entre lo dado y las resistencias a lo dado (Escolar, 2000). En
este artículo, el concepto institucionalización remite a lo planteado por Ostrom
(2005) y Portes (2006): se trata de un proceso de formación de instituciones,
siendo éstas los conjuntos de reglas/prescripciones que gobiernan las rela-
ciones entre los actores. En relación con las cuestiones ambientales, la im-
portancia de la mirada centrada en la disputa en torno a los procesos de
institucionalización ha sido señalada por Melé (2003), Piermattei (2013) y
Merlinsky (2013), entre muchos otros.

En Argentina, la institucionalización de la cuestión ambiental ha sido
un proceso errático y carente de una dirección consistente a lo largo del
tiempo (Díaz, 2006; Gutiérrez e Isuani, 2013 y 2014). Uno de los principa-
les instrumentos para establecer reglas que favorecieran la conservación del
ambiente han sido las leyes de presupuestos mínimos de protección am-
biental, enmarcadas en las facultades delegadas por las provincias a la Na-
ción luego de la reforma constitucional de 1994 a través del art. 41 de la
Constitución Nacional (CN). Aun cuando las provincias detentan el domi-
nio originario de sus recursos naturales (según el art. 124 CN), éstas ceden
a la Nación la capacidad de generar normas que concedan una tutela am-
biental uniforme para todo el país con el objeto de imponer las condiciones
necesarias para asegurar la protección ambiental (Esain, 2004).

1 Esta investigación fue realizada en el marco de dos proyectos financiados por la Univer-
sidad de Buenos Aires (20020130100147BA y 20020170100492BA).
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A partir de estos lineamientos, en la última década la política ambiental
de nuestro país se ha expresado mayormente a través de la sanción de leyes
de presupuestos mínimos que regulan las formas de uso y apropiación del
ambiente en diferentes tipos de ecosistemas. Una de las primeras en ser
sancionada fue la Ley General del Ambiente, que oficia como ley marco y
define los objetivos, los principios y los instrumentos de la política ambien-
tal nacional. Cada una de las restantes leyes de presupuestos mínimos san-
cionadas posteriormente busca regular dimensiones específicas del domi-
nio de lo ambiental, como los bosques, los glaciares y el ambiente periglacial,
o los humedales2. Sin embargo, la producción de leyes de presupuestos mí-
nimos es un proceso eminentemente conflictivo, como todos los espacios
sociopolíticos en los que se dirimen las políticas públicas. Y es que, como
señala Roig (2008), la supresión del conflicto no es ni teórica ni políticamen-
te alcanzable, y su carácter inmanente nos obliga a pensar a las instituciones
que regulan las sociedades como conflictos estabilizados.

Este artículo se focaliza en la génesis de una política pública ambiental
en particular (Müller, 2000) y analiza el proceso de institucionalización de la
“Ley de Bosques” en la provincia de Buenos Aires, Argentina (2009-2016).
Esto es, se analiza el proceso de institucionalización de la norma provincial
complementaria de la Ley Nacional 26.331 de Presupuestos Mínimos de
Protección Ambiental de los Bosques Nativos (aprobada en 2007), la cual
debía ser sancionada por el Poder Legislativo de la provincia de Buenos
Aires. Esta provincia, que también ha tenido un comportamiento errático
en lo referido a la institucionalización ambiental (Isuani, 2013), fue la que
mayor demora tuvo en la sanción de esta norma en todo el país (MAyDS,
2016).

Antecedentes y Caracterización de la LN 26.331

La Ley 26.331 de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de
los Bosques Nativos fue sancionada por el Congreso de la Nación a fines del
año 2007. Se trata de una ley que establece la obligatoriedad para cada pro-

Patricio Hernán Straccia

2 En el año 2002 se sancionó la Ley General del Ambiente (LN 25.675), que define los
presupuestos mínimos para la gestión sustentable del ambiente. Luego se sancionaron
leyes específicas, como la Ley de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los
Bosques Nativos (LN 26.331) en el 2007 o el Régimen de Presupuestos Mínimos para
la Preservación de los Glaciares y el Ambiente Periglacial (LN 26.639) en el 2010, entre
otras. La posibilidad de sancionar una Ley de Presupuestos Mínimos para la protección
de los humedales está en debate desde el 2010, pero hasta el momento los intentos no
han sido exitosos (Straccia, 2019).
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vincia de producir un Ordenamiento Territorial de los Bosques Nativos (de
aquí en adelante, OTBN). Cada provincia debía inicialmente construir un
inventario de sus bosques nativos, y posteriormente categorizarlos de acuerdo
con los lineamientos definidos por la Ley nacional. Finalmente, el OTBN
debía ser sancionado a través de una ley provincial, y luego homologado por
la autoridad nacional de aplicación (la Secretaría/Ministerio de Ambiente y
Desarrollo Sustentable de la Nación).

Para llevar adelante este proceso, cada una de las áreas de bosques in-
ventariadas debía ser categorizada en uno de los tres niveles de conserva-
ción definidos en la Ley Nacional. Las zonas rojas son definidas como áreas
de alto valor de conservación e imposibilidad de transformación; las zonas
amarillas son áreas de mediano valor de conservación, susceptibles de ser
sometidas a un aprovechamiento sostenible; finalmente, las zonas verdes son
áreas de bajo valor de conservación y por tanto con pocas restricciones para
el desarrollo de actividades productivas. Esta zonificación debía realizarse
siguiendo diez criterios específicos de sustentabilidad definidos en la Ley,
aunque, como lo evidencian García Collazo et al. (2013) y Gautreau et al.
(2014), éstos no fueron tenidos en cuenta en muchos de los procesos de
construcción de los ordenamientos provinciales.

La Ley contenía prerrogativas restrictivas, dado que los artículos 7 y 8
prohibían la autorización de desmontes y todo tipo de aprovechamiento de
los bosques nativos provinciales hasta tanto el OTBN no fuera realizado. Sin
embargo, también se desarrollaron instrumentos de estímulo novedosos en
el marco de políticas ambientales, como la constitución de un Fondo para el
Enriquecimiento y Conservación de los Bosques Nativos, al cual podrían
acceder tanto los titulares de las tierras como las provincias, una vez sancio-
nada la ley provincial correspondiente3. A través de este tipo de incentivos
se buscaba evitar que la Ley tuviera un carácter meramente restrictivo, y
brindar herramientas alternativas económicas para los titulares de tierras
que fueran inventariadas y categorizadas en este marco.

Diversos investigadores han estudiado múltiples dimensiones vinculadas
a esta temática. Sin embargo, en líneas generales, los estudios se focalizaron en
una etapa específica del proceso de la política. En la mayor parte de los casos,
se concentraron en comprender etnográficamente el proceso de producción
de los ordenamientos en cada una de las provincias, como en Salta (Schmidt,
2014) o en Córdoba (Silvetti et al., 2013; Vera, 2015) entre otras, aunque no

3 El 70% de dicho Fondo estaría destinado a los titulares de las tierras que realizaran
prácticas de conservación o enriquecimiento de sus bosques nativos, mientras que el
30% se destinaría a las provincias para fortalecer a las autoridades provinciales de
aplicación de la Ley.
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hemos encontrado hasta la fecha estudios que se hayan focalizado en la pro-
ducción del OTBN en Buenos Aires. En otros casos, el foco estuvo puesto en
la construcción del problema a nivel nacional (Langbehn, 2016), en el análisis
de sus implicancias (Stecher, 2013) o en análisis comparativos de su
implementación en distintas provincias (García Collazo et al., 2013; Gautreau
et al., 2014). Incluso algunos autores, a partir de su evaluación, han presenta-
do propuestas concretas para mejorar la política pública (Aguiar et al., 2018).
En líneas generales, lo que se observa es que las investigaciones hicieron énfa-
sis en un nivel en particular para llevar adelante el análisis. El estudio de
Gutiérrez (2017) es una clara excepción a este patrón, puesto que reconoce el
carácter multinivel de las coaliciones Sociedad-Estado que se conforman y
señala su capacidad de incidir en la formulación de las políticas de protección
de los bosques nativos tanto a nivel nacional como provincial, a través de un
detallado recorrido sobre sus formas de operar en ambos niveles.

Esta investigación, que apela a las técnicas etnográficas de producción de
datos, también se asienta sobre un marco conceptual que permite el análisis
multinivel. Sin embargo, por las características singulares del proceso de for-
mulación de la “Ley de Bosques” en la provincia de Buenos Aires, considero
que el enfoque que propone la oposición entre una coalición vinculada con la
expansión agropecuaria y otra vinculada con la protección de los bosques
nativos representa un corsé que limita nuestra capacidad analítica para com-
prender por qué los actores sociales actuaron de la forma en que lo hicieron y
para captar las singularidades del proceso de producción de esta política4.
Por lo tanto, activamos las categorías del enfoque institucional y, más
específicamente, de una versión adaptada del IAD (Ostrom 2005 y 2007),
llamada IAD “politizado” (Clement, 2010), a fin de dar cuenta de las formas
en que se constituyeron las distintas arenas de acción y los modos en que
éstas se vincularon en el caso particular de la provincia de Buenos Aires.

Estrategia teórico-metodológica

Para poder analizar el proceso de institucionalización de la “Ley de
Bosques” en la provincia de Buenos Aires, retomamos los elementos del

4 Vale aquí una aclaración, y es que el enfoque de las coaliciones propuesto por Gutiérrez
(2017) ha demostrado sobradamente ser adecuado para analizar los conflictos en torno
a la producción de políticas públicas en materia ambiental. Sin embargo, al momento de
interpelar mi objeto de estudio, un análisis preliminar desde ese marco conceptual
evidenció la existencia de algunas limitaciones, y por eso es que en este artículo propon-
go trabajar desde otro marco.

Patricio Hernán Straccia
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marco del análisis y desarrollo institucional (IAD). Este marco conceptual
constituye una perspectiva basada en el actor sin perder de vista la impor-
tancia de los arreglos institucionales (Ostrom, 2005 y 2007). Los individuos,
bajo este enfoque, son considerados actores racionales que operan en dife-
rentes entornos institucionales, los cuales influyen en sus comportamientos
estratégicos (Jaime et al., 2013).

Inicialmente, el IAD requiere la identificación de las arenas de acción,
esto es, los espacios sociales en los que los individuos interactúan,
intercambian, cooperan y disputan entre sí (Ostrom, 2007). Las arenas de
acción, en tanto unidad conceptual, presentan dos elementos constituyen-
tes: a) la situación de acción; y b) los actores individuales y colectivos parti-
cipantes en esa situación. La Tabla 1 sintetiza los siete elementos descriptores
de las arenas de acción.

A su vez, cada arena de acción está atravesada por diferentes variables
exógenas (también llamadas “factores contextuales”). El marco original del
IAD refiere a tres tipos de variables: las variables biofísicas, los atributos de la
comunidad y las reglas (Araral y Amri, 2016). Sin embargo, varios investiga-
dores cuestionaron que estos factores contextuales no eran lo suficiente-
mente históricos y políticos y no permitían dar cuenta de la operatoria de
múltiples mecanismos de poder, por lo que se ha propuesto incluir dos
variables exógenas adicionales para superar esta limitación: contexto políti-
co-económico y discursos (Clement, 2010). Estas cinco variables exógenas y
sus respectivas definiciones también están sintetizadas en la Tabla 1. La
Figura 1, por su parte, sintetiza los elementos conceptuales del IAD
“politizado”, siguiendo la definición de Clement (2010).

Complementariamente, el marco del IAD puede interpretarse como un
mapa conceptual de múltiples niveles. Específicamente, siguiendo a Ostrom
(2007), las arenas de acción pueden constituirse en cuatro niveles distintos:
el nivel operacional (o instrumental), el nivel decisional (esto es, la toma de
decisión a nivel gubernamental), el nivel constitucional (el conjunto de de-
cisiones corporizados en marcos regulatorios) y el nivel metaconstitucional
(Tabla 2). Por lo tanto, aquello que en un nivel es un sistema de acción en su
totalidad, en otro nivel se constituye únicamente como una parte del mis-
mo, y las reglas que ordenan la acción en un nivel dado (en carácter de
variables exógenas) se definen en un nivel superior (Ostrom, 2005). De este
modo, es posible analizar las formas de producción de políticas públicas en
múltiples niveles dentro de un único marco conceptual, a partir de una
adecuada caracterización de los elementos descriptores de las múltiples are-
nas de acción constituidas en cada momento del proceso.
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FIGURA 1
Elementos conceptuales del IAD adaptado

Fuente: Elaboración propia, adaptada a partir de Ostrom (2007) y Clement (2010).

Fuente: Elaboración propia, a partir de Ostrom (2007), Clement (2010), Whaley y
Weatherhead (2014) y Araral y Amri (2016).

Patricio Hernán Straccia
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TABLA 2
 Síntesis de los niveles de análisis5

Fuente: Elaboración propia, adaptada a partir de Ostrom (2007).

En esta investigación, de tipo cualitativa (Silverman, 2000; Mason, 2002),
el análisis se realizó a partir de datos primarios producidos desde un enfo-
que etnográfico (Hammersley Y Atkinson, 2007). Entre los años 2012 y
2018 hemos realizado, junto con otros miembros del equipo de investiga-
ción, entrevistas semiestructuradas (Taylor Y Bogdan, 1996; Guber, 2001)
con funcionarios y técnicos de instituciones ambientales, de desarrollo rural
y de promoción de la forestación. Dado que este artículo está focalizado en
los conflictos en la región del Delta Bonaerense del Paraná (tal como señala-
remos en el próximo apartado), también hemos realizado entrevistas
semiestructuradas con funcionarios y técnicos de agencias estatales que ar-
ticulan las políticas vinculadas con el mismo, así como con representantes
de asociaciones de productores familiares empresariales y empresas
agroindustriales de la región. Además, hemos realizado entrevistas en pro-
fundidad (Taylor y Bogdan, 1996; Guber, 2001) e informales (Penalva Verdú
et al., 2015) con productores y pobladores de la zona6.

5 En negrita se indica cuáles son los niveles de análisis activados en esta investigación.
6 Una descripción detallada del número de entrevistas y las adscripciones de los entrevis-

tados están incluidas al final del artículo, dentro del apartado “Anexo Metodológico”.



51

El muestreo realizado fue de tipo cualitativo no probabilístico, combi-
nando un muestreo de oportunidad a través de la técnica de la bola de nieve
con un muestreo evaluado (Guber, 2001). Este tipo de muestreo sistematiza
las variables individualizadas por el investigador a través de los informantes
de oportunidad, de modo que se constituye a partir de criterios que surgen
como significativos de los propios informantes. Las entrevistas se comple-
mentaron con instancias de observación participante (Taylor y Bogdan, 1996;
Guber, 2001; Hammersley y Atkinson, 2007) en audiencias abiertas, reunio-
nes realizadas por diferentes agencias estatales, y festividades locales, entre
otros espacios7.

Por otra parte, también realizamos un análisis documental de diversas
fuentes secundarias. Entre ellas se incluyen el texto correspondiente a la
ley bajo estudio, actas de audiencias públicas, noticias publicadas en pe-
riódicos regionales, comunicados de asociaciones locales y documentos
construidos por distintas agencias estatales en diferentes instancias del
proceso de institucionalización de la “Ley de Bosques”. Todos los regis-
tros producidos, provenientes tanto de fuentes primarias como secunda-
rias, fueron posteriormente codificados a través del Atlas.Ti, un software
diseñado específicamente para trabajar con este tipo de registros (Penalva
Verdú et al., 2015).

El proceso de institucionalización de la “Ley de Bosques”
en la provincia de Buenos Aires

En Buenos Aires, la autoridad de aplicación en materia ambiental es el
Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible (de aquí en adelante,
OPDS). Al interior del organismo, la Dirección Provincial de Recursos Natu-
rales fue la agencia estatal encargada de la construcción de las líneas de base
que permitieran primero inventariar y luego zonificar los bosques nativos
de la provincia. Sin embargo, de acuerdo con los actores participantes en el
proceso –y en línea con lo planteado por Juliá (2010) sobre las limitaciones
técnicas y económicas de las autoridades provinciales de aplicación–, la Di-
rección carecía de los recursos técnicos y humanos necesarios para poder
llevar adelante el proceso por sí misma. Además, la información preexisten-
te sobre los bosques nativos provinciales se limitaba a las ecorregiones Espinal
y Monte (SAyDS, 2005), y se desconocía qué proporción de bosques nativos

7 En el Anexo Metodológico se encuentra también una descripción detallada de cuáles
fueron estos espacios.
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existían en el resto del territorio provincial o en qué estado de conservación
se encontraban.

Para construir las líneas de base, la autoridad de aplicación decidió
zonificar la provincia en cuatro regiones: Delta y Talares de Barranca, Bos-
que Ribereño, Talares del Este, y Cardenal y Monte (OPDS, 2013). Además,
definió que se llevarían adelante procesos de articulación con referentes téc-
nicos específicos para cada una de las cuatro regiones. Así, se constituyó un
subsistema de políticas con una dimensión sustantiva y una territorial
(Sabatier, 1991; Sabatier y Weible, 2010).

Retomando el marco de los niveles de análisis del IAD (Tabla 2), la Ley
Nacional 26.331 de Protección Ambiental de los Bosques Nativos definía las
reglas por intermedio de las cuales las autoridades provinciales podrían cons-
truir los OTBN, de modo que podría vincularse con el nivel constitucional.
La toma de decisión a nivel provincial, esto es, el proceso de producción de
la “Ley de Bosques”, implicaba la constitución de una arena de acción a
nivel decisional. A su vez, la construcción del OTBN propiamente dicho
(que, en tanto zonificación, implica formas de uso y apropiación del am-
biente) implicaba la constitución de una arena de acción a nivel operacional.
Dado que el OTBN de la provincia de Buenos Aires se realizó por separado
para cada una de las cuatro regiones previamente señaladas, se puede afir-
mar que se constituyeron cuatro arenas de acción simultáneas en el nivel
operacional.

Por lo tanto, en este artículo analizamos, en primer lugar, la arena de
acción constituida a nivel operacional en relación con la producción del
OTBN en la primera región, Delta y Talares de Barranca, a partir de los
elementos presentados en la Figura 1 y la Tabla 1. Y, posteriormente, anali-
zamos la arena de acción constituida a nivel decisional en relación con la
sanción de la “Ley de Bosques”, a partir de esos mismos elementos. De este
modo, se muestra que la política pública es el resultado de disputas y nego-
ciaciones entre actores estatales y no estatales, y se resaltan algunas de las
formas a través de las cuales se producen las estatalidades (Cowan Ros, 2016).

El nivel operacional: la construcción del OTBN
en la región Delta y Talares de Barranca

La región Delta y Talares de Barranca comprendía un área rural de más
de 200.000 hectáreas, compuesta mayormente por islas atravesadas por cur-
sos de agua donde las inundaciones periódicas moldean las prácticas pro-
ductivas y de vida de los habitantes locales (Astelarra y Domínguez, 2015;
Pizarro y Ortiz, 2019). Dentro de esta región se incluía a la totalidad del
Delta Bonaerense del Río Paraná, constituida por los partidos de San Nico-
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lás, Ramallo, San Pedro, Baradero, Zárate, Campana, Tigre, San Fernando y
Escobar (Figuras 2 y 3), así como a las zonas de Talares que se encontraban
en la margen opuesta (continental) del río Paraná de las Palmas (OPDS,
2011).

FIGURA 2
El Delta del río Paraná. En la parte inferior
se ubica la porción Bonaerense del Delta

Fuente: Instituto Nacional del Agua (INA) (2018).
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FIGURA 3
División político-administrativa (en partidos) del Delta Bonaerense

del río Paraná

Fuente: Elaboración Propia.

Aunque con algunas características en común, especialmente en térmi-
nos ecológicos, esta región presenta una gran heterogeneidad en términos
de su matriz socio-productiva. En ciertas áreas del partido de San Fernando
la producción mimbrera persiste dentro de un área definida como Reserva
de Biósfera del Programa MaB-UNESCO (Olemberg y Barán, 2017), mien-
tras que en Tigre el avance de los megaemprendimientos inmobiliarios han
desplazado a los junqueros tradicionales de la zona y propiciaron grandes
alteraciones en el paisaje (Astelarra y Domínguez, 2015). En las porciones
superiores del Delta Bonaerense del Paraná, la ganadería, la pesquería e
incluso la agricultura son las actividades productivas predominantes (Baigún,
2013; Quintana et al., 2014). Hacia la parte central de esta región, en los
partidos de Campana y parte de San Fernando, la consolidación de la acti-
vidad forestal en la segunda mitad del siglo XX favoreció la conformación
del polo forestal de salicáceas (álamos y sauces) más grande del país (Moreira,
2018). En esta zona, denominada Núcleo Forestal, coexisten empresas foresto
industriales, productores familiares empresariales, productores familiares
capitalizados y pequeños productores familiares (Pizarro, 2016).
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En las etapas iniciales de la construcción del OTBN para la región Delta
y Talares de Barranca, siguiendo las prescripciones definidas en el nivel
inmediatamente superior, los primeros referentes con los que se produjo la
articulación fueron expertos especializados en estudios ecológicos. Los cien-
tíficos en cuestión, pertenecientes a grupos de investigación de distintas
universidades nacionales, realizan investigaciones en la zona desde la déca-
da del ’90, y sus trabajos fueron utilizados como insumo para la formula-
ción de un inventario preliminar8. Por lo tanto, inicialmente, los actores pre-
dominantes en la arena constituida en el nivel operacional eran principal-
mente funcionarios estatales, técnicos de campo, científicos y personal le-
gislativo.

La estructura de esta arena, sin embargo, se vio profundamente afecta-
da por un evento externo, un shock (Sabatier, 1991), derivado de una deci-
sión de política tomada en el marco del subsistema de política forestal, que
modificó sustantivamente qué actores participarían en él, así como las rela-
ciones entre ellos. La Ley de Promoción Forestal, una norma nacional san-
cionada en 1998 y con una duración de diez años, otorgaba una serie de
beneficios que fueron centrales para contribuir a la consolidación de la acti-
vidad forestal en el Delta Bonaerense (Fernández, 2016). Sin embargo, la
prórroga sancionada en 2008 incluyó un artículo que especificaba que sólo
se promovería la implantación de bosques cultivados en zonas que no estu-
vieran afectadas por el OTBN realizado en el marco de la “Ley de Bosques”,
para así evitar que la expansión de los bosques cultivados se produjera a
través del desmonte de los bosques nativos. Esto tuvo como consecuencia
directa que los productores forestales estarían imposibilitados de acceder a
los beneficios de dicha ley hasta tanto no se sancionara la “Ley de Bosques”,
y contribuyó a que los actores vinculados con esta actividad en la provincia
de Buenos Aires se convirtieran en los demandantes primarios de la cons-
trucción de un OTBN que les permitiera continuar con sus prácticas pro-
ductivas. Por lo tanto, productores forestales, asociaciones de empresas, y
funcionarios y técnicos de agencias de desarrollo rural y de promoción de la
forestación emergerían como participantes centrales en este nivel9.

8 Dado que no es el foco de este trabajo, aquí no haremos mayor énfasis en esta cuestión.
Para un análisis detallado de las técnicas de inventariado de los bosques nativos en el
Delta Bonaerense, ver Straccia (2021).

9 Si bien ninguno de estos actores podría ser caracterizado como especialmente interesa-
do en la protección del ambiente, tampoco tienen correlato con los sectores dominantes
que en la mayor parte de las provincias están vinculados con la coalición productivista.
En términos de Gutiérrez (2017): sus demandas, antes que con la expansión de la
frontera agropecuaria, se asocian con continuar con sus prácticas de vida en sus lugares/
paisajes.
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De hecho, en agosto de 2011 se realizó una segunda reunión de referen-
tes técnicos para la región Delta y Talares de Barranca con el fin de finalizar
la construcción de un OTBN preliminar. Alí participaron tanto los expertos
mencionados previamente como los representantes de agencias estatales vin-
culadas al desarrollo rural y técnicos de agencias estatales nacionales y pro-
vinciales vinculadas con la promoción de la forestación (OPDS, 2011). De
esta forma, comenzaba a evidenciarse la participación de los actores del
subsistema de política forestal en estos espacios, como resultado de la arti-
culación entre la Ley de Promoción Forestal y la “Ley de Bosques”.

En octubre de 2011, a fin de presentar el ordenamiento territorial preli-
minar de los bosques nativos de la región (el cual retomaba las investigacio-
nes ecológicas realizadas y los ordenamientos municipales preexistentes), se
realizó un Taller Participativo en el Delta Bonaerense del Paraná. En este
encuentro más del 60% de los asistentes estaban vinculados a la producción
forestal y al monocultivo de salicáceas, y allí tanto los productores forestales
presentes como los técnicos de las agencias estatales vinculadas al desarrollo
rural y a la promoción de la forestación se manifestaron abiertamente en
contra de la propuesta de OTBN presentada (OPDS, 2011).

Como postula Oszlak (2006), cada agencia estatal compite por ganar
posiciones dentro de un espacio de políticas, y en el proceso define su ámbi-
to funcional de operación. En relación con la cuestión ambiental, lo propio
es señalado por Gutiérrez (2017). En este sentido, la Zona Núcleo Forestal
del Delta Bonaerense se ha constituido en las últimas décadas en un polo
productivo en donde la presencia del Estado se hace visible a través de las
agencias estatales vinculadas al desarrollo rural y la promoción de la foresta-
ción (Moreira, 2018), y la aparición de una nueva agencia estatal (en este
caso vinculada a la protección del ambiente) podía verse como una amena-
za para sus operatorias cotidianas. Esto puede ser considerado como uno
de los elementos que favoreció la conformación de un actor colectivo que
buscaba orientar la política pública en determinada dirección: actores indi-
viduales correspondientes a diferentes entidades presentaban creencias
instrumentales similares y se involucraron en el proceso con un grado im-
portante de coordinación (Sabatier, 1988; Sabatier y Weible, 2010).

En este caso, productores forestales individuales y agrupados, agencias
estatales de desarrollo rural, funcionarios municipales y agencias estatales
de promoción de la forestación operaron conjuntamente, cuestionando la
metodología utilizada para inventariar los bosques nativos de la zona. El
insumo principal se había producido a partir de la interpretación de se-
cuencias de imágenes satelitales, y los diferentes miembros de la coalición
cuestionaban que la fotointerpretación fuera válida y legítima en sí misma.
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Así, la acción de “cargarlos en la lancha y llevarlos para que vean lo que
tienen en la imagen”, como lo recordaba uno de los técnicos que participó
en esta instancia al ser entrevistado en noviembre de 2016, fue una estrate-
gia ideada conjuntamente por estos actores. Y, a través de esta acción, se espe-
raba lograr como resultado la revisión del inventario existente y la construc-
ción de uno nuevo en el que sus puntos de vista fueran tomados en cuenta.

A partir de la articulación entre los técnicos de la autoridad de aplicación
provincial, los productores forestales con niveles elevados de capitalización y
los funcionarios y técnicos de las agencias estatales vinculadas con el desarro-
llo rural y la promoción de la forestación se construyó la segunda propuesta
de OTBN de la Región Delta y Talares de Barranca. Dicha propuesta presen-
taba una reducción sustantiva en la superficie de bosques nativos inventaria-
da y un cambio en los niveles en que estos espacios eran categorizados respec-
to de la primera propuesta; los científicos cuyos insumos habían sido utiliza-
dos en la construcción de la primera propuesta manifestaron públicamente
su rechazo a estos cambios, pero sus demandas no fueron atendidas (Straccia,
2021). Finalmente, en febrero de 2014 se realizó la Segunda Audiencia Públi-
ca provincial sobre la “Ley de Bosques”, donde se presentó la propuesta defi-
nitiva de OTBN para el Delta Bonaerense y para las restantes regiones de la
provincia. Allí, lógicamente, los representantes de las asociaciones de produc-
tores forestales y los funcionarios y técnicos de las agencias estatales de desa-
rrollo rural y de promoción de la forestación manifestaron su apoyo a la pro-
puesta presentada, y los funcionarios y técnicos de la autoridad de aplicación
consideraron que el mapa “ya había sido consensuado”.

Analizar el proceso de construcción del OTBN en la región Delta y
Talares de Barranca en el nivel operacional supone identificar las variables
exógenas que estructuran la arena de acción, de acuerdo con los elementos
descriptores de la Tabla 1. Los modos de definición y delimitación de los
bosques nativos, las actividades permitidas en cada categoría de zonificación
o los mecanismos de participación (a través de audiencias públicas en el
caso de la ciudadanía o a través de encuentros con referentes en el caso de
los expertos), se configuraban como reglas externas que se habían constitui-
do a otros niveles y estructuraban la arena de acción. En relación con las
condiciones biofísicas y materiales, todos los actores coincidían en recono-
cer el grado de degradación de los bosques nativos de la zona y la importan-
cia de preservar los relictos existentes, pero disentían en cuáles áreas eran
bosque nativo y cuáles no. Asimismo, esta arena de acción estaba atravesada
por la disputa entre los discursos de producción y conservación en torno a
la definición de las formas de uso y apropiación del ambiente en el Delta
Bonaerense del río Paraná (Straccia, 2019). Este contexto político, así como
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la articulación entre la “Ley de Bosques” y la Ley de Promoción Forestal
previamente mencionada, favoreció configuraciones específicas de la arena
de acción (es decir, definió los atributos de la comunidad), y contribuyó a
que un conjunto específico de participantes (productores forestales con ni-
veles elevados de capitalización y funcionarios y técnicos de agencias estata-
les vinculadas con el desarrollo rural y la promoción de la forestación) ope-
raran colectivamente en pos de la consecución de sus respectivos intereses.

Analizar el proceso de construcción del OTBN en la región Delta y
Talares de Barranca a un nivel operacional desde el marco del IAD también
supone caracterizar la arena de acción a partir de los elementos descriptores
indicados en la Tabla 1. Como se evidencia en este recorrido, el principal
factor estructurante de la situación de acción se vinculó con cuáles eran los
actores participantes. La construcción de una primera propuesta de OTBN
que afectaba directamente zonas en las que hoy en día se desarrolla la activi-
dad forestal y silvopastoril favoreció a que estos actores se erigieran como
participantes centrales en la arena de acción. Por otro lado, y en los términos
de Ostrom (2007), los resultados potenciales vinculados a las acciones indi-
viduales eran más limitados que si operaban colectivamente, mientras que
las consecuencias de la producción de un OTBN que no les permitiera
continuar con sus actividades productivas eran interpretadas por estos acto-
res como una amenaza real para continuar con sus prácticas productivas y de
vida en las islas. La conjunción de estos elementos, en una arena de acción
donde ningún participante individual tenía un nivel de control marcadamente
superior al de los restantes (como sí sucederá a nivel decisional, como vere-
mos en el próximo apartado), favoreció: a) la articulación de los actores vincu-
lados a la actividad forestal como una coalición con alto nivel de coordina-
ción; y b) que este actor colectivo se erigiera como dominante en esta arena.
De este modo, llevaron a cabo múltiples acciones a fin de influir sobre la polí-
tica en una determinada dirección, cuestionando la legitimidad de la primera
propuesta y construyendo mecanismos que les permitieron influir en la pro-
ducción de una propuesta alternativa que pudiera ser presentada como
consensuada por parte de la autoridad provincial de aplicación.

El nivel decisional: la sanción de la “Ley de Bosques”
en la provincia de Buenos Aires

El ingreso formal del anteproyecto de “Ley de Bosques” se produjo a
mediados de 2015. En septiembre de ese año, el proyecto de ley (con su
correspondiente OTBN) fue aprobado por la Cámara de Senadores de la
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provincia de Buenos Aires sin mediar mayor discusión y fue enviado a la
Cámara de Diputados provincial. Dicha Cámara lo derivó a la Comisión de
Ecología y Medio Ambiente en primera instancia y a la Comisión de Asun-
tos Agrarios de forma complementaria. Ambas comisiones debían emitir
despacho, y a partir de ello los diputados podrían sancionar (o rechazar) la
“Ley de Bosques”. Dado que el ingreso se produjo en el período legislativo
2015, este proyecto debía ser tratado antes del cierre del 2016 a fin de evitar
que perdiera estado parlamentario.

La arena de acción en el nivel decisional estaba estructurada de un modo
radicalmente distinto al de las arenas en el nivel operacional. Esto no sólo
tenía que ver con el nuevo ámbito geográfico en el que se dirimían las dispu-
tas (focalizadas ahora en la capital provincial), sino por sobre todas las cosas
por la diferencia en los actores participantes en la arena de acción y en las
posiciones que ocupaban cada uno de ellos. Más específicamente, la coali-
ción forestal, que en tanto actor colectivo había logrado influir de modo
decisivo en la construcción del OTBN de la región Delta y Talares de Ba-
rranca, continuó operando como tal pero no ocupó espacios centrales en
este nivel decisional. Y es que la “Ley de Bosques”, en otras zonas de la
provincia como la región Bosques Ribereños, podía afectar los intereses de
actores con mucha mayor capacidad de controlar el proceso político.

De acuerdo con quienes tenían acceso a estos espacios de decisión,
la presión ejercida por los desarrolladores inmobiliarios es lo que generó
las demoras en la sanción de la “Ley de Bosques”. En particular, el
emprendimiento Nueva Costa del Plata, que sería desarrollado por Techint
en la franja costera de Quilmes-Avellaneda (Aizcorbe et al., 2013; Santy,
2014; Calefato, 2018), fue señalado como el principal factor de conflicto en
relación con el OTBN provincial construido: allí, una multiplicidad de ac-
tores estatales y no estatales disputaban en torno a cuáles eran los usos que
debían darse a la zona costera de estos partidos (Santy, 2019). Techint es
una empresa transnacional con gran capacidad de lobby y llegada directa a
las esferas superiores municipales, provinciales y nacionales, de modo que
podría ser descripto como un participante con muy altos niveles de control
sobre aquello que está en disputa, en los términos del IAD. Según uno de
los diputados de esta Comisión, los legisladores de los distintos partidos
políticos carecían de mandato a la hora de votar, y tratándose de una arena
de acción caracterizada por la presencia de un actor con fuertes conexiones
políticas a múltiples niveles, preferían ausentarse de la reunión y no brindar
quórum. En otras palabras, dos variables exógenas (los atributos de la co-
munidad y el contexto político) eran sumamente diferentes al nivel decisional
en relación con el nivel operacional, y propiciaban una configuración singu-
lar de esta arena de acción.
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Para entender de qué forma finalmente se logró sancionar la “Ley de
Bosques” en la provincia de Buenos Aires, es necesario comprender los cam-
bios en la estructura de oportunidades políticas (Koopmans y Statham, 2000)
producidos luego de las elecciones generales que se llevaron a cabo en la
provincia y en el país en el año 2015. Luego de la victoria de la coalición
Cambiemos en ambos niveles, el nuevo gobierno nacional elevó el rango de
la Dirección de Producción Forestal (reconvertida en Subsecretaría de Desa-
rrollo Forestoindustrial) y prácticamente triplicó el presupuesto destinado a
la Ley de Promoción Forestal. De esta forma, se produjo un cambio en la
estructura de oportunidades políticas, especialmente en su dimensión
institucional (Koopmans, 2004).

Simultáneamente, los vínculos entre los actores fueron reconstruidos
en un nuevo contexto político que permitió que algunos de ellos pudieran
llevar adelante negociaciones personales con los legisladores bonaerenses.
Así, emergió como figura clave un funcionario de una agencia estatal cuya
misión es operar como articuladora de las políticas públicas municipales y
provinciales en el Delta Bonaerense, y cuya asunción se había dado con el
cambio de coalición gobernante. Este funcionario, que trabajaba desde ha-
cía muchos años en el Delta Bonaerense, poseía una importante dotación
de capital social y detentaba ahora una mayor dotación de capital político
(Joignant, 2012), dado que su nuevo cargo le permitía acceder a nuevos
espacios y ampliaba sustantivamente su capacidad de acción.

Los cambios en la estructura política, como señalan McAdam et al. (1999)
facilitan la apertura de ventanas de oportunidades (Tarrow, 1994). En este
caso, el funcionario en cuestión, desde su nuevo cargo, logró convocar al
presidente de la Comisión de Ecología y Medio Ambiente a una reunión.
Este encuentro se produjo en la segunda mitad de 2016, y al mismo asistieron
también otros actores estrechamente vinculados con la actividad forestal en
la zona del Delta del Paraná. Allí explicaron cuáles eran las consecuencias
para el sector de la falta de sanción de la “Ley de Bosques”, y diseñaron una
estrategia conjunta: en primer lugar, realizarían la siguiente reunión de la
Comisión de Ecología y Medio Ambiente, a desarrollarse en octubre de 2016,
en el Delta del Paraná; complementariamente, también realizarían una visita
a productores de la región. Así, estos actores diseñaron una estrategia que
les permitió reposicionarse en esta arena de acción y operar en el contexto
de una nueva estructura política.

Esta situación es uno de los elementos que explica por qué en este artí-
culo utilizamos una versión adaptada del IAD, la versión “politizada”
(Clement, 2010). Para el proceso de institucionalización de la “Ley de Bos-
ques”, el contexto político-económico es una variable exógena sumamente
relevante, puesto que no sólo influyó sobre el comportamiento de los parti-



61

cipantes, sino que, además, permite entender cómo procesos del pasado
(en este caso, articulaciones entre actores) se reconstituyeron en el presente
de la acción (Whaley y Weatherhead, 2014).

Luego de estos encuentros, el 22 de noviembre de 2016 se realizó una
audiencia abierta convocada conjuntamente por las Comisiones de Ecología
y de Asuntos Agrarios de la Cámara de Diputados de la provincia de Buenos
Aires. Allí, todos los oradores vinculados con la actividad forestal y silvopastoril
presentaron diversos argumentos para manifestar su apoyo al proyecto de
ley bajo debate. En este nuevo nivel, en el que los recursos del sector forestal
eran menores que los recursos que poseían otros actores participantes de la
arena, la construcción discursiva de quiénes serían los afectados por la falta
de sanción de la “Ley de Bosques” fue la principal herramienta que permi-
tió legitimar su posterior aprobación.

Los productores forestales que intervinieron como oradores en la audien-
cia abierta destacaban su nivel de representatividad respecto del colectivo “is-
leños”, en tanto categoría local que refiere a los nacidos y criados en la zona, y
lograron imponer la categoría “isleños” articulada a través de una cadena
equivalencial que la vinculaba con pequeños productores, con lugareños, con
pobladores aislados del continente y de la ciudad (Straccia, 2019). En este
nuevo escenario, la categoría “pequeño” (productor isleño) se constituyó en
relación con un otro más grande/poderoso (los megaemprendimientos inmo-
biliarios). Sin embargo, esto no debe entenderse como una relación de anta-
gonismo entre dos actores a partir de intereses contrapuestos, sino más bien
como el desarrollo de una estrategia colectiva que buscaba posicionar a este
sector como un colectivo afectado por la falta de sanción de la Ley y cuyas
demandas debían ser satisfechas por los legisladores.

Como señala Angenot (2010), la imposición de ciertas categorías en
estas instancias es una parte central de las disputas políticas. En esta nueva
configuración de la arena de acción, la imposición de la categoría “peque-
ños productores isleños” puede ser interpretada como una estrategia
discursiva de aquellos que aseguraban representar a todos los “isleños” en
esta audiencia10. De hecho, en una entrevista tras la finalización de la au-

10 Señalemos, sin embargo, que esto no debe interpretarse como una acción social racio-
nal con arreglo a fines, en su sentido weberiano. Como señala Clement (2010) en su
discusión sobre los enfoques racionalistas en general y sobre el IAD en particular, la
intencionalidad de los actores es reconocida pero sus estrategias están atravesadas por
los sistemas culturales y estructurales en las que se desarrollan. En otras palabras, sus
estrategias no dependen únicamente de las posiciones que ocupan ni de sus trayecto-
rias individuales, sino también de los habitus incorporados. Por ello, los participantes no
necesariamente sabrán consciente y racionalmente qué hacen o para qué, ni necesitarán
plantearse explícitamente el problema para saber cómo actuar.
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diencia, uno de los diputados provinciales fundó su apoyo y el de su bloque
a la sanción de la Ley en el hecho de que “no queremos perjudicar a estos
pequeños productores isleños”. Lo mostrado aquí también ayuda a com-
prender por qué el IAD “politizado” es un marco conceptual apropiado
para este objeto de estudio: las posiciones que ocupan los actores no repre-
sentan únicamente sus inserciones en espacios predefinidos (esto es, roles),
sino que se evidencia cómo éstos construyen sus propias posiciones a través
de conceptos y categorías relacionadas con narrativas particulares (Whaley y
Weatherhead, 2014).

Por su parte, los legisladores retomaron estos argumentos para legiti-
mar la sanción de la “Ley de Bosques”. A fines de noviembre ambas comi-
siones se expidieron favorablemente al proyecto, y los diputados firmantes
hicieron especial énfasis en señalar las consecuencias que la demora en su
sanción había tenido sobre el sector forestal y los pobladores de “la isla”. En
términos de los resultados de la acción, la postura de los legisladores resultó
ser favorable a los intereses de los desarrolladores inmobiliarios de la zona
Quilmes-Avellaneda. Como indicamos previamente, la presión ejercida por
estos actores era lo que había generado las demoras en la sanción de la “Ley
de Bosques”, y recién dejaron de presionar activamente una vez que se ase-
guraron de que el ordenamiento propuesto les permitiría continuar con sus
emprendimientos.

Según Santy (2019), las categorías de conservación de los bosques nati-
vos comprendidos en el OTBN en el área de los bosques ribereños se ha-
brían degradado a fin de que la OPDS pudiera brindar la habilitación am-
biental correspondiente al Nueva Costa del Plata. En ese sentido, no es ex-
traño que los argumentos de los legisladores para justificar su posición favo-
rable a la Ley no hicieran referencia a estas cuestiones, y que reseñaran úni-
camente los impactos que la falta de sanción de dicha ley generaría sobre los
“pequeños productores isleños”.

De hecho, el OTBN propuesto por la autoridad de aplicación no limitó
ni restringió el desarrollo de Nueva Costa del Plata (Santy, 2019), haciendo
evidente que los actores vinculados con el desarrollo de emprendimientos
inmobiliarios ocupaban una posición dominante en esta arena de acción y
llevaron adelante una estrategia hegemónica en el nivel decisional. Esto es,
se trató de una estrategia que incorporó parcialmente las demandas de otros
sectores (los productores forestales del Delta del Paraná), pero desarticula-
das de su propio contexto de producción, y por lo tanto las integró
hegemónicamente (Balsa, 2011). En cambio, los discursos de injusticia
ambiental (Calefato, 2018), activados por actores individuales y colectivos
con menor capacidad de ejercicio de poder en esta arena de acción (como
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vecinos afectados u organizaciones socioambientales), no lograron instituir-
se en este nivel decisional.

Finalmente, a partir del dictamen conjunto de ambas comisiones reco-
mendando su aprobación, el proyecto de Ley fue elevado a la Cámara de
Diputados de la Provincia de Buenos Aires. En una sesión extraordinaria, el
21 de diciembre de 2016 la Cámara aprobó la “Ley de Bosques” junto con
su OTBN correspondiente. Y en agosto de 2017 se sancionó el decreto re-
glamentario necesario para instrumentalizar los diferentes artículos de la
Ley.

Conclusiones

En este artículo se analizó el proceso de institucionalización de la “Ley
de Bosques”, una política pública en materia ambiental de la provincia de
Buenos Aires. A partir de una norma nacional (la Ley 26.331 de Protección
Ambiental de los Bosques Nativos) se constituyeron múltiples arenas de ac-
ción a diferentes niveles (decisional y operacional) en los que diferentes ac-
tores purgaron por orientar la política en una u otra dirección.

En la región Delta y Talares de Barranca, una de las cuatro arenas de
acción constituidas a nivel operacional, la configuración inicial de la arena
se vio profundamente afectada a partir de las modificatorias en la prórroga
de la Ley de Promoción Forestal, un evento externo derivado de una deci-
sión de política tomada en el marco del subsistema de política forestal, que
modificó cuáles serían los actores participantes y la configuración de la are-
na de acción. A partir del análisis de los registros etnográficos y de los docu-
mentos producidos por las agencias estatales, mostramos que los múltiples
actores vinculados con la actividad forestal formaron una coalición con alto
nivel de coordinación en esta arena de acción, y diseñaron estrategias de
acción conjunta. Esta coordinación les permitió lograr un resultado (en este
caso, un OTBN) acorde a su estructura de preferencias, esto es, a sus dife-
rentes intereses específicos.

En el nivel decisional, por su parte, la arena de acción constituida pre-
sentaba una configuración radicalmente diferente, con otros participantes y
otros recursos. En primer lugar, se mostró que la mencionada coalición ca-
recía de la capacidad de influencia que poseía en el nivel operacional, y se
evidenció que eran actores vinculados al desarrollo de emprendimientos
inmobiliarios, con mayores recursos económicos y políticos, quienes ocupa-
ban una posición dominante en esta arena. En segundo lugar, señalamos
que los cambios en la estructura de oportunidades políticas favorecieron la
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apertura de una ventana de oportunidad, que cambió la distribución de los
recursos y permitió que estos actores pudieran acceder a nuevos espacios
que previamente les estaban vedados. Y se mostró cómo, a partir de dichos
cambios, este conjunto de actores llevó adelante nuevas estrategias que sí les
permitieron construir una posición en línea con sus intereses y capaz de
influir en la producción de la política pública, así como brindar las herra-
mientas necesarias para legitimar una decisión favorable por parte de los
legisladores provinciales.

De este modo, desde una perspectiva metodológica cualitativa
conceptualmente articulada con el marco de análisis del IAD “politizado”,
se realiza un aporte al campo de estudios de las políticas públicas y se evi-
dencia que éstas son el resultado de disputas y negociaciones entre múlti-
ples actores estatales y no estatales. Complementariamente, el foco en las
diversas estrategias desarrolladas por los diferentes actores permitió resaltar
algunas de las formas a través de las cuales se producen las estatalidades, y
mostrar cómo las variables exógenas propuestas por Clement (2010) ope-
ran en el proceso de formulación de las políticas.

Este análisis, por su parte, se vería sumamente enriquecido por futuros
estudios que analicen las restantes arenas de acción constituidas en el nivel
operacional, especialmente en la Región Bosques Ribereños. Santy (2019)
menciona que la “Ley de Bosques” fue conocida en los medios regionales
como la “Ley Techint”, por lo favorable que resultó el OTBN propuesto
para sus proyectos inmobiliarios. Por lo tanto, estudios que articulen estos
conflictos con la producción del OTBN en la Región Bosques Ribereños
desde el marco del IAD serían sumamente relevantes para indagar con más
profundidad sobre los modos en que se produce la interrelación entre: a)
distintas arenas de acción constituidas a un mismo nivel (en este caso, el
nivel operacional); y b) arenas de acción constituidas a diferentes niveles
(arenas múltiples constituidas a nivel operacional y una única arena consti-
tuida a nivel decisional), puesto que allí radica la principal fortaleza de este
marco conceptual (Jaime et al., 2013). Además, a partir de este trabajo, futu-
ros escritos podrán articularse con otros elementos teóricos para desarrollar
con mayor nivel de detalle lo ocurrido en cada una de las diferentes instan-
cias, y focalizar en las formas en las que los funcionarios y los técnicos de las
diferentes agencias estatales participantes en el proceso, es decir, los em-
pleados de base (Lipsky, 1996), operaron en el proceso de producción de la
política pública.
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Anexo Metodológico

Entrevistas Realizadas

Para la producción de datos primarios, se realizaron entrevistas con 91
personas. Entrevistamos a productores y pobladores de la Zona Núcleo Fo-
restal del Delta Bonaerense del río Paraná: siguiendo la tipología propuesta
por Pizarro (2016), entrevistamos a pequeños productores familiares, pro-
ductores familiares capitalizados, productores familiares empresariales y re-
presentantes de empresas forestoindustriales. Además, entrevistamos a fun-
cionarios y técnicos del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, fun-
cionarios y técnicos de la Dirección Nacional Forestal (Ministerio de Agri-
cultura, Ganadería y Pesca de la Nación), funcionarios y técnicos de Bos-
ques y Forestación (Ministerio de Desarrollo Agrario de la Provincia de Bue-
nos Aires), técnicos de la Dirección Provincial de Islas de la Provincia de
Buenos Aires, funcionarios y técnicos de la Dirección Nacional de Bosques
(Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de la Nación), funcionarios
y técnicos del Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible de la Pro-
vincia de Buenos Aires y referentes técnicos para la región ‘Delta y Talares de
Barranca’. Cabe señalar que algunas entrevistas fueron colectivas y otras
individuales, y que en varias ocasiones llevamos adelante más de un en-
cuentro con el o los mismos entrevistados.

Instancias de Observación Participante

Se incluyeron en el corpus un total de 36 registros de instancias de
observación participante. Estos registros fueron producidos en el evento
anual denominado ‘Día del Isleño’ (desde el año 2012 en adelante), el ‘En-
cuentro Isleño’ realizado en 2015, reuniones de organizaciones locales, re-
uniones organizadas por el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria,
la Audiencia Abierta realizada en La Plata en noviembre de 2016 en relación
con la “Ley de Bosques”, el IV Congreso Internacional de Salicáceas organi-
zado por la Comisión Nacional del Álamo en Argentina, y encuentros orga-
nizados por Fundación Humedales y otras organizaciones ambientales vin-
culadas con la protección de los humedales del Delta del Paraná.
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Determinantes de la democracia municipal en Salta (1987-2019).
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Resumen: A pesar del creciente interés en estudios sobre regímenes subnacionales,
poco se ha avanzado en estudios a nivel municipal. Inserto en esa cuestión, este trabajo
indaga sobre variaciones en las democracias municipales salteñas (1987-2019). Inicial-
mente se realiza una medición efectiva de la democracia municipal en todos los munici-
pios de Salta a través de dos índices adaptados para casos subnacionales (Gervasoni,
2010a; Álvarez et al.,1996), concluyendo que la situación ideal al medir democracia
subnacional en contextos nacionales democráticos es utilizar índices que capturen a la
democracia en grados. Luego se pretende hallar las causas de estas variaciones demo-
cráticas entre municipios siguiendo la teoría rentística de Gervasoni (2010b), la teoría
del desarrollo socioeconómico y la influencia de niveles superiores del poder ejecutivo.
Al igual que a nivel provincial, el estudio encuentra que las transferencias, el nivel de
desarrollo socioeconómico y la cercanía partidaria con el gobernador están asociadas al
régimen político local. El trabajo finaliza dejando abierta una agenda de investigación
sobre democracias municipales.

Palabras clave: Nivel municipal – democracia subnacional – federalismo comparado – teoría
rentista – teoría del desarrollo

Abstract: Despite the growing interest in studies on subnational regimes, little progress has been
made in studies at the municipal level. Inserted in this question, this work investigates about
variations in the municipal democracies of Salta (1987-2019). Initially, effective measurement
of municipal democracy is carried out in all the municipalities of Salta through two indexes
adapted for subnational cases (Gervasoni, 2010a; Álvarez et al, 1996), concluding that the ideal
situation when measuring subnational democracy in democratic national contexts is use indices
that capture democracy in degrees. Then the study seeks to find the reasons of these variations
between municipalities following the rentier theory of Gervasoni (2010b), the theory of socioeconomic
development and the influence of higher levels of the executive power. As at the provincial level, the
study finds that transfers, the level of socioeconomic development, and party closeness to the
governor are associated with the local political regime. The work concludes by leaving open a
research agenda on municipal democracies.

Keywords: Municipal Level – Subnational Democracy – Comparative Federalism – Rentism Theory
– Development Theory

* Artículo recibido el 19 de octubre de 2020 y aceptado para su publicación el 1 de abril
de 2021.

1 Los datos para replicar el análisis del presente artículo están disponibles en: https://
github.com/tartagalensis/democracia-municipal-salta
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1. Introducción

A fines de diciembre de 2016 el gobernador de la provincia de Salta,
Juan Manuel Urtubey, encabezó un acto en el Foro de Intendentes de Salta
con motivo de destacar los veinticinco años de labor ininterrumpida de tres
intendentes salteños. Estos tres casos no presentan la excepción a la regla, a
esa fecha otros ocho jefes comunales (de 60 municipios) estaban hace más
dos décadas al frente sus municipios, y diez intendentes iban camino a los
dieciséis años ininterrumpidos en funciones. Los 266 intendentes electos
en la provincia entre 1987 y 2019 estuvieron en promedio 2 mandatos con-
secutivos (8 años), de los cuales 34 estuvieron cuatro o más (12,7%). A pesar
de la diferencia de magnitudes, particularmente en tamaño poblacional y
relevancia política, las similitudes de estos intendentes con “los Barones del
Conurbano Bonaerense” (Zarazaga, 2010) saltan a simple vista. Algunos
intendentes salteños parecen asemejarse a los del conurbano, “ejecutivos
municipales consolidados en el poder local a través de los años que gobier-
nan municipios con grandes concentraciones de pobreza y manejan apara-
tos clientelares por medio de concejales y punteros” (Zarazaga, 2010). Esta
consolidación del poder presente en estos municipios lesiona a las demo-
cracias locales y atasca las posibilidades de desarrollo en las mismas.

Si bien existen estudios que indagan sobre regímenes democráticos lo-
cales (Benton, 2016; Sznek, 2015), la ausencia de bibliografía que discuta
esta problemática en provincias del norte argentino establece la necesidad
de explicar estos fenómenos. El objetivo general de esta investigación es
indagar las variaciones de los regímenes políticos de los municipios de la
Provincia de Salta entre 1987 y 20192. La selección de Salta como caso de
estudio obedece a que es una provincia que podría considerarse un caso
típico: su valor promedio en el Índice de Democracia Subnacional es 0.12
(promedio nacional 0.13 y de mediana 0.16), posee límites a la reelección
del gobernador, no ha sido intervenida desde 1983 y más de un partido ha
llegado a la gobernación (Gervasoni, 2019). Dada su condición, los resulta-
dos de este estudio podrían contribuir a testear las teorías utilizadas para
niveles provinciales y nacionales.

Este estudio consta de una parte descriptiva y una explicativa. En la
primera parte se realiza una medición de la variable dependiente concen-
trada en resultados electorales en todos los municipios de la provincia de
Salta para el período de tiempo seleccionado. Para ello se utilizaron dos

2 Si bien el retorno a la democracia en Argentina se da a partir de 1983, es recién a partir
de 1987 que los intendentes, en la provincia de Salta, dejan de ser designados por el
gobernador y empiezan a ser electos por voluntad popular.
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índices que miden democracia, pero con sus respectivas modificaciones para
medir regímenes municipales: el Índice de Democracia Subnacional de
Gervasoni (2010a) y el índice dicotómico de Álvarez et al. (1996).

En la segunda parte se buscan hallar las causas de estas variaciones
democráticas entre municipios utilizando teorías trabajadas para casos na-
cionales y subnacionales. Se indaga por la teoría rentista (en su versión fis-
cal), por la teoría del desarrollo socioeconómico (desarrollo económico lleva
a más democracia) y por la influencia de niveles superiores del poder ejecu-
tivo (cercanía partidaria de los intendentes con los gobernadores).

2. Marco teórico

Estado de la cuestión

Las transiciones democráticas modernas inauguradas a mediados de la
década de 1970 dieron inicio a una nueva etapa en la literatura sobre demo-
cracias. La “tercera ola de la democratización” fue motivada por diversos
factores: caída del bloque soviético, el crecimiento económico, la actividad
de la Iglesia católica y la presión por la apertura democrática llevada a cabo
por algunas potencias occidentales (Huntington, 1991). Estos nuevos pro-
cesos alentaron investigaciones sobre las variaciones entre regímenes demo-
cráticos nacionales, muchos de ellos a partir de la elaboración de índices
que permitieran realizar comparaciones entre distintos países (Alvarez et al.,
1996; Coppedge, 1990; Vanhanen, 2000).

Pero la teoría democrática generalmente suponía que, si el régimen
político nacional era democrático, entonces los regímenes subnacionales
incluidos en él también debían serlo. Realizando una crítica a este tipo de
literatura, Jonathan Fox (1994) advirtió que la caracterización nacional de
las democracias en América Latina y Estados Unidos no permite identificar
variaciones al interior de estos regímenes. Fox afirmaba que existían varia-
ciones territoriales en estos países, ya que observaba la “persistencia de en-
claves autoritarios” bajo gobiernos democráticos a nivel nacional que impi-
den la extensión efectiva de derechos políticos básicos a toda la población.
Es así como el autor sugiere dos cosas: en primer lugar, que incluso en
Estados nacionales con democracias consolidadas pueden existir enclaves
autoritarios; y que estos enclaves autoritarios podrían afectar la consolida-
ción democrática a nivel nacional.

El creciente interés por esa heterogeneidad al interior de las democra-
cias llevó a un florecimiento de las investigaciones sobre este fenómeno. La
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gran mayoría de estas investigaciones se centraron en países federales
(Behrend, 2012; Borges, 2007; Borjas García, 2015; Durazo, 2010; Gervasoni,
2010a; Heller, 2000; McMann, 2006; entre otros). El foco puesto en
federalismos se debe principalmente a la mayor autonomía con la que cuen-
tan las unidades subnacionales, aunque recientemente surgieron investiga-
ciones en países unitarios como Bolivia y Colombia (Ascarrunz y Salas, 2017;
Duncan, 2009).

La literatura sobre democracias subnacionales puede dividirse en dos
tendencias según la aproximación conceptual y metodológica: en primer
lugar, encontramos una tendencia que utiliza métodos cualitativos para el
análisis y emplea definiciones maximalistas y minimalistas para definir qué
se entiende por democracia. La segunda tendencia utiliza métodos cuanti-
tativos y una definición minimalista de democracia (Pino, 2017). En el pre-
sente estudio, de corte metodológico cuantitativo, haremos foco en esta úl-
tima tendencia.

Métodos cuantitativos o mixtos
para el estudio de regímenes subnacionales

Los estudios con métodos cuantitativos o mixtos para el estudio de
regímenes subnacionales ponen el foco en la selección de países o regiones
y su posterior comparación a partir del uso de índices (Ascarrunz y Salas,
2017; Borges, 2007; Gervasoni, 2011; Giraudy, 2010; Goldberg et al., 2008;
Montero, 2010). Gervasoni (2010b) se enfoca principalmente en la dimen-
sión electoral en su estudio sobre la democracia subnacional en las provin-
cias de Argentina. Al analizar la alternancia, la competencia, las reglas elec-
torales, los mecanismos de asignación y los resultados electorales, este estu-
dio emplea una definición minimalista de democracia para identificar los
distintos grados de democracia a nivel territorial. La principal ventaja de
estudios de este tipo es la posibilidad de comparar un número de casos
considerables y realizar conclusiones generalizables a partir de la puesta en
común de varias abstracciones y del uso de estimaciones estadísticas. Al
enfocarse sólo en variables electorales es posible comparar no sólo regíme-
nes subnacionales de un mismo país, sino regímenes subnacionales de dis-
tintos países y regímenes nacionales con regímenes subnacionales (Gervasoni,
2010b).

Esta tendencia ha logrado dar explicaciones basadas en factores estruc-
turales que analizan la forma en que ciertas dinámicas como el rentismo y la
concentración económica inciden en la creación de regímenes políticos au-
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toritarios. Ambas explicaciones cuentan con robusta literatura dentro de la
ciencia política a nivel nacional, y fueron adaptadas para explicar dinámicas
subnacionales (Borges, 2007; Gervasoni 2010a, 2010b, 2011 y 2018).

Dentro de las explicaciones rentísticas podemos encontrar dos subtipos
construidos en base a la fuente económica de las transferencias: el rentismo
mineral y el rentismo fiscal. Estos recursos generan rentas extraordinarias
que llevan a una gran concentración de recursos por parte del Estado. Por
ejemplo, Goldberg, Wibbels y Mvukiyehe (2008) encuentran que la depen-
dencia de los recursos se asocia a niveles bajos de competencia electoral.
Con respecto al rentismo fiscal, Gervasoni (2010a, 2010b, 2011 y 2018) ex-
plica que el federalismo fiscal argentino actúa de manera similar a los hidro-
carburos, ya que al “igual que las rentas de los recursos en los países ricos en
petróleo, los subsidios o ingresos no derivados del trabajo  otorgan a los gober-
nantes la capacidad de hacer que la mayoría de los individuos, grupos o
empresas dependan del presupuesto estatal sin que el presupuesto estatal
sea dependiente en ellos” (Gervasoni, 2018: 2)3. El federalismo fiscal distri-
buye asimétricamente los recursos, generando subvenciones de las grandes
provincias a las pequeñas, cuyos gobernantes tienen acceso a generosos re-
cursos económicos “exógenos” (Gervasoni 2010a). En ambos casos, la de-
pendencia de un recurso exógeno crea un escenario proclive para la cons-
trucción de “regímenes híbridos” (Gervasoni 2010a).

La concentración económica tiene el mismo efecto que el rentismo,
genera un campo de juego desnivelado para los opositores en la arena elec-
toral. John T. Sidel (2014) sugiere que la variación en el autoritarismo
subnacional proviene de las diferentes condiciones económicas locales y las
posibilidades de acumulación y mantenimiento del control sobre las econo-
mías locales que posean las élites gobernantes. En esa misma línea, Borges
(2007) y Montero (2010) destacan que la competencia electoral en algunos
distritos del nordeste de Brasil está marcada por los recursos económicos
que controlan las elites gobernantes de corte conservador.

Esta investigación toma como referencia la literatura que teoriza y bus-
ca dar explicaciones sobre las variaciones democráticas a nivel subnacional,
con la leve diferencia de que este estudio baja aún más la unidad de análisis
subnacional, reemplazando el foco en provincias por municipios. Existen
algunos estudios similares, pero han seleccionado casos diferentes. Por ejem-
plo, Geraldine Sznek (2015) indaga sobre democracia en algunos munici-
pios del Conurbano Bonaerense y Ceja Martínez (2004) analiza la democra-
cia municipal en Jalisco (México). La novedad de este estudio radica en

3 La traducción del español al inglés y palabras en cursiva son de mi autoría.
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seleccionar como unidad de análisis los municipios de la provincia de Salta
entre 1987 y 2019.

Conceptualización y selección de variables

El marco teórico seleccionado es la teoría rentística presentada por
Gervasoni (2010a, 2010b, 2011 y 2018). Al adherir a su marco teórico también
lo hacemos que con su definición de democracia liberal, conceptualización
estándar de la ciencia política basada en Polyarchy de Robert Dahl (1971).
Esta definición, entiende a la democracia liberal como un “tipo de régimen
político con un elemento estrictamente democrático (la selección de los go-
bernantes mediante elecciones multipartidarias, libres, justas e inclusivas) y
un elemento liberal (el respeto de derechos individuales y la limitación del
gobierno mediante dispositivos institucionales tales como la división de
poderes)” (Gervasoni, 2011: 109). La definición anterior puede ser
subdividida: la dimensión “democrática” con sus subdimensiones
“competencia”, “inclusión” y “elecciones efectivas”; la dimensión “liberal”
con sus subdimensiones “límite al poder” y “derechos liberales”.

Gervasoni explica que la variación en el grado de la democracia
subnacional se centra en una explicación rentística de ciertos tipos de
federalismo fiscal, como el argentino. La hipótesis del autor es que “debe-
rían esperarse bajos niveles de democracia cuando los estados subnacionales
disfrutan de abundantes subsidios del gobierno nacional y tienen un víncu-
lo impositivo débil con los ciudadanos y las empresas locales” (2011: 580).

El mecanismo causal de esta teoría sugiere que la democracia es perju-
dicada “por el efecto del gasto” (Ross, 2001). Esto sintetiza la idea de que los
bajos niveles de autonomía económica de los actores políticos locales expli-
can niveles bajos de democracia, ya que un gran gasto público otorga a los
gobernantes la posibilidad de asignar “zanahorias y garrotes financieros”
(McMann, 2006). También sucede, al igual que en los países de Medio Orien-
te, que la situación de bonanza económica en provincias beneficiadas por el
federalismo fiscal (reciben más de lo que aportan) conduce a los gobernan-
tes provinciales a aplicar cargas impositivas leves a sus ciudadanos, dismi-
nuyendo los incentivos de accountability del electorado.

Tomando como base el anterior marco teórico, se definirán las variables
a utilizar. La variable dependiente, que son los niveles democráticos de los
Estados subnacionales, se definirá a partir de la unidad subnacional muni-
cipal tomando como componentes la competencia (Dahl 1971; Álvarez et
al, 1996). Al no existir límites a la reelección para los municipios de la provincia
de Salta, este componente no será tenido en cuenta. Como variables inde-
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pendientes se incluyen las transferencias desde el gobierno provincial y se
mantienen las transferencias realizadas desde el gobierno nacional a los go-
biernos municipales. Estos esquemas incluirán desde transferencias discre-
cionales a fondos de planes específicos como el FONAVI, el Fondo de Repa-
ración Histórica o el Fondo del Bicentenario.

En coincidencia con lo planteado, se espera que a mayores transferen-
cias per cápita, menor sea el nivel de democracia municipal. Dado que los
ingresos de los municipios de la provincia de Salta dependen casi en su
totalidad de los ingresos provenientes de transferencias de niveles superio-
res de gobierno, la expectativa teórica presupone un menor nivel de demo-
cracia en municipios con mayores niveles de transferencias per cápita4. Por
ello, la primera hipótesis es:

H1: A mayores niveles de transferencias fiscales per cápita, menor el
nivel de democracia esperado en los municipios5.

En discusión con el marco teórico seleccionado, se testea en la segunda
hipótesis el poder explicativo de la teoría de la modernización (Álvarez et al.,
1996). Dicha teoría asocia el nivel del desarrollo socioeconómico de un país
con su tipo de régimen político.

H2: A mayor desarrollo socioeconómico, mayor nivel de democracia
esperado.

Existe la posibilidad de que exista una interacción entre el rentismo y el
desarrollo económico, donde se espera que el impacto del rentismo sea mayor
en lugares de bajo desarrollo económico.

H3: A menor desarrollo socioeconómico, mayor impacto de la varia-
ble rentista (a mayor nivel de transferencias per cápita, menor nivel de
democracia esperado en los municipios).

4 Si bien los municipios pueden cobrar tasas, estas poseen ciertas limitaciones que los
hacen estrictamente dependientes de estas transferencias recientemente mencionadas.

5 El rentismo fiscal deriva de la teoría rentista (Ross, 2001). Sería ideal incluir una hipóte-
sis que testee la incidencia de las regalías hidrocarburíferas y mineras en la democracia,
pero el destino de estos fondos no se encuentra desagregado en los presupuestos
provinciales analizados (años 1998 a 2019). Si bien el monto total de estos fondos es
publicado año a año en el presupuesto y la repartición de fondos se realiza de acuerdo
con lo establecido en las leyes provinciales 6294 y 6438, la producción se obtiene a
partir de las declaraciones juradas de las empresas extractoras, dato que no es de acceso
público e imposibilita conocer cuánto dinero ingresa a cada municipio por regalías de
hidrocarburos y producción minera.
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Inspirada en la teoría de la interacción estratégica de Gibson (2012), la
cuarta hipótesis analizará si la coexistencia de regímenes subnacionales au-
toritarios en contextos de un régimen nacional democrático obedece a las
relaciones de los intendentes con niveles superiores del poder ejecutivo.

H4: A mayor cercanía partidaria del gobernador con los intendentes,
menos nivel de democracia esperado en los municipios.

3. Metodología

Operacionalización de la variable dependiente

Para la medición efectiva de democracia municipal, se utilizaron dos
índices que miden democracia: el índice de Democracia Subnacional de
Gervasoni (2010a) y el índice dicotómico de Álvarez et al. (1996).

El universo de análisis son los 60 municipios de la provincia de Salta
entre 1991 y 2019. Dado que la medición se concentra en resultados electo-
rales, la unidad de análisis son los municipios por períodos de gestión del
cargo de intendente (4 años) teniendo en cuenta la elección de medio tér-
mino de cada período correspondiente6. Por lo tanto, este análisis cuenta
con 4007 casos y 7 períodos a analizar: 1991-1994; 1994-1999; 1999-2003;
2003-2007; 2007-2011; 2011-2015; 2015-2019. El período 1987-1991 no es
considerado dado que el autor no pudo tener acceso a esos datos; el perío-
do 2019-2023 tampoco será incluido dado que al momento de redacción de
este artículo no han finalizado los mandatos de cada intendencia, de modo
de permitir evaluar los mismos.

Los resultados de Índices de Democracia Subnacional (Gervasoni, 2010b)
y el Índice Dicotómico de Álvarez et al. (1996) pueden ser comparados por
los siguientes motivos: ambos índices operacionalizan la misma definición
de democracia8, permitiendo así la comparación de resultados de ambos. A
continuación, se detalla la metodología de los dos índices seleccionados con
sus respectivas modificaciones para el ámbito municipal, finalizando con
una comparación entre ambos.
6 Sólo fueron tenidos en cuenta los mandatos cumplidos de cada intendente. En caso de

intervención, renuncia, destitución, fallecimiento u otro motivo que impida la concre-
ción del mandado, el mismo fue considerado como missing value.

7 Si bien el número debería ser 354, existen municipios que se crean en el intervalo
analizado, municipios intervenidos, fallecimientos y renuncias de intendentes, etcétera.

8 Si bien trabajan con la misma definición de democracia, el estudio de Álvarez et al.
(1996) se concentra exclusivamente en la dimensión democrática mientras que el estu-
dio de Gervasoni (2010b) captura las dos dimensiones (democrática y liberal).
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Índice de Álvarez et al (1996)

El Índice Dicotómico de Álvarez et al. (1996) fue creado con el propósi-
to de distinguir a regímenes políticos nacionales entre democracias y no
democracias. Cuenta con cuatro reglas, donde el incumplimiento de algu-
na de estas hace que se clasifique al régimen como “no democrático”. La
primera regla establece que el poder ejecutivo debe ser electo, sin importar
si es electo directa o indirectamente; la segunda que la Legislatura debe ser
electa; la tercera que tiene que haber más de un partido político en la Legis-
latura.

Estas tres reglas quedan sin efecto en nuestro análisis, dado que el con-
texto institucional es definido como democrático a nivel nacional. Tanto la
Constitución Nacional como la Constitución Provincial establecen una es-
tructura democrática para todo el país, y prevén a las intervenciones como
“mecanismo correctivo”9 (Gervasoni, 2011: 122). Por lo tanto, el foco de
nuestro análisis se centrará en el cumplimiento de la regla 4, la cual se centra
en la alternancia política.

La regla 4 establece que los partidos de gobierno deben en algún mo-
mento perder las elecciones. Se aplica sólo a los regímenes que pasaron las
primeras tres reglas y en los que en el pasado inmediato los ejecutivos ocu-
paron el cargo en virtud de elecciones por más de dos períodos o se desem-
peñaron inicialmente sin ser elegidos. Gervasoni (2011: 151) encuentra una
ambigüedad en esta regla, dado que permite dos interpretaciones posibles.
Esta doble interpretación es tenida en cuenta en nuestro posterior análisis
de la muestra seleccionada:

Regla 4A: Si el partido en el cargo pierde una elección, entonces todos
los términos pasados y futuros están codificados como democráticos.

Regla 4B: Los regímenes en los que los titulares han desempeñado el
cargo en virtud de elecciones durante más de dos períodos y hasta el día de
hoy no han perdido una elección no se consideran democráticos.

9 Las intervenciones como mecanismo correctivo no permiten la existencia de regímenes
subnacionales abiertamente autoritarios en países de un contexto nacional democráti-
co, pero posibilitan la existencia de “regímenes híbridos” (Gervasoni 2010b). Estos
regímenes híbridos llevan a cabo prácticas autoritarias como la alteración de reglas
electorales para la formación de “supermayorías”, el uso de las burocracias locales como
herramienta para campañas políticas y el uso de la pauta publicitaria como disciplinador
de medios de comunicación. Cabe aclarar que la supervivencia de estos regímenes está
condicionada por la habilidad de sus líderes de mantener el conflicto “dentro de sus
límites” (Gibson, 2005).
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Índice de Democracia Subnacional (Gervasoni, 2010b)

El Índice de Democracia Subnacional (en adelante IDS) es creado por
Gervasoni para operacionalizar la variable dependiente “Nivel de Democra-
cia” de los estados subnacionales. A diferencia del Índice anterior, Gervasoni
sostiene que la democracia como variable “debe ser entendida bajo un con-
tinuo o al menos una variable ordinal, y no dicotómica” (2011: 166). La
medición de los niveles democráticos de los estados subnacionales busca
capturar dos componentes, por un lado, la competencia (Dahl, 1971; Álvarez
et al., 1996) y por el otro, los límites al poder de gobierno (Held, 1987). La
operacionalización del IDS es realizada por Gervasoni (2010b) de la siguien-
te manera: dos indicadores de competencia electoral (Competencia Ejecu-
tiva y Competencia Legislativa) y tres indicadores de concentración del po-
der en el gobernante (Control de Sucesión, Control Legislativo y Límites a
la Reelección).

Esta investigación utiliza el IDS, pero le realiza sus respectivas modifica-
ciones10 para adaptarlo a la escala municipal. El IDS se construye a partir
del análisis de componentes principales de los siguientes indicadores11:

“Competencia Ejecutiva”: mide las posibilidades reales que tiene la opo-
sición de vencer en elecciones ejecutivas al partido del intendente. Será utili-
zado de la misma forma que en la del análisis de su creador. La codificación
es: 1-proporción del voto válido obtenido por el intendente electo. Mientras
más cercano a 0 sea el indicador “Competencia Ejecutiva”, menor el nivel de
dicha competencia. El indicador es medido al inicio de cada mandato.

“Competencia Legislativa”: mide las posibilidades reales que tiene la
oposición de vencer al partido o coalición del intendente en las elecciones
para el Concejo Deliberante. La codificación es: 1-proporción de las bancas
obtenidas por el partido o coalición del intendente en las elecciones para el
Concejo Deliberante. Mientras más cercano a 0 sea el indicador “Compe-
tencia Legislativa”, menor el nivel de dicha competencia. La medición se
realiza a partir de los resultados de la elección de medio término del manda-
to correspondiente.

10 A diferencia del trabajo de Gervasoni (2010b), donde todos los indicadores son medi-
dos con la elección que marca el final del mandato de 4 años, este trabajo utiliza los datos
de la elección que marca el inicio del mandato y los de la elección de medio término
correspondiente.

11 El trabajo de Gervasoni (2010b) realiza un análisis factorial. Al momento de construir el
índice se utilizaron ambos métodos (análisis factorial y PCA), arrojando una correlación
del 99%. Tales resultados indican que, en sentido estadístico, ambos métodos no supo-
nen cambios significativos en los resultados. Luego de realizado el PCA, se escaló la
variable en valores de 0 a 100.
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“Control de Sucesión”: mide el grado en el que el oficialismo logra rete-
ner la intendencia en una elección. Se codifica como bajo (=0) si la intenden-
cia es capturada por la oposición, medio (=1) si el gobernante es sucedido
por un miembro de su partido que no es ni un familiar ni un aliado político
cercano, y alto (=2) si el intendente es reelecto o es electo un familiar o aliado
político cercano. El indicador es medido al final de cada mandato.

“Control Legislativo”: es la proporción de bancas obtenidas por el par-
tido o coalición del intendente en las elecciones en las que éste es electo. Si
bien esta cifra depende del “arrastre de votos” que genera el intendente
hacia sus listas de concejales, también depende de las reglas.

El análisis de componentes principales arroja dos componentes signifi-
cativos, con una diferencia muy grande con respecto al resto (los eigenvalores
hallados son 2,13, 0,93, 0,55 y 0,28). Se utilizan los dos factores más gran-
des, que acumulan el 79% de la varianza acumulada12.

Operacionalización de las variables independientes

Este trabajo cuenta con cuatro hipótesis y tres variables independien-
tes. Las variables independientes son: transferencias per cápita, desarrollo
socioeconómico y relación con gobierno provincial.

La variable independiente proveniente de la teoría rentista es transfe-
rencias provinciales y nacionales per cápita.  La estructura fiscal de los mu-
nicipios de la provincia de Salta es altamente dependiente de transferencias;
los ingresos provenientes de transferencias de niveles superiores de gobier-
no son la principal fuente de recursos con la que cuentan los municipios. Si
bien los municipios pueden cobrar tasas, estas poseen ciertas limitaciones
que hacen a los municipios estrictamente dependientes de estas transferen-
cias recientemente mencionadas.

Dado que no se pudo acceder a presupuestos anteriores, el análisis de
esta variable independiente y de las restantes comprende el período que
inicia en 1995 y los posteriores13. Durante los períodos analizados se consi-
deran todas las transferencias recibidas por los municipios, tanto federales
como provinciales. Dado que no todas las transferencias se encuentran pu-

12 El coeficiente de correlación entre el IDS y sus indicadores del IDS es el siguiente: 0,90
con Competencia Ejecutiva; 0,74 con Competencia Ejecutiva; -0,86 con Control Legis-
lativo; y -0,09 con Control de Sucesión. Los signos positivos en los componentes de
Competencia significan que a mayor nivel de competencia, mayor el nivel democrático.
Los signos negativos en los indicadores de Control significan que, a mayor control,
menor el nivel de democracia.

13 Para el período 1995-1999 se utilizan solamente los presupuestos de los años 1998 y
1999.
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blicadas de manera desagregada, solamente se consideraron para este estu-
dio aquellas transferencias que aparezcan en presupuestos provinciales y
que especifiquen el municipio de destino y el monto correspondiente. Para
la operacionalización de estas transferencias per cápita se deflacionaron los
montos en base al año 1998, se promediaron los cuatro años de cada man-
dato14, y luego se dividieron todos los montos sobre cien15. Los datos de
población se obtuvieron de los censos 1991, 2001 y 2010, y se realizaron
interpolaciones lineales para los años faltantes.

Al no contar con indicadores de producto bruto regional o similares, y
ante la ausencia de datos desagregados por municipio -publicados regular-
mente del Ministerio de Economía provincial-, se optó por utilizar un solo
indicador para la variable desarrollo económico. El indicador es el porcenta-
je de hogares con necesidades básicas insatisfechas (NBI) por municipio,
una cifra que representa una alternativa a la identificación de datos de po-
breza que sólo contempla ingresos económicos. Se utilizan datos del INDEC
de los censos de 1991, 2001 y 2010, realizando interpolaciones lineales para
completar datos faltantes.

Para el testeo de la hipótesis 3, se utiliza una variable interactiva que se
crea a partir de la multiplicación de las variables NBI y transferencias.

Para la variable de cercanía con el gobernador, se utiliza una variable
dicotómica para determinar si el intendente pertenece al partido del gober-
nador o si no pertenece (0 si es opositor, 1 si es oficialista). Para evitar una
relación de multicolinealidad no se analiza la cercanía de los intendentes
con el presidente, dado que durante el periodo analizado los gobernadores
pertenecen al mismo partido del presidente.

4. Resultados

Índice de Álvarez et al (1996)

Con base en la aplicación de este índice en sus dos interpretaciones, los
resultados arrojan que 23 de los 60 municipios analizados son gobernados

14 Para la deflación de los montos de transferencias se utilizaron dos índices de precio al
consumidor. Desde 1998 a 2007 se utilizan los datos del IPC del INDEC. Debido a que
el INDEC es intervenido y sus cifras dejan de ser confiables, desde 2008 a 2015 se
realiza un promedio entre el índice Cavallo (2012), el IPC-INDEC y el IPC-Congreso
para obtener una tasa de inflación más certera.

15 El monto de transferencias por período en cada municipio se divide sobre mil para que,
al observar el coeficiente de correlación, un aumento de 1 unidad representa un aumen-
to de $1000 y no uno de $1.
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por partidos que no han perdido elecciones en todo el período de estudio.
Por ende, el 38% de los municipios de la provincia de Salta son clasificados
como “no democráticos”. Entre estos municipios “no democráticos” se ob-
serva una clara predominancia del Partido Justicialista (en adelante PJ), ya
que 19 de los 23 casos “no democráticos” pertenecen a intendencias
justicialistas. De los casos restantes, tres intendencias son gobernadas por el
Partido Renovador de Salta16 (en adelante PRS), dos por el Movimiento
Popular Unido (en adelante MPU) y dos por el Partido de la Victoria (en
adelante PV). Dentro de estos municipios, existen 4 casos en los que gobier-
na la misma persona durante todo el período observado: Cachi, General
Ballivián, La Merced y Urundel. El caso de General Ballivián resulta el más
destacado, porque previo al arribo de Samuel Gerardo Córdoba a la inten-
dencia en 1991, su padre Samuel Córdoba ocupó el cargo por 30 años.

En los restantes 33 municipios todos los partidos que gobernaron han
sido derrotados en elecciones. Sin embargo, de esas 33 municipalidades
existen 3 en las que, al año 2019, gobierna el mismo partido o el mismo
intendente por más de 2 períodos consecutivos. Estos 3 casos pueden ser
comparados bajo las dos interpretaciones posibles de la regla 4, teniendo así
2 resultados diferentes (Tabla 1). Para la regla 4a estos municipios son consi-
derados como “democráticos”, mientras que para la regla 4b no lo son.

Si se toma en consideración la interpretación 4b, los 3 municipios men-
cionados anteriormente, sumados a aquellos en los que el partido en el go-
bierno no presenta alternancia, representan el 43% de la muestra. En otras
palabras, el 43% de los municipios observados bajo el Índice de Álvarez et al.
(1996) hacia el año 2019 son considerados “no-democráticos” (Regla 4b).

Resta dar cuenta de lo que sucede con aquellos municipios que presen-
tan alternancia y que al año 2019 no poseen un partido que esté consolida-
do en el poder por más de 2 períodos. Estos municipios son 34, y son carac-
terizados como “democráticos” por las dos interpretaciones de la regla 4,
representando así el 57% de la muestra. Es posible que 4 municipios catalo-
gados como “democráticos” bajo ambas interpretaciones de la regla 4 en la
tabla 1 sean así por haber sido intervenidos al menos en una oportunidad,
tal como es el caso de El Bordo, General Mosconi, Salta Capital y Salvador
Mazza.

16 El Partido Renovador de Salta es un partido provincial de corte conservador fundado
en 1982 por el ex gobernador de la provincia durante la última dictadura militar, el
capitán de navío Roberto Ulloa. En 1991 el PRS obtiene la gobernación de la provincia
de Salta y de 2007 a 2019 integró una coalición electoral y de gobierno con el frente
encabezado por el gobernador Juan Manuel Urtubey.
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TABLA 1
Resumen de resultados del Índice de Álvarez et al. (1996)

Fuente: Elaboración propia a partir del uso del Índice de Álvarez et al. (1996).

Para finalizar con este apartado, se compararon los resultados de ambas
interpretaciones. Se halló una correlación alta del 60,65% de los resultados
arrojados entre ambos índices para todos los períodos estudiados. Al anali-
zar la correlación entre los valores del último mandato (2011-2015), esta
aumenta al 90%, habiendo así diferencias de resultados sólo en 3 munici-
pios de los 60 observados17. La diferencia de 5 puntos porcentuales entre
ambos resultados permite observar cierta regularidad en la consolidación
de poder de los municipios en la provincia de Salta, aún después de que
haya existido la alternancia de partidos.

Índice de Democracia Subnacional (Gervasoni, 2010b)

La tabla 2 (ver anexo) presenta los resultados obtenidos del IDS por
municipio, el número de observaciones por municipio (mandato electoral

17 El coeficiente de correlación del 60,65% indica una coincidencia de resultados para
todos los mandatos electorales analizados (desde 1991-1995 hasta 2015-2019), mien-
tras que el coeficiente de correlación del 90% indica una coincidencia en los resultados
analizados solo para el último período de la investigación (2015-2019).
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finalizado) y las medias de cada indicador. Los municipios están ordenados
del menos democrático al más democrático, es decir de menor a mayor
valor en el IDS. Entre los municipios menos democráticos están Tolar Gran-
de, Nazareno, General Pizarro, Los Toldos, Seclantás y General Ballivián.
Los municipios más democráticos son General Güemes, General Mosconi,
Tartagal, Rosario de la Frontera y Cerrillos.

Con respecto a los cuatro municipios más democráticos de este estudio
haré tres comentarios. Por una cuestión lógica (se busca observar el control
de sucesión de los intendentes en sus municipalidades) esta investigación
sólo toma en cuenta los mandatos cumplidos por los jefes municipales, por
lo que si un municipio es intervenido o se produce una acefalía los datos son
eliminados de la base18. Al ser eliminados, si un intendente inicia su manda-
to y el intendente anterior es del mismo partido, pero no pudo finalizar su
mandato, en vez de otorgarle un control de sucesión medio o alto (depen-
diendo del caso) se le otorga un control de sucesión bajo. Al tener constan-
temente una “renovación forzada” de los intendentes en algunos munici-
pios como Tartagal y General Mosconi, es esperable que el valor del compo-
nente “control de sucesión” sea bajo por el motivo previamente menciona-
do y que eso incida en un resultado más positivo (municipio más democrá-
tico).

Cinco de los diez municipios más democráticos del estudio no cuentan
con todas las observaciones porque sus intendentes fallecieron en el cargo,
fueron destituidos por el Concejo Deliberante, renunciaron o la provincia
dictó la intervención. Tales son los casos de General Mosconi, General
Güemes, Salta, Salvador Mazza y Tartagal. En General Mosconi hubo una
intervención en 1997 por malversación de fondos del intendente Isidro
Ruarte y una destitución a su sucesor Miguel Ángel García en 2001; en
General Güemes, Rubén Cabaña presentó su renuncia en el año 2001; en
Salta, Juan Carlos Villamayor fue acusado de corrupción, el municipio fue
intervenido en 1996 y en mayo de 2001 Enrique Tanoni renunció a la inten-
dencia; en Salvador Mazza hay una intervención en 2013 luego de que se
descubrió in fraganti a Carlos Villalba en un prostíbulo y una destitución por
violencia de género a su sucesor Rubén Méndez al año siguiente; y, en Tartagal
hay dos casos de renuncia: la de José María Tarrés en 1994 y la de Mario
Oscar “Tito” Angel en 2001, y también un caso de fallecimiento (Alberto
Abraham en 1998). Por último, es posible que estos sucesos hayan permiti-
do elecciones competitivas, como lo es la victoria del PRS en Tartagal en

18 Uno de los componentes del IDS es el control de sucesión, el mismo sólo puede ser
codificado si el intendente completa su mandato.

Franco Galeano



Revista SAAP  . Vol. 15, Nº 1

88

2003 (luego de 2 intervenciones a intendentes del PJ). Por otro lado, es
probable que las aspiraciones de “carrerismo político” de intendentes como
Miguel Isa, Gustavo Sáenz y Sergio Napoleón Leavy a la gobernación pro-
duzcan una renovación forzada que implique más posibilidades de renova-
ción que si ellos compiten como incumbents. Tales patrones de comporta-
miento coinciden con uno de los “caminos” señalados por Lodola (2017).

TABLA 3
Media del IDS por mandato electoral

Fuente: elaboración propia en base a Galeano (2018) y Tribunal Electoral Salta (1987,
2017 y 2019).

La tabla 3 analiza al IDS por mandato electoral, permitiendo así com-
prender la evolución temporal de la democracia en los municipios de la
provincia de Salta. Se observa que el período “más democrático” es 2011-
2015, con una media del IDS de todos los municipios de este período valuada
en 63,3 y una desviación estándar de 16,6. El período que puede ser consi-
derado como el “menos democrático” es el de 1999-2003 con una media de
34,7, pero también este mandato electoral es el que mayor variación entre
los casos presenta, ya que cuenta con una desviación estándar de 21. A
pesar de ello, 24 de los 53 casos observados para el período 1999-2003 están
ubicados entre los 50 “menos democráticos” del análisis. Entre l991 y 1999
la democracia en términos generales disminuyó en la provincia, pero se ob-
serva una recuperación a partir de 2003 con un leve retroceso en el período
2015-2019.
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GRÁFICO 1
Competencia Ejecutiva por mandato electoral

Fuente: elaboración propia en base a Galeano (2018) y Tribunal Electoral Salta (2019).

Con respecto a la Competencia Ejecutiva (componente más relevante
del IDS), la media para todo el estudio es de 0,45, número que refleja que
los intendentes son electos en promedio con un 55% de los votos válidos.
La media del componente control de sucesión (1,4) nos permite intuir
que los porcentajes obtenidos por los intendentes electos reflejan un “campo
de juego inclinado” a favor de los oficialismos (Levitsky y Way, 2010). Este
campo de juego desigual produce resultados electorales abultados para el
oficialismo.

El Gráfico 1 analiza la distribución del componente competencia ejecu-
tiva por período electoral, donde se observa que los períodos de menor y
mayor democracia coinciden con los períodos de menor y mayor compe-
tencia ejecutiva, respectivamente. Por ejemplo, durante el período 1999-
2003 (el menos democrático del estudio) la mediana de competencia ejecu-
tiva para los municipios salteños es de 0,3; en otras palabras, la mitad de los
intendentes salteños fueron electos en 1999 con el 70% o mayor proporción
de los votos. Durante ese período sólo un intendente no ganó con más del
50% de los votos. En línea con lo sostenido por Gervasoni (2011b) y Álvarez
et al. (1996), es altamente improbable de que en regímenes donde los gober-
nantes triunfan con más del 60 o el 70% de los votos sean democráticos,
dado que las democracias requieren de «una oposición que tenga alguna
chance de llegar al gobierno como consecuencia de elecciones» (Álvarez et
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al., 1996). Estas chances parecen no existir en municipios como General
Ballivián, General Pizarro, Urundel y Tolar Grande, en donde usualmente
sus intendentes triunfan con porcentajes superiores al 60%. Durante el pe-
ríodo más democrático (2011-2015) los intendentes fueron electos en pro-
medio con el 48% de los votos (mediana en valores similares), cifra que se
acerca más a un campo de juego “nivelado”.

El análisis de la correlación de los componentes del IDS permite afirmar
varias cosas. En primer lugar, se reafirma algo mencionado en este capítulo: el
componente control de sucesión tiene una correlación muy baja con el IDS y
con el resto de sus componentes. En segundo lugar, la correlación entre el
nivel de democracia y la competencia ejecutiva es casi perfecta (0,90); tal como
era esperado, es alta la correlación entre la competencia ejecutiva y el control
legislativo (-0,7); y es alta también la correlación entre competencia ejecutiva y
competencia legislativa (0,56). Esto último resulta interesante pensarlo con
relación al campo de juego desnivelado, ya que estos resultados reafirman el
poder que los oficialismos poseen en elecciones de medio término. En tercer
lugar, la correlación entre el nivel de democracia y la competencia legislativa es
alta (0,7), lo que señala el rol central de los Concejos Deliberantes para la
democracia, ya que son los concejales la primera herramienta para controlar
el poder de los intendentes; existe una correlación alta (-0,7) entre la compe-
tencia legislativa y el control legislativo, lo que indica que a mayor control
legislativo menor es el nivel de competencia legislativa esperado. Por último,
existe una fuerte correlación entre el nivel de democracia esperado y el com-
ponente control legislativo (-0,87), dado que, a mayor control oficialista del
Concejo Deliberante, menor el nivel de democracia.

TABLA 4
Correlación entre los componentes del IDS

Fuente: elaboración propia en base a Galeano (2018) y Tribunal Electoral de la Pro-
vincia de Salta (1987, 2017 y 2019).
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Comparación entre el índice dicotómico
de Álvarez et al. (1996) y el IDS

Existen diferencias entre los resultados de los índices dado que el IDS,
si bien contempla la rotación de partidos en el gobierno, no se concentra
exclusivamente en ella mientras que el índice dicotómico sí. Estas discre-
pancias se ven reflejadas al analizar los coeficientes de correlación entre el
IDS y el índice dicotómico en sus dos interpretaciones. La correlación entre
el IDS y la regla 4a es del 12,52% mientras que entre el IDS y la regla 4b es del
20,05%. Estas discordancias son notorias en los siguientes ejemplos: el
municipio de Nazareno, que se ubica como el segundo municipio menos
democrático según el IDS, es democrático según el índice dicotómico (en
adelante IDA); Campo Santo, catorceavo municipio menos democrático de
la provincia de Salta según el IDS, es clasificado como democrático según el
IDA; la municipalidad de Tartagal, tercer municipio más democrático se-
gún el IDS, es clasificado como no democrático. Estos ejemplos ilustran
que la diferencia entre estos índices también es en grados: no es lo mismo
distinguir a municipios entre democráticos y no democráticos que realizar
un índice que los ordene de menor a mayor. Este último ejercicio (ordenar
los municipios en base a su nivel de democracia) permite la comparación
entre municipios que bajo un índice dicotómico podrían estar en el mismo
grupo a pesar de presentar presenten notorias diferencias. También, dado
que los municipios se insertan en un contexto nacional democrático, sería
erróneo clasificar a municipios con partidos dominantes como dictaduras.
Tal es el caso de Coronel Moldes, donde el Partido Justicialista gobierna
durante todo el período, pero existe una rotación en el sillón municipal
(gobiernan 4 intendentes diferentes, pero todos del PJ). A pesar de esta
rotación interna, es clasificado de la misma forma que Urundel o General
Ballivián, donde no sólo gobierna el mismo partido, sino que lo hace la
misma persona

Medición de las variables independientes

El Gráfico 2 muestra la distribución de transferencias per cápita (en
miles de pesos año base 1997) para los mandatos analizados. Se observa una
tendencia al aumento de las transferencias, y también un aumento en la
varianza de estas transferencias. El aumento de las transferencias a partir
del período 2003-2007 se debe a dos motivos: en primer lugar, hay un ma-
yor nivel de transferencias producto de la progresiva descentralización que
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realiza la provincia, y en segundo lugar, a partir del año 2006 los presupues-
tos adquieren mayor transparencia (empiezan a publicar con mayor detalle
el destino de los fondos anuales, tanto de origen provincial como nacional).
El crecimiento en la transparencia presupuestaria provincial puede obser-
varse en los resultados presentados en la evolución del índice de transparen-
cia presupuestaria provincial que elabora CIPPEC desde 2013 (Carciofi,
Carreras Mayer y Sorrentino, 2020).

GRÁFICO 2
Transferencias per cápita por mandato electoral

Fuente: elaboración propia en base a presupuestos anuales de la provincia de Salta
(1997 hasta 2019).

En la Tabla 5 (ver anexo) se presentan las estadísticas descriptivas de las
variables de nuestro modelo estadístico. En la parte siguiente se presentan
los diferentes análisis de regresión y sus resultados.

La tabla 5 permite apreciar que la mayoría de los intendentes durante el
período estudiado están alineados al partido del gobernador (74% de la
muestra). El único período en donde gobierna un presidente de un partido
diferente al del gobernador de la provincia, el presidente no completa su
mandato (Fernando de la Rúa, 1999-2001).
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Explicando las variaciones democráticas
en los municipios salteños

La Tabla 6 presenta los resultados de los análisis de regresión realizados.
Se utilizaron cuatro modelos estadísticos para testear las hipótesis que expli-
can las variaciones de los niveles de democracia a nivel subnacional. La
estructura de los datos utilizados es de panel, ya que el estudio recoge ob-
servaciones de los mandatos electorales de los municipios a lo largo del
tiempo. Los datos fueron procesados en el software RStudio, utilizando el
lenguaje R en su versión 4.02, utilizando el método de análisis conocido
como modelo de efectos fijos a través del paquete plm19. La Tabla 6 exhibe
los seis modelos, sus coeficientes, sus respectivos errores estándar y su
significancia estadística.

TABLA 6
Los determinantes de la democracia municipal 1995-2019 (Efectos fijos)

Fuente: elaboración propia.

19 Para descartar un modelo de efectos aleatorios se realizó un test de Hausman que
reportó un p valor de 0,0011, que permite rechazar la hipótesis nula (efectos aleatorios).
Por tal motivo resulta más apropiado utilizar un modelo de efectos fijos.
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El modelo 1 busca interpretar si existe una relación entre el nivel de
democracia municipal, las transferencias per cápita, el nivel de desarrollo y
la cercanía del intendente con el gobernador. Los resultados apoyan fuerte-
mente las hipótesis de desarrollo económico y de cercanía con el goberna-
dor, y en menor medida a la de transferencias.

El modelo 2 está exclusivamente inspirado en la hipótesis 3 de este
estudio, que busca testear la interacción entre el rentismo y el desarrollo
económico. Los resultados arrojados son significativos para todas las varia-
bles del modelo. El resultado del coeficiente de regresión de la interacción
entre las variables NBI y transferencias es contraintuitivo, ya que se espera-
ba un coeficiente negativo y se obtiene uno positivo (será explicado en el
apartado siguiente).

El modelo 3 incluye a todas las variables y a la interacción entre NBI y
transferencias, hallando resultados estadísticamente significativos para to-
das las variables incluidas en el modelo, pero con intervalos de confianza
diferentes. Este modelo es el de mayor poder predictivo, obteniendo un R2
Ajustado del 16%.

El coeficiente de la variable cercanía con el gobernador en el Modelo 3
predice que estar alineado con el gobernador disminuye en promedio 11
puntos en el IDS, ceteris paribus.

Las variables de transferencias, NBI y su interacción no pueden ser
analizadas de forma aislada dada la interacción existente. Por tal motivo, en
la Tabla 7 se presentan escenarios en base a valores predichos del modelo 3,
a fin de poder interpretar los resultados del modelo.

Bajo niveles de alto desarrollo económico (NBI en valores mínimos), un
aumento de las transferencias supone una reducción en el valor esperado
de democracia, ceteris paribus. A niveles medianos de desarrollo no supone
efecto alguno, ya que, como se observa en la Tabla 7, ante un aumento de las
transferencias el valor predicho varía aproximadamente tres puntos, cuan-
do en contextos de alto desarrollo puede variar doce veces más. En contex-
tos de altas necesidades básicas insatisfechas, el aumento de las transferen-
cias supone, manteniendo todo lo demás constante, un aumento del valor
esperado en la democracia. Estos efectos aumentan en promedio en aproxi-
madamente 11 puntos del IDS cuando el intendente es opositor al goberna-
dor, manteniendo todas las demás variables constantes. Tales resultados indi-
can evidencia a favor de nuestra hipótesis sobre la interacción estratégica.

El modelo 3 nos permite concluir que, independientemente del nivel
de transferencia, una reducción de la población con necesidades básicas
insatisfechas supone un aumento en promedio del nivel de democracia es-
perado. Tal información nos permite confirmar la hipótesis 2, de que a mayor
desarrollo socioeconómico mayor democracia.
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TABLA 7
Valores predichos del Modelo 3

Fuente: elaboración propia.

Con respecto a las transferencias, podemos señalar que un aumento de
las mismas no necesariamente supone una reducción de los niveles de de-
mocracia esperados en los municipios. Esta afirmación es sostenible bajo
niveles de desarrollo socioeconómico alto, ya que a niveles medios de desa-
rrollo no supone efecto alguno y a niveles de bajo desarrollo incluso contri-
buye al crecimiento de la democracia. Por lo tanto, podemos confirmar par-
cialmente nuestra hipótesis 1, de que a mayores transferencias pér cápita,
menor el nivel de democracia esperado. Tales resultados no van en línea
con lo propuesto en la hipótesis 3, que supone que, a menor desarrollo
socioeconómico, mayor impacto de la variable rentista. Sin embargo, los
hallazgos resultan contraintuitivos y permiten arrojar evidencia sobre cómo
impactan las transferencias en diferentes escenarios.
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5. Conclusiones

En primer lugar, en este estudio se utilizaron dos índices para medir la
variable dependiente, luego de su posterior adaptación para la medición efecti-
va de la democracia municipal. Se utilizaron los índices de Democracia
Subnacional de Gervasoni (2010a) y el índice dicotómico de Álvarez et al. (1996).
Si bien existieron algunas diferencias entre los resultados de los índices, dado
que el IDA se concentra exclusivamente en la rotación partidaria, los resultados
fueron similares. Las principales diferencias radicaron en aquellos casos en los
que gobierna el mismo partido para todo un período (predominio electoral),
pero que son democráticos para el IDS por poseer rotaciones en la persona que
ejerce el poder, que disminuyen el control de sucesión (hacen que se codifique
como “medio” en vez de “alto”) y aumentan la competencia electoral. Por ello,
este apartado concluyó que la situación ideal al medir democracia subnacional
en contextos nacionales democráticos es utilizar índices que capturen a la de-
mocracia en grados, dado que el contexto nacional no permite la creación de
regímenes dictatoriales sino “híbridos” en el peor de los casos.

Con respecto a las hipótesis, una es rechazada, una es parcialmente
aceptada y dos son confirmadas. La hipótesis 1 es parcialmente confirma-
da: se comprueba que mayores transferencias per cápita inciden negativa-
mente en los niveles democráticos esperados bajo niveles de desarrollo
socioeconómico alto. Tal como sugiere el mecanismo causal presentado en
el marco teórico, la democracia es perjudicada por “el efecto del gasto”
(Ross, 2001). Este efecto sostiene la idea de que la alta dependencia de la
renta de los municipios explica niveles bajos de democracia. Esta depen-
dencia de la renta permite dos cosas: por un lado, un gran gasto público
que otorga a los gobernantes la posibilidad de asignar “zanahorias y garrotes
financieros” (McMann, 2006), y por el otro, reduce los incentivos ciudada-
nos a realizar accountability.

La hipótesis 2 es confirmada: el nivel de desarrollo socioeconómico
como variable explicativa del nivel de democracia municipal posee una
significancia estadística muy alta en todos los modelos utilizados. Un bajo
desarrollo socioeconómico (NBI cercano a 1), ceteris paribus, impacta negati-
vamente en la democracia.

La hipótesis 3, que es una interacción de las variables independientes de
las hipótesis 1 y 3, es rechazada. Un coeficiente del modelo positivo indica
que el efecto negativo de las transferencias sobre el nivel de democracia
subnacional se torna positivo a medida que disminuye el desarrollo económi-
co (aumenta el NBI).  Por ejemplo, en el modelo 3 el impacto de las transfe-
rencias per cápita deja de ser negativo cuando el municipio supera aproxima-
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damente el 25% de la población con NBI. Lo esperado era que, a medida que
aumente el porcentaje de población con NBI en un municipio, el impacto
negativo de las transferencias per cápita en el nivel democrático aumente,
pero sucede lo contrario: a mayor población con NBI, las transferencias
impactan positivamente en la democracia municipal.  Estos resultados arroja-
ran potencial evidencia del impacto democratizador que podrían tener las
transferencias en contextos socioeconómicos sumamente adversos.

La hipótesis 4, inspirada en la teoría de la interacción estratégica es
confirmada al igual que en los estudios previos de Gervasoni (2010b) y Sznek
(2015). Los resultados indican que mientras el intendente sea del mismo
partido que el gobernador, el nivel de democracia disminuye, ceteris paribus.
Este resultado es interpretable de dos formas (ceteris paribus): Uno, aquel
municipio que posea un intendente opositor al gobierno provincial posee
más probabilidades de ser un régimen democrático; y dos, aquel municipio
que posea un intendente afín al gobierno provincial posee más probabilida-
des de ser un régimen no democrático.

Por lo tanto, es posible afirmar que las transferencias, el nivel de desa-
rrollo socioeconómico y la cercanía partidaria con el gobernador están aso-
ciadas al régimen político local.

Este trabajo deja abierta una agenda de investigación sobre democra-
cias municipales. En primer lugar, el estudio podría replicarse para otras
provincias argentinas casi sin modificaciones, salvo en aquellos casos donde
existe el límite a la reelección (Buenos Aires) y donde existe la posibilidad de
desdoblar las elecciones municipales (Córdoba). Estimar el impacto de tales
variables a futuro permitiría ampliar el conocimiento sobre el tema. En se-
gundo lugar, se podrían realizar estudios que comparen provincias con dife-
rentes valores en el Índice de Democracia Subnacional a nivel provincial y
con variaciones en variables institucionales de relevancia.
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ANEXO

TABLA 2
Índice de Democracia Subnacional y Componentes

(agregados por municipio)

Franco Galeano



Revista SAAP  . Vol. 15, Nº 1

102

Fuente: elaboración propia en base a Galeano (2018) y Tribunal Electoral de la Pro-
vincia de Salta (1987, 2017 y 2019).

TABLA 5
Variables del modelo y sus estadísticas descriptivas

Fuente: elaboración propia.
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Introducción

El presente trabajo tiene como objetivo indagar y profundizar sobre la
dimensión estratégica de la política de defensa, considerando que es una lí-
nea de investigación que ha recibido poca atención por parte de la literatura.
A pesar de que ésta es una vertiente poco explorada en la actualidad, los
estudios sobre defensa nacional en la Argentina abordan cuestiones que son de
vital importancia para reflexionar y analizar las múltiples dimensiones de la
política de defensa del país. En este sentido, es destacable la proliferación en las
últimas dos décadas de estudios vinculados a las relaciones cívico-militares y a la
conducción política de la defensa nacional (López, 1988), a los procesos de
planeamiento, formulación e implementación de la política de defensa (Eissa,
Gastaldi, Canto y Justribó, 2013) y a los llamados “nuevos temas” (Ramos,
2015). No obstante, pese a la multiplicidad de líneas de investigación, la ma-
yoría de ellos no profundiza en las cuestiones vinculadas al carácter estratégi-
co de la política de defensa. A su vez, los autores que tratan temas vinculados
a las cuestiones estratégicas suelen hacerlo de forma indirecta, relacionando a
esta dimensión estratégica con cuestiones relativas al planeamiento o a la nor-
mativa que rige el empleo del instrumento militar (Scheetz y Cáceres, 1995).
De esta manera, el presente trabajo parte de la premisa de que la dimensión
estratégica de la política de defensa, al abarcar un contenido distinto al de las
otras dimensiones, puede abordarse de forma directa; conceptualizando, de-
finiendo, explicando y relacionando sus atributos particulares al mismo tiem-
po que se diferencia y complementa a los abordajes más tradicionales.

En esta línea, antes de comenzar a conceptualizar lo que en este trabajo
llamaremos la “Dimensión Estratégica de la Política de Defensa” (DEPD),
será necesario establecer la forma en la que este artículo se inserta y comple-
menta a la literatura existente. Esta tarea reviste especial importancia ya que
el desarrollo conceptual de la DEPD requiere reconocer y marcar la profun-
da vinculación de ésta con algunas consideraciones fundamentales de los
estudios precedentes.

Asimismo, indagaremos sobre el contenido tanto del concepto de “de-
fensa nacional” como el de “estrategia”, con el objetivo de identificar puen-
tes entre ambos, algo que es necesario para establecer un piso teórico sólido
a partir del cual desarrollar la DEPD. De tal forma, las varias conceptualiza-
ciones de “estrategia” provenientes de autores más tradicionales y de los
autores contemporáneos, vistas a la luz de los objetivos y el significado de la
“defensa nacional”, nos permitirá dar cuenta de cómo el presente artículo
amplía el campo de estudio al proponer nuevas líneas de investigación vin-
culadas a la dimensión estratégica.
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Luego de haber desarrollado esta vinculación conceptual y la forma en
la cual el presente artículo se posiciona y complementa a los estudios acadé-
micos existentes, procederemos a desarrollar la DEPD. La aproximación a la
dimensión estratégica se realizará a partir de los cuatro elementos que inte-
gran la misma y que refieren a cuatro preguntas principales que deben ser
contestadas por un Estado, a saber: (1) ¿Qué objeto/s referente/s se busca/n
defender? (2) ¿Cómo se piensa defenderlo/s? (3) ¿De quién hay que defen-
derlo/s? (4) ¿En qué escenario hay que defenderlo/s? Es a partir de estas
interrogantes que podemos comenzar a conceptualizar los cuatro compo-
nentes de la DEPD, ya que cada uno de ellos contribuye a la comprensión
general de esta faceta de la defensa nacional. En este sentido, la segmentación
realizada en función de las interrogantes tiene el objetivo de facilitar su com-
prensión en términos analíticos, teniendo siempre en consideración que estos
componentes nunca se dan por separado, sino que están fuertemente entre-
lazados y solo la consideración y el análisis de los cuatro en simultáneo puede
brindar una aproximación certera a la DEPD de un determinado Estado.

La definición de la política de defensa en términos generales como “el
conjunto de acciones que adopta un Estado para garantizar su superviven-
cia frente a riesgos y amenazas” (Battaglino, 2010: 242) también pone en
valor esta vertiente estratégica, ya que solo ésta aborda de forma directa los
temas relativos a la protección del Estado, a los medios necesarios para
asegurarla, a la percepción de amenazas y al reconocimiento del escenario
regional e internacional. De esta manera, al indagar tanto respecto a los
factores objetivos a proteger dentro del territorio nacional como a las
precepciones de amenaza y del marco regional e internacional, el presente
trabajo destaca la profunda vinculación entre la dimensión estratégica de la
política de defensa y el contexto mundial en el cual está inserto un
determinado Estado. Esta relación es estrecha en la medida que, si bien los
objetos a defender y los medios para hacerlo son siempre pensados en clave
nacional, los mismos únicamente adquieren sentido a partir de la
consideración del plano internacional. En términos metodológicos, el artículo
adopta un enfoque cualitativo en tanto se utiliza el estudio de caso argentino
a partir del análisis de documentos oficiales, leyes vigentes y la realización
de entrevistas en profundidad a informantes clave con el objetivo de ilustrar
empíricamente la DEPD.

El desarrollo del artículo continúa de la siguiente manera. En la próxi-
ma sección explicaremos la forma en la que el desarrollo de la DEPD parte
de fundamentos establecidos por gran parte de la literatura precedente. En
la segunda sección estableceremos los puentes entre el concepto de “defen-
sa” y el de “estrategia” con el objetivo de ampliar el espectro de análisis de
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estos estudios y, de esta forma, tener un piso teórico sólido a partir del cual
desarrollar la DEPD. En la tercera sección desarrollaremos la DEPD, intro-
duciendo sus cuatro componentes y explicando la manera en la que los
mismos se relacionan. En la última sección, estableceremos las conclusiones
haciendo especial énfasis en los aportes y las ventajas que este nuevo con-
cepto brinda a los estudios sobre defensa nacional.

Lugar en la literatura

A partir de 2003 comenzó a tener lugar una creciente revalorización de
los estudios sobre la defensa que llevó a una progresiva multiplicación de las
publicaciones académicas caracterizada por el desarrollo de tres tipos de
vertientes dentro del campo (Ramos, 2015). En primer lugar, aquellos que
retoman y profundizan los estudios tradicionales vinculados a las relaciones
cívico-militares (Battaglino, 2010; Derghougassian, 2012). En segundo lu-
gar, los estudios que abordan la cuestión relativa a la formulación e
implementación de la política de defensa, en donde se vincula al
planeamiento estratégico con cuestiones ligadas a la política militar, a facto-
res institucionales, presupuestarios y estratégicos (Eissa, Gastaldi, Canto y
Justribó, 2013; Eissa, 2013a). En tercer lugar, aquellos ya mencionados y
que pueden catalogarse bajo el rótulo de “nuevos temas” (Ramos, 2015).

Ante este escenario, el presente artículo se inserta en la literatura exis-
tente y surgida a partir de 2003 al incorporar como premisas argumentos
centrales establecidos en ésta y, a su vez, complementa a los estudios sobre
defensa en la medida que indaga conceptualmente sobre un tema virtual-
mente inexplorado hasta el momento.

La conceptualización de la DEPD asume como premisas cuatro argu-
mentos ya presentes en la literatura sobre defensa nacional. El primero retoma
los estudios vinculados a las relaciones cívico-militares desarrollados por varios
expertos sobre defensa (Saín, 2010; Anzelini, Poczynok y Zacarías, 2017;
Pion-Berlin y Martinez, 2019) con el objetivo de hacer hincapié en el hecho
de que cualquier conceptualización de la DEPD debe partir de la idea de
que las definiciones, lineamientos y directivas estratégicas siempre tienen
como premisa la conducción política del sistema de defensa nacional. En tal
sentido, la DEPD en su conceptualización original ve al instrumento militar
como un componente esencial para la realización de sus objetivos estratégi-
cos, pero no como la piedra angular a partir de la cual éstos se desprenden.

En esta misma línea, el segundo argumento que asume la DEPD y sobre
el cual se desarrolla el concepto es la vigencia y consolidación de lo que los
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estudios de defensa denominan “consenso básico”. El mismo se enmarca
en tres leyes esenciales –la Ley 23.554 de Defensa Nacional (1988); la Ley
24.059 de Seguridad Interior (1992); y la Ley 25.520 de Inteligencia Nacio-
nal  (2001)– que rigen el campo de acción del instrumento militar y que,
como mencionan Canto, Eissa y Gastaldi (2015), deben ser leídas de mane-
ra conjunta con el objetivo de identificar un constructo sistémico articulado
en tres principios: “(1) La supresión de las hipótesis de conflicto con los
países vecinos que requieran la utilización de las Fuerzas Armadas; (2) la
separación orgánica y funcional entre defensa nacional y seguridad inte-
rior; y (3) el gobierno civil de la política de defensa” (Canto, Eissa y Gastaldi,
2015: 6). De esta manera, la DEPD toma a los mismos como los lineamientos
principales a partir de los cuales se enmarca y define sus componentes. Esta
cuestión es de relevancia en la medida que tiene un doble efecto. Por un
lado, limita el espectro estratégico del concepto al eliminar la posibilidad de
utilización de la defensa nacional para asuntos vinculados a la seguridad
interior como pueden ser el crimen transnacional organizado o la lucha
contra el terrorismo. Por otro lado, complejiza la dimensión estratégica ya
que ésta deja de estar guiada solamente por una hipótesis de conflicto en
donde el cálculo estratégico está vinculado a cuántos medios materiales son
necesarios para hacerle frente a otro Estado.

El tercer argumento está vinculado con la relevancia del planeamiento
estratégico para la dimensión estratégica de la política de defensa. En rela-
ción con esto, a partir del Decreto 1729/2007 que aprueba el Ciclo de
Planeamiento de la Defensa Nacional (CPDN) –concebido como la instan-
cia en donde se “organiza y encuadra el proceso de definición estratégica”
(Decreto 1729/2007, art. 2)– comenzaron a aparecer estudios vinculados a la
conceptualización, definición e importancia del planeamiento estratégico
militar, haciendo hincapié en el planeamiento por capacidades en reempla-
zo del modelo basado en hipótesis de conflicto (Decreto 1691/2006). Estos
estudios destacan la ventaja de este cambio en la medida que “el diseño de
fuerzas se acomoda al desarrollo de los medios militares de probable em-
pleo, en base a la defensa de los intereses vitales identificados por el Nivel
Estratégico Nacional, en el marco de una actitud estratégica defensiva”
(Anzelini y Poczynok, 2014: 156).

Los estudios vinculados al planeamiento y al posicionamiento estraté-
gico que define un Estado son de utilidad en tanto, si bien buscan abordar
las cuestiones estratégicas desde una perspectiva normativa y procedimental,
se aproximan a la conceptualización teórica de la DEPD. Esto es así ya que a
lo largo de todo el proceso de planeamiento estratégico se requiere la identi-
ficación de tres de los componentes esenciales vinculados a la DEPD que
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propondremos en el presente artículo. Estos son: (1) la identificación de los
intereses a defender –intereses vitales definidos por el Nivel Estratégico
Nacional según Anzelini y Poczynok (2014)–, (2) las capacidades necesarias
para defender dichos intereses –que se establecen a lo largo de todo el CPDN
establecido por el decreto 1729/2007– y (3) los potenciales escenarios vincu-
lados a las amenazas estatales que pueden requerir el empleo del instru-
mento militar –que hace estricta referencia al planeamiento por capacida-
des. En este sentido, la DEPD retoma cuestiones identificadas por los estu-
dios relativos al planeamiento estratégico y los complementa al alejarse del
abordaje normativo y procedimental para buscar profundizar tanto la con-
ceptualización teórica de estos atributos identificados como la relación en-
tre ellos.

Ahora bien, con respecto al último argumento sostenido por la literatu-
ra más reciente sobre defensa y a partir de los cuales desarrollamos la DEPD,
destacamos aquellos estudios que indagan acerca de los “déficits de aten-
ción” y que reflexionan respecto del motivo por el cual amplios sectores
políticos en América Latina ignoran la política de defensa (Pion Berlin y
Trinkunas, 2007; Battaglino, 2015). Dentro de esta nueva vertiente, desta-
camos el trabajo de Battaglino (2015) en la medida que contribuye a demar-
car el campo disciplinar a partir del establecimiento de tres niveles de análi-
sis: (1) el de la definición conceptual de la defensa nacional, (2) el nivel de
los medios (materiales y no materiales) y (3) el de los fundamentos de la
defensa, siendo esta última “la más decisiva, pues define los recursos mate-
riales y simbólicos que un estado le destinará” (Battaglino, 2015: 200). Tan-
to el nivel de la definición conceptual como el de los medios ya han sido
abordados. El primer nivel de análisis fue considerando a partir de aquellos
intereses vitales que un Estado busca defender, siendo en el caso argentino
la integridad territorial y la autodeterminación del pueblo los objetos refe-
rentes a defender y únicamente las amenazas estatales externas aquellas que
pueden poner en riesgo los mismos (Ley 23.554; Decreto 727/2006; Decre-
to 571/2020). El segundo nivel es abordado en el caso argentino a partir del
CPDN, en donde se definen los medios necesarios en función de los esce-
narios de probable empleo del instrumento militar. En lo que respecta al
tercer nivel relativo a los fundamentos, su conceptualización como “las con-
diciones políticas que incentivan, o no, el interés de los políticos y la socie-
dad en la defensa nacional. (…) los fundamentos permiten dar cuenta de
las variaciones en los medios, es decir, son su variable independiente”
(Battaglino, 2015: 207) hace que sea un insumo fundamental para la con-
ceptualización de la DEPD. Esto es así no solo porque el factor vinculado a
los medios –cómo se piensa defender los objetos referentes– es uno de los
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cuatro componentes de la DEPD, sino porque sostenemos que los funda-
mentos permiten dar cuenta de las variaciones en todos sus componentes
en la medida que éstos están siempre sujetos a definiciones de carácter po-
lítico.

De esta forma, la DEPD se inserta en la literatura sobre defensa nacional
argentina al desarrollarse conceptualmente a partir de cuatro argumentos
clave sostenidos por los estudios existentes. Estos son: (1) la subordinación
política del instrumento militar, (2) la plena vigencia del “consenso básico”,
(3) la relevancia del planeamiento estratégico y sus contribuciones al desa-
rrollo de la DEPD al identificar e incluir en el CPDN parte de sus compo-
nentes y, por último, (4) la relevancia de los fundamentos de la defensa, ya
que los componentes de la DEPD requieren siempre una definición de ca-
rácter político.

La defensa nacional y su vinculación con la estrategia

Establecer puentes teóricos que vinculen al concepto de ‘defensa na-
cional’ con el de ‘estrategia’ es una empresa compleja debido al hecho que
aluden a cuestiones que a priori son distintas. Mientras la primera hace
referencia a un objetivo a cumplir por el aparato estatal, la segunda hace
alusión a una multiplicidad de cuestiones vinculadas con la mejor forma de
lograr un determinado objetivo que no necesariamente está ligado a la instan-
cia estatal. En otras palabras, la defensa nacional no puede analizarse por
fuera del Estado, mientras que la estrategia puede aplicarse a muchas di-
mensiones que exceden dicho plano. Sin embargo, a la hora de pensar en
una política de defensa, es muy difícil no vincular a la misma con el término
‘estrategia’, ya que al momento de pensar cómo llevar adelante la misma, es
inevitable que surjan interrogantes vinculados a la mejor forma de hacerlo
(Anzelini y Poczynok, 2014).

Para precisar conceptualmente ambos términos y su relación, es de uti-
lidad volver a los escritos de Karl Von Clausewitz. Si bien es un autor clásico
frecuentemente citado para los estudios vinculados a las relaciones cívico-
militares1, sus reflexiones sobre la defensa y la estrategia, presentes a lo largo
de toda su obra, nos brindan herramientas fundamentales para definir di-
chos conceptos y establecer una base sólida para luego poder desarrollar las
conceptualizaciones más contemporáneas de los mismos.

1 Estos estudios hacen frecuente a la alusión de que “la guerra es la mera continuación de
la política por otros medios” (Clausewitz, 2015: 48).
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En lo que respecta a la defensa, Clausewitz reflexiona:

¿Cuál es el objetivo de la defensa? Detener un golpe. ¿Cuál es, enton-
ces, su signo característico? La espera de ese golpe. Este es el signo que
hace de cualquier acto un acto defensivo, y solo mediante este signo la
defensa puede distinguirse en la guerra del ataque (Clausewitz, 2015:
247).

En esta misma línea, al continuar con su argumentación, el autor preci-
sa la cuestión vinculada a los objetivos, mencionando que el fin último de la
defensa es el de la preservación (Clausewitz, 2015: 248). Asimismo, a la hora
de abordar cómo debe ser “la espera” de ese golpe, establece que “no debe
ser mera subsistencia pasiva, y que la acción ligada a ella en la destrucción
de las fuerzas enemigas empeñadas en la lucha puede ser el propósito, al
igual que cualquier otro” (Clausewitz, 2015: 63).

A partir de estas referencias, podemos identificar tres cuestiones princi-
pales que están presentes en su conceptualización sobre la defensa y que apa-
recen como certezas. En primer lugar, que el concepto responde a algo que
debe ser preservado; en segundo lugar, que ese objeto a ser preservado está
sujeto a una acción que debe realizarse de determinada manera; y, en tercer
lugar, que la mencionada acción corresponde a detener una conducta hostil
proveniente de un actor que amenaza y pone en riesgo el objeto que se busca
preservar. Además de estos factores, Clausewitz también hace alusión al con-
texto en el cual tiene lugar la defensa al abordar la relación existente entre el
terreno y la guerra, argumentando que es “imposible concebir que una acción
bélica de parte de nuestro ejército organizado se produzca de otro modo que
en un espacio definido (…) [y]2 como regla uno de los dos combatientes (el
defensor) conoce mucho más acerca del lugar” (Clausewitz, 2015: 78). En
consecuencia, es posible identificar una cuarta cuestión relativa a la concep-
tualización del término ‘defensa’, y es que la misma no se desarrolla en un
vacío, sino que tiene lugar en un escenario determinado.

En consideración de estos cuatro componentes identificados en el pen-
samiento de Clausewitz, es destacable que los mismos siguen estando vi-
gentes en los trabajos más actuales sobre la defensa nacional. Como fue
mencionado, Battaglino (2015) contribuye a definir el campo disciplinar al
identificar tres niveles de análisis: el correspondiente a la definición concep-
tual, el de los medios y el de sus fundamentos. Si bien es evidente que la
cuestión de los fundamentos no puede identificarse con las reflexiones de

2 Añadido por el autor.
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Clausewitz, los puntos relativos a la definición conceptual y a la de los me-
dios están vinculadas, por un lado, al objeto que debe ser preservado y, por
otro lado, a la acción que debe realizarse para defenderlo. A su vez, Battaglino
define a la política de defensa como “el conjunto de acciones que adopta un
Estado para garantizar su supervivencia frente a riesgos y amenazas”
(Battaglino, 2010: 242), en donde podemos destacar en la literatura con-
temporánea ya no solo las cuestiones vinculadas al objeto a preservar y a las
acciones que debemos tomar para hacerlo, sino también el hecho de que
esas dos cosas deben hacerse teniendo en consideración aquellos actores
externos y hostiles que pueden actuar como amenaza.

En esta misma línea de investigación, Eissa (2013b) retoma la defini-
ción de Battaglino, ampliando el campo de estudio relativo a la defensa
nacional al establecer que la misma contiene tres dimensiones. La primera
es la ya mencionada política militar correspondiente a la subordinación po-
lítica del instrumento militar (Battaglino, 2012a). La segunda es la estratégi-
ca, en donde el autor parafrasea a Saín y define a dicha dimensión como

las acciones, actitudes y medidas institucionales de carácter estratégi-
co, decididas e implementadas por el gobierno nacional y destinadas a pre-
venir o enfrentar distintos tipos de situaciones de riesgo, conflictos o ame-
nazas, potenciales o efectivas, que provengan de agresiones estatales de
origen externo y que hagan peligrar la integridad territorial y la capacidad
de autodeterminación del Estado y que requieran el empleo de las Fuerzas
Armadas, en forma disuasiva o efectiva. (Saín 2003b: 234 en Eissa,
2013a: 174-175).

Esta definición es complementada por Eissa (2013a), a partir de un
abordaje normativo de las leyes y decretos que delimitan el accionar del
instrumento militar con el objetivo de identificar, por un lado, qué tipo de
acciones deben ser implementadas y contra qué potenciales amenazas; y,
por otro lado, cómo estas acciones contribuyeron a la política exterior Ar-
gentina. Si bien encontramos muy valiosa la definición de la dimensión es-
tratégica, el presente artículo tiene como objetivo complementarla en la
medida que ésta no menciona las conexiones teóricas y prácticas existentes
entre el concepto de ‘defensa’ y el de ‘estrategia’. En este sentido, al asumir
de forma asertiva que hay acciones, actitudes y medidas que por sí mismas
son de carácter estratégico, nos brinda la posibilidad, en este trabajo, no
solo de establecer la mencionada relación conceptual, sino también de po-
der definir analíticamente los componentes de la dimensión estratégica,
estableciendo las relaciones entre ellos y profundizando su abordaje teórico.
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Ahora bien, con respecto a la dimensión internacional de la política de
defensa y retomando los elementos identificados a partir de las reflexiones
de Clausewitz, el autor afirma que la misma “se constituye en punto de
contacto entre la política de defensa (en términos generales) y la política
exterior” (Eissa, 2013a: 175). En tal sentido, si bien el objetivo de su artículo
no es profundizar en la identificación y reconocimiento de los componentes
analíticos que distinguen a esta dimensión internacional, su argumentación
asociada al hecho de que la política de defensa tiene la capacidad de contri-
buir a la política exterior nos permite pensar que el escenario regional e
internacional bajo el cual tiene lugar la defensa nacional también tiene un
impacto en la misma.

En función de lo dicho, es posible afirmar que la conceptualización de
la “defensa nacional” parte de cuatro certezas que son intrínsecas al propio
concepto. La primera es que hay un objeto referente que debe ser defendi-
do; la segunda está vinculada con el hecho de que esta defensa debe reali-
zarse de determinada manera y a partir de medios concretos; la tercera re-
fiere a que la defensa debe ser realizada contra otro actor que amenaza al
objeto que se quiere preservar; y, por último, la cuarta está relacionada al
reconocimiento que esta acción se da siempre en un determinado escena-
rio. Dicho de otro modo, el concepto en cuestión se constituye a partir de
cuatro certezas que guían a todos los Estados a la hora de definir su política
de defensa. Esto es así ya que cualquiera de los actores estatales que busca
diseñar e implementar una, lo hace debido a que tiene la intención de esta-
blecer la mejor forma de preservar un objeto que es o puede ser amenazado
por un actor hostil en un determinado escenario regional o internacional.

Si el concepto de ‘defensa’ se constituye a partir de las certezas, es posible
adentrarnos en el de ‘estrategia’ sosteniendo que puede ser abordado desde
la incógnita. En este sentido, podemos establecer el origen de dicho término
a partir de los escritos de Tucídides en su famosa obra La Historia de la Guerra
del Peloponeso en el siglo IV a.C, en donde relata los movimientos estratégicos
en la guerra, tanto de la coalición liderada por los atenienses como de la con-
ducida por los espartanos. También son destacables las reflexiones de Sun
Tzu en sus escritos en El arte de la Guerra, a partir de los que establece los
cinco fundamentos de la estrategia y la importancia que los mismos revisten
para la supervivencia de un país (Sun Tzu, 2014: 17). En esta misma línea,
entre los autores más contemporáneos que mantienen su base argumentativa
en la importancia de la estrategia en el escenario de la guerra, podemos en-
contrar a Karl Von Clausewitz con su obra De la Guerra, a Alfred Mahan a
partir de sus reflexiones sobre la estrategia y el poder naval y, por último, a Sir
Basil H. Liddell Hart con su libro Estrategia. La aproximación indirecta.
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Si bien el concepto de ‘estrategia’ es la piedra angular de todos los escri-
tos mencionados, es Clausewitz quien lo sistematiza de la mejor manera,
incluyéndolo en un constructo teórico que busca abarcar las varias facetas
de la guerra, entre las que se encuentran la defensa, el ataque, la táctica, el
genio militar y los objetivos políticos. En su obra, el autor se refiere a la
estrategia como

el uso del encuentro para alcanzar el objetivo de la guerra. Por lo
tanto, debe dar un propósito a toda la acción militar, propósito que debe
estar de acuerdo con el objetivo de la guerra. En otras palabras, la estrate-
gia traza el plan de guerra y, para el propósito mencionado, añade las
series de actos que conducirán a ese propósito; o sea, hace los planes para
las campañas separadas y prepara los encuentros que serán librados en
cada una de ellas (Clausewitz, 2015: 171).

Dos elementos pueden identificarse en esta definición que son relevan-
tes para el objetivo de este artículo. En primer lugar, que la estrategia siem-
pre responde a la consecución de un objetivo político que le da sentido, es
decir, que la orienta y permite medir su éxito. En segundo lugar, que la
misma responde a un proceso creativo en donde la única certidumbre es el
objetivo a conseguir. En otras palabras, la estrategia se desarrolla sobre la
incógnita relativa a cuál es el mejor medio para llegar al fin político estable-
cido. En palabras de Clausewitz: “en la estrategia, donde todo se mueve
mucho más lentamente, hay mucho más lugar para nuestras propias dudas
y la de los otros, para las objeciones y las protestas, y, en consecuencia, tam-
bién para los remordimientos inoportunos” (Clausewitz, 2015: 173).

A partir de los autores clásicos mencionados, Bueno (2018) –al demar-
car el campo profesional de los estudios estratégicos– establece que, luego
de la aparición de las armas nucleares, el concepto de ‘estrategia’ se revitalizó
en los estudios académicos y comenzó a ser vinculado con el nivel político
de toma de decisión. En este nuevo escenario, la literatura relativa a los
estudios estratégicos empezó a hacer referencia al impacto político del po-
der militar (Garnett, 1987; Gray, 1999; Kane y Lonsdale, 2012; Vennesson,
2017) y al uso de la estrategia en tiempos de paz (Earle, 1943, en Heuser,
2010). En consecuencia, una aproximación actual al concepto es aquella
que refiere al mismo como “el logro de los fines políticos deseados, a través
de la elección de los modos estratégicos adecuados, empleando en gran
medida los medios militares disponibles o accesibles” (Gray, 2015: 10).

De esta manera, la literatura relativa a los estudios estratégicos mantie-
ne los dos elementos identificados a partir de las reflexiones de Clausewitz.
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Por un lado, que ésta siempre responde a un fin político y, por otro lado, que
la misma parte de un interrogante en la medida que quien la lleva adelante
debe preguntarse por cuál es el mejor medio para alcanzar el objetivo esta-
blecido. En este sentido, es posible argumentar que mientras que el concep-
to de ‘defensa nacional’ está vinculado con la certeza, el concepto de ‘estra-
tegia’ tiene su origen en la incertidumbre propia a la relación medio-fin.
Dicho de otro modo, el primero parte del conocimiento de que hay un obje-
to referente que debe ser defendido, a diferencia del segundo que se desa-
rrolla a partir de la incertidumbre de no tener seguridad sobre cuáles son las
mejores acciones a realizar para lograr la meta fijada. En consecuencia, la
estrategia siempre parte del cuestionamiento y la duda.

Ahora bien, ¿cuál es la relación entre ambos términos que nos permite
combinarlos y argumentar que la política de defensa tiene una dimensión
estratégica? Podemos establecer que los mismos se relacionan armónicamente
en la medida en que el segundo complementa al primero, completándolo
teóricamente y dándole una dimensión que permite ampliar su contenido.
Los puentes entre ambos conceptos son tan estrechos que es casi imposible
pensar a la defensa nacional por fuera de su relación con la estrategia, ya
que no solo es suficiente con tener las certezas sobre que hay que defender
un objeto, de alguna forma, de alguien y en un contexto; sino que también
hay que tener en claro cuál es ese objeto referente que se quiere preservar,
cómo se debe hacerlo, de quién se debe defenderlo y en qué contexto. En tal
sentido, la ‘estrategia’ viene a problematizar las certezas de la ‘defensa na-
cional’, colocándose sobre ellas y ampliando su alcance de análisis en tanto
sus interrogantes le dan utilidad práctica a la defensa nacional al permitir
establecer resoluciones estratégicas de carácter político vinculadas a lo que
debe ser defendido, cómo, de quién y en qué escenario.

De esta forma, la DEPD surge a partir de la combinación de las certezas
propias del concepto de ‘defensa nacional’ con la problematización propia
de la ‘estrategia’ vinculada a las interrogantes ligadas a la mejor forma de
llegar a un determinado fin. Esta relación permite llegar a cuatro tipos de
resoluciones estratégicas que, a su vez, sostenemos que son las que compo-
nen la DEPD en la medida que las mismas son la síntesis que surge de la
relación entre ambos conceptos. Estas resoluciones estratégicas son: en pri-
mer lugar, la definición del/de los objeto/s referente/s a defender; en segun-
do lugar, el establecimiento de las mejores formas de defender el/los objeto/
s referente/s; en tercer lugar, la identificación de los actores que son poten-
ciales amenazas para el objeto referente; y, en cuarto lugar, el reconocimien-
to del escenario bajo el cual será posible defender el objeto referente.
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TABLA 1
Dimensión Estratégica de la Política de Defensa

Fuente: elaboración propia.

La Dimensión Estratégica de la Política de Defensa
desde el caso argentino

A partir del puente teórico realizado entre los conceptos, la DEPD pue-
de ser definida como la vertiente de la política de defensa que está vinculada
a las resoluciones estratégicas de carácter político, en donde los dirigentes
de un Estado determinan como objetivo principal la preservación de ciertos
activos nacionales y establecen la forma más óptima de hacerlo en conside-
ración de las amenazas externas percibidas y el escenario regional e interna-
cional identificado. Dos cuestiones principales podemos reconocer de la
definición. En primer lugar, que la DEPD es de carácter político. Es decir,
las definiciones que dicha dimensión propone sobre qué debe defenderse,
cómo, de quién y en qué escenario son establecidas por dirigentes políticos
y no por militares. En tal sentido, la magnitud y la atención que se le preste
a la misma va a estar sujeta a los fundamentos que tengan los políticos (Pion
Berlin y Trinkunas, 2007; Battaglino, 2015). En segundo lugar, que si bien
la misma parte del plano doméstico al considerar en un primer momento
los activos estratégicos a defender, la consideración de las amenazas exter-
nas percibidas y del escenario internacional identificado evidencia una co-
nexión entre el nivel nacional y el nivel internacional.
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El caso argentino es de utilidad para ilustrar empíricamente los com-
ponentes de la DEPD en la medida que el Ministerio de Defensa del país
promueve la elaboración y difusión de documentos oficiales en donde es
posible identificar los componentes establecidos por esta vertiente estra-
tégica de la política de defensa. A su vez, las leyes que rigen la defensa
nacional argentina, las Directivas Políticas de Defensa Nacional (DPDN)
y la predisposición de las autoridades del Ministerio de Defensa a ser
entrevistadas también son un insumo importante para analizar esta di-
mensión.

Primera resolución estratégica:
definición de los activos estratégicos a defender

La aproximación conceptual a la primera resolución estratégica de la
DEPD se realizará a partir de la consideración de tres factores. En primer
lugar, partimos de la base de que los Estados siempre tienen activos estraté-
gicos objetivos para defender, ya sean recursos naturales, ciudades, institu-
ciones, etcétera. Al ser esto un hecho invariable, lo relevante para este com-
ponente es el nivel de atención que los dirigentes políticos le prestan a la
defensa de estos activos. En tal sentido, el déficit de atención puede llegar a
niveles tan bajos en donde la dirigencia política ni siquiera identifique los
activos estratégicos del Estado. A su vez, el nivel de atención también define
qué objetos referentes se van a priorizar, algo que varía en función del esce-
nario internacional identificado y de las amenazas externas percibidas. Esto
muestra el vínculo entre el nivel nacional y el internacional, ya que este
último tiene impacto en la definición política vinculada a qué activos estra-
tégicos son prioridad para la defensa nacional. En segundo lugar, conside-
ramos que los objetos referentes a defender por el Estado son la base de la
DEPD en la medida que su protección es el objetivo político máximo de la
misma. Es decir, los otros tres componentes de la DEPD solamente adquie-
ren sentido a partir de los activos estratégicos que deben ser preservados.
En tercer lugar, sostenemos que el objeto referente a defender no es sola-
mente la supervivencia del Estado (Waltz, 2010; Mearsheimer, 2014). Si bien
la preservación del Estado es el objetivo máximo de cualquier DEPD, este
primer componente es más amplio al referir no solo a la supervivencia, sino
también a los activos estratégicos que son esenciales para la integridad terri-
torial del Estado y la reproducción y bienestar material de una comunidad.
De esta forma, los objetos referentes pueden ser fuentes de recursos natura-
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les, zonas urbanas, puntos de contacto con el exterior, la conectividad inter-
na del Estado y su infraestructura crítica3.

En el caso argentino, la ley 23.554 de Defensa Nacional de 1988 define
a la misma como “la integración y la acción coordinada de todas las fuerzas
de la Nación para la solución de aquellos conflictos que requieran el empleo
de las Fuerzas Armadas, en forma disuasiva o efectiva, para enfrentar las
agresiones de origen externo” y sostiene, a su vez, que “tiene por finalidad
garantizar de modo permanente la soberanía e independencia de la Nación
Argentina, su integridad territorial y capacidad de autodeterminación; pro-
teger la vida y la libertad de sus habitantes” (Ley 23.554, art 2). Es destacable
el hecho de que el país no define al uso de la defensa nacional únicamente
para garantizar la supervivencia del Estado, sino que incluye en la defini-
ción a su utilidad para garantizar la integridad territorial. A partir de esto,
puede inferirse que el instrumento militar del país es vital para defender
activos estratégicos que, aún sin poner en riesgo la autodeterminación del
pueblo, su usurpación afectaría negativamente a los intereses del Estado y
su ciudadanía. En esta línea, en la entrevista realizada, el primer informante
clave indica que si bien durante el CPDN no se realiza un inventario de los
objetos referentes que deben ser protegidos por la política de defensa (defi-
nición que, en todo caso, debería ser producto de una discusión amplia
entre varias áreas de gobierno), la proyección de escenarios futuros relativos
al planeamiento por capacidades y vinculado a las hipótesis de empleo del
instrumento militar se realiza teniendo en cuenta aquellos activos que están
vinculados a los intereses vitales de la nación y que deben ser defendidos.
Asimismo, menciona que esta identificación se realiza de forma general en
la DPDN y de una manera más concreta y operativa en las etapas siguientes
del CPDN y en los informes del Consejo de Defensa Nacional (CODENA),
cuyos documentos son clasificados. Un ejemplo establecido para ilustrar lo
dicho fue la cuestión relativa a la proyección del instrumento militar hacia el
Atlántico Sur y la Patagonia, algo que también se ve reflejado en los docu-
mentos oficiales no clasificados. Esta visión es compartida por el segundo
informante clave al establecer que, más allá de que la DPDN no identifica en
términos concretos qué es lo que hay que defender, la misma deriva en
documentos secretos en donde se traducen en el plano operativo aquellas

3 Consideramos a la ‘infraestructura crítica’ como “el elemento, sistema o parte de este
situado en los Estados miembros que es esencial para el mantenimiento de funciones
sociales vitales, la salud, la integridad física, la seguridad, y el bienestar social y económi-
co de la población, cuya perturbación o destrucción afectaría gravemente a un Estado
miembro al no poder mantener esas funciones” (Directiva europea 2008/114/CE del 8
de diciembre de 2008).
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cuestiones generales que se mencionan en la DPDN. En este mismo sentido
y ligado a los activos estratégicos, el primer informante clave destacó como
decisión política de carácter estratégico a la creación del Comando Conjun-
to de Ciberdefensa en 2014 (a partir de la Resolución 343 del Ministerio de
Defensa), ya que el mismo tiene como objetivo proteger la infraestructura
crítica del sistema de defensa nacional.

Segunda resolución estratégica:
establecimiento de las mejores formas de defender los activos estratégicos

En lo que respecta a la segunda resolución estratégica, relativa al esta-
blecimiento de las mejores formas de defender los objetos referentes, la mis-
ma refiere a cómo diseñar el instrumento militar en función de los activos
que el Estado busca preservar, por lo que está fuertemente emparentado
con el planeamiento estratégico (Anzelini y Poczynok, 2014). Si bien las
cuestiones vinculadas al diseño del instrumento militar pueden abordarse
de múltiples formas, optamos por tomar las cuatro esferas del instrumento
militar reconocidas por Mearsheimer (2014), considerando que cada Esta-
do puede optar por favorecer el diseño y el despliegue del mismo en fun-
ción de la ubicación de sus activos estratégicos. Las esferas son las siguien-
tes: en primer lugar, la que prioriza el despliegue territorial (Mearsheimer,
2014: 83-137); en segundo lugar, la que hace hincapié en la disposición
naval de sus fuerzas (Till, 2007); en tercer lugar, la que pone el énfasis en el
poder aéreo; y, en cuarto lugar, la que resalta la importancia de la disuasión
nuclear (Lieber, 2000). A su vez, en la actualidad las cuatro están atravesa-
das por el desarrollo de capacidades estatales orientadas a la inteligencia
estratégica militar (Clark, 2007), la actividad espacial y, por último, la pro-
tección de la infraestructura crítica de potenciales ciberataques (Nye, 2017;
Geis y Hailes, 2016), en donde es fundamental la capacidad de atribución,
debido a que en ella radica la posibilidad de identificar qué actores son los
ejecutores de éstos (Rid y Buchanan, 2014). Asimismo, la cuestión vincula-
da al diseño del instrumento militar también tiene en consideración a la
forma en que se prevé que actúen las fuerzas que lo componen. En este
sentido, su accionar puede ser autónomo, conjunto y, dentro de esta última,
puede ser por asociación, contribución o refuerzo (Milia, 1965). Por último,
la resolución vinculada a la mejor forma de defender los activos estratégicos
identificados incluye no solo a la composición, magnitud, organización y
equipamiento del instrumento militar, sino también a su despliegue, doctri-
na, adiestramiento, comunicaciones y logística.
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Si consideramos el caso argentino a la luz del despliegue de su instru-
mento militar y de la adquisición de capacidades materiales para defender
sus activos estratégicos, podemos ver un desajuste entre las dos primeras
resoluciones estratégicas de la DEPD. A pesar de la importancia del Atlánti-
co Sur para el país (Koutoudjian, 2011; Caplan y Eissa, 2015; Magnani,
2020), desde la vuelta a la democracia hasta la actualidad la Argentina no
logró ni acomodar el despliegue de su instrumento militar ni priorizar su
capacidad naval y terrestre en sus adquisiciones de medios materiales; cues-
tiones que le permitirían acercarla a su objetivo político de preservar sus
activos estratégicos en el Atlántico Sur (Magnani, 2019: 160-170).

Tercera resolución estratégica:
identificación de los actores que son potenciales amenazas
para el objeto referente

En un contexto normativo en donde el planeamiento estratégico se rea-
liza por capacidades en lugar de por hipótesis de conflicto (Decreto 1729/
2007; Canto, Eissa y Gastaldi, 2015), la tercera resolución estratégica, vincu-
lada a la identificación de los actores externos que suponen amenazas para
los objetos referentes del Estado, se debe realizar a partir de la proyección de
aquellos escenarios que pueden involucrar un daño para los activos estraté-
gicos que el Estado desea preservar. Esta proyección difiere de la cuarta
resolución estratégica –reconocimiento del escenario bajo el cual será posi-
ble defender el objeto referente– en la medida que consiste en la identifica-
ción y análisis de situaciones específicas en donde pueden ponerse en ries-
go los objetos referentes particulares, mientras que el cuarto componente
de la DEPD refiere al análisis de un escenario internacional más general.

Si bien la proyección de escenarios en función de los activos estratégi-
cos a preservar varía en todos los casos, sostenemos que en la DEPD la iden-
tificación de amenazas se realiza a partir del reconocimiento de los actores
regionales o extrarregionales que pueden participar en cada escenario espe-
cífico, su posición relativa de poder en función de la propia (Waltz, 2010) y,
lo más importante, a partir del conocimiento intersubjetivo respecto de la
identidad y los intereses de los actores que pueden potencialmente partici-
par en dicho escenario (Wendt, 1992). Este último componente nos permi-
te categorizar a los posibles actores como amigos, rivales o enemigos. De
esta manera, si bien para realizar estas proyecciones –caracterizadas por el
empleo del instrumento militar en forma disuasiva o efectiva– solo es sufi-
ciente con que haya un solo actor que sea percibido como rival o enemigo,
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esto no quiere decir que todos los actores del potencial contexto identifica-
do sean un factor de hostilidad.

El ejemplo argentino nos permite ver cómo, a partir de la identificación
y evaluación de un escenario particular, pueden reconocerse actores
percibidos como potenciales amenazas para la preservación de los objetos
referentes. En tal sentido, el primer informante clave menciona que el
planeamiento por capacidades del CPDN se realiza en función del juicio
por escenarios en donde las amenazas, si bien deben ser estatales y externas,
son genéricas y no están claramente identificadas. Asimismo, indica que en
función de dichos escenarios se piensa la organización y el despliegue del
instrumento militar, en donde desde la gestión se reconoce al Atlántico Sur
y a la proyección sobre la Antártida como desafíos que, a pesar de no ser los
únicos del sistema de defensa nacional, son esenciales y prioritarios. En esta
misma línea, el informante clave también hizo referencia a la capacidad esta-
tal relativa a la vigilancia, el control y el reconocimiento del Atlántico Sur
para poder adquirir información sobre los comportamientos de actores
extrarregionales en esta demarcación geográfica de interés para el Estado.
Evidencia de esto se encuentra en la DPDN (Decreto 2645/2014), en donde
no se identifica a Gran Bretaña como un actor amenazante a partir del cual
se debe diseñar el instrumento militar, sino que se hace hincapié en definir
al Atlántico Sur como un escenario en donde este Estado extrarregional es
un actor que, por su capacidad material, acciones e historia conflictiva con
la Argentina en lo que respecta a la soberanía de las islas, es visto con preocu-
pación y cautela. En la misma se establece que “la presencia militar británica
en el Atlántico Sur genera una tensión innecesaria e injustificada en toda
la región” y que el país manifiesta la “preocupación por el despliegue mi-
litar británico, que incluye el desplazamiento al Atlántico Sur de submari-
nos nucleares con capacidad de portar armamento nuclear” (Decreto 2645/
2014: 6).

Cuarta resolución estratégica:
reconocimiento del escenario (internacional y regional)
bajo el cual se deberá defender el objeto referente

La cuarta resolución estratégica hace referencia tanto a la distribución
de poder en el escenario internacional como en el regional, estableciendo
que las dinámicas de seguridad de ambos niveles afectan a la defensa de los
activos estratégicos identificados por los Estados. En este sentido, no solo
debemos analizar la distribución de poder en el plano internacional sin un
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anclaje territorial (Waltz, 2010), sino que debemos pensar a la misma en
términos geográficos con el objetivo de poder analizar e identificar la capa-
cidad que tienen distintos Estados para participar en los escenarios proyec-
tados por otras naciones y vinculados a la defensa de un activo estratégico.
En otras palabras, como la defensa nacional es una acción que busca defen-
der a un objeto localizado dentro del territorio, tanto el poder de los actores
internacionales como el de los regionales debe ser medido en función de su
capacidad de amenazar con su instrumento militar a los objetos referentes
geográficamente situados del Estado cuya DEPD estamos analizando. Esto
es fundamental, ya que la presencia de factores naturales que dificultan el
desplazamiento del instrumento militar hace que muy pocos actores
extrarregionales sean capaces de poner en riesgo los activos de otro Estado
(Mearsheimer, 2014: 114-119).

La Teoría de los Complejos Regionales de Seguridad de Buzan y Waever
(2003) es de gran utilidad para los propósitos analíticos y conceptuales de
este cuarto componente de la DEPD, ya que en la misma se identifican a los
actores más importantes del sistema internacional en función de su capaci-
dad de afectar a las dinámicas de seguridad de otras regiones. En este mar-
co, establecen dos tipos de Estados que pueden tener impacto en los asun-
tos de defensa que exceden su región y, por lo tanto, definen la polaridad
del sistema internacional4: los superpoderes y los grandes poderes (Buzan y
Waever, 2003: 34-35). A partir del reconocimiento de estos dos tipos de
actores, establecemos que los superpoderes son aquellos Estados que tienen
un instrumento militar y la capacidad económica para desplegar su aparato
de defensa en todas las regiones del mundo; mientras que los grandes po-
deres tienen la capacidad para afectar las dinámicas de seguridad y los cál-
culos de seguridad de Estados de otras regiones cercanas a las suyas, aun-
que no de todo el mundo.

En función del uso de esta distinción entre el nivel regional y el interna-
cional, en la parte correspondiente al segundo, los Estados (1) reconocen la
polaridad del sistema internacional, (2) identifican los actores estatales de
dicho sistema que tienen la capacidad material de afectar sus activos estra-
tégicos y (3) establecen qué tipos de intereses tienen estos actores y cuáles
son los tipos de relaciones que tienen entre ellos5 con el objetivo de poder
dar cuenta de los niveles de pugnacidad del escenario internacional. Por

4 Entendemos por el término “polaridad” a la distribución de poder en un determinado
sistema, ya sea este regional o internacional.

5 En este punto es conveniente hacer referencia a los tres tipos de culturas –hobbesiana,
lockeana o kantiana– que pueden tener los sistemas internacionales que establece Wendt
(1992).
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otro lado, con respecto a la parte correspondiente al nivel regional de la
cuarta resolución estratégica –y utilizando también como base teórica los
lineamientos de los complejos de seguridad regional de Buzan y Waever
(2003)6–, los Estados buscan reconocer de su escenario regional (1) la distri-
bución relativa de poder, (2) las intenciones del resto de los actores estatales
de la región y (3) el tipo relaciones interestatales que mantienen estos actores
(amistad/rivalidad/enemistad7). A partir de una variación en estos elemen-
tos identificados tanto del escenario internacional como del regional, los
Estados pueden modificar las percepciones sobre cuáles son potenciales
amenazas y esto, en consecuencia, puede incidir en la prioridad de los acti-
vos estratégicos a defender y reformular el diseño y despliegue de su instru-
mento militar. En este sentido, la cuarta resolución estratégica de la DEPD
tiene un impacto en las primeras tres de forma secuencial, mostrando cómo
un cambio en la apreciación del escenario puede impactar en todos los otros
componentes de la misma.

En función del caso argentino, el análisis que hace el país de su escena-
rio global es de marcada relevancia a la hora de realizar el CPDN. La autori-
dad consultada del Ministerio de Defensa establece que en cada escenario
identificado incluyen actores más poderosos pugnando, en donde se reco-
nocen a Estados Unidos, China y en menor medida Rusia. A su vez, marca
que estas disputas de los actores más poderosos del sistema internacional
requieren decisiones complejas tanto de defensa nacional como de política
exterior, en las que la utilización del instrumento militar se vuelve solo una
opción de ultima ratio para defender los intereses nacionales en cada escena-
rio identificado. Este análisis de los niveles de pugnacidad entre potencias
se plasma en la DPDN, al identificar que “se ha producido un fenomenal
proceso de redistribución del poder global como consecuencia del fin de la
Guerra Fría en 1991”, en donde “se pasó entonces de una estructura bipolar
de distribución del poder a una multipolar, con los ESTADOS UNIDOS
DE AMÉRICA como única superpotencia remanente” (p. 2). Si bien en
cuanto a capacidades en el documento se identifica que “ESTADOS UNI-
DOS DE AMÉRICA, considerándolo individualmente, detenta sobre el res-
to de los Estados del sistema internacional una supremacía indiscutible (…)

6 Específicamente, retomamos de la construcción conceptual de Buzan y Waever el hecho
de que los complejos regionales de seguridad tienen entre sus componentes a la distri-
bución regional de poder y a los patrones de amistad y enemistad entre los Estados que
componen la región.

7 Esta caracterización hace referencia a los distintos tipos de relaciones que tienen los
Estados en función de sus patrones intersubjetivos de relacionamiento (Ver Wendt,
1992).
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y una efectiva capacidad para proyectar globalmente recursos de poder”
(p.3), la autoridad del Ministerio de Defensa consultada establece que ac-
tualmente China y en menor grado Rusia se presentan como actores que,
por su capacidad y el grado de disputa que mantienen con Estados Unidos
de América, hay que tener en consideración en el juicio por escenarios. Esto
está bien ilustrado en la misma DPDN, en donde si bien se marca la supre-
macía de Estados Unidos, se reconocen progresivos “cambios en la distribu-
ción de poder global, tanto militar como económico” (p.3). Asimismo, la
directiva destaca el surgimiento de un nuevo paradigma de la defensa na-
cional, vinculado con las tecnologías de la información, en donde “la di-
mensión ciberespacial, sin locación física específica propia, genera replanteos
sobre las tradicionales categorías con las que se aborda la “guerra real” y
exige, por la dinámica propia de la innovación tecnológica, una rápida adap-
tación para los Sistemas de Defensa” (p.4).

Con respecto al escenario regional, si bien la directiva no identifica la
distribución de poder regional, reconoce en la región sudamericana “un
encadenamiento positivo entre los procesos anteriormente mencionados y
la progresiva disminución de las percepciones de amenaza y las competen-
cias estratégicas y militares”, en donde “esta nueva dinámica abrió paso al
inicio de procesos de establecimiento de medidas de confianza mutua e
interacción y cooperación en materia de Defensa” (p.5). En la entrevista
realizada, el segundo informante clave indica que estos procesos de
interacción regional contribuyeron al reconocimiento y a la definición polí-
tica de que Argentina necesitaba aliarse con sus pares regionales para poder
defender sus intereses de potenciales escenarios adversos que incluyan ac-
tores extrarregionales.

Tres cosas pueden ilustrarse a partir del caso argentino con respecto al
potencial impacto del reconocimiento del escenario internacional y regional
en los otros componentes de la DEPD. Por un lado, que la ausencia de un
escenario regional pugnaz que permita percibir como amenazas a otros Es-
tados de la región probablemente llevó a los dirigentes políticos argentinos
en sus documentos oficiales a no proyectar escenarios vinculados a la pre-
servación de activos estratégicos localizados cerca de zonas de frontera como
una prioridad para la defensa nacional. Por otro lado, el reconocimiento de
un superpoder con capacidad de desplegar su instrumento militar en todo
el mundo junto con la identificación de un escenario regional apacible pudo
haber incidido en la voluntad política de los formuladores de políticas del
Estado argentino de incluir dentro de las misiones subsidiarias de su instru-
mento militar a la participación de éste en la construcción de un sistema de
defensa subregional que excluya a este superpoder (Decreto 1691/2006). En
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este sentido, es posible considerar que la cuarta resolución estratégica de la
DEPD tiene la capacidad de incidir en la formación de alianzas de un Esta-
do a partir de la identificación de qué actores del escenario internacional
son compatibles con la protección de los activos estratégicos que el Estado
busca preservar. Por último, el reconocimiento de nuevas tendencias de segu-
ridad y militares en el escenario internacional, como lo es el ciberespacio, pue-
de tener implicancias en los objetos referentes a defender priorizados por el
Estado, hecho que se encuentra ejemplificado en el caso argentino a partir de
la decisión política de crear el Comando Conjunto de Ciberdefensa en 2014.

La Dimensión Estratégica de Defensa
y la relación entre sus componentes

A lo largo del artículo establecimos que, dentro del espectro de los fun-
damentos políticos, la DEPD se desarrolla a partir de las cuatro resoluciones
estratégicas identificadas, en donde la primera, relativa a qué activos estra-
tégicos a preservar son priorizados por el Estado, es el componente más
importante de la misma en la medida que los otros tres se desarrollan a
partir de éste. En tal sentido, consideramos que los Estados tienen activos
estratégicos fijos a defender –recursos naturales, zonas urbanas, puntos de
contacto con el exterior, conectividad interna e infraestructura crítica– que
no pueden ser cambiados, ya que afectan de manera objetiva a la seguridad
y el bienestar de la comunidad. No obstante, en términos metodológicos,
esta primera resolución de la DEPD puede considerarse como variable, ya
que lo que cambia de la misma son las prioridades políticas respecto a qué
activos estratégicos se deben defender. Es decir, del stock de activos estraté-
gicos objetivos que los Estados tienen para defender –algo que varía según
el Estado–, los políticos toman definiciones con respecto a cuáles son priori-
tarios en función de las otras resoluciones estratégicas.

La cuestión clave que tienen en consideración los decisores políticos
para definir cuáles son los objetos referentes que tienen prioridad es la vin-
culada a la cuarta resolución estratégica, en donde se reconocen los planos
internacional y regional midiendo los niveles de pugnacidad de ambos esce-
narios a partir de la identificación de cuáles son las intenciones y los intere-
ses de los actores más importantes en términos de distribución de poder.
Esto les permite dar cuenta de los escenarios que pueden comprometer la
preservación de los activos estratégicos del Estado y, a partir de los mismos,
percibir a aquellos actores estatales que son potencialmente hostiles en di-
cho escenario (tercera resolución estratégica). A partir de esto, se logran
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identificar aquellos activos estratégicos que tienen mayores probabilidades
de correr riesgo (primera resolución estratégica) y se diseña el instrumento
militar (segunda resolución estratégica) para proteger dichos activos. Esta
secuencia muestra que la DEPD funciona como una correa de transmisión,
que comienza en el reconocimiento de los escenarios internacionales y re-
gionales, pasa a definir a aquellos actores hostiles a partir de los cuales se
establecen los objetos referentes que se deben defender con prioridad y, por
último, culmina con la definición de un determinado diseño del instru-
mento militar.

Ahora bien, es importante realizar dos precisiones. En primer término,
hay que remarcar que, si bien establecemos que los Estados tienen activos
estratégicos para defender que son objetivos, ergo permanentes, la priori-
dad de los mismos es una definición enteramente política que depende de
factores que escapan a la objetividad y permanencia de los objetos referen-
tes. En este sentido, puede haber objetos referentes que ni siquiera sean
identificados por la dirigencia política como activos a defender, a pesar de
que los mismos sean de una importancia sustantiva para la supervivencia y
el bienestar de la comunidad. En un segundo orden, la DEPD evidencia la
fuerte conexión que existe entre la política de defensa de un Estado y el
escenario internacional y regional en el cual este se encuentra posicionado.
De tal forma, si bien la vertiente estratégica de la defensa nacional parte de
las certezas nacionales –activos estratégicos a defender–, la misma siempre
se define a partir de una reflexión situada respecto al escenario externo.
Metodológicamente, podemos establecer que dentro de la DEPD las resolu-
ciones estratégicas tres y cuatro son las variables independientes mientras
que las resoluciones uno y dos son las dependientes.

Reflexiones finales

El presente artículo ha tenido como objetivo contribuir al campo de los
estudios sobre defensa nacional al llamar la atención sobre una cuestión
parcialmente desatendida por la literatura. En este sentido, se introdujo a la
Dimensión Estratégica de la Política de Defensa como un término que bus-
ca ampliar el abordaje teórico y conceptual de estos estudios. El caso argen-
tino fue utilizado para ilustrar empíricamente la construcción teórica de la
DEPD a partir de los documentos oficiales correspondientes a la defensa
nacional de un país, dejando para futuros trabajos la posibilidad de realizar
un estudio de caso para establecer la correlación causal respecto de cómo la
variación de uno de los componentes de la DEPD tiene impacto en el resto.
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Asimismo, la introducción de la DEPD tiene la potencialidad de abrir
nuevas líneas de investigación sobre la defensa nacional, al establecer una
base teórica para indagar con respecto a cómo varían las prioridades de
defensa de los Estados junto con el diseño y el despliegue de su instrumen-
to militar en función de los cambios en los entornos estratégicos regional e
internacional. A su vez, el concepto introducido hace posible ampliar el
espectro de análisis respecto del posible impacto de los organismos de segu-
ridad regional e internacional en las políticas de defensa de los Estados,
permitiendo no solo centrar el análisis en cómo dichas organizaciones afec-
tan al gobierno político de la defensa o a la cooperación en materia de segu-
ridad, sino también analizar su impacto en la vertiente estratégica de la
política de defensa de los Estados. Asimismo, la DEPD brinda la oportuni-
dad de revitalizar los estudios vinculados a las relaciones cívico-militares,
abriendo la posibilidad de que se investigue con respecto a cuál es el rol de la
dirigencia política en la definición de las cuatro resoluciones estratégicas y,
de esta forma, analizar desde otra perspectiva los niveles de subordinación
militar a la política.

Para finalizar, es relevante destacar que, considerando que los Estados
tienen activos estratégicos permanentes a defender y que constituyen la
base de la dimensión estratégica de la política de defensa, es tarea de los
investigadores indagar respecto de cuáles son las prioridades políticas, por
qué y qué factores condicionan la jerarquización de éstas. Solo de esta ma-
nera podremos tener un análisis más completo de la política de defensa y de
su estrecha vinculación con el plano internacional.
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Resumen: Este trabajo analiza, desde la literatura de poder empresarial de la economía
política, la relación que existe entre la trasnacional Barrick Gold Corporation y las políti-
cas de promoción de la mega minería en San Juan. ¿Cómo se explica que, durante un
período prolongado de tiempo, la explotación minera se sostenga a pesar de resistencias
sociales, normativas y jurídicas que buscan impedirla? Y, en particular, ¿cuál es el reperto-
rio de estrategias que utilizó la empresa para este objetivo? Aquí se aborda la relevancia
de estudiar la hipótesis del no-cambio a lo largo del tiempo a partir del poder empresarial
de la empresa. Desde el desarrollo de tres indicadores (peso en la matriz productiva,
legitimación social e influencia de la decisión política) se propone que el repertorio de
estrategias desarrollado por la Barrick Gold Corporation y el consecuente stock de poder
acumulado es el elemento central que explica esta relación positiva del desarrollo de la
mega minería en San Juan. Sin embargo, contrariamente a lo esperado, este desarrollo es
irregular y con resistencias sociales, jurídicas y normativas que frenaron ese poder.
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Abstract: This paper analyzes, from the literature on business power of political economy, the
relationship between the transnational Barrick Gold Corporation and the policies to promote
mega-mining in San Juan. How is it explained that, for a prolonged period, mining exploitation
is sustained despite social, normative and legal resistance that seeks to prevent it? And what is the
repertoire of strategies used by the company for this purpose? Here the relevance of studying the
hypothesis of no-change over time based on the entrepreneurial power of the company is addressed.
From the development of three indicators (weight in the productive matrix, social legitimacy, and
influence of the political decision) it is proposed that the repertoire of strategies developed by the
Barrick Gold Corporation and the consequent stock of accumulated power is the central element
that explains this positive relationship of the development of the mega mining in San Juan.
However, contrary to expectations, this development is irregular and implied social, legal, and
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I. Introducción

En septiembre de 2015, en las alturas de la Cordillera de los Andes a la
altura de la localidad de Jáchal (provincia de San Juan), se producía el pri-
mero de los tres derrames de solución de agua cianurada en los cauces de
ríos Potrerillos y Las Taguas que abastecen el consumo de hogares y los
sistemas de riego de agricultura desde su afluente, el Río Jáchal. La noticia
se expandió por canales informales entre trabajadores de la mina Veladero y
sus familiares que, en la zona baja, eran advertidos del suceso. Varios días
demoró la trasnacional Barrick Gold Corporation en admitir el hecho: más
de 1 millón de litros de agua con solución cianurada se habían derramado
tras la rotura de una válvula en el valle de lixiviación (Infobae, 2016; Perfil,
2016). Uno de los expertos en el estudio de efectos de los pasivos ambienta-
les producidos por la megaminería, Robert Moran, visitó San Juan y advir-
tió que este tipo de empresas transnacionales ejercen diversas estrategias de
presión sobre las instituciones para sostener sus intereses, constantes en el
largo plazo a pesar de resistencias (Seguí, Zeballos, y Marchegiani, 2016).

Este artículo parte de un interés concreto: analizar estas estrategias de
las empresas transnacionales mineras que operan en distintas provincias
argentinas. Comprenderlas y entender a su vez los intereses que guían estas
estrategias son esenciales para explicar las posteriores acciones de este tipo
de empresas. Y, así, entender cómo y cuándo estos intereses se mantienen
constantes a pesar de resistencias sociales y normativas (Bril Mascarenhas y
Maillet, 2019).

La contribución que aquí se realiza está vinculada a un tema central
dentro del ámbito de la política ambiental latinoamericana en general y ar-
gentina en particular. La “mega minería” no es sólo un tema central en
diversas literaturas. Por un lado, además, expresa a un actor difícil de anali-
zar: el empresariado trasnacional minero. Empresariado que, en contextos
de federalismos, opera con diversas estrategias en función de la heteroge-
neidad política subnacional (Engels y Dietz, 2017). Por otro lado, organiza-
ciones ambientales, asambleas vecinales y otras organizaciones sociales opo-
nen estrategias que se disputan en la arena de la política ambiental (Urkidi
y Walter, 2011; Christel, 2015; Christel y Gutiérrez, 2017; Amengual, 2018).
Este artículo se focaliza en el primero, ya que, a pesar de las grandes contri-
buciones para entender las resistencias sociales a la megaminería, las estra-
tegias de las empresas trasnacionales que explotan esta actividad también
operan con rasgos y características particulares que son necesarios analizar.

La Barrick Gold Corporation es la principal empresa transnacional de
explotación de oro del mundo y hace más de una década realiza grandes
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proyectos mineros en países de Sudamérica que han generado un movi-
miento en tres debates centrales: a nivel social (por impactos socioambientales
negativos), a nivel económico (por la competencia que la actividad minera
genera con la actividad agrícola y otras) y a nivel político (por los vínculos
informales con distintas áreas del Estado subnacional) (Bebbington y Bury,
2013). El objetivo es, entonces, examinar cómo este actor busca sostener sus
intereses desde un repertorio de estrategias concretas para sortear distintos
tipos de resistencias que están conectadas entre sí: sociales, normativas y
jurídicas.

Desarrollada esta pequeña introducción, la pregunta que guía este artí-
culo es ¿cómo se explica que, durante un período prolongado de tiempo, la explota-
ción minera se sostenga a pesar de resistencias sociales, normativas y jurídicas que
buscan impedirla? Y, en particular, ¿cuál es el repertorio de estrategias que utilizó
la empresa para este objetivo? La hipótesis que aquí se sostiene es que son los
repertorios de estrategias los que han permitido mantener estable en el tiempo
la explotación de Veladero y Pascua Lama, aun cuando las resistencias socia-
les (asambleas municipales y provinciales), normativas y jurídicas (Ley de
Glaciares o amparos judiciales) han intentado frenarlas. En síntesis, la tra-
yectoria del desarrollo minero en San Juan, el caso aquí analizado, se explica
por la capacidad de vetar resistencias por parte del empresariado trasnacional.

El recorte temporal es desde 2002, año de la sanción de la Ley General
del Ambiente (que define los principales lineamientos de la legislación am-
biental del país) y, además, año en el cual comienzan las primeras acciones
de la empresa en la provincia previo al funcionamiento de Veladero. El pun-
to de corte es 2019, año en que la Corte Suprema de Justicia de la Nación
declara la constitucionalidad de la Ley de Glaciares (que afecta directamen-
te la continuidad de los proyectos de la empresa en San Juan y pone a prue-
ba la capacidad de veto de la msima).

El trabajo está dividido en siete secciones, la primera de las cuales es la
introducción. La segunda y tercera exponen un recorrido por la literatura
disponible sobre el empresariado como actor (sus preferencias, intereses y
poder), muestran cómo esta conceptualización se enmarca en un análisis
de política ambiental y detallan la metodología a utilizar. La cuarta y la quin-
ta sección hacen una descripción de las principales características particu-
lares de la explotación minera en San Juan y de las principales característi-
cas de la Barrick Gold. En la sexta sección se realiza el análisis con la meto-
dología propuesta. Finalmente, en la séptima sección se realiza la conclu-
sión en vinculación con la hipótesis del trabajo y algunas reflexiones finales
y agendas a futuro.
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II. Conceptualizando al poder empresarial:
fundamentos de un actor clave

El objeto de estudio son las estrategias del empresariado minero
trasnacional. El mismo indaga sobre cómo su poder estructural e instru-
mental, en tanto marco teórico de análisis, varía dependiendo distintos ti-
pos de resistencias (sociales, legislativas y normativas).

Superadas las teorías pluralistas donde el empresariado se ubicaba como
un “actor más” dentro de la estructura social, comienzan a desarrollarse
trabajos que indagan en profundidad y desde nuevos enfoques teóricos a
las particularidades y especificidades de este actor (Lindblom, 1977; Bull,
2014).

En la literatura estructuralista que analiza conflictos socioambientales o
problemáticas relacionadas a explotaciones extractivas, se suele caracterizar
a las empresas como actores monolíticos y, en complementación, se ha abor-
dado con mayor detalle las estrategias de los actores sociales (Gudynas, 2009;
Alimonada, 2011; Svampa, 2018). Otros estudios se han interesado en la
relación entre elites y actividades extractivas (Bull, 2014; Leiva, 2019) y otros
han analizado la relación entre el Estado y la sociedad (Bebbington, 2012;
Gutiérrez, 2018; Silva, Akchurin y Bebbington, 2018). Sin embargo, la lite-
ratura sobre política ambiental todavía sigue siendo una balanza desigual
entre los estudios sobre estrategias sociales y estrategias empresariales. Por
eso, la centralidad teórica de este artículo reside en las estrategias empresa-
riales (en este caso de una trasnacional minera) desde la literatura de poder
empresarial de la economía política.

Por un lado, para la literatura que estudia directamente las estrategias
empresariales, algunos estudios centran su interés en las contribuciones
corporativas a los comités de acción política (Milyo, Primo y Groseclose,
2000), y también en el financiamiento de campañas políticas o relaciones
con partidos políticos de gobierno (Shapiro y Moreno-Brid, 2014) como
estrategias que sostienen los intereses del empresariado. En esa línea, otra
estrategia empresarial extendida de las grandes firmas es su involucramiento
en la arena política a través de distintas herramientas instrumentales como
el lobby, el financiamiento a comités o fundaciones referidas al ámbito elec-
toral, o contribuciones de beneficencia con el objetivo de influir en políticas
públicas que reduzcan sus costos de producción y así aumentar sus ganan-
cias totales (Hansen et al, 2019). Si bien este enfoque tiene similitudes con
los trabajos que analizan el poder instrumental de las empresas y es de gran
utilidad para explicar las estrategias empresariales, captura los rasgos más
institucionales y formales de estas estrategias. Comprendiendo este rasgo



135

como algo importante, también interesa aquí entender las estrategias infor-
males o menos institucionalizadas que también operan a la hora de las es-
trategias empresariales. Por eso se propone la literatura de poder empresa-
rial para abordaras.

Así, por otro lado, para la literatura de poder empresarial, trabajos como
el de Schneider (2008 y 2015), desde un estudio comparado y empírico de
distintos grupos empresariales de América Latina, reafirma la necesidad
teórica de estudiar a estos actores por dos motivos. El primero es que la
accesibilidad de datos es más compleja y por lo tanto menos abordada. La
segunda, porque estos actores no están interesados en que exista una trans-
parencia de información externa a la generada por ellos mismos. La capaci-
dad de estos actores puede llegar a vetar temas claves en la agenda guberna-
mental y esto los convierte en un actor fundamental a estudiar también en
su rol político, que es el que nos puede dar pistas sobre las estrategias infor-
males o menos institucionalizadas que también operan.

Es Vogel (1987) quien identifica este giro disciplinario a partir del nue-
vo prefacio de Politics, Economics and Welfare de Dahl y Lindblom (1953),
donde ambos autores plantean que los empresarios tienen un carácter dis-
tintivo que es cualitativamente diferente del de cualquier grupo de interés y
se da producto de ser un actor privilegiado dentro de los países capitalistas
democráticos. A partir de ello, Vogel  coincide en que los empresarios ejer-
cen poder político, que tal poder es corporativo, y por eso puede ser con-
siderado un poder de gobierno. El poder corporativo es equivalente al po-
der estructural ya que se ejerce por su posición dentro de la estructura eco-
nómica de un país. Así, está vinculado a los ciclos macroeconómicos de
dicho  país y por eso no es lineal ni estático.

Hacker y Pierson (2002) profundizan este concepto a partir de cuatro
consideraciones: a) el poder estructural es una variable, no una constante;
b) es un dispositivo que por sí solo no obliga a decisiones políticas, sino que
las influencia; c) solo las políticas que impactan en las ganancias son aque-
llas que lo activan; d) los intereses no son monolíticos. Otro aspecto que
también sostienen los autores, y que es de gran importancia para países
como Argentina, es que el poder estructural aumentará en un sistema fede-
ral descentralizado ya que la empresa, además de tener la opción de movili-
dad de capitales entre provincias, tiene diferentes tipos de poder de influen-
cia con los gobiernos subnacionales (Hacker y Pierson, 2002; Vogel, 1987).

Culpepper y Reinke (2014) hacen una distinción entre el poder instru-
mental y poder estructural. El primero comprende los diversos medios no
relacionados con las funciones básicas de la empresa, a través de los cuales
los negocios influyen en la política. El segundo es inherente a la política ya
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que forma parte de la posición misma de la empresa dentro de democracias
capitalistas. En suma, los autores agregan una dimensión que hace variar a
estos poderes: ambos pueden ser ejercidos de forma automática pero tam-
bién de forma deliberada para obtener un objetivo, es decir, de forma estra-
tégica. El poder empresarial no es estático ni lineal, sino que, para sostener-
se, varía sus estrategias en vistas de acumular su “stock de poder” (Bril
Mascarenhas y Maillet, 2019) que le permite influir la decisión política y
sostener sus intereses empresariales a lo largo del tiempo a pesar de diferen-
tes resistencias sociales, políticas y normativas.

El poder de los actores empresariales, entonces, puede y debe ser dife-
renciado. Tal como proponen Schneider y Karcher (2012) es importante
diferenciar porque es lo que nos permite comprender los intereses de las
empresas y las formas en las que influyen en la arena política. En conse-
cuencia, las corporaciones transnacionales (CTN) juegan un papel crucial
en las economías latinoamericanas y, al mismo tiempo, jugaron un papel
clave en el desarrollo latinoamericano del siglo XX, elevando su presencia
en la década de los 90. Las CTN son actores cruciales en áreas como teleco-
municaciones, manufacturas de alta tecnología y recursos naturales
(Schneider y Karcher, 2012).

No podemos, entonces, saber cuán influyente pueden ser sin antes
definir con precisión cuál es su interés más allá de lo que aparentan querer
(Broockman, 2012). Existe la posibilidad de que las acciones de una CTN
no muestre con claridad sus preferencias sino, más bien, su cálculo estraté-
gico en torno a otro actor o grupo en cuestión (Hacker y Pierson, 2002).
Lon intereses de las CTN en búsqueda de recursos (como las compañías
mineras) tienen que ver más con derechos de propiedad, seguros y relacio-
nes laborales armoniosas en sus proyectos, y menos con los costos o políti-
cas macroeconómicas del país en donde operan (Schneider y Karcher, 2012).
Por ello esta cuestión recae sobre la pregunta que guía este trabajo y que
busca dilucidar la influencia real del poder estructural e instrumental del
empresariado transnacional minero en las políticas públicas ambientales
subnacionales.

III. Metodología

En primer lugar, el recorte temporal seleccionado comienza en 2002.
Compartimos con el trabajo de Gutiérrez y Isuani (2014) que, a partir de
este año, comienza una tercera fase del ambientalismo argentino caracteri-
zado por el crecimiento y las nuevas formas de participación de las organi-



137

zaciones ambientalistas argentinas. También se da en este año el encuentro
entre la “agenda social” y la “agenda gubernamental”, a partir del cual los
gobiernos de todos los niveles empezaron a prestar más atención a los temas
referidos con el ambiente. Mayor y mejor nivel de organización social gene-
ró mayor encuentro entre las dos agendas (Christel y Gutiérrez, 2017).
Además,es un parteaguas en materia de la legislación del ambiente. No sólo
por los mayores y mejores niveles de organización social en torno a los con-
flictos ambientales. sino también por un hecho fundamental: la sanción de
la Ley 25.675/02 conocida como “Ley General del Ambiente” que es el mar-
co regulatorio integral de todo lo referido al ambiente en la Argentina.
Influenciado notablemente por el contexto internacional1, esta Ley marca el
cumplimiento de un mandato que le había sido inferido al Estado en el año
1994 al incluirse, en la reforma Constitucional, el artículo 41 por el cual
debía definir “presupuestos mínimos de protección ambiental” uniformes
en el territorio nacional y sancionar “leyes complementarias” necesarias para
su realización (Constitución Nacional Argentina, 1994; Ley General del
Ambiente. 2002). El punto de corte es 2019, año que la Corte Suprema de
Justicia de la Nación declara la constitucionalidad de la Ley de Glaciares
(que afecta directamente la continuidad de los proyectos de la empresa en
San Juan y pone a prueba la capacidad de veto de la misma).

En segundo lugar, para analizar el poder del empresariado trasnacional
se utilizará la tipología de O’Donnell (1978), que propone tres dimensiones:
a) variable estructural: su posición dentro del sistema productivo en términos
de relación con otros sectores empresariales y de cómo es su diferenciación
con esos sectores; b) variable corporativa: tipo de organización corporativa;
c) variable político-ideológica: su actuación política para trascender los
intereses propios y presentarse como portadores de intereses generales de la
sociedad. En lo referente al poder instrumental, se incorpora un indicador
en el mismo nivel (Schneider y Karcher, 2012): cabildeo ante el Congreso y
el Poder Ejecutivo en el cual se toma el caso de la doble sanción de la “Ley
de Glaciares”.

Esta segunda sección se ha trabajado a partir de fuentes secundarias
tanto de distintos organismos nacionales como de la provincia de San Juan.
La mayor fuente de información de los datos obtenidos surge de informes

1 Principalmente por la Conferencia de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo Susten-
table (1992) que influyó directamente en el Art. 41 de la Constitución Nacional. Pero
también por los modelos de reforma del Estado bajo la influencia de los modelos del
New Public Manegment, sintetizado principalmente en el Decreto 103/2001 ( disponi-
ble en http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/65000-69999/65950/
norma.htm).
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de la Barrick Gold Corporation o informes de agencias tercerizadas por la
misma, en los cuales se detallan datos e información de la empresa. Otro
recurso muy importante de este trabajo son los trabajos de investigación
previos que abordan el mismo caso desde otros enfoques. Este artículo, de
carácter analítico-descriptivo, es un aporte a esa biblioteca que aborda el
caso, reiteradas veces estudiado, de la mega minería en la provincia de San
Juan.

IV. Barrick Gold Corporation y la Provincia de San Juan:
relación fundamental

En la geografía argentina, la Cordillera de los Andes constituye un ex-
tenso cordón de minerales de distinto tipo y concentra la mayor parte de la
industria minera de Latinoamérica y del país. A su vez, en Argentina, al ser
un país con un sistema federal, la unidad de análisis es subnacional ya que
las trayectorias económicas y las matrices productivas heterogéneas hacen
que haya escenarios provinciales divergentes para la incidencia política
(Christel, 2018; Gabay, 2018).

En Argentina, según el último Censo Nacional a la Actividad Minera
(CeNAM) realizado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos
(INDEC) en el año 2016, el 90% de la extracción de los minerales se hace a
través de minería a “cielo abierto” (o mega minería) y el 69% del total se
realiza de forma mecanizada. Esto se traduce en que los minerales metalíferos
(extraídos principalmente con mega minería) representan el 73% del valor
total de la producción minera del país. A su vez, dadas las características de
esta forma de extracción, en general se realiza a través de empresas
transnacionales que poseen la capacidad económica y tecnológica para lle-
var adelante los proyectos, y es así como el 82% de la producción total de
minería es transferida a plantas de beneficio en el exterior del país (en el
desagregado de metales metalíferos, el 92% se transfiere a plantas de benefi-
cio). En la producción total de minerales de Argentina, San Juan es la terce-
ra provincia productora con el 10,5% del total (detrás del 35% de Santa
Cruz y el 25% de Catamarca) y la segunda del país en minerales metalíferos
con un 13,4% del total (INDEC, 2018a).



139

TABLA 1
Datos de la actividad minera en Argentina

y San Juan. Año 2017

Fuente: elaboración propia a partir del Censo Nacional de la Actividad Minera
(INDEC, 2017).

En el panorama local, Veladero es el principal proyecto productor de
oro del país, y al mismo tiempo el quinto proyecto más productivo a nivel
mundial de la Barrick Gold (Ministerio Nacional de Producción, 2017).

GRÁFICO 1
Argentina. Exportaciones de metales y minerales.

Porcentaje de exportaciones totales. Años 1962-2016

Fuente: elaboración propia con datos del Banco Mundial.
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Detallando esta información, la provincia de San Juan abarca una su-
perficie total de 89.651 km2, de la cual un 80% corresponde a cordones
montañosos que encierran valles que concentran la mayoría de las activida-
des económicas, sociales y culturales de la provincia. La población de San
Juan hacia el año 2019 es de 772.876 habitantes. La densidad promedio es
de 7 habitantes por km2, siendo en los valles de 700 habitantes por km2 y
en las regiones montañosas de 3 habitantes por km2. El comercio exterior
constituye una de las actividades más dinámicas y crecientes de la economía
provincial. En la composición sectorial de los productos comercializados se
destacan la producción de base minera con más del 80% de las exportacio-
nes provinciales, seguida por los productos vitivinícolas, agroindustriales y
manufacturas de origen industrial (Gobierno de San Juan, 2017).

San Juan es, a partir de 2004 con la expansión de la industria metalífera2,
el máximo exponente de la “nueva minería” en Argentina (Giovani et al.,
2009). En 2005 comenzaron los proyectos de exploración de la mina más
importante explotada por la empresa trasnacional Barrick Gold: Veladero3.
Así, San Juan se convirtió en la tercera provincia del país con explotación de
mega minería al poseer dos importantes proyectos –Gualcamayo y Casposo–
y más de 95 proyectos en distintas etapas de desarrollo –el más importante
de estos es el proyecto bi-nacional Pascua Lima (Christel, 2015) también
operado por la Barrick en Argentina y Chile.

Con respecto a las regalías de estos proyectos, los estados subnacionales
están regidos por la Ley 24.196/93 que establece en su Art.22 un máximo
del 3% sobre el valor de boca de mina del mineral extraído, “esto significa
que se descuentan los costos de trasporte, fletes, seguros, trituración, mo-
lienda, fundación, refinación y de comercialización” (Christel y Álvarez, 2011).

Por otro lado, de origen canadiense fundada en 1983 por Peter Munk,
la Barrick Gold Corporation es la empresa productora de oro más grande
del mundo, operando actualmente en 15 países: Argentina, Australia, Ca-
nadá, Chile, Costa de Marfil, República Democrática del Congo, República
Dominicana, Mali, Papúa Nueva Guinea, Perú, Arabia Saudita, Senegal,
Estados Unidos y Zambia.

Si bien su auge económico fue durante marzo de 2011, ubicándose en
U$S 53,33 por acción, actualmente su cotización en la Bolsa de Wall Street

2 La nueva minería metalífera, contrariamente a la explotación de socavón, requiere la
dinamitación de grandes extensiones de montaña y cerros -debido a la baja concentra-
ción y al estado de diseminación del mineral- para luego, mediante la utilización de
sustancias químicas y grandes cantidades de agua, separar la roca del metal (Christel,
2015).

3 Para más datos ver: https://ejatlas.org/conflict/veladero-san-juan-argentina.
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es de U$S 13 por acción. En términos netos, esto representó para 2019 un
ingreso de U$S 21.432 millones. La transnacional es la principal producto-
ra de oro en el mundo en competencia con la estadounidense Newmont
Mining. En el primer trimestre del 2019 se concretó la fusión de Barrick
con Randgold Resources, lo que la convirtió en la principal trasnacional de
producción de oro del mundo (Ministerio Nacional de Hacienda, 2019).

En la década del 90, la Barrick Gold Corporation desembarca en Ar-
gentina comprando la empresa LAC Minerals Ldta (de origen canadiense)
que operaba en la zona cordillerana en etapas de exploración. La empresa
comienza a aumentar su interés e inversión del país luego de la decisión de
desarrollar Pascua-Lama,un proyecto mega minero (aún vigente) que signi-
ficó el primero de carácter bi-nacional del mundo entre Chile (80%) y Ar-
gentina (20%). Esto llevó a ambos países a sancionar una legislación especial
para un proyecto de estas características donde el eje central estuvo coloca-
do en la atracción de inversiones extranjeras en el auge del neoliberalismo
económico a nivel regional (Infante Caffi, 2011). Una vez asentados los tra-
bajos en Pascua-Lama, la empresa profundizó, a través de acuerdos de in-
versión y adquisición de concesiones a largo plazo en la provincia de San
Juan, la inversión a través del proyecto Veladero. Desde los comienzos de
explotación en 2005, Veladero se convirtió hacia 2011 en una de las minas
de oro más grandes del mundo, modificando estructuralmente las princi-
pales variables económicas, sociales y políticas de la provincia.

Actualmente, la empresa atraviesa –desde 2015– una caída de sus acti-
vos que modificó su estrategia global, impactando también en las proyeccio-
nes que tenía en el país con Veladero y Pascua Lama (Télam, 2017; Barrick
Gold y Shandong Gold, 2020). En complementación, ambos proyectos han
sido interrumpidos temporalmente (Veladero) e incluso definitivamente (Pas-
cua) por los poderes judiciales de Argentina y Chile (Télam, 2018; Barrick
Gold, 2020) en forma de sanción por impactos ambientales negativos que
ha tenido la empresa en los dos proyectos (Iezzi, 2011): basurales a cielo
abierto no declarados; reiteradas fisuras en los conductos del valle de
lixiviación que arrojó grandes cantidades de cianuro y mercurio en los prin-
cipales ríos afluentes de la zona; vigencia de nuevas leyes de protección
ambiental que prohíben las actividades de la empresa (la reciente ratifica-
ción de la Ley de Glaciares en Argentina). Esta situación global y nacional
llevó a la empresa a vender el 50% de la concesión del proyecto Veladero a la
empresa china Shandong Gold en 2017 (EJOLT, 2019).

Juan Martín Azerrat



Revista SAAP  . Vol. 15, Nº 1

142

V. Proyectos de Veladero y Pascua Lama: de San Juan a Canadá

Como se repasó en la anterior sección, en1997 comenzó la fase de inte-
rés para explotar la mina Pascua-Lama por parte de la empresa, lo que des-
embocó en la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental (EIA) aproba-
do por el gobierno chileno y el acuerdo bi nacional para crear una legisla-
ción de explotación minera en zonas fronterizas ratificado por ley en el año
2000 (Infante Caffi, 2011). Fue recién durante 2005 (Veladero) y 2006 (Pas-
cua-Lama) que las operaciones empezaron a funcionar normalmente.

La evolución de la producción y exportación de oro en la Argentina ha
ido en crecimiento a la par de la disminución de la de cobre (Ministerio
Nacional de Producción, 2017). El inicio de actividades de la mina Veladero
(San Juan) y el cierre (por agotamiento del cobre) en La Alumbrera
(Catamarca) son la principal explicación de estos números que llegan en
2018 a representar el 67% de la venta externa de metales de la Argentina
(Ministerio Nacional de Hacienda, 2019).

En consecuencia, según datos cuatrimestrales que arroja la empresa, la
producción de Veladero tuvo su pico durante 2010/2011 cuando se amplia-
ron las instalaciones y maquinarias de la mina en un contexto, además, de
precios internacionales favorables. El 2010 registró una producción anual
de casi 1 millón de onzas y lo mismo en 2011. La situación comenzó a
estabilizarse en el período 2013-2015 como se observa en el gráfico 2 pero,
al mismo tiempo, es en este último año cuando se produce el primero de
tres derrames de cianuro en el valle de lixiviación (se produce otro en 2016
y otro en 2017) (Peressotti, 2017; Eisenacht, 2020). Así, 1 millón de litros de
agua con solución cianurada fueron arrojados por la empresa a ríos que
proveen de agua potable para consumo y para riego de cultivo a todo el
Valle de Jáchal. La empresa fue multada con U$S 9 millones por el Poder
Ejecutivo de San Juan4, ocho ejecutivos de la empresa fueron procesados
judicialmente y, también, fueron procesados y embargados por la Justicia
Federal los ex secretarios de Minería y Ambiente de aquel período (Infobae,
2016; Perfil, 2016; Télam, 2018). Actualmente la investigación se encuentra
en desarrollo.

4 Una de las más altas multas a una empresa privada en Argentina.
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GRÁFICO 2
San Juan. Evolución de la producción de oro en la mina Veladero.

Miles de onzas de oro. Años 2005-2018

Fuente: elaboración propia en base a los informes cuatrimestrales de la Barrick Gold
Corporation (2005-2018).

El 6 de abril de 2017, Barrick Gold vendió el 50% de la participación del
proyecto a Shandong Gold por un total de $ 990 millones en efectivo (Barrick
Gold, 2018). La combinación de factores entre baja del precio internacional,
problemas con la justicia argentina y chilena; y la baja actividad en los últi-
mos años de la empresa a nivel global y a nivel puntual en estos dos proyec-
tos explican la venta del 50% como parte de la estrategia que la misma está
llevando para recuperar sus niveles de ganancia del período 2010-2011.

VI. ¿El poder en el poder?

Utilizando la tipología propuesta por O’Donnell (1978) como insumo
–posición dentro del sistema productivo; construcción de legitimidad polí-
tica; tipo de organización corporativa–, se analiza el poder de la Barrick
Gold en las dos dimensiones analizadas en la sección teórica: la dimensión
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estructural y la instrumental del poder. Para eso se proponen dos indicadores
de medición para el instrumental: la legitimización social y la influencia en
la decisión política.

Indicador 1: Peso del sector en la matriz económica subnacional
(poder estructural)

En primer lugar, su posición dentro del sistema productivo es domi-
nante, ya que la explotación de minerales no metalíferos representa hacia
2018 un 69,8% de las exportaciones provinciales llegando a ser, en 2011, del
74,7% (INDEC, 2018b). Pero este factor debe ser considerado reciente ya
que, antes de 2005, la provincia de San Juan se caracterizaba por la
exportación de otro tipo de productos, tal como se detalla en el gráfico 3.

GRÁFICO 3
San Juan. Canasta exportadora. Años 1997-2018

Fuente: elaboración propia con datos del Instituto Nacional de Datos, Estadísticas y
Censos (INDEC).
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El gráfico refleja lo que nos explican los números: a partir de 2005,
tanto la economía como la matriz productiva de la provincia se explican a
partir de la explotación de minería metalífera de oro y plata. El impacto que
pueda tener esta industria primaria afecta directamente a los ingresos de la
provincia. Así, se extiende como eje dinámico de la economía provincial
produciendo un “estilo de producción” (O’Donnell, 1978) que define a quie-
nes lo impulsan (principalmente el Ejecutivo provincial y departamentos
vinculados a la actividad) y a parte de la sociedad que puede acceder a sus
beneficios (acceso a puestos de trabajo directos o indirectos). Pero, también,
a quienes lo rechazan (sectores sociales que no están vinculados a esta activi-
dad o que se ven afectados por la contaminación ambiental de la misma,
entre otros).

Por ello, han existido grandes conflictos socioambientales en los depar-
tamentos lindantes a estos proyectos (Iglesia y Jáchal), ya que la minería
significó una competencia desigual con el resto de las actividades (EJOLT,
2019). Puntualmente estos departamentos sufrieron la falta de agua para
riego de agricultura por el uso intensivo que la mega minería utiliza en su
proceso (millones de litros de agua por día), además de contaminación en
los cauces de agua potable producto de los derrames de cianuro y del mis-
mo mecanismo de explotación a gran escala (Iezzi, 2011: 94; Godfrid y
Damonte, 2020; Télam, 2018). Estos emprendimientos están ubicados so-
bre o lindantes a los glaciares que generan el deshielo que abastece a los
pueblos cercanos5, generándose un oasis en todo el Valle del Jáchal, tal como
se aprecia en la siguiente foto satelital de 2014 que muestra el recorrido del
agua de deshielo a través de un infrarrojo.

El segundo punto del poder estructural referido al tipo de organización
corporativa se define aquí como “trasnacional exportadora”. Como se refle-
jó en la sección anterior, el capital trasnacional desarrollado por la empresa
le permite una serie de características que la hacen desigual en la competen-
cia no sólo con las pymes locales sino también con otras transnacionales del
sector. Su rol de empresa trasnacional le da ventajas comparativas: a nivel
tecnológico, a nivel de amortización de inversiones a largo plazo, a nivel de
ubicación estratégica en todo el ciclo de políticas públicas, a nivel de pro-
ducción total de bienes y servicios. Esto se ve reflejado en la última Expo
San Juan Minera 2020, en la cual el CEO de la Barrick Gold, Mark Bristow,
fue partícipe en una de las conferencias reafirmando la estrategia corporati-
va en el encuentro anual más importante en materia de actividad minera del

5 Para mayor información sobre la reciente constitucionalidad de la Ley de Glaciares y los
emprendimientos mineros de Barrick Gold en esta zona, consultar un nota en la cual
participé como autor: https://gapepyg.com/2018/05/03/recursos-naturales/.
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país (Panorama Minero, 2020). Allí se expuso un informe detallado sobre el
peso de la transnacional en la actividad económica de San Juan y la depen-
dencia del resto de los sectores a esta actividad (Barrick Gold y Shandong
Gold, 2020).

IMAGEN 1
Valle de Jáchal, San Juan. Recorrido de cauces de agua. Año 2019

Fuente: Ministerio de Modernización (2019).

Un reflejo de esto y del impacto que producen las acciones de la empre-
sa en la provincia, es que en 2005 (luego de la crisis económica que había
atravesado Argentina) la inversión inicial en el proyecto Veladero por U$S
540 millones fue la más alta de todas las Inversiones Directas Extranjeras
(Svampa, 2012) del país. Su posición estructural en la economía global le
permite tres rasgos fundamentales para el desarrollo de esta industria: ca-
pacidad de amortización a largo plazo, capacidad de desinversión sin
desfinanciarse y capacidad de inversiones de grandes cantidades de capital.

Indicador 2: Construcción de legitimidad social (poder instrumental)

Este indicador está vinculado a la acción que desarrolla la empresa en el
plano político-ideológico. En este sentido, se refiere a todas las acciones
políticas que se desarrollan para mostrarse ante la sociedad y ante el aparato
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estatal como “portadores del interés general de la sociedad” y no solo de
intereses propios (Acuña, 1994; O’Donnell, 1978; Álvarez Huwiler, Godfrid,
y Sacher, 2018). En el plano ideológico, la empresa se muestra
institucionalmente frente a los actores como una garantía de “desarrollo
económico y social”, “responsabilidad empresarial”, “sustentabilidad
ecológica”, “innovación tecnológica”, “generadora de empleo local”, “acom-
pañante e inversora en las comunidades locales” (Barrick Gold, 2017a,
2017b, 2018 y 2019a), entre las más destacadas. En lo referente a San Juan,
la empresa se muestra como “Andinas del Sol S.A.” y en línea con su perfil
institucional, hay un especial hincapié en el uso de la innovación tecnológi-
ca para el “cuidado del ambiente” a partir de los “métodos tecnológicamen-
te más avanzados”, pero también, para la reproducción de otros puntos
importantes (Barrick Gold, 2019b): desarrollo económico y social a través
de las regalías mineras que administra el Ministerio de Minería Provincial
(COFEMIN, 2018) o de inversiones para acrecentar los proyectos en la pro-
vincia –Veladero y Pascua Lama– (Iprofesional, 2019); generación de em-
pleo local y acompañante e inversora en las comunidades locales (Barrick
Gold, 2019b).

Amengual (2018), en su estudio sobre empresas mineras en Bolivia,
propone estudiar los recursos distributivos de la empresa en las comunida-
des y organizaciones sociales como forma de reducir la disputa entre ambos
actores. En esa dirección, Iezzi (2011: 58-61) muestra que desde el inicio de
actividades de la empresa en la provincia en el año 2000, la Barrick Gold
realizó diversos tipos de políticas comunitarias en los departamentos cerca-
nos a los emprendimientos y, también, una fuerte campaña de difusión e
información a través de medios locales y propios. Como parte de esta cam-
paña, la autora señala la donación de camionetas a la municipalidad del
Rodeo (2001), la organización de un Programa de Salud Bucal en el Valle de
Jáchal (2005), e incluso cursos de capacitación docente en el área de Iglesia
y Jáchal (2009). Además, en un detallado trabajo empírico sobre la Respon-
sabilidad Social Empresarial (RSE) de la Barrick Gold en San Juan, Godfrid
(2018: 221) muestra la red de integradores territoriales que la transnacional
dispuso en Iglesia, Jáchal y San Juan Capital con el objetivo de trabajar
cotidianamente a través de un grupo de interés concreto. En el reporte de
RSE para Argentina, la Barrick Gold detalla que para el año 2012 se trabaja-
ron en 482 charlas comunitarias, 26.484 recorridos de puerta a puerta y 188
visitas programadas a Veladero (Barrick Gold, 2012, 2).

En lo referente a la incorporación de trabajadores y generación de em-
pleo directo, un estudio técnico de 2018 de la consultora canadiense RPA
en donde se detallan con precisión datos sobre Veladero, refleja que en la
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mina trabajan un total de 3977 personas distribuidas de la siguiente manera
(Rock Solid Resourses, 2018):

TABLA 2
San Juan. Trabajadores de la Barrick Gold Corporation. Año 2016

Fuente: elaboración propia en base al informe de Rock Solid Resources (2018).

Estos números reflejan que de manera permanente trabajan en la mina
1477 trabajadores y de forma temporal 2500, contradiciendo el Informe de
RSE de 2012 el cual se la señala como la principal fuente de trabajo privado
de la provincia de San Juan (Barrick Gold, 2012: 4). Al mismo tiempo, se-
gún el GPS de las Economías Regionales del Ministerio de Producción Na-
cional, para 2016 (último dato) en San Juan la minería empleaba al 4,7% de
la población económicamente activa, mientras que rubros como los produc-
tos manufacturados, la construcción y la ganadería explican más del 40%
del empleo (Ministerio de Producción, 2016). En este sentido, no hay, por
un lado, una explicación clara de cómo la actividad de la empresa aporta a la
provincia empleo significativo y, por el otro, es posible argumentar que el
dinamismo económico que provocan los ingresos económicos por regalías
es generador de empleo indirecto. Es un punto a desarrollar y a desagregar
en próximos análisis.

Indicador 3: Influencia de la decisión política (poder instrumental)

El indicador a utilizar aquí para analizar estos puntos es el de influencia
de la decisión política, que refiere al momento en que la empresa logra im-
pulsar o vetar una política pública a través de instrumentos vinculados a
este tipo de poder que de otra manera no se hubiese podido realizar. En este
sentido, la política puede ser de promoción de la actividad en beneficio de la
empresa o de veto si está en contra de los intereses de la empresa.
6 Trabajadores en los rubros: mina, mantenimiento y otros, proceso, IROC, general y

construcción.
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Dentro del primer punto, en la provincia de San Juan hay un extenso
recorrido de recopilación de información por realizar en lo referente a la
consulta institucionalizada del proceso de políticas públicas. El punto cen-
tral donde se entrelazan el vínculo del Estado provincial con la acción de la
Barrick Gold en la configuración de las políticas públicas son las regalías
mineras. Analizando sólo el presupuesto 2018 de la provincia, se observa
que las mismas se distribuyen 55% para las rentas generales, 33% para los
municipios y 12% para el Ministerio de Minería (fijado por la Ley 716-M),
lo cual significa una fuente esencial para la distribución de políticas públi-
cas a lo largo de toda la provincia. Además, se puede observar que algunos
de los recursos que ingresan por regalías mineras son destinados a obras de
infraestructura para los municipios aledaños a los proyectos. Por ejemplo,
en lo referente a Pascua-Lama se observan cuatro grandes obras: la ruta
nacional 150; la construcción de un acueducto en Las Flores; la electrifica-
ción rural del departamento de Iglesia; y un sistema de riego para el mismo
departamento (San Juan, 2018: 249).

Con respeto al segundo punto –cabildeo ante el Congreso y el Poder
Ejecutivo– existen diversos ejemplos del ejercicio de la empresa frente al
poder político, con respecto al cual este trabajo propone seguir investigan-
do en el futuro. Pero hay uno que es simbólica y concretamente un parte
aguas: el llamado “veto Barrick Gold”7. El título ya nos induce a observar el
ejercicio de la empresa en el poder político por la afectación de sus intereses
frente a una Ley específica sancionada en 2008. La Ley de Glaciares (26.418),
sancionada en las dos cámaras del Congreso por unanimidad, fue vetada
por la entonces presidenta Cristina Fernández de Kirchner a través de su
primer decreto presidencial (1837/08). El veto de la ley completa compro-
metía directamente los proyectos de Veladero y Pascua Lama que estaban en
pleno funcionamiento en la provincia de San Juan por estar ubicados en
territorios periglaciares, al mismo tiempo que la reciente ley prohibía esa
situación (Christel y Torunczyk, 2017).

Tanto en la Ley 26.418 –luego vetada por el Poder Ejecutivo– como en
la definitiva Ley 26.639 sancionada en 2010, se puede observar cómo los
legisladores de San Juan de ese entonces fueron proclives al voto negativo,
ausencia o abstención respecto de ambas leyes, aun cuando legisladores na-
cionales de igual signo político apoyaron y sancionaron dicha ley. El único
voto positivo en 2010, del entonces diputado Mauricio Ibarra (Peronismo
Federal), se explica con su acercamiento ideológico al impulsor de la ley
Miguel Bonasso (Frente para la Victoria).

7 Llamado así por el entonces presidente del Instituto Nacional de Tecnología Industrial
(INTI), Enríquez Martínez.
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TABLA 3
Argentina. Voto de los legisladores de San Juan en la Ley de Glaciares.

Año 2008 y año 2010

Fuente: elaboración propia en base a datos públicos del Congreso de la Nación Ar-
gentina.

La direccionalidad del voto de los legisladores de San Juan mostró una
tendencia negativa a establecer los presupuestos mínimos para la preserva-
ción de Glaciares y del Ambiente Periglaciar. No podemos concluir, sin em-
bargo, que esto se deba excluyentemente a la influencia del poder instru-
mental de la Barrick Gold, pero sí podemos argumentar que los discursos
expuestos en las sesiones parlamentarias de los legisladores sanjuaninos es-
taban en concordancia con los intereses de la empresa (Amorós, 2011;
Packmann, 2014). Ambos apuntaban a continuar explotando la minería en
territorios de glaciares y periglaciares a pesar de la reciente sanción de la Ley
mencionada.

En síntesis, la Tabla 4 expone lo que se ha analizado en esta sección. Los
indicadores aquí brevemente analizados nos permiten generar algunos avan-
ces para seguir trabajando. En primer lugar, en lo referente al peso en la
matriz productiva de la provincia, la Barrick Gold es indudablemente un
actor empresarial relevante como ningún otro. Cada estrategia empresarial
incidirá directamente en la economía de la provincia ya que las exportacio-
nes de la misma (y por lo tanto ingresos) se explican por la minería metalífera
y, al mismo tiempo, la minería metalífera se explica principalmente por el
proyecto Veladero. En segundo lugar, en el indicador ideológico, la empresa
ha invertido una buena porción de su estrategia en generar herramientas de
legitimidad social. Incluso antes de que los proyectos comenzaran a funcio-

8 Para más información ver: https://www.senado.gov.ar/parlamentario/sesiones/22-10-
2008/18/downloadTac y http://www.olca.cl/oca/argentina/mineras133.htm.

9 Para más información ver: https://votaciones.hcdn.gob.ar/votacion/regimen-presupues-
tos-minimos-preservacion-glaciares-ambiente-periglaciar-articulo-2/1879 y https://
www.senado.gov.ar/votaciones/detalleActa/1073.
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nar, se pueden rastrear acciones empresariales en los departamentos en
donde luego se iniciaron las explotaciones. En tercer lugar, el indicador de
influencia de la decisión política nos muestra (y aquí solo se seleccionó un
caso testigo) que, con respecto a la ley que más afecta los intereses económi-
cos de la empresa, como es la Ley de Glaciares, los legisladores sanjuaninos
en ambas ocasiones -2008 y 2010- tendieron a votar en contra de la misma,
aun cuando la norma busca proteger el recurso estratégico de agua dulce
que es crucial para otras actividades de la provincia que la utilizan además
del consumo local de agua potable.

TABLA 4
Tipología de poder

Fuente: elaboración propia.

   
VII. Conclusión

Este artículo sobre el poder del empresariado trasnacional minero en
las provincias argentinas tomó el caso de la trasnacional Barrick Gold
Corporation en la provincia de San Juan. Analizando desde la literatura de
poder estructural e instrumental de la economía política (Vogel, 1987; Hacker
y Pierson, 2002; Culpepper y Reinke, 2014; Fairfield, 2015; Amengual, 2018;
Bril Mascarenhas y Maillet, 2019), se propusieron tres indicadores para re-
construir una tipología de poder utilizando como base la propuesta por
O’Donnell (1978): el primero de ellos compuesto por la posición estructu-
ral dentro del sistema productivo de la empresa en la economía provincial y
el tipo de organización corporativa; el segundo, la actuación político-ideo-
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lógica que lleva a la empresa a buscar legitimidad social dentro de las comu-
nidades cercanas al emprendimiento que explota; tercero, la influencia de la
decisión política a partir de su repertorio de estrategias que direccionan las
políticas de promoción del emprendimiento y bloquea las políticas de res-
tricción del mismo. Estas estrategias, que no se desarrollan automáticamente
ni están dadas, sino que se ejercen de forma deliberada y estratégicamente a
lo largo del tiempo, pudieron variar y transformarse acorde a las distintas
coyunturas que se le presentaron.

El primer indicador muestra, por un lado, la utilidad de caracterizar a
la empresa como estructural dominante, ya que su posición dentro del siste-
ma productivo es determinante para la economía provincial. Prácticamente
el financiamiento del Estado provincial se explica a partir de las exportacio-
nes de minerales (a pesar de ser las regalías sólo un 3% del total de las
ganancias) y eso significa que las decisiones que toma la empresa importan.
En consecuencia, entenderla en detalle es fundamental para comprender la
promoción de la actividad a lo largo del tiempo. Por otro lado y en
complementación, se la caracteriza también como una corporación
transnacional (Schneider y Karcher, 2012) y es ahí donde reside su principal
peso estructural: su capacidad de desfinanciamiento (como último recurso
estratégico) y la enorme consecuencia económica y política potencial que
eso generaría para el sistema político y económico subnacional.

El segundo indicador, el político-ideológico, refiere a las acciones que
desarrolla la empresa con el fin de legitimarse en la sociedad en general,
pero, particularmente, en las comunidades cercanas al proyecto minero. En
este sentido, se la caracteriza como “promotora general del interés social”,
ya que a través de un abanico de acciones relativas a propaganda, incentivos
materiales, redistribución de ganancia (Amengual, 2018) y generación de
empleo se construye así misma como uno de los actores claves que genera
identidad comunitaria en vinculación con el cuidado del ambiente. A partir
de lo expuesto en este punto, es posible observar que la percepción social
acerca de estrategia empresarial fue la que más varió en el tiempo, pasando
de un alto consenso social a un cuestionamiento social cada vez mayor, fun-
damentalmente, a partir de los reiterados derrames de solución cianurada
al principal río que abastece la comunidad de Jáchal.

El tercer indicador, el de influencia de la decisión política, es considera-
do alto, tomando en consideración hechos que podrían haber marcado la
paralización de las actividades de la empresa, tal como lo fue la sanción de la
Ley de Glaciares en 2008, vetada por el Poder Ejecutivo, que permitió un
margen de dos años de reconfiguración de estrategias por parte de la em-
presa hasta la próxima sanción de la definitiva Ley de Glaciares en 2010.
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Dos hechos son importantes en este sentido: por un lado, la direccionalidad
del voto de los legisladores de San Juan alineados con el interés de la promo-
ción más que la restricción de la actividad en ambas votaciones y, por el otro,
que entre el veto presidencial de 2008 hasta la nueva Ley de 2010, la Barrick
Gold construyó una nueva estrategia que luego se visibilizó. Desde 2010
hasta la reciente constitucionalidad dictada por la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación (2019), la empresa logró frenar, por la vía judicial en sus
diferentes instancias, la paralización de las actividades por aplicación de la
Ley que prohibía la explotación minería en territorio periglaciar (casos de
Veladero y Pascua Lama).

La integración de estos indicadores nos muestra que desde 2005 (año
en que comienza efectivamente la explotación) hasta la actualidad, la em-
presa ha perseguido un objetivo estructural: que la política de promoción
de la actividad se sostenga ininterrumpidamente a lo largo del tiempo. Sin
embargo, sólo lo ha conseguido parcialmente, ya que las resistencias socia-
les, normativas o legislativas (Christel, 2015; Moscheni, 2019; Godfrid y
Damonte, 2020) han permitido que la promoción de la actividad se desarro-
lle de forma irregular a partir del primer derrame de cianuro. Las estrate-
gias de distintas asambleas, abogados y ambientalistas han ejercido de igual
a igual su poder frente a la estrategia de la Barrick Gold para que los intere-
ses de la trasnacional, a pesar de poseer una estrategia estructural para la
promoción de la actividad, hayan sido hasta el momento parciales (Bottaro,
Latta y Sola, 2014; Seguí, Zeballos y Marchegiani, 2016). Por lo tanto, la
hipótesis inicial planteada en la introducción es parcialmente cierta. Si bien
los indicadores propuestos ayudan a comprobar el poder estructural e ins-
trumental de la Barrick Gold (aunque el desafío sigue siendo incorporar
datos que aumenten la rigurosidad de los indicadores), el “stock de poder”
acumulado por la trasnacional se ha visto limitado por distintos tipos de
resistencias. Aunque la empresa sigue operando, la venta forzada del 50%
de la actividad de Veladero a la empresa china Shandong Gold Group Co,
más el cierre definitivo de Pascua (y su afectación en la actividad de Lama),
muestra que no todos los objetivos pudieron ser completados satisfactoria-
mente. Por lo tanto, la hipótesis inicial es también parcialmente refutada y
sugiere una interesante ventana para nuevos trabajos que indaguen sobre
cómo son los procesos internos de la empresa cuando las limitaciones que
enfrenta se vuelven insuperables.

Sin dudas que quedan muchos interrogantes de distinta índole a pro-
fundizar y responder a partir de lo expuesto: ¿se pueden aplicar estos
indicadores a otras corporaciones transnacionales vinculadas a la explota-
ción de megaminería en provincias como Santa Cruz o provincias que toda-
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vía no han podido comenzar sus actividades como Chubut? ¿Qué aporte
económico real tiene la producción de oro mediante megaminería en las
cadenas de valor agregadas de la provincia? ¿Por qué en este caso la puerta
giratoria entre funcionarios de la empresa y funcionarios públicos no se da
como en otros casos (por ejemplo, el chileno)? ¿Es posible trasladar este
argumento a otros casos de países federales en la región? ¿Es posible esta-
blecer una tendencia entre transnacionales, recursos naturales y los
indicadores propuestos?

Son interrogantes que se abren a partir de seguir desarrollando este
análisis sobre el empresariado. Es necesario seguir trabajándolos con el fin
de desagregar detalladamente y aportar una fineza necesaria para próximos
trabajos. Principalmente, el aporte que intenta tener este artículo es consti-
tuir una herramienta analítica para que el argumento pueda viajar a mayor
cantidad de casos para un objetivo clave: el análisis comparativo del poder
empresarial trasnacional latinoamericano.
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Abstract: The aim of this paper is to analyze the G20 and Women20’ progress in promoting
gender equality, especially regarding the economic gender gap between men and women in their
respective agendas and in their policy recommendations, by analyzing the G20’ Leaders Declarations
and W20 Communiques, from 2015 until 2019. We’ve mobilized a qualitative methodology with
primary and secondary sources and documentary analysis. The G20 is considered an informal
cooperation forum and the W20 is one of its engagement groups. The W20 and G20 incorporate
gender issues in their agendas, recommendations and declarations. The progress around the
global governance on gender policy is still scarce, but promising by determining clear goals and
recommendations regarding the eradication of the gender gap and in broadening the purposeful
agenda of gender equality in informal multilateral cooperation.

Keywords: Gender – Cooperation – G20 – W20

Introducción1

A pesar de que la agenda multilateral de género tiene al menos 75 años
de desarrollo, desde la inclusión de la igualdad «entre los sexos» en la Carta
de las Naciones Unidas, entendemos que el tema se incorporó tarde en la
agenda del G20, ya que sólo aparece a partir de la Cumbre de Líderes del
2012. Sin embargo, en 2014 en la Cumbre de Brisbane, Australia, el grupo
decidió crear el grupo de afinidad “Women 20” (W20), el cual se establece
formalmente a partir de 2015 para darle voz y participación en la gobernanza
económica internacional a aquellas organizaciones de la sociedad civil que
ya venían luchando por la igualdad entre hombres y mujeres.

A los fines teóricos de esta investigación se considera al G20 como un
espacio u organización de cooperación informal (Vabulas y Snidal, 2013;
Merke y Zacatto, 2018) y como un ejemplo de nuevo minilateralismo (Stewart,
2015), siendo un foro de concertación global entre países desarrollados y en
desarrollo, donde se proponen soluciones para problemas domésticos.

De esta manera, la promoción de la igualdad de género, y, principal-
mente, la erradicación de la brecha económica de género, es un tema que
adquiere relevancia en el ámbito del G20 a partir del año 2014 con la crea-
ción del W20 y el establecimiento de la meta Brisbane 25/25. A partir del año
2015, el W20 empieza a trabajar en la reducción de esta brecha con el obje-
tivo de incluir plenamente a las mujeres en las economías formales de los
países líderes del G20, fomentando el empoderamiento femenino y contri-
buyendo a la igualdad de género en su conjunto.

En este contexto, este artículo tiene como pregunta principal: ¿cómo la
igualdad de género, especialmente la brecha económica entre hombres y
mujeres, ha sido abordada por el G20 y por el W20 entre 2015 y 2019? Así,

1 El presente trabajo se realizó con el apoyo de la Coordenação de Aperfeiçoamento de Pessoal
de Nível Superior - Brasil (CAPES).
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a partir de un abordaje exploratorio, su objetivo es analizar los avances del
G20 y W20 en la temática de igualdad de género en sus respectivas agendas
y en sus recomendaciones políticas.

El artículo se organiza de la siguiente manera: (i) Una discusión teórica
sobre el objeto de estudio, donde se reconoce al G20 como espacio de co-
operación informal revelando sus orígenes, funcionamiento y organización
interna; (ii) Se destaca la creación del grupo de afinidad Women 20 y la idea
de brecha económica de género; y finalmente, (iii) se señalan los avances del
G20 respecto a la igualdad de género: su agenda, sus declaraciones y las
recomendaciones políticas del W20.

Este artículo utiliza una metodología cualitativa con fuentes primarias,
utilizando como técnica de recolección de datos el análisis documental de
los documentos oficiales del Grupo de los 20 (Declaraciones de Líderes) y
del Women 20 (Comunicados). También fueron consideradas fuentes se-
cundarias para indagar acerca de los diferentes puntos de vista y datos dis-
ponibles sobre la cuestión de género en el G20.

Entendemos que los avances en el período estudiado con respecto a la
gobernanza global en materia de políticas de género han sido escasos, pero
prometedores. A pesar de la inexistencia de mecanismos vinculantes en el
ámbito del G20, y considerando las limitaciones que esto genera, se observa
que el G20 y el W20 han logrado incorporar metas claras y medibles para
eliminar la brecha económica de género en sus agendas, ampliando la agen-
da propositiva de igualdad de género en el área de la cooperación multilateral
informal.

1. El G20 como espacio de cooperación informal

El G20 nació en 1999, en el marco de la crisis asiática, con un objetivo
meramente comercial y financiero. Por ello, participaban de las reuniones
los ministros de economía y los presidentes de los Bancos Centrales de los
países del G7/8 (Estados Unidos, Canadá, Rusia, Japón, Italia, Francia, Rei-
no Unido y Alemania), a los que se les sumaban las economías emergentes
de mayor importancia sistémica (Kirton, 2013): Arabia Saudita, Argentina,
Australia, Brasil, China, Corea del Sur, India, Indonesia, México, Sudáfrica
y Turquía, junto con la Unión Europea (UE)2. Así, el nuevo grupo “G”

2 España es considerada “invitada permanente” desde 2008, aunque no ha solicitado
formalmente la membresía. Otros países europeos han acudido a través de la represen-
tación de la UE. Además, la Presidencia puede invitar a otros dos países a las Cumbres
de las que es anfitrión (Sanahuja, 2012: 212).
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representaba al 66% de la población mundial, el 88% de PBI mundial y el
60% de la pobreza (Martin, 2013), reuniendo a países centrales y a aquellos
en vías de desarrollocon instituciones globales3.

En 2008, con la propagación mundial de la crisis financiera, los gobier-
nos de los Estados Unidos y de Francia deciden jerarquizar el G20 convo-
cando a una reunión de alto nivel (Kirton, 2013). De esta forma, el grupo
cambia su objetivo inicial, al incorporar a los jefes y jefas de Estado y de
gobierno, incluyendo temas políticos y sociales en la agenda de sus cúpulas:
desarrollo sustentable; seguridad internacional; medio ambiente; lucha con-
tra el crimen organizado transnacional y terrorismo; igualdad de género;
educación; futuro del trabajo, entre otros (Merke y Zacatto, 2018; Kirton,
2013; English,Thakur y Cooper, 2005; Stanley, 2020).

Los sherpas “guían” a los jefes y jefas de Estado y gobierno, asesorán-
dolos con respecto a los tópicos abordados en los distintos encuentros y
grupos de trabajo (Merke y Zacatto, 2018). Finalmente, la última reunión de
cada año es la Cumbre de Líderes, donde “los jefes de Estado y gobierno se
encargan de plasmar, en la declaración final, las distintas discusiones y reco-
mendaciones generadas en las reuniones que la precedieron” (Merke y
Zacatto, 2018: 18).

Respecto de la organización interna, la presidencia del G20 trabaja en
forma de troika: el país que asume la presidencia debe trabajar en conjunto
con la presidencia previa y con la siguiente. Con esto se busca resolver la
cuestión burocrática y de traspaso de información ante la falta de una secre-
taría permanente y, también, darle continuidad a la agenda temática (Merke
y Zacatto, 2018).

Resumiendo, las características del G20 son: el diálogo directo entre
autoridades sobre los problemas globales con el objetivo de celebrar consen-
sos y/o acuerdos vinculantes; la inclusión creciente de actores no estatales o
no tradicionales; una agenda de carácter “interméstica” (combinación en-
tre doméstico e internacional) en la cual casi no se diferencian los temas que
se discuten en la escala global y en el nivel doméstico; y el rechazo a la
institucionalización (Botto, 2010: 28). Las mismas demuestran que el G20
representa una nueva forma de multilateralismo, actuando como un espa-
cio de cooperación informal.

Los espacios de cooperación informal se presentan como formas alter-
nativas de cooperación complementarias – o sustitutas – de las tradiciona-

3 El FMI, el Banco Mundial y la OCDE acuden como organismos internacionales invita-
dos. También el Banco de Basilea, el Organismo Internacional de Comisiones de Valo-
res (OISCO, por sus siglas en ingles), la Organización Internacional del Trabajo (OIT),
todos los cuales tienen voz, pero no voto en las decisiones (Botto, 2010)
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les formas de cooperación intergubernamentales (Stewart, 2015). Los go-
biernos participan cada vez más de estas nuevas formas que son minilaterales
antes que universales, voluntarias y no obligatorias, desagregadas antes que
exhaustivas; transgubernamentales y no sólo intergubernamentales; regio-
nales en vez de globales, multinivel y que cuentan con la colaboración de
múltiples partes interesadas y “de abajo hacia arriba” en lugar de “de arriba
hacia abajo” (Stewart, 2015: 116).

Ampliando esta definición, tanto Merke y Zacatto (2018) como Stewart
(2015) explicitan que “transgubernamental” quiere decir que la coopera-
ción internacional cada vez más sucede afuera de los despachos de los mi-
nisterios de relaciones exteriores, en redes de cooperación transnacionales
de las que participan los diferentes funcionarios y las respectivas burocra-
cias estatales. Por otro lado, “multinivel” se refiere a la participación en estas
redes de cooperación de unidades que están por encima y por debajo del
Estado-nación, tales como organizaciones subregionales o regionales, go-
biernos locales o subnacionales; y que cuentan con la colaboración de múl-
tiples partes interesadas: actores no gubernamentales como las ONGs o las
empresas trasnacionales.

En esta misma línea de análisis Vabulas y Snidal (2013: 197) definen
organización informal internacional como aquella que: a) posee un explicito
propósito en común, que no se encuentra plasmado en un acuerdo o trata-
do formal constitutivo; b) agrupa a un conjunto de Estados miembros ex-
plícitamente asociados; c) realiza reuniones regulares entre los países miem-
bros, pero no cuenta con una secretaria propia permanente, ni una sede, ni
una burocracia permanente.

Así, el G20 se establece como un foro de cooperación informal, ya que
no posee un tratado formal constitutivo, agrupa a 20 países miembros con
el propósito explícito de gobernar la gobernanza internacional (Kirton, 2013),
realiza reuniones anuales, organizadas y hospedadas por la presidencia
(rotatoria), sin tener una secretaria ni burocracia permanente. Dentro del
G20, luego de las reuniones cumbres, los gobiernos adoptan una serie de
compromisos a nivel doméstico, sobre la convicción de que el resto de los
países también se van a guiar por estos acuerdos. Es decir, no existe ninguna
obligación formal de aplicar estos acuerdos. Estas recomendaciones gene-
ralmente orientan sus políticas públicas y contribuyen a la coordinación de
respuestas entre los miembros.

Además, una de las particularidades del G20 es la inclusión de actores
no estatales o no tradicionales (Botto, 2010) enriqueciendo sus debates
mediante la participación de distintos sectores de la sociedad civil en los
denominados grupos de afinidad o “engagement groups”. Cada uno de estos
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grupos se reúne de manera independiente año a año y, basándose en la
agenda temática propuesta, elabora después de cada reunión anual un do-
cumento de recomendaciones que se entrega a la Cumbre de Líderes (Merke
y Zacatto, 2018: 18).

Actualmente, el G20 cuenta con siete grupos de afinidad: Business 20
(B20), Civil 20 (C20), Labour 20 (L20), Science 20 (S20), Think 20 (T20),
Women 20 (W20), y Youth 20 (Y20). En este trabajo, nos enfocaremos en el
W20, uno de los más recientes grupos de afinidad, a partir de su surgimien-
to en 2015 y hasta su encuentro en Japón en 2019. De esta manera, dentro
de la estructura de cooperación informal del G20, el W20 tiene la potencia-
lidad de ampliar el debate en torno a la gobernanza global sobre la igualdad
de género al promoverlo de forma “transgubernamental”. Así, analizaremos
la creación del grupo de afinidad, su agenda, sus recomendaciones políticas
y, sobre todo, su relación con la agenda global de promoción de igualdad de
género.

2. La agenda mundial de género y la creación del W20

En 1995 tuvo lugar el encuentro más importante en el ámbito de las
Naciones Unidas en relación a los derechos de las mujeres. La 4ª  Conferen-
cia Mundial sobre la Mujer, realizada en Pekín, afirmó en su Plan de Acción
el compromiso de los países de eliminar todos los obstáculos que impidan la
participación activa de las mujeres en las esferas públicas y privadas, garan-
tizando la plena igualdad económica, social, cultural y política. Así, la Con-
ferencia de Pekín estableció que la promoción del empoderamiento de las
mujeres y la mejora en sus condiciones sociales son condiciones sumamen-
te necesarias para el desarrollo económico, político y social de cualquier
sociedad en su conjunto y del mundo como un todo. Es por ello que co-
menzó a surgir una amplia variedad de políticas nacionales e internaciona-
les orientadas a promover la igualdad de género en las últimas décadas. Este
cambio en la formulación de políticas constituyó el reposicionamiento de la
temática de género en la agenda política mundial (Sisson Runyan y Peterson,
2014).

Fruto de este reposicionamiento de la agenda de género en el ámbito
internacional y nacional surgió una serie de programas e iniciativas promo-
vida por distintas organizaciones, agencias y colectivos durante el siglo XXI.
Sin embargo, los grupos donde se encuentran representados las grandes
potencias y los países más desarrollados del mundo – tanto el G7 como el
G20 – se involucraron recientemente a esta tendencia, habiéndose incorpo-
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rado tardiamente al debate frente a otros mecanismos de cooperación
multilateral.

En cuanto a la agenda del G20, dado que el grupo se ha comportado
como el principal foro económico global del mundo y se ha comprometido
a enfrentar los urgentes desafíos de la economía mundial, logrando un cre-
cimiento compartido e inclusivo, “[...] es impresionante la poca atención
que le ha prestado a los temas de igualdad de género en sus estructuras
políticas internas, cumbres y declaraciones” (Heintz, 2013: 2). Así, aunque
las principales políticas macroeconómicas del G20 se han mantenido prác-
ticamente iguales a lo largo de estos años, podemos argumentar que sus
compromisos con el crecimiento compartido e inclusivo y con la reducción
de las desigualdades económicas implican la necesidad de incorporar la
perspectiva de género en la formulación de sus recomendaciones.

En la Cumbre de Seúl en 2010 el bloque afirmó, en el marco de la discu-
sión del “Consenso de Desarrollo del G20”, que el desarrollo económico
impulsado por los países del grupo debe mejorar los derechos humanos y
promover la igualdad de género, y destacó las brechas de género existentes
en la educación y la salud, demostrando la propensión del grupo a incorpo-
rar la agenda de género en sus discusiones. Seguidamente, las Cumbres del
G20 en Cannes (2011) y Los Cabos (2012) ampliaron las discusiones de
género sobre temas de capital, tierra y producción agrícola, y sobre la parti-
cipación de las mujeres en la economía, particularmente en relación a habi-
lidades, sueldos y salarios, el trato en el lugar de trabajo y responsabilidades
en la prestación de servicios de cuidados (Heintz, 2013).

Sin embargo, fue durante la Cumbre de San Petersburgo en 2013 que el
enfoque en las cuestiones económicas adquirió mayor relevancia. Durante
esta reunión, el grupo estableció pautas para mejorar las oportunidades
laborales para las mujeres y respaldar la educación financiera para mujeres y
niñas. El G20 destacó la necesidad de crear planes de acción específicos
para cada país con reformas estructurales que aumenten la participación de
las mujeres en el mercado laboral de los Estados miembros. En la Cumbre
de Brisbane de 2014 se siguió dando prioridad a la participación femenina
en el mercado laboral y se asumió el compromiso de reducir la brecha de
participación entre hombres y mujeres en un 25% para 2025 (Heintz, 2013).

Finalmente, en la Cumbre de Estambul de 2015 nació el W20, marcan-
do un hito en la agenda de este foro, porque las mujeres también pasaron a
integrar el ecosistema de grupos de afinidad. La creación del W20 supuso
reconocer que “los intereses del 53% de la población de los miembros del
G20 no estaban siendo fielmente reflejados en los compromisos asumidos,
profundizando, en la mayoría de los casos, la brecha existente” (Marenssi,
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2018: 143); y que el empoderamiento económico femenino es un tema de
alta relevancia para la economía actual y futura.

El objetivo de este grupo de afinidad es promover el pleno desarrollo de
las mujeres en la economía y garantizar su empoderamiento económico
(Dutkiewicz y Ellis, 2018). Los diversos actores que participan del W20, in-
cluyendo organizaciones de la sociedad civil, asociaciones de mujeres em-
prendedoras y representantes de los gobiernos, trabajan activamente para
formular recomendaciones políticas que sean tenidas en cuenta por los lí-
deres del G20 en sus negociaciones (Dutkiewicz y Ellis, 2018). Es decir, uno
de los focos del accionar del W20 es elevar recomendaciones de políticas
públicas que promuevan la igualdad de género y erradiquen la brecha eco-
nómica de género en los países miembros del G20.

El Foro Económico Mundial (WEF, por sus siglas en inglés) utiliza la ex-
presión “brecha de género” para reflejar empírica y analíticamente las
desigualdades existentes entre hombres y mujeres, en los distintos aspectos
de la sociedad: poder económico, inclusión laboral, participación política,
acceso a la salud y la educación, entre otros. Todos estos aspectos (o variables)
generan diferentes brechas de género (brecha salarial, brecha laboral, brecha
educacional, brecha tecnológica) que se utilizan como indicadores numéri-
cos, marcando la diferencia entre las categorías de una variable en relación
con las tasas masculinas y femeninas (Foro Económico Mundial, 2018).

Estudios recientes demuestran que más de US$ 28 billones podrían
agregarse a la economía global alrededor del año 2025 si todos los países
saldaran la brecha de género existente (Mckinsey Global Institute, 2015).
Este monto equivale al tamaño combinado de las economías de Estados
Unidos y China (Dutkiewicz y Ellis, 2018). Erradicar la brecha de género
significaría la participación plena de las mujeres en la economía formal, en
los procesos de toma de decisiones y la implementación de una sociedad
realmente paritaria.

En relación a la brecha económica, el Banco Mundial (BM), siguiendo
las recomendaciones de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU
(ODS), afirma que la lucha por la igualdad de género está directamente
vinculada con la lucha por la reducción de la pobreza. Así, el BM argumenta
que la economía de cualquier país es incapaz de alcanzar su potencial máxi-
mo sin la participación igualitaria y plena de hombres y mujeres. De esta
forma, la situación de desigualdad de las mujeres en el mundo reduce el
potencial productivo de los países. Por ello, la igualdad de género es suma-
mente necesaria para generar un crecimiento económico mundial fuerte,
equilibrado y sustentable (Banco Mundial, 2018a y 2018b).

El WEF publica desde el año 2006 sus informes Global Gender Gap Report,
índice global donde miden las brechas de género existentes entre hombres y
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mujeres en cuatro áreas: salud, educación, economía y política. Este artí-
culo trabajará con los datos de la última edición del Índice del WEF, don-
de compara a 149 países en su progreso hacia la paridad de género en una
escala de 0 (disparidad) a 1 (paridad) en cuatro dimensiones: Participación
y Oportunidad Económica; Nivel de Educación; Salud y Supervivencia y
Empoderamiento Político (Foro Económico Mundial, 2018).

Según este reporte faltan 108 años para que la brecha global de género en
general se cierre y se alcance la paridad mundial, teniendo en cuenta los progre-
sos actuales. Sin embargo, las brechas de empoderamiento económico y políti-
co son las más difíciles de erradicar, y van a tardar 202 y 107 años para cerrarse,
respectivamente (Foro Económico Mundial, 2018). Una de las razones son los
pocos progresos obtenidos en el sector privado, el cual provee alrededor del
90% del trabajo mundial, pero sólo logró cerrar la brecha de género en los
empleos formales en un 0,6% desde 1995 (Dutkiewicz y Ellis, 2018).

Por otro lado, tal como se observa en la Tabla 14, hay que resaltar que
ningún país miembro del G20 se encuentra próximo a erradicar la brecha
de género:

El país más paritario del mundo es Islandia, que ya cerró el
85% de su brecha de género. Le siguen Noruega (83,5%), Suecia y
Finlandia (82,2%). Aunque dominado por los países nórdicos, el
top-ten también incluye a un país latinoamericano (Nicaragua, 5º
lugar), dos países de África Subsahariana (Ruanda, 6º y Namibia,
10º) y un país del Sudeste Asiático (Filipinas, 8º). El podio se com-
pleta con Nueva Zelanda (7º) e Irlanda (9º) (Foro Económico Mun-
dial, 2018: 7, traducción propia).

De esta manera, los países miembros del G20 aparecen a partir del 12°
lugar, siendo Francia el país que más progresos ha hecho respecto a la paridad
de género, seguido por Alemania (14°), Reino Unido (15), Canadá (16), África
del Sur (19) y Argentina (36) (Foro Económico Mundial, 2018: 28). Estos seis
países son los primeros clasificados del G20 en el último informe. Por otro
lado, los peores en la lista son Arabia Saudita (141), Turquía (130) y Corea del
Sur (115). “El porcentaje de paridad de género de todos los países del G20 en
su conjunto es del 69,4%: 11 miembros han cerrado entre el 80% y el 70%
de su brecha de género, 7 entre el 70% y el 60%, y uno, Arabia Saudita, tiene
que cerrar aún más del 60%” (Foro Económico Mundial, 2018: 28).

4 El informe del Foro Económico Mundial no incluye a la Unión Europa como actor
unificado dentro del índice. Por lo tanto, a fines metodológicos, se ha decidido mantener
esta exclusión y trabajar con los 19 países del grupo.
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TABLA 1
Países del G20: paridad de género y brecha económica

Fuente: elaboración propia con datos del Foro Económico Mundial (2018).

Con respecto al subíndice de participación y oportunidades en la eco-
nomía, las posiciones varían un poco, tal como observamos en la Tabla 1.
Estados Unidos pasa al frente ubicándose en el 19º lugar, seguido de Cana-
dá en el puesto 27. Justamente, el informe indica que la región que más
rápido va a cerrar la brecha económica es América del Norte (Foro Econó-
mico Mundial, 2018). Le siguen Rusia (31), Alemania (36), Australia (46),
Reino Unido (52) y Francia (63). Aquí sí se ve con más claridad la diferencia
entre los países desarrollados, mejores clasificados en este índice, y los países
en desarrollo, los cuales empiezan a aparecer con China en el puesto 86,
Sudáfrica en el puesto 91 y Brasil en el 92. Le siguen Argentina (114), Japón
(117), Italia (118), México (122) y Corea del Sur (124). Entre los últimos
puestos se encuentran Turquía (131), India (142) y Arabia Saudita en el
puesto 145, siendo este uno de los últimos países a nivel global y demos-
trando que tendrá que realizar aún más esfuerzos para cerrar esta brecha. El
W20 hace recomendaciones a los líderes del G20 para promover la igualdad
económica, tal como veremos a continuación.
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3. Los avances del G20 con respecto a la brecha económica de género:
agenda, declaraciones y recomendaciones políticas del W20

Sabiendo que la equidad de género es un punto central para considerar
en el proceso de planificación de políticas (Marenssi, 2018), nos pregunta-
mos cómo la igualdad de género, especialmente la brecha económica entre
hombres y mujeres, fue abordada por el G20 y por el W20 en sus agendas,
declaraciones y recomendaciones políticas. Por ello, en este apartado repa-
saremos las recomendaciones políticas que emanan del W20 luego de cada
reunión anual, para analizar cómo las mismas se fueron incorporado a las
declaraciones finales de los líderes del G20, ampliando la agenda propositiva
del grupo para la promoción de la igualdad económica de género.

Como vimos anteriormente, el G20 se incorporó tardíamente a la dis-
cusión de la agenda global de género. Sin embargo, con la creación del W20
en 2015, permitió que esta problemática sea abordada desde una perspecti-
va transgubernamental como consecuencia del propio proceso de expan-
sión del grupo (Slaughter, 2015). Así, el W20 le dio voz y participación en la
gobernanza económica internacional a aquellas organizaciones de la socie-
dad civil que luchan por la igualdad entre hombres y mujeres.

En su primer comunicado oficial como grupo de afinidad, en la Cum-
bre de 2015, el W20 demuestra la importancia de alcanzar la meta Brisbane
25/25, y por ende llama a los líderes del G20 a estrechar los vínculos entre
educación, trabajo y emprendimiento para lograr el empoderamiento fe-
menino, enfocándose en aumentar la cantidad de mujeres que estudian
carreras “STEAM” (Ciencia, Tecnología, Ingenierías, Artes y Matemáticas)
y los incentivos gubernamentales o créditos a los emprendimientos condu-
cidos por mujeres (W20, 2015). Además, resaltan la necesidad de que las
mujeres no sólo accedan, sino que completen los estudios medios e instan a
los miembros del G20 a construir una infraestructura legal de la economía
del cuidado (W20, 2015). Otro punto mencionado es el de promover el
ascenso de mujeres a posiciones de liderazgo tanto públicas (por medio de
un sistema de cuotas) como privadas (por medio de objetivos) y el acceso de
las mismas a financiamiento, oportunidades de mercados y entrenamiento
en negocios y finanzas (W20, 2015).

Como últimas recomendaciones, el W20 pide que los miembros del G20
refuercen sus legislaciones para eliminar las discriminaciones en el ámbito labo-
ral y promover la igualdad de oportunidades, brindando una adecuada protec-
ción social y mejorando las condiciones laborales de las mujeres (W20, 2015).

Por otro lado, en la Declaración de Líderes de Antalya (2015), el G20
retoma la meta Brisbane 25/25 pero no la cuantifica, diciendo: “vamos a
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continuar monitoreando la implementación de nuestras metas para reducir
la brecha de participación de mujeres en la economía y para construir am-
bientes de trabajo seguros y saludables” (G20, 2015, traducción propia5).
Además, en el apartado 20, al hablar de seguridad alimentaria se compro-
meten a prestar especial atención a las necesidades de los pequeños agricul-
tores, las mujeres rurales y los jóvenes (G20, 2015). La situación especial de
doble desigualdad (por el género y por clase social) de las trabajadoras rura-
les será incorporada a la agenda del W20 en Argentina 2018.

Al año siguiente, el W20 (2016) establece las siguientes recomendacio-
nes: incluir la perspectiva de género en las políticas macroeconómicas y
presupuestarias, implementar leyes que prevengan y eliminen la violencia
contra la mujer y fomentar la representación paritaria en las delegaciones
del G20. También propone trabajar con los ministros de trabajo y empleo
del G20 para alcanzar la meta Brisbane, que se tomen medidas para incentivar
la división igualitaria de responsabilidades de cuidado en las familias,
incentivar al B20 a fomentar la igualdad de género en el sector privado, que
se asegure el acceso de mujeres a la propiedad de la tierra, y promover in-
centivos fiscales para aquellas empresas dirigidas o creadas por mujeres (W20,
2016).

Mientras tanto, en la cumbre de G20 en Hangzhou, China, los días 4 y
5 de septiembre de 2016, la cuestión de la mujer se abordó desde el punto
de vista de la inclusión de grupos menos favorecidos (Roldán Vázquez, 2019).
En el Inciso 6, los líderes se comprometen a trabajar para que el crecimiento
económico sea inclusivo y beneficioso para las mujeres, generando empleos
de calidad, erradicando la pobreza y atendiendo las desigualdades (G20,
2016). La Declaración incluye, también, el apoyo al acceso a las cadenas de
valor de las mujeres emprendedoras y de los jóvenes en el campo de la
ciencia, tecnología e innovación (G20, 2016); tal como se planteaba en uno
de los ejes de agenda del W20 de Xiaum.

El W20 2017, en Alemania, ofreció a los líderes un plan de acción para
implementar la igualdad de género dentro del G20 con sugerencias de polí-
ticas públicas y sus correspondientes indicadores para favorecer el monitoreo
y la aplicación de las mismas. Algunas de esas recomendaciones tienen que
ver con la misma gobernanza del G20, proponiendo que se realicen reunio-
nes de mujeres ministras o delegadas como parte de la agenda anual del
grupo, que todos los grupos de trabajo del G20 trabajen con una perspecti-
va de género y que se establezca una cuota (1/3) de participación femenina

5 En el idioma original: “We will continue monitoring the implementation of our goals to
reduce gender participation gap and to foster safer and healthier workplaces also within
sustainable global supply chains”.
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en los grupos de afinidad y grupos de trabajo del G20 para el año 2020
(W20, 2017).

Con respecto a la meta 25/25, el W20 (2017) sugiere que todos los países
miembros del G20 publiquen un plan de acción con objetivos, plazos e
indicadores. En cuanto a la brecha digital, propone el programa “eSkills 4
Girls” que es adoptado por los líderes en la Cumbre de Hamburgo, y cuyo
objetivo es promover, en los países de ingresos bajos y en desarrollo, la igual-
dad de oportunidades y la participación de mujeres y niñas en la economía
digital.

Por otro lado, respecto de la brecha salarial, el W20 pide que se incorpo-
re su erradicación a la meta 25/25; es decir, que también para el año 2025 los
países del G20 alcancen la “misma remuneración por igual tarea”. Tenien-
do en cuenta la participación de las mujeres en espacios de toma de decisio-
nes, impulsa la adopción del objetivo de paridad (50%) de representación
en el ámbito público y privado para el año 2030 (W20, 2017).

En julio de 2017, la Cumbre de Hamburgo marca el primer hito con
respecto al tratamiento de la cuestión de género en el G20. Dado el esfuerzo
que había realizado meses atrás el W20 con su plan de acción y la propia
acción positiva de Angela Merkel (Dutkiewicz y Ellis, 2018), la temática de
género es incluida desde el Preámbulo y destacada en varios incisos del
documento.

De esta forma, se incluye por primera vez un párrafo específico sobre el
empoderamiento de la mujer –inciso 29–, en el que se propugna el acceso
igualitario para hombres y mujeres al mercado laboral, a la propiedad, al
empleo de calidad y a los servicios financieros; y se adopta el compromiso
de superar la brecha de género, tal como la desigual participación y la discri-
minación de la mujer en el mercado laboral, la brecha salarial y la protección
de la mujer contra todas las formas de violencia (G20, 2017). Los líderes se
comprometen, asimismo, a impulsar el acceso de la mujer a los mercados
laborales a través de mejor educación y entrenamiento de capacidades, la
inversión en infraestructura y servicios públicos, y la adopción de políticas
de protección social y reformas legales cuando fuese necesario (G20, 2017).

Desde el punto de vista de la inclusión financiera, los representantes del
G20 celebraron el lanzamiento, por parte del BM, de la Iniciativa para el
Financiamiento de las Mujeres Emprendedoras (We-Fi, por sus siglas en
inglés) y resolvieron establecer un grupo de tareas de Mujeres Líderes de
Negocios (BWLT, por sus siglas en inglés), el cual comenzó a funcionar
durante la presidencia argentina del grupo. Además, es importante desta-
car cuatro anexos relacionados con la erradicación de la brecha de género
agregados en la Declaración de Hamburgo:
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1. Iniciativa sobre el Financiamiento a las Mujeres Emprendedoras; 2.
Iniciativa de inclusión y educación digital #eSkills4Girls; 3. Recomendacio-
nes de políticas para reducir las brechas de género en la participación en la
fuerza laboral y salarial a través de la mejora en las condiciones del trabajo de
las mujeres, aprobadas por los Ministros de Empleo del G20; 4. Un documen-
to sobre experiencias –oportunidades y desafíos– de mujeres en el sector digital
surgido del Grupo de Trabajo sobre Economía Digital (Roldán Vázquez, 2019).

En 2018, ante estos claros avances realizados por la presidencia alema-
na, Argentina se propone ir más allá al transversalizar la perspectiva de gé-
nero en todos los grupos de trabajo, de afinidad y en los diferentes canales
del G20 – aplicando así la iniciativa propuesta por el W20 2017. También, se
intentó alcanzar la meta de representación en paridad en todos los grupos
de trabajo y de afinidad del G20 durante ese año. Por ejemplo, en el caso
expreso del Youth 20 se propuso, desde la organización argentina, que las
delegaciones sean conformadas por una joven y un joven (G20, 2018). Así,
el W20 Argentina trabajó una agenda basada en 4 ejes principales: inclusión
financiera, inclusión laboral, inclusión digital y el desarrollo da la mujer
rural, siendo la primera vez que se discutía esta realidad invisibilizada de las
mujeres rurales (Roldán Vázquez, 2019).

El W20 hizo una priorización estratégica del contenido de sus reco-
mendaciones para asegurar el impacto sobre la agenda de líderes (Marenssi,
2018) y para que la Cumbre de Buenos Aires también fuera un hito en el
tratamiento de la cuestión de género. La agenda del G20 2018 se estableció
en base a tres ejes: futuro del trabajo, infraestructura para el desarrollo, y un
futuro alimentario sostenible; teniendo a la perspectiva de género como
pilar transversal a la misma.

La Declaración de Buenos Aires de 2018 incorpora ya desde su preámbu-
lo la temática de género, mencionándola en varios incisos, dando importancia
a la inclusión laboral de las mujeres y a la educación de las niñas. El inciso 12
aborda específicamente la cuestión de la equidad de género comprometién-
dose a cumplir la meta Brisbane y a promover iniciativas que protejan a las
mujeres y niñas de la discriminación y de todas las formas de violencia de
género (G20, 2018). También, los líderes retoman del comunicado del W20 la
necesidad de mejorar las condiciones laborales de las mujeres brindando una
infraestructura legal a las tareas de cuidado, otorgando licencias parentales y
reduciendo la brecha salarial. Además, se comprometen a promover el liderazgo
de las mujeres, su participación en los procesos de toma de decisiones y su
formación en STEM y en sectores de alta tecnología (G20, 2018).

De esta manera, el resultado de Buenos Aires es bastante similar al obte-
nido en Alemania, con la diferencia de que la estrategia de transversalidad
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hizo que algunos grupos de trabajo hayan implementado la temática de
género en sus respectivas declaraciones. A saber: Declaración Ministerial
sobre Economía Digital, Declaración de la Reunión de Ministros de Educa-
ción, Declaración Conjunta de los Ministros de Educación y de Empleo y
Trabajo; las cuales fueron incorporadas como Anexos a la Declaración de
Líderes G20 2018 (Roldán Vázquez, 2019).

De esta forma, llegamos a la última reunión del W20 y la última Cumbre
de G20 en Osaka, Japón. El W20 Japón retoma la Declaración de Buenos
Aires para señalar que la igualdad de género es fundamental para un desa-
rrollo económico justo y sustentable, y que tanto mujeres como hombres
deben trabajar juntos para erradicar la brecha de género y alcanzar las metas
de los Objetivos del Desarrollo Sustentable (SDGs, por sus siglas en inglés)
(W20, 2019).

Como acciones que propone el W20 al G20 se destacan: el pedido a los
ministros de Trabajo y Empleo de un reporte de medio término con respec-
to a la meta Brisbane que deberá ser presentado durante el G20 2020; remo-
ver las barreras legales y sociales en el mercado laboral; proveer a las mujeres
en áreas rurales servicios de internet y telefonía móvil; promover una educa-
ción basada en igualdad de género en las escuelas y los espacios laborales
para eliminar los estereotipos de género y los micro-machismos; terminar
con todas las formas de violencia contra la mujer en espacios públicos y
privados, incluyendo las redes sociales; y establecer mecanismos efectivos
de transparencia y gobernanza para alcanzar la paridad de género. Es para
destacar que el Comunicado del W20 Japón es mucho más conciso que los
anteriores y que focaliza las recomendaciones políticas en medidas urgen-
tes, medibles y más fáciles de implementar.

En la Declaración de Líderes de Japón se demuestra que existe ya una
cierta tendencia o costumbre de la organización, establecida a partir de 2017,
de incluir un párrafo o apartado (en este caso) específico sobre el
empoderamiento femenino, donde se reafirma la importancia de trabajar la
temática de género de manera transversal en todas las reuniones del grupo.
En el mismo, los líderes reconocen que se han hecho esfuerzos para alcanzar
la meta Brisbane pero que dado el reporte “Women at Work in G20 Countries”
preparado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT)6, es necesario
acelerar los mismos para poder cumplir con el objetivo propuesto (G20, 2019).
Además, reconocen que la mayor brecha es la de trabajo doméstico no remu-
nerado, y es la que impide también que la mujer pueda incorporarse plena-
mente y en igualdad de condiciones al mercado laboral (G20, 2019).

6 Este informe es incluido como Anexo a la Declaración de Lideres de Osaka.
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Por otro lado, toman las recomendaciones del W20 al mencionar la ne-
cesaria lucha contra los estereotipos de género e incluyen la importancia de
reconocer a las mujeres como agentes de paz en la prevención y resolución
de conflictos, campo que no había sido abordado hasta esta Cumbre. Tam-
bién, en la Declaración se destaca el trabajo de la Iniciativa We-Fi, sobre todo
en África, y lanzan la alianza “Empowerment and Progression of Women’s
Economic Representation” (EMPOWER) con el objetivo de lograr que las
mujeres rompan el techo de cristal en el sector privado (G20, 2019).

Finalizando el recorrido y análisis por los documentos de trabajo del
W20 y del G20 podemos determinar que existen metas claras y medibles
con respecto a erradicar la brecha de género, en el área económica de los
países del G20, tales como: la reducción de la brecha laboral en un 25% para
el año 2025; la reducción de la brecha salarial entre hombres y mujeres;
fomentar la previsión presupuestaria con paridad de género en todos los
sectores de la administración pública; la incorporación de políticas banca-
rias, crediticias y de seguros para la mayor inclusión financiera de las muje-
res; la adopción de sistemas de licencias parentales y familiares; la reducción
de la brecha digital y la difusión de las disciplinas STEM (Ciencias, Tecno-
logía, Ingeniería y Matemáticas) entre niñas y jóvenes (Roldán Vázquez,
2019), entre otras. Una recopilación de los elementos de género presentes
en los documentos trabajados puede verse en el Cuadro 1.

Además, se han ido produciendo avances en las Declaraciones de los
Líderes para tomar las recomendaciones emanadas del W20, ganando la
cuestión de género cada vez más espacio, peso y relevancia dentro de las
discusiones.

En relación con las metas y recomendaciones establecidas por el W20
en los últimos cinco años, podemos identificar siete grandes temas: 1) el
acceso de las mujeres al mercado laboral; 2) la inclusión tecnológica y digital
de mujeres y niñas; 3) la inclusión financiera y el “emprendedorismo” de las
mujeres; 4) la plena participación de las mujeres en la toma de decisiones y
en los procesos de toma de decisiones; 5) la división desigual del trabajo
doméstico y de los servicios relacionados con la economía del cuidado; 6) la
superación de la discriminación y la violencia de género; y 7) el acceso de las
mujeres a la tierra y a la propiedad.

De esta manera, a partir del establecimiento de metas objetivas y reco-
mendaciones que incorporan la agenda de promoción de la igualdad eco-
nómica entre hombres y mujeres dentro del grupo, el W20 ha contribuido,
dentro del G20, al avance de la temática en el ámbito de la cooperación
multilateral informal.
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CUADRO 1
Recomendaciones establecidas en los comunicados del W20 (2015-2019)

Fuente: elaboración propia.
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4. Conclusiones

A modo de conclusión podemos destacar que se han logrado avances, o
pequeñas conquistas, en la temática de género dentro del Grupo de los 20,
pero aún queda un largo camino que recorrer. Tal como demuestra el Infor-
me del Foro Económico Mundial (2018), la meta Brisbane está muy lejos de
ser alcanzada, ya que la mayoría de los países del G20 aún está lejos de
presentar una economía totalmente paritaria.

Por otro lado, es para destacar el valor retórico que se ha logrado en las
Declaraciones de Líderes donde el empoderamiento femenino tiene cada
vez una relevancia mayor, y son para celebrar los esfuerzos realizados a par-
tir de una estrategia transversal de tratamiento de la temática de género a lo
largo de todas y cada una de las reuniones del grupo en sus diferentes cana-
les y espacios. También, es sumamente importante que los países del G20
hayan asumido, en reiteradas ocasiones, que sólo con la inclusión y partici-
pación plena de la mujer en la economía es posible alcanzar un desarrollo
económico justo y sostenible.

Teniendo en cuenta el objetivo de este trabajo podemos decir que el
W20 y el G20 han avanzado internamente para incluir la cuestión de género
en sus agendas, recomendaciones y declaraciones. Sobre todo, se nota que
el tema ya era relevante para las delegaciones a nivel doméstico (y a nivel
global), y que, entre 2014 y 2015, se decidió establecer un grupo de afinidad
específico, que trabajara con la igualdad económica de género, contribu-
yendo al avance de la temática en el ámbito de la cooperación multilateral
informal.

A pesar de la inexistencia de mecanismos vinculantes en el ámbito del
G20, y considerando las limitaciones que esto genera, se observa que el G20
y el W20 han logrado incorporar metas claras y medibles para eliminar la
brecha económica de género en sus agendas, recomendaciones y declara-
ciones, ampliando la agenda propositiva de igualdad de género en el área de
la cooperación multilateral informal.

Además, considerando cómo funciona el G20 y cómo fue evolucionan-
do la temática de género, ganando espacios y representaciones, es preciso
decir que es una cuestión ya arraigada en el grupo, y que justamente su
informalidad y la posibilidad de ampliar o modificar la agenda hace que
cada vez se consideren nuevas aristas con respecto a la igualdad entre muje-
res y hombres.

Finalmente, este espacio de cooperación informal demuestra la
significancia que tiene, para la economía actual y para el pleno desarrollo
económico y sustentable, la promoción de la igualdad de género, reducien-
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do la brecha salarial, estableciendo mecanismos formales que reconozcan el
trabajo doméstico o de cuidado, luchando contra la violencia en espacios
laborales y contra los estereotipos de género, y aplicando medidas para la
participación de mujeres en puestos directivos y de liderazgo, tanto a nivel
público como privado.

Es largo aún el camino a recorrer, y, si bien, el G20 podría ser más
paritario en sus composiciones y adoptar de manera más contundente las
recomendaciones de gobernanza interna que ha hecho el W20 al respecto,
se puede afirmar que la presencia de la cuestión de género en la agenda
del grupo, en sus discusiones y sus declaraciones, algunas de las cuales
después devienen en políticas estatales nacionales, es una lucha que llegó
para quedarse y que, como tema de investigación, supone un desafío cada
vez mayor.
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Resumen: Se propone un análisis psico-político de las culturas políticas locales de tres
ciudades capitales: Córdoba, Neuquén y Salta (Argentina). Para ello, se profundizó en la
descripción de variables típicas de estudios culturales como valores, ideología, y religiosi-
dad, incorporando variables de corte micro-social como la sofisticación política, la eficacia
política y las modalidades de participación política. Se realizó un estudio empírico cuanti-
tativo, con tres muestras probabilísticas independientes de N=445 personas cada una,
entre 18 y 65 años (M= 40.2), de Córdoba, Salta y Neuquén. Las tres muestran suman
un N total de 1335. Los resultados a los que se arribó ponen de relieve la singular
vinculación que la ciudadanía efectúa con el mundo político en cada uno de estos territo-
rios. Concretamente, los análisis ratifican un comportamiento diferencial de la ciudadanía
salteña, cordobesa y neuquina en casi todas las variables en análisis.

Palabras clave: Cultura política – Valores sociales – Ideología política – sofisticación política
– Participación política

Abstract: The objective of this study is to conduct a psycho-political analysis of the local political
cultures of the population from three cities from Argentina: Córdoba, Salta and Neuquén. It
deepened in the description of some typical variables of cultural studies such as values, ideology,
and religiosity, incorporating variables of a more micro-social nature such as political sophistication
(political knowledge and political interest), political efficacy and modalities of political participation.
A quantitative empirical study was carried out, on three independent probabilistic samples of
N=445 18-to- 65 years old (M = 40.2) people each, from the three mentioned capitals. The three
samples sum up 1335 participants. The results highlight the unique link that the citizens of each
of these cities make with the political world. Specifically, results show a differential behavior of the
citizens of Salta, Cordoba and Neuquén in almost all the variables under analysis.

Key Words: Political Culture – Social Values – Political Ideology – Political Sophistication – Political Participation

Introducción

El trabajo analiza, desde una perspectiva psico-política, la cultura polí-
tica de tres escenarios de Argentina: las capitales de Córdoba, Neuquén y
Salta. La cultura política es entendida como un conjunto de conocimientos,
creencias, valores, normas y costumbres compartidas por los miembros de
una sociedad o grupo social, que tiene como objeto los asuntos políticos.
Desde la perspectiva que proponemos, la cultura política reúne también
prácticas políticas, producto de pautas culturales establecidas y ancladas
históricamente (Heras Gómez, 2002). Se interrelacionan así identidades,
sentidos y prácticas de manera situada en el análisis cultural de la política
(Schneider y Avenburg, 2015).

En tanto constructo teórico posee un carácter polisémico y ha sido abor-
dado desde diversas disciplinas, reconociendo en la actualidad, y desde un
enfoque crítico latinoamericano, a las subjetividades y valoraciones de los in-
dividuos como eje central (Millán La Rivera, 2008) en la comprensión de una
pluralidad de cultura(s) política(s). Da cuenta de un aspecto dinámico del
orden socio-político, cuyos componentes no se distribuyen de manera ho-
mogénea en la ciudadanía (Alonso y Brussino, 2018; Schneider y Avenburg,
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2015). A nivel internacional, la extensión de los estudios sobre cultura polí-
tica -con una impronta comparativa- ha estado asociada a la emergencia y
perfeccionamiento de encuestas nacionales electorales y de cultura política
-NES (National Election Study) y las encuestas de la PEW Charitable Fund,
en EEUU, la Encuesta Social Europea del Centro de Investigaciones Socio-
lógicas, la Encuesta Europea de Valores, las encuestas del Observatorio Eu-
ropeo de Tendencias Sociales en Europa, la Encuesta Nacional sobre Cultu-
ra Política y Prácticas Ciudadanas en México, etc. En general, estas expe-
riencias no han sido replicadas en Argentina, con excepción de estudios
realizados con un interés específicamente comparativo, como los análisis de
Latinobarómetro, el estudio LAPOP (Universidad de Vanderbilt) y la World
Values Survey, o de algunos informes y experiencias de organizaciones in-
ternacionales como el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD, 2005). En consecuencia, existe un déficit de información sobre las
dinámicas participativas y los factores socio-demográficos y psico-sociales a
ellas conectados desde una perspectiva local y situada, que permita nutrir
líneas de análisis sobre la cultura política de argentinos y argentinas. Ello
otorgaría información que posibilite la construcción de indicadores para la
planificación y evaluación de políticas públicas con inclusión política, ten-
dientes a favorecer la visibilidad y el protagonismo de todos los sectores
sociales. Al respecto, González y Nazareno señalan que «factores políticos
específicamente subnacionales han sido muy poco explorados por la litera-
tura en el tema en América Latina» (2019: 70). En esa línea, el presente
estudio busca enfatizar la relevancia de un abordaje situado y en clave local
de las culturas políticas de locaciones del interior de Argentina.

La cultura política y sus componentes

Los componentes de la cultura política pueden agruparse en dos (Jorge,
2015): aquellos directamente vinculados con cuestiones políticas (por ejem-
plo, la confianza institucional, la ideología o la participación política) y aque-
llos de carácter psico-social más general que -no obstante- impactan en diver-
sas esferas políticas (por ejemplo, valores sociales, concepciones sobre las rela-
ciones intergrupales, etnocentrismo). En esta dirección, el presente estudio se
centra en el análisis de las culturas políticas de Salta, Neuquén y Córdoba,
profundizando en la descripción de variables típicas de estudios culturales
como valores, ideología y etnocentrismo, características socio-demográficas y
religiosidad, e incorporando variables de corte micro-social como la sofistica-
ción política (conocimiento político e interés político), la eficacia política y las
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modalidades de participación política. Se propone este abordaje integral, ad-
virtiendo que existe evidencia de congruencia hacia el interior de los grupos
en lo que concierne a los componentes de la cultura política, “dando cuenta
de que no se trata de elementos aislados, sino que representan conglomera-
dos actitudinales complejos” (Alonso y Brussino, 2018: 53).

Revisemos entonces los componentes de la cultura política que aborda-
remos en este estudio, dando cuenta del marco teórico que da sustento a la
configuración de cada uno de ellos.

En primer lugar, recuperamos los valores sociales en tanto estructuras
normativas subyacentes que orientan los posicionamientos actitudinales de
las personas sobre temáticas específicas, constituyendo metas deseables
transituacionales (Schwartz, 1994). Permiten a las personas organizar sus
evaluaciones políticas de una manera relativamente consistente.

Algunos estudios analizan el cambio valorativo de la ciudadanía, postu-
lando que a medida que las sociedades garantizan las necesidades materia-
les básicas para su población, se produce un deslizamiento desde la adhe-
sión a valores sociales materialistas (subsistencia, seguridad, bienestar eco-
nómico) hacia valores post-materialistas (libertad, expresión, igualdad, de-
rechos) (Jorge, 2015; Inglehart y Wenzel, 2005). Ello denota la inevitable
vinculación entre cultura política y contexto socio-político y económico,
enfatizando la dificultad de efectuar un análisis meramente individualista
de sus componentes.

También se analizan las vinculaciones entre valores sociales e ideología
política. Por ejemplo, Caprara y Zimbardo (2004) exponen que los/as votan-
tes de centro-derecha puntúan más alto en poder y seguridad y menos en
universalismo y benevolencia, en comparación con los/as de centro-izquier-
da. En este marco, adquiere relevancia la ideología política (IP) en tanto entra-
mado compartido de modelos mentales que poseen los grupos sociales, que
sirve de heurístico (Lau y Redlawsk, 2006) para simplificar el universo polí-
tico, ejerciendo una doble función de simplificación/distorsión y sofistica-
ción (Jost, 2006). Si bien para el caso argentino una proporción atendible de
ciudadanos/as no se auto-identifica ni con la izquierda ni con la derecha
(Brussino, Imhoff y Alonso, 2016), y los principales partidos y sus referentes
no manifiestan un perfil ideológico homogéneo (Lodola, 2013), en un con-
texto de polarización política (ballotage presidencial de 2015) el electorado
cordobés sí mostró diferencias ideológicas atendibles: quienes votaron a Macri
puntuaron significativamente más alto en variables ideológicas que denota-
ron posicionamientos conservadores, en contraposición a quienes votaron a
Scioli (Alonso y Brussino, 2018).

Por otra parte, se incluye en este estudio la evaluación del etnocentrismo
como dimensión de la cultura política. Se trata de la percepción de amenaza
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cultural y económica producto de la creciente diversidad étnica, y ha de-
mostrado ser una variable que se asocia a posicionamientos ideológicos con-
servadores y de derecha (Alaminos-Fernández y Alaminos-Fernández, 2020;
De Witte, 1992). Supone una doble valoración de la diferencia cultural: una
actitud positiva hacia el propio grupo social y una actitud negativa hacia el
exogrupo. De acuerdo con Hooghe y Quintelier (2013) las actitudes
etnocéntricas se basan en el convencimiento de que el orden cultural se
encuentra amenazado por la emergencia de nuevos grupos. Así, el
etnocentrismo se encuentra estrechamente vinculado con otros indicadores
actitudinales como el racismo, la xenofobia, el prejuicio y el autoritarismo,
aspectos ratificados en estudios locales (Civalero, Alonso y Brussino, 2016).
Coincidentemente, Ramos de Oliveira, Techio, Páez y Herranz (2005) con-
firman que las actitudes negativas hacia inmigrantes se vinculan con la ame-
naza cultural y social percibida, y con una tendencia emocional negativa.

En otro orden, se incorporan al análisis algunas variables de corte micro-
social y psico-político, para una comprensión situada y singular de la cultura
política. Una de ellas es la sofisticación política (SP), comprendida como el
nivel de conocimiento político e interés político manifestado por las personas.
Regularmente considerada como factor explicativo de la participación políti-
ca (Weitz-Shapiro y Winters, 2017), la SP ha evidenciado impacto en la confi-
guración de actitudes sobre políticas públicas (Batista Pereira, 2013).

También se exploran los niveles de eficacia política, en función del im-
portante rol de esta variable en la configuración de la cultura política. La
eficacia política interna remite a la autopercepción de competencia política,
esto es, en qué medida las personas se sienten competentes para intervenir
y participar políticamente. Por su parte, la eficacia política externa refiere a
la creencia de que es a través de los/as representantes políticos/as que se
puede conseguir cierta influencia en el curso de los sucesos políticos. Son
dos variables que colaboran en la explicación de comportamientos políticos,
de manera diferencial: mientras la eficacia política interna se vincula más
con acciones de tipo no convencional o con una participación política con
mayor nivel de implicación personal, la eficacia política externa se relaciona
más con conductas de corte delegativo, como el voto (Acuña, Alonso y
Sorribas, 2017; Sorribas y Brussino, 2017).

Otro componente de gran significación en la configuración de la cul-
tura política democrática es la participación política. La participación polí-
tica (PP) puede definirse como toda actividad de los/as ciudadanos/as, di-
rigida a intervenir en la designación de sus gobernantes o a influir en la
formación de la política estatal y social (Brussino, 2017). La participación
política en el contexto argentino evidencia niveles notablemente bajos. Por
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ejemplo, para el caso de Córdoba, se ratifican porcentajes de participación
política que oscilan entre el 19% y 35% (Sorribas y Brussino, 2017).
Complementariamente, algunos estudios focalizan en la participación co-
lectiva contenciosa, especificando las características que adquiere en Argen-
tina (Favaro, Iuorno y Cao, 2004; Rabbia y Dreizik, 2017). En esa línea,
Mangonnet y Arce buscan precisar las variaciones territoriales de la protesta
social en las provincias argentinas, considerando que “desde comienzos de
los ’90 se observa que la protesta social en Argentina ha estado marcada por
fuertes asimetrías territoriales, con provincias regularmente disruptivas y otras
sumidas en contextos de relativa calma social” (2017: 12). Los autores obser-
van que altos niveles de competencia política se vinculan con una disminu-
ción de la acción colectiva contenciosa, en tanto los/as gobernantes -ante el
riesgo de perder el poder- se muestran más atentos/as a resolver las demandas
ciudadanas y desactivar focos de conflicto; por otra parte, evidencian que
cuando el Partido Justicialista (PJ) es oposición, la protesta social aumenta, en
función de la capacidad de movilización social de este partido.

Por último, se ha advertido también el rol de la religiosidad en la cultura
política. Concretamente, se reportan relaciones positivas entre religiosidad y
posiciones ideológicas (Schwartz y Huismans, 1995) o sobre actitudes con-
servadoras respecto a tópicos específicos (Guerra y Gouveia, 2007, sobre
temas de sexualidad; Canetti-Nisim, 2009, sobre democracia). La religiosi-
dad ha mostrado poder predictivo de prácticas políticas y sociales (Wood,
1999) y orientaciones electorales (Martínez, 2005). Asimismo, se han releva-
do relaciones significativas entre religiosidad, valores sociales y actitudes
políticas conservadoras en lo social y lo económico, y nacionalistas (Duriez,
Luyten, Snauwaert y Hutsebaut, 2002). También valores tradicionales han
mostrado relaciones significativas con la religiosidad de adultos/as en Bue-
nos Aires (Zubieta, Mele y Casullo, 2006).

Para comprender el rol de la religiosidad en la conformación de la cul-
tura política argentina, es preciso señalar que en este país la religión católica
ha sido promovida desde la propia jerarquía eclesiástica como “identidad
nacional sustitutiva” (Malimacci y Gimenez Beliveau, 2007; Di Stefano y
Zanatta, 2009), indicándose el “trato preferente” que Argentina ha otorgado
a este culto en relación con otros (Romero, 2020). Complementariamente,
se indica que los grupos católicos han detentado privilegios históricos a
partir de su “rol protagónico en la conformación y consolidación del Esta-
do-nación” (Romero, 2020: 158), con una fuerte presencia en la planifica-
ción e implementación de políticas sociales. No obstante, el campo religioso
argentino se ha diversificado en las últimas décadas, advirtiéndose un des-
censo en las auto adscripciones católicas y un incremento en las personas
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sin religión de pertenencia y de quienes se identifican como evangélicas
(Mallimaci et al., 2019), cuyos grupos e iglesias también han adoptado en
muchos casos un activo rol en la intermediación e implementación de polí-
ticas públicas en contextos subnacionales.

La cultura política de “los/as argentinos/as”.
Sobre generalidades ficticias y heterogeneidades invisibilizadas

Como ya mencionamos, los componentes de la cultura política no se
encuentran homogéneamente distribuidos en la ciudadanía (Alonso y
Brussino, 2018). Aun así, muchos estudios insisten en hablar de “la” cultu-
ra política de “los argentinos”, cuando en verdad efectúan una aproxima-
ción centrada generalmente en ciudadanos/as de Buenos Aires. En parte,
esto puede deberse al hecho de que un muestreo nacional exige una
sobrerrepresentación de hogares y ciudadanos/as de dicha provincia. Asi-
mismo, se ha advertido que al no incorporar ni discutir los escenarios pro-
vinciales, los estudios nacionales sobre cultura política producen un oculta-
miento de las diferencias espaciales (Cao, Favaro y Iuorno, 2011), profundi-
zando esta sobrerrepresentación. En un intento por superar dicha limita-
ción, y reconociendo que la realidad argentina se construye de modo des-
igual y desde ámbitos territoriales diversos, esta investigación tiene como
objetivo estudiar la cultura política recuperando las heterogeneidades y
policromías de las culturas políticas en el interior del país. Concretamente,
se propone un abordaje comparativo de tres capitales (Córdoba, Salta y
Neuquén) localizadas en las regiones «centro», «periférica» y «despoblada»
respectivamente, de acuerdo a la categorización de Cao et al. (2011).

La selección de estas tres ciudades responde a criterios que permiten
sostener la hipótesis de que constituyen escenarios socio-culturales disímiles
y que dichas particularidades podrían expresarse también en el ámbito de
sus culturas políticas. Salta, Neuquén y Córdoba no sólo son distantes
geográficamente, sino que sus rasgos sociales, económicos, demográficos y
culturales, entre otros factores que a continuación desarrollaremos, dan cuen-
ta de que se trata de escenarios muy diferentes entre sí, y ello nos lleva a
suponer que dichas variabilidades podrían también impactar en una expre-
sión singular y distintiva de sus culturas políticas.

Observemos cuáles son las particularidades de estos tres escenarios del
interior del país. Dentro de la región «centro», caracterizada por un mayor
peso relativo en términos de producto y población, la ciudad de Córdoba,
con 1.329.604 habitantes, es uno de los distritos electorales más importan-
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tes del país. Por otra parte, y en materia de indicadores de calidad institucional
(Page, 2010), al igual que Salta y Neuquén, Córdoba muestra un Poder Le-
gislativo con escasa/marginal participación (cuasi simbólica) de partidos no
oficialistas. No obstante, puntúa mejor que éstas en materia de acceso de la
ciudadanía a la información pública y en dimensiones de «vanguardia» de
diseño institucional del Estado, como son la rendición de cuentas de los tres
poderes, el control de agencias de auditoría externa, la implementación de
la Defensoría del Pueblo y el sistema de ingresos y permanencia en la admi-
nistración pública.

En la región «periférica», constituida por provincias de la franja norte y
centro-oeste del país, Salta se encuentra -con 536.113 habitantes en su ciu-
dad capital- entre los territorios que históricamente se constituyeron como
fuente de migraciones internas hacia el área central y hoy configuran la
región con menor nivel de ingreso per cápita e índices de mayor deterioro
social. Salta es una de las ciudades con mayores indicadores de pobreza e
inequidad y una estratificación social fuertemente polarizada (González y
Nazareno, 2019), en contraste con las ciudades de Córdoba -con una clase
obrera asociada a la industria pesada y con una extensa tradición sindical,
aunque su importancia relativa hoy se encuentre en decadencia- y Neuquén
-una ciudad fuertemente asociada al sector servicios. Así, Salta se encuentra
en el grupo de provincias con un Índice de Desarrollo Sostenible Provincial
(calculado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD,
para 2017) por debajo de la media nacional (0.46). Este índice incluye varia-
bles vinculadas con el crecimiento económico, la inclusión social y la
sostenibilidad ambiental. A diferencia de Salta, Córdoba (índice 0.541) y
Neuquén (índice 0.571) se encuentran en situaciones más favorables. Final-
mente, dentro del área «despoblada», integrada por provincias de la Patagonia
que muestran baja densidad poblacional y cuentan con un aparato produc-
tivo nucleado en los sectores petrolero y turístico junto con explotaciones
ganaderas extensivas, se localiza la ciudad de Neuquén con 362.673 habi-
tantes.

Complementariamente, las ciudades seleccionadas difieren en sus ni-
veles de desigualdad. Tal como indican González y Nazareno (2019), la
inequidad se encuentra desigualmente distribuida en el territorio nacional,
siendo Salta una de las provincias más desiguales mientras Neuquén se en-
cuentra entre aquellas con menores niveles de desigualdad. Asimismo, el
ritmo de disminución de tales desigualdades es también diferencial en las
provincias argentinas: de 2003 a 2011 Salta logró disminuir significativamente
sus niveles de desigualdad, mientras Neuquén redujo sus niveles sólo a la
mitad (González y Nazareno, 2019). En cuanto a la población inmigrante, si
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bien Buenos Aires concentra la mayor proporción de personas provenientes
de países limítrofes (Cerrutti, 2009), se destaca el caso de personas bolivia-
nas y chilenas que tienden a asentarse mayoritariamente en provincias ar-
gentinas limítrofes con sus países de origen: así, en Salta, la población boli-
viana asciende al 10% y, en Neuquén, la comunidad chilena alcanza el 14%.

En términos políticos, Salta y Neuquén son capitales provinciales don-
de durante las dos últimas décadas han emergido formas no convenciona-
les de protesta (cortes de ruta, puebladas, tomas de edificios públicos) y
cuyos entramados sociales dieron pie al movimiento piquetero, marcando
un punto de inflexión en la política argentina (Auyero, 2006)1. Esta modali-
dad de protesta se replica particularmente en Tartagal y General Mosconi
en Salta. Al respecto, para el período 1993-2007, Mangonnet y Arce (2017)
analizan la cantidad de hechos de protesta per cápita (cada cien mil habi-
tantes), revelando niveles elevados de protesta en provincias patagónicas
como Neuquén; niveles medios en Salta y niveles por debajo de la media
nacional en Córdoba. Por su parte, en Salta se ha observado que las luchas
piqueteras son más extendidas en el tiempo, mientras en las protestas en
Neuquén se suman otros actores sociales además de desocupados/as –tra-
bajadores/as estatales y rurales, poblaciones indígenas, etcétera– (Giarracca,
2003). Estas nuevas prácticas y movimientos también impregnaron las di-
námicas participativas de Córdoba (Brussino y Rabbia, 2007) y otras provin-
cias, alcanzando trascendencia nacional e impacto regional (Lozano, 2001).

No obstante, y en contraste con la emergencia de Salta y Neuquén como
cuna del movimiento piquetero, se destaca el hecho de que ambas provin-
cias han sido gobernadas de manera casi exclusiva por el mismo partido
desde el retorno de la democracia. En el caso de Salta, el PJ,2 y en Neuquén,
el Movimiento Popular Neuquino. En Córdoba, la presencia histórica de la
Unión Cívica Radical (UCR) ha generado una mayor variabilidad en el jue-
go político3. En consonancia, Mangonnet y Arce (2017) manifiestan que la
competencia política se encuentra desigualmente representada en las pro-

1 En 1996 se realiza el primer “corte de ruta” en las localidades de Cutral-Có y Plaza
Huincul en Neuquén.

2 En la actualidad, el PJ salteño se encuentra fragmentado, aunque conserva su cuota de
poder al frente del gobierno provincial, a cargo del Frente Sáenz Gobernador (espacio
político liderado por el peronista Gustavo Sáenz y compuesto por 14 partidos, entre
ellos el PRO, que en el territorio salteño se mueve de manera independiente de la UCR).
No obstante, este cambio -que ocurrió en las elecciones de noviembre de 2019- fue
posterior a la recolección de datos de este estudio.

3 Al momento de realización del trabajo de campo de este estudio, la provincia de Córdo-
ba continuaba gobernada por el PJ (tal como sucede en la actualidad), pero la ciudad de
Córdoba se encontraba gobernada por la UCR (partido que desde diciembre de 2019
ya no gestiona la capital cordobesa).
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vincias argentinas, con territorios altamente competitivos (donde sitúan a
Córdoba) y otros donde rigen partidos hegemónicos. Sus resultados mues-
tran que es en los primeros en donde se evidencian menores niveles de
protesta social, al tiempo que escenarios provinciales poco competitivos fue-
ron cuna de episodios emblemáticos de protesta popular (como Neuquén y
Salta). En este sentido, y a nivel conjetural (de tipos ideales), puede pensar-
se que Salta representaría una cultura de tipo clientelar, donde el rol de la
ciudadanía es fuertemente dependiente del Estado. Al contrario, Neuquén
sería un caso de fuerte presencia de la sociedad civil (ONGs y movimientos
sociales), mientras Córdoba, por su parte, representaría un centro urbano de
«transición» entre una cultura clientelar con fuerte presencia de la Iglesia Ca-
tólica y una cultura movimientista oscilante en diversos momentos históricos.

Estas características podrían demarcar diferencias significativas en las
formas en que los/as ciudadanos/as se vinculan con el mundo político, a
partir de configuraciones socio-históricas diferenciadas de los componen-
tes estructurales de sus culturas políticas. Es por ello que el presente estu-
dio busca precisar tales particularidades, profundizando en la descripción
de las variables típicas de estudios culturales e incorporando indicadores de
corte micro-social.

Metodología

Muestra

Se trabajó con tres muestras probabilísticas independientes de N=445
personas entre 18 y 65 años, de las ciudades de Córdoba, Salta y Neuquén
respectivamente (ver Tabla 1 del Anexo 1). Las tres muestras suman un N
total de 1335 personas. Se utilizó un diseño muestral polietápico por con-
glomerados, tomando como unidad primaria de muestreo los hogares de
las ciudades y como segunda las personas, preservando el principio de se-
lección probabilística (Dorofeev y Grant, 2006). El tamaño de cada muestra
fue estimado con un 95,5% de nivel de confianza y ±5% margen de error.

Procedimiento e instrumentos

Se aplicó un cuestionario cerrado individual cara a cara. El relevamiento
fue realizado por el equipo de investigación y por encuestadores/as previa-
mente capacitados/as. Se tomaron todos los resguardos éticos fundamenta-
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les. Los instrumentos incluidos en el cuestionario aplicado indagaron las
siguientes variables: datos socio-demográficos; valores sociales; ideología
política; etnocentrismo; sofisticación política; eficacia política interna y exter-
na; y participación política (ver detalle de los instrumentos en el Anexo 2).

Análisis de Datos

Se condujeron análisis descriptivos que permitieron una inspección ini-
cial de los casos y las distribuciones de las variables. Luego, se analizaron de
manera descriptiva las distintas variables, y a los fines de comparar el com-
portamiento de éstas en cada una de las muestras, se realizaron ANOVAS de
una vía.

Resultados

Primero, se caracterizó a los/as participantes en función de su religiosi-
dad. La religión mayoritaria de pertenencia en la actualidad es la religión
católica (74,6% de los/as salteños/as; 62,9% de los/as cordobeses/as; 42,8% de
los/as neuquinos/as), seguido por cultos evangélicos (7,6% en Salta, 4,8% en
Córdoba y 13% en Neuquén). Se encontraron diferencias significativas (F 15,07
p ≤ .000) para todas las muestras poblacionales en cuanto a la creencia en
Dios: los/as ciudadanos/as de Salta presentan un mayor nivel de esta variable
(87,3%), seguidos/as por los/as cordobeses/as (79%); mientras que quienes
menos creen son los/as neuquinos/as (68%). Complementariamente, son los/
as salteños/as quienes están más de acuerdo en considerarse muy religiosos/as
(39,2%), a diferencia de los/as cordobeses/as y neuquinos/as (33,6% y 32,7%,
respectivamente). No obstante, sólo se presentan diferencias estadísticamente
significativas entre salteños/as y neuquinos/as (F 3,02 p ≤ .05) en este aspecto.

Por otra parte, se indagaron los valores sociales. Los resultados obteni-
dos (Gráfico 1) permiten establecer que todos los perfiles de valores sociales
presentaron diferencias estadísticamente significativas entre las tres mues-
tras. En cuanto a los valores posmaterialistas, estos difieren estadísticamente
entre sí (F 40.46 p ≤ .000), indicando que Salta es la que tiene mayor nivel en
este perfil.

Respecto de los niveles de religiosidad y la presencia de valores materia-
listas, también es Salta la ciudad con medias más altas a diferencia de Cór-
doba y Neuquén (F 55,39 y F 9,4 p ≤ .000), aunque estas dos últimas no
presentan diferencias significativas entre sí. Asimismo, son los/as cordobe-
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ses/as quienes presentan la media más alta del perfil valorativo orientado al
hedonismo, evidenciando diferencias significativas sólo con los/as ciudada-
nos/as de Neuquén (F 15,43 p ≤ .000) en este punto.

GRÁFICO 1
Medias de Valores

Fuente: elaboración propia.

Se exploró también la ideología política de los/as participantes tanto en
términos simbólicos (auto-posicionamiento) como operativos (posiciona-
mientos ante issues). Los resultados indican que no existen diferencias esta-
dísticamente significativas entre las tres muestras (Gráfico 2), resultando
mayoritarias las posiciones de centro en los tres contextos de análisis.

GRÁFICO 2
Porcentajes de Auto posicionamiento Ideológico

Fuente: elaboración propia.
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No obstante, en la medición de la ideología a partir del posicionamien-
to ante tópicos específicos sí se observan algunas diferencias atendibles (Grá-
fico 3). En cuanto a los niveles de ideología progresista multiculturalista, en
Neuquén éstos son un tanto menores y difieren significativamente de Cór-
doba y Salta (F 25,5 sig. p ≤ .000), ciudades que a su vez muestran niveles
similares y sin diferencias estadísticamente significativas entre ellas. Tampo-
co se hallaron diferencias estadísticamente significativas entre los niveles de
progresismo garantista. Por último, y respecto de los niveles de conservadu-
rismo, la ciudadanía de Salta es la más conservadora de las tres (27,4%) y
todas las muestras presentan diferencias estadísticamente significativas en-
tre sí (F 13.64 sig. p ≤ .000), siendo Córdoba la que menores niveles presenta.

GRÁFICO 3
Medias de Ideología Política

Fuente: elaboración propia.

En lo que concierne al etnocentrismo, los resultados del Gráfico 4 mues-
tran que la ciudadanía de Córdoba es la menos etnocéntrica de las tres (ma-
yor puntaje equivale a menor etnocentrismo) y estas diferencias son
estadísticamente significativas (F 13.42 sig. p ≤ .000). Córdoba difieree
significativamente de Neuquén y Salta, aunque no hay diferencias estadísti-
cas entre los niveles de etnocentrismo de Salta y Neuquén, los cuales a su
vez evidencian mayor percepción de amenaza.
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GRÁFICO 4
Medias de Etnocentrismo

Fuente: elaboración propia.

En cuanto a la sofisticación política, las medias no difieren
estadísticamente entre sí (Córdoba 28,78, Neuquén 28,15 y Neuquén 29,05).
En el Gráfico 5, se puede apreciar que la distribución de porcentajes para
cada nivel de sofisticación política resulta similar. El aspecto a destacar es
que el 66,6% del total de la muestra posee niveles de esta variable de medios
a muy bajos.

GRÁFICO 5
Porcentajes de Sofisticación Política

Fuente: elaboración propia.
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Respecto de la Eficacia política externa, las ciudadanías de Neuquén y
Salta presentan diferencias estadísticamente significativas de las de Córdoba
(F 6,61 sig. p ≤ .001), resultando Salta la población que más siente que sus
expectativas políticas pueden ser representadas por la clase política en la
cual delegan el sentido de eficacia. No se encontraron diferencias significa-
tivas en torno a la eficacia política interna (F 2,05 no sig.) (ver Gráfico 6).

GRÁFICO 6
Porcentajes de Eficacia Política

Fuente: elaboración propia.

Por último, se evaluaron las modalidades de participación política (Gráfi-
co 7). La distribución de los porcentajes de cada una de las modalidades de
Participación Política presenta diferencias para todas las muestras. Particular-
mente, en cuanto a la participación partidaria, la participación de contacto y
la participación gremial, éstas presentan distribuciones similares, siendo los/as
ciudadanos/as de Neuquén quienes más despliegan este activismo conven-
cional (39,7%, 28,1% y 20,8% respectivamente). Asimismo, estas proporcio-
nes difieren significativamente (F 11,23 p ≤ .000; F 2,42 p ≤ .05 y F 4,98 p ≤
.001) de las muestras de Córdoba y Salta. Aunque no se aprecian diferencias
estadísticamente significativas entre la ciudadanía de Salta y de Córdoba.

Por último, respecto de la participación colectiva de alta intensidad y
la protesta y participación en redes sociales, son los/as cordobeses/as quie-
nes más las realizan (23,2% y 39,3% respectivamente), mientras todas
las muestras presentan diferencias estadísticamente significativas entre
sí (F 8,60 p ≤ .000 y F 3,27 p ≤ .05).
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GRÁFICO 7
Porcentaje de Modalidades de Participación Política

Fuente: elaboración propia.

Discusiones

El objetivo del presente estudio fue contribuir a los estudios de cultura
política a través de un análisis que recupere variables psico-sociales y psico-
políticas, con el objeto de comprender las particularidades que adquiere la
cultura política en tres escenarios territoriales disímiles: Salta, Córdoba y
Neuquén. Nuestra meta era aportar evidencia empírica que visibilice las
particularidades que la cultura política adquiere en cada territorio, mos-
trando la relevancia de avanzar en análisis situados y georreferenciados del
fenómeno. Los resultados confirman el potencial de esta línea interpretativa,
poniendo de relieve la singular vinculación que la ciudadanía efectúa con el
mundo político en cada ciudad, en consonancia con estudios que ponen de
relieve estas particularidades (Alonso y Brussino, 2018; Schneider y Avenburg,
2015) en tanto “conglomerados actitudinales complejos” (Alonso y Brussino,
2018: 53).

Los análisis ratifican un comportamiento diferencial de la ciudadanía
salteña, cordobesa y neuquina en casi todas las variables en análisis. Sin
embargo, antes de adentrarnos en estas particularidades, subrayamos que
algunas dimensiones no mostraron diferencias significativas en los tres esce-
narios analizados. Se trata, por ejemplo, del caso del auto-posicionamiento
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ideológico y la dimensión Progresismo garantista (IP). En el primer caso,
esto podría ser comprensible atendiendo a las numerosas limitaciones que
diversos estudios han señalado en la evaluación meramente simbólica de la
ideología política (Brussino, et al., 2017), en sintonía con estudios previos
que denotan la dificultad que reviste en Argentina la utilización de las eti-
quetas de “izquierda” y “derecha” (Brussino, et al., 2016; Lodola, 2013). No
obstante, el hecho de que también una dimensión vinculada con la explora-
ción operativa de la IP (el progresismo garantista) tampoco evidencie dife-
rencias significativas, invita a pensar de una manera un poco más compleja
este resultado. Consideramos que quizás se trate de un eje de conflicto /
antagonismo / contraste que no adquiere saliencia política en el momento
del relevamiento. Por ejemplo, en este lapso en Salta (Sabio Collado y Milana,
2018) se da un período de reconocimiento de organizaciones de pueblos
kolla y diaguita-calchaquí, en el marco de una política pública incipiente a
nivel nacional en torno a los derechos de los pueblos originarios, que pudo
haber tenido un efecto específico en la configuración de la cultura política
salteña.

Por otra parte, tampoco la sofisticación política ni la eficacia política
interna mostraron diferencias significativas, evidenciando niveles medios
de presencia de estos atributos en las tres ciudades. Al respecto, subrayamos
la importancia de fomentar procesos de socialización política de la ciudada-
nía que promuevan una mayor comprensión e interés sobre política, así
como experiencias de participación ciudadana que posibiliten el desarrollo
personal del sentido de eficacia política, dado que tanto esta variable como
la sofisticación constituyen dos componentes de la subjetividad política que,
de acuerdo a la literatura antecedente, impactan en gran parte de los com-
portamientos y pensamientos de las personas sobre el mundo político.

En lo concerniente a las particularidades identificadas, en el caso de Salta
observamos una presencia significativamente mayor en la adhesión a valores
de religiosidad. Esto puede vincularse con los niveles de religiosidad identifi-
cados, y al hecho de que la religión católica es mayoritaria en esta ciudad.
Como ya se mencionó, el catolicismo ocupa un lugar preponderante en la
configuración cultural y política argentina (Malimacci y Gimenez Beliveau,
2007; Di Stefano y Zanatta, 2009; Romero, 2020). Complementariamente,
Salta es la ciudad que muestra un perfil más conservador, con mayor adhe-
sión a valores materialistas y mayores niveles de conservadurismo (IP). Estos
atributos son destacados por estudios que denotan la articulación entre re-
ligiosidad e ideologías y valores conservadores (Schwartz y Huismans, 1995;
Guerra y Gouveia, 2007; Duriez, Luyten, Snauwaert y Hutsebaut, 2002;
Zubieta et al., 2006; Caprara y Zimbardo, 2004).
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En otro orden, los/as salteños/as también son quienes manifiestan ma-
yor adhesión a valores post-materialistas. Como hemos señalado, de las tres
ciudades analizadas, Salta es, además, la que evidencia una mayor disminu-
ción de sus niveles de desigualdad social en el período 2003-2011 (González
& Nazareno, 2019). Su significativa disminución ha supuesto una mejora
de las condiciones materiales de su ciudadanía en la última década, cues-
tión que puede haber impactado en el alto nivel de adhesión de los/as salteños/
as a valores post-materialistas. Por otra parte, en lo concerniente a la acción
política, los/as ciudadanos/as de Salta difieren significativamente de los/as
neuquinos/as en tanto evidencian comparativamente menor realización de
acciones de participación partidaria, participación de contacto y participa-
ción gremial, todas modalidades de participación de corte convencional.
Sin embargo, los/as salteños/as son quienes presentan mayores niveles de
eficacia política externa, una dimensión de la eficacia que como hemos se-
ñalado suele vincularse de manera significativa con este tipo de comporta-
mientos políticos (Acuña, Alonso y Sorribas, 2017; Sorribas y Brussino, 2017).
Esto supone una paradoja que consideramos que ameritaría el desarrollo
de nuevas investigaciones, quizás en torno a las bases sociales específicas del
vínculo de la ciudadanía con el ámbito político, donde el peso de valores
tradicionales y conservadores ha sido en parte evidenciado. En términos
comparativos, Salta es la ciudad en la cual se observan menores porcentajes
de participación no convencional, en acciones de protesta o en comporta-
mientos políticos en redes sociales, probablemente con arreglo a modalida-
des territoriales cristalizadas en la historia e idiosincracia local que permean
las instituciones políticas en el marco de prácticas más convencionales. Esto
avanza en un sentido diferencial respecto de los datos provistos por
Mangonnet y Arce (2017) para el período 1993-2007, durante el cual Salta
evidenciaba niveles medios de acción política contenciosa. Quizás sería in-
teresante efectuar un análisis de las variaciones políticas que pueden haber-
se producido en el contexto salteño entre 2007 y años posteriores, a los fines
de identificar si determinados elementos contextuales pueden haber influi-
do en esta variación. Asimismo, quizás pueda deberse a heterogeneidades
existentes hacia el interior provincial, ya que el estudio de Mangonnet y
Arce (2017) describe un panorama con matices diferenciales en las diversas
ciudades salteñas, mientras que nuestro trabajo se concentró solo en la capi-
tal provincial.

Por su parte, los/as ciudadanos/as de Neuquén (junto con los/as cor-
dobeses/as), muestran significativamente menores niveles de adhesión a
valores de religiosidad y materialistas, en comparación con los/as salteños/
as. El primer punto puede deberse al hecho de que esta ciudad es la que
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manifestó menores niveles de creencia en Dios y de religiosidad
autopercibida. A su vez, respecto del perfil ideológico, los/as neuquinos/as
son quienes muestran los menores niveles de progresismo multiculturalista.
Complementariamente, junto con Salta, Neuquén es la ciudad en la cual se
registran niveles mayores de etnocentrismo. Esto puede vincularse al hecho
de que Neuquén evidencia una importante presencia de personas prove-
nientes de Chile (Cerrutti, 2009), efectuando esto una influencia en la per-
cepción de amenaza del orden cultural ante la presencia de ciertos grupos
“externos” (Hooge, 2008). Asimismo, esta alta presencia de etnocentrismo
puede vincularse con los menores niveles de progresismo multiculturalista
evidenciados, en tanto estudios empíricos demuestran una asociación entre
los niveles de etnocentrismo y la adhesión a ideologías de derecha y a políti-
cas conservadoras (Alaminos-Fernández y Alaminos-Fernández, 2020; De
Witte, 1992). Por último, respecto de los repertorios de acción política en
Neuquén, encontramos los mayores niveles de activismo convencional (par-
ticipación partidaria, de contacto y gremial). Si bien Neuquén fue cuna del
surgimiento de acciones de protesta (Auyero, 2006), en el momento en el
que nuestro se realiza estudio resultan más característicos de su ciudadanía
(al menos en la capital) otros repertorios de acción política.

En lo que concierne a los/as cordobeses/as, los resultados denotan que
son los/as ciudadanos/as con mayor adhesión a valores hedonistas, al tiem-
po que en comparación con Salta (y en sintonía con Neuquén) evidencian
los niveles más bajos de valores materialistas y de religiosidad. Respecto del
perfil ideológico, Córdoba es la que difiere significativamente del resto de
las ciudades por sus bajos niveles de conservadurismo y etnocentrismo. En
conjunto, este conglomerado de variables da cuenta del perfil más progre-
sista de los/as ciudadanos/as de la capital cordobesa, en comparación con las
otras muestras. Sin dudas, los menores niveles de etnocentrismo podrían
vincularse con la menor presencia de inmigrantes, en comparación con Sal-
ta y Neuquén. En otro orden, los/as cordobeses/as son quienes menores ni-
veles de eficacia política externa evidencian, y son quienes con mayor fre-
cuencia realizan acciones de protesta y participación en redes sociales. Am-
bos datos, vistos en conjunto, ratifican el vínculo ya señalado en estudios
previos entre eficacia política interna y participación política no convencio-
nal (Acuña, Alonso y Sorribas, 2017; Sorribas y Brussino, 2017). A su vez,
respecto de la acción política contenciosa, nuevamente nuestros datos se
alejan un poco de la situación descripta por Mangonnet y Arce (2017), quie-
nes para otro período temporal (1993-2007) identificaban niveles por deba-
jo de la media nacional en Córdoba. Nuestros hallazgos parecen contradecir
una de las hipótesis postuladas por estos autores, cuando afirman que altos
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niveles de competencia política se vincularían con una disminución de la
acción colectiva contenciosa. Córdoba es la ciudad que muestra mayores
niveles de alternancia en las conducciones políticas (entre PJ y UCR) y, al
mismo tiempo, la que evidencia mayores niveles de acciones políticas de
protesta. Sin embargo, quizás sea otra tesis de los autores la que nos otorgue
elementos para comprender esta coyuntura cordobesa. Específicamente,
Mangonnet y Arce (2017) afirman que cuando el PJ es oposición, la protesta
social aumenta y ello se ratifica en nuestro estudio, ya que al momento del
relevamiento la UCR gobernaba la ciudad de Córdoba.

No obstante, también podría pensarse que estos resultados se vinculan
con el hecho de que Córdoba es una gran ciudad. Como han señalado
algunos estudios en otros contextos, el tamaño de las ciudades se relaciona
con la cantidad de participantes en los eventos de protesta (Biggs, 2018),
pero también con la cantidad de medios de comunicación y el tamaño de
sus audiencias (Beyerlein, Barwis, Crubaugh y Carnesecca, 2016). A su vez,
no debería descartarse la incidencia de la población estudiantil universita-
ria, dado que jóvenes de clase media universitarios/as tienden usualmente a
realizar más acciones de protesta que el resto de la población. A modo de
ejemplo, la población estudiantil de la Universidad Nacional de Córdoba
(115 mil estudiantes) representa un tercio de la población total de Neuquén.

En síntesis, hemos visibilizado algunas particularidades de las culturas
políticas del interior del país a través de un estudio probabilístico -poco
frecuente en este campo- y a nivel local, recuperando diversas dimensiones
de análisis. Además de indicadores típicamente explorados, nuestro estudio
ha incluido variables de corte micro-social y psico-político. Respecto de fu-
turas líneas de análisis, creemos sería pertinente avanzar en un abordaje
analítico desde la perspectiva de género. Así como señalamos con preocu-
pación las tendencias totalizantes y homogeneizantes de aquellos estudios
que pretenden dar cuenta de la cultura política de “los/as argentinos/as”
con muestras exclusivamente centradas en la capital del país, también es
preciso indicar que un estudio bajo dicha perspectiva permitiría visibilizar
las particularidades que la expresión política adquiere en función de la iden-
tidad sexo-genérica de la ciudadanía, evitando generalizaciones genérica-
mente sesgadas.

Por otra parte, se requiere avanzar en la caracterización relativa de las
variables aquí descritas por Nivel Socioeconómico (NSE), género y edades
de las personas encuestadas, así como en virtud de indicadores estructura-
les tales como la desigualdad interna de cada ciudad o -en su defecto- pro-
vincia. La mayor presencia de población universitaria joven en Córdoba,
por ejemplo, podría ayudar a comprender la mayor incidencia de modali-
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dades de participación política contenciosa o sus puntajes más altos en va-
lores hedonistas. A su vez, las desigualdades internas en cada sociedad per-
mitirán por ejemplo considerar los altos puntajes de valores religiosos y
postmateriales en la cultura política salteña. Como indican González y Na-
zareno (2019), las desigualdades internas provinciales pueden estar relacio-
nadas con la incidencia del gasto en empleo público y la permanencia elec-
toral del partido gobernante. Este hecho puede incidir, por ejemplo, en que
los niveles de eficacia política externa en Salta sean mayores que en las otras
dos ciudades indagadas, a la vez que la mayor presencia de conservaduris-
mos, religiosidad y valores de tipo tradicionales en dicha cultura política
local podría indicar una mayor orientación hacia el estatus quo.

El presente estudio también provee algunas evidencias descriptivas para
avanzar en análisis que permitan identificar ciertas dimensiones de las cul-
turas políticas locales como factores explicativos del comportamiento elec-
toral en cada ciudad. A futuro se requiere continuar avanzando con estu-
dios locales de culturas políticas que permitan advertir continuidades y cam-
bios en el tiempo, a partir de su relación con factores estructurales y socio-
políticos.
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Anexo 1 – Composición de las muestras

TABLA 1
Composición de las muestras

Fuente: elaboración propia.

Anexo 2 – Instrumentos de medición

A continuación, se presenta un detalle de los instrumentos de medición
utilizados en el estudio:

Variables socio-demográficas: se incluyeron preguntas cerradas de al-
ternativa fija en torno a la edad y sexo de los/as participantes. En cuanto al
Nivel Socioeconómico (NSE), su operacionalización se realizó en base a la
relación de cantidad de aportantes y cantidad total de miembros del hogar,
nivel educativo, ocupación y cobertura de salud del/de la principal sostén
del hogar, e indicadores de indigencia (Comisión de Enlace Institucional,
AAM-SAIMO-CEIM, 2006). Respecto de la religiosidad, se incluyó un ítem
para creencia en Dios (“¿Cree en Dios?”: No, Duda, A veces, Sí) y un ítem
para religión de pertenencia (“¿A qué religión pertenece actualmente?”).
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Valores sociales (VS): se recuperó la escala propuesta por Pereira, Ca-
mino y Bastos da Costa (2004), compuesta por una lista de 24 valores orien-
tados a evaluar cuatro sistemas valorativos. Por una parte, la dimensión de
valores sociales post-materialistas incluye la valoración de la justicia social, la
igualdad, la responsabilidad, la fraternidad, la libertad, el amor, la realiza-
ción personal, la auto-realización, la alegría, y la dedicación al trabajo. Las
otras tres dimensiones refieren a la valoración de la religiosidad (valoran la
obediencia social, la salvación del alma, la religiosidad, y el temor de Dios), el
hedonismo (valoran el placer, la sensualidad, la sexualidad, una vida exci-
tante) y el materialismo (valoran el status social, la riqueza, la autoridad y el
lucro). Las opciones de respuesta van de 1 a 10 en función de la importan-
cia que atribuye la persona a cada valor pensando en el desarrollo de una
sociedad ideal. Los índices de confiablidad de cada sub-escala para este
estudio fueron:  de Cronbach de .79 para los valores materialista, .80 para
valores hedonistas, .90 para valores de religiosidad y .88 para valores
postmaterialistas.

Ideología política (IP): la IP fue evaluada tanto en su dimensión
operativa como simbólica. Respecto de esta última, se aplicó una evaluación
de auto-posicionamiento ideológico de siete posiciones, desde 1=totalmen-
te de izquierda a 7=totalmente de derecha, contemplando asimismo las
opciones apolítico/a, apartidario/a, independiente y ninguna. Por su parte,
la dimensión operativa de la IP fue valorada a partir de la escala elaborada
por Brussino, Rabbia, Imhoff y Paz García (2011). La misma consta de 20
ítems situacionales sobre tópicos específicos (política social, economía, sexua-
lidad, drogas, religión, seguridad, comunicación, medio ambiente y nacio-
nalismo) en función del eje intervención – no intervención del Estado, que
se distribuyen en tres subescalas: una de conservadurismo (10 ítems), otra
de progresismo multiculturalista (6 ítems) y progresismo garantista (4 ítems).
La dimensión conservadurismo reúne ítems que agrupan las principales
posiciones de sectores orientados hacia el conservadurismo sexual, religio-
so, al tiempo que también da cuenta del apoyo a políticas represivas y nacio-
nalistas. El progresismo multiculturalista supone una posición que acuerda
con la intervención del Estado mediante políticas que garanticen la diversi-
dad cultural, la pluralidad comunicacional y el consumo responsable de
drogas. Por último, el progresismo garantista también valora la intervención
estatal, pero, en este caso, orientada a garantizar derechos fundamentales,
tales como, equidad en el acceso a la justicia, a servicios públicos esenciales
y a la acción política de protesta. Cada ítem es respondido de acuerdo con
una escala de cinco puntos, donde (1) Nada de acuerdo y (5) Totalmente de
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•acuerdo. La escala mostró índices de consistencia interna adecuados ( =.
79, .71 y .61 respectivamente).

Etnocentrismo: se utilizó una escala de tres ítems tomada de la batería
de la Encuesta Social Europea, la cual ha sido empleada en el estudio de
Hooghe y Quintelier (2013). La escala se focaliza en la percepción de las
consecuencias de la inmigración. Específicamente, los ítems se refieren a la
percepción de amenaza cultural y económica producto de la creciente di-
versidad étnica. Los ítems se evalúan sobre una escala tipo Likert de 11
puntos, con rótulos singulares para cada ítem (por ejemplo, para el ítem 1,
el rango de opciones es de 0 = malo para la economía, a 10 = bueno para la
economía). Los tres ítems componen una sola dimensión, identificada en
distintos estudios psicométricos a través de análisis factorial exploratorio
(varianza total explicada superior al 75%), con adecuados índices de consis-
tencia interna (  de Cronbach = .84). Para la lectura de los resultados debe
considerarse que, a mayor puntaje global en la escala, menor presencia de
etnocentrismo.

Sofisticación política (SP): la medición de la variable SP se construyó a
partir de la Escala de Conocimiento Político y la Escala de Interés Político: a)
La Escala de Conocimiento Político (Brussino, et al., 2008) consta de un con-
junto de ocho reactivos sobre conocimiento político y cívico. Se administra de
forma oral y cada participante debe responder tratando de brindar su mejor
respuesta posible. El/la encuestador/a puntúa la respuesta utilizando una es-
cala de tres posiciones: correcta, parcialmente correcta o incorrecta. El puntaje
de conocimiento político se obtiene a partir de la sumatoria total de la escala.
La escala presentó un índice satisfactorio de consistencia interna (  de
Cronbach = .91). b) Para medir la variable de Interés en la Política se recuperó
la adaptación local de la Escala de Hahn (Brussino, Sorribas, Rabbia y Medrano,
2006), que cuenta con seis ítems que evalúan el interés en los procesos políti-
cos, o en los resultados de tales procesos. Las opciones de respuestas van
desde 1 (fuertemente en desacuerdo) a 5 (fuertemente de acuerdo). Los resul-
tados indican una adecuada consistencia interna (  = .90).

Eficacia política: este constructo se compone de dos aspectos diferen-
ciales, aunque relacionados: la eficacia política interna y externa. Para su
evaluación se tomaron escalas ya evaluadas localmente (Brussino, et al., 2006).
El instrumento consta de dos sub-escalas de 4 ítems cada una con opciones
de respuesta en formato tipo Likert de 5 puntos. La consistencia interna fue
de  = .83 para eficacia interna y de  = .80 para eficacia externa.

S. Brussino, D. Imhoff, A. Paz García, D. Alonso, H. Rabbia, M. Dreizik y M. Acuña
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Participación política (PP): para su evaluación se consideró la propuesta
de Brussino, Sorribas, Rabbia e Imhoff (2013). La escala de PP consta de 25
ítems que conforman cinco sub escalas de participación política: participa-
ción partidaria ( = .82), gremial ( = .60), de Contacto (porejemplo,
contactarse con puntero/a, hacer llegar ideas a concejales/as) ( = .62), en
redes sociales ( = .61) y de participación colectiva de alta intensidad/pro-
testa ( = .79). Las mismas no son excluyentes entre sí. Éstas incluyen accio-
nes individuales versus colectivas; convencionales versus no convencionales,
violentas versus no violentas, y legales versus ilegales.
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La Democracia (A) Reglada. Misiones
y las Reformas Electorales

María Elena Martin (Coordinadora).
Editorial Universitaria Universidad Nacional de Misiones. 2019. 220 páginas.

Carlos Gervasoni

https://doi.org/10.46468/rsaap.15.1.R1

La endogeneidad de las institucio-
nes políticas (y de las reglas electorales
en particular) ocupa un lugar central en
la ciencia política, y es uno de los centros
teóricos de la abundante literatura sobre
política subnacional argentina. Numero-
sas obras sobre democracia, partidos, elec-
ciones y sistemas electorales en nuestras
provincias documentan la notable fre-
cuencia y facilidad con la que en varias
de ellas se alteran constituciones, leyes, e
interpretaciones judiciales para habilitar
reelecciones, cambiar fórmulas electora-
les o rediseñar distritos legislativos. La
Democracia (A) Reglada (2019) identifica
45 reformas a la ley electoral misionera
en el período 1983-2017, o una cada nue-
ve meses. Desde la perspectiva normativa
del libro, el mayor problema no es “que
las reglas electorales se reformen frecuen-
temente”, sino que tales reformas “siem-
pre se realicen por iniciativa de los
oficialismos, sin participación y delibe-
ración ciudadana” (2019:24).

El libro presenta un notable estudio
de caso, llevado a cabo por un sólido gru-
po de investigadoras/es de la Universidad
Nacional de Misiones liderado por María
Elena Martin. La interdisciplinariedad de
este grupo permite que la mecánica y los
detalles de la endogeneidad institucional
misionera sean analizados desde perspec-
tivas diversas: politológicas, jurídicas, his-
tóricas y comunicacionales.

Uno de los aspectos más destacables
del libro es su identificación y descrip-

ción no solo de cambios institucionales
políticamente motivados pero realizados
razonablemente dentro de las reglas del
juego, sino también de situaciones en las
que las reglas fueron forzadas o directa-
mente ignoradas. Por ejemplo, se explica
en detalle cómo en las elecciones de 2011
el Tribunal Electoral de la provincia ig-
noró la disposición de la Constitución
provincial (art. 48, inc. 5) que asegura una
“representación a la minoría o minorías,
que no podrá ser inferior al tercio del
total” en la Legislatura y los Concejos
Deliberantes, asignando 18 de las 20 bancas
provinciales en juego al oficialismo (y
quitando a la oposición 5 de las 7 que le
correspondería). Esta “reinterpretación”
de la Constitución provincial ocurrió a
partir de la reelección del Frente Reno-
vador de la Concordia en 2007 y a pesar
de que, hasta ese año, el piso de un tercio
para la minoría era respetado y estaba res-
paldado por “una jurisprudencia arrai-
gada en el Tribunal Electoral de la pro-
vincia desde sus orígenes y con diversas
composiciones” (2019:117).

Es notable que estas instancias de
endogeneidad institucional ocurran en
una provincia que, de acuerdo a los índi-
ces de democracia subnacional existentes,
no siempre ha estado entre las más
hegemónicas del país. En Misiones ha
habido no solo alternancia de partidos en
el poder (en 1987), sino también una de-
rrota clave del oficialismo en 2006 (en las
elecciones de convencionales constituyen-
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tes impulsada por el gobernador Rovira
para instaurar la reelección indefinida) y
varias elecciones competitivas en las que
el oficialismo vio amenazada su continui-
dad, como las de 1995 (Puerta vs. cuatro
lemas de la UCR), 1999 (Rovira vs. Ba-
rrios Arrechea) y 2007 (Closs vs. Tschirsch).
Efectivamente, las elecciones razonable-
mente competitivas han sido poco frecuen-
tes, o directamente inexistentes, en las pro-
vincias menos democráticas del país:
Formosa, La Rioja, San Luis, Santiago del
Estero y Santa Cruz. Ciertamente, los abru-
madores resultados en favor del gobernan-
te Frente Renovador desde 2011 sugieren
la posibilidad de que el régimen político
misionero se haya acercado a los de estas
provincias durante la última década.

El libro consta de un prefacio (escri-
to por María Elena Martin) y cinco capí-
tulos. El informativo título del primero
es “30 años de manipulación de las re-
glas de juego electorales” (María Elena
Martin y Milva Carlino); el segundo ca-
pítulo analiza las enmiendas constitucio-
nales como “trajes a medida para el po-
der político de turno” (Ricardo Biazzi);
el siguiente estudia “la validez constitu-
cional de los cambios de criterio del Tri-
bunal Electoral” (Martin, Yolanda Urquiza
y Biazzi); el capítulo cuarto versa sobre
medios masivos de comunicación, ciuda-
danía y democracia (María Rosaura Ba-
rrios), y el quinto realiza un análisis del
mencionado “paso de las elecciones com-
petitivas a la configuración hegemónica”
(Carlino y Martin). El hilo conductor de
estos capítulos es “la conexión entre la
manipulación de las reglas electorales y
constitucionales, la falta de información
–y participación– de la ciudadanía, y la
concentración del poder político”. La
conclusión más amplia es que, “aun ate-
niéndonos a una definición mínima,
Misiones presenta graves déficits demo-
cráticos” (2019: 24).

Una fortaleza del libro es su carác-
ter de obra colectiva, que permitió inte-
grar productivamente líneas de investi-
gación típicamente politológicas (como
las de Martin y Carlino, centradas en los
partidos, las legislaturas y las reglas del
juego político-electoral), con otras de na-
turaleza jurídica (donde se destaca el
aporte de Biazzi), histórica (Urquiza) o
comunicacional (Barrios). Así, el análisis
no queda circunscripto a las clásicas insti-
tuciones ejecutivas, legislativas y electora-
les, sino que incluye también el rol políti-
co del poder judicial y de los medios de
comunicación. Los capítulos dedicados a
estos dos temas muestran cómo, con fre-
cuencia, jueces y medios hacen su contri-
bución a la manipulación de las institu-
ciones, en particular con interpretaciones
de las normas controvertidas o directamen-
te indefendibles (en el caso del poder ju-
dicial) y con silencios informativos acerca
de reformas de gran importancia para la
provincia (en el caso de los dos medios
estudiados, los diarios El Territorio y Pri-
mera Edición). La dependencia política y/o
económica respecto del poder político –
en particular cuando los temas en juego
son vitales para los intereses del oficialismo
provincial– es una de las causas que expli-
caría la indiferencia o complicidad de es-
tos actores. El libro adhiere a una descrip-
ción de Misiones y otras provincias simi-
lares como “regímenes híbridos”, en bue-
na medida por la debilidad de tribunales
y medios, que en una democracia saluda-
ble deberían controlar a los gobernantes.

Otro aspecto a destacar es la presen-
cia de varios gráficos, tablas y mapas que
sistematizan información sobre eleccio-
nes, reformas electorales y actores políti-
cos, facilitándole al lector no familiariza-
do con la política misionera la compren-
sión de una realidad que desde 1983 ha
sido compleja, fluida, y crecientemente
desnacionalizada (lo cual dificulta la uti-
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lización heurística de esquemas analíti-
cos derivados de la política nacional).

La contracara del énfasis descripti-
vo del libro es el poco espacio dedicado
a la explicación. Cada lector decidirá si
esto es una debilidad o una característica
necesaria de una obra que da un primer
paso necesario para que puedan, luego,
darse otros de naturaleza más causal.
Queda entonces pendiente un encuadra-
miento más claro del caso misionero en
las teorías explicativas que han sido pro-
puestas para dar cuenta de los diversos
niveles de volatilidad institucional y de-
mocracia en las provincias argentinas. ¿En
qué medida lo ocurrido en Misiones pue-
de ser explicado en términos de enfoques
de agencia, de las relaciones entre el
oficialismo provincial y el nacional, de
su (moderado) grado de rentismo fiscal,
de sus (intermedios) niveles de patronaz-
go, clientelismo y otras formas de depen-
dencia económica del estado, de su (rela-
tivamente bajo) nivel de desarrollo eco-
nómico, o de su (no tan bajo) grado de
diversificación productiva? A esta pregun-
ta general se agrega una propia de Mi-

siones (y otras pocas provincias con
marcada varianza temporal): ¿qué fac-
tores explican la agudización de los
síntomas descriptos en los últimos 10
o 15 años?

En conjunto estos capítulos y auto-
ras/es brindan un descripción clara, am-
plia e iluminadora del funcionamiento
del régimen político y electoral misione-
ro y de sus implicancias para la vigencia
subnacional de derechos y libertades, en
el contexto de una democracia federal con
un sistema de partidos en buena medida
desnacionalizado. Misiones ilustra como
pocas provincias estas cuestiones, habien-
do comenzado su vida democrática en
1983 bajo un gobierno de la UCR, tran-
sitado a un dominio del PJ entre 1987 y
2003, y llegando a partir de la elección
de este último año a su actual situación
de dominio por parte de una fuerza pro-
vincial sui generis.

Es de esperar que esta valiosa obra
sirva de ejemplo, modelo y motivación
para investigadoras/es que quieran enca-
rar esfuerzos similares (y muy necesarios)
en otras provincias argentinas.

Reseñas
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El Diablo está en los detalles. Referéndum
y poder político en América Latina

Fernando Tuesta Soldevilla y Yanina Welp (Coordinadores).
Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial. 2020. 336 páginas.

Carolina Ovares Sánchez

https://doi.org/10.46468/rsaap.15.1.R2

Los mecanismos de democracia di-
recta (MDD) son instituciones políticas
mediante las cuales la ciudadanía opina
y/o toma una decisión en las urnas, sea o
no de carácter vinculante. Con los MDD,
la ciudadanía aprueba o rechaza asuntos
de interés público, de carácter nacional o
local. Son procedimientos que contem-
plan necesariamente un voto secreto y
universal y se deciden temas o materias
(no se eligen opciones políticas o candi-
daturas). Si bien esta definición busca ser
parsimoniosa, su diseño y ejercicio está
lejos de serlo.

La obra coordinada por Yanina Welp
y Fernando Tuesta Soldevilla, El Diablo
está en los detalles. Referéndum y poder polí-
tico en América Latina, da cuenta de la
complejidad en el uso de uno de estos
mecanismos en la región: los referéndums
(en un sentido amplio incluyendo las ini-
ciativas ciudadanas). Al ampliar el foco
de discusión y colocarlos como parte de
un ‘proceso de votación popular’ (el-Wakil
y McKay, 2020).,se inserta en las discu-
siones actuales sobre dónde mirar al ana-
lizar los MDD. Consecuentemente, los
estudios de caso presentados no se cen-
tran solamente en el momento del voto,
sino que amplían la temporalidad del
análisis, incluyendo las etapas que prece-
den y proceden a la votación.

Como línea argumentativa central, la
obra colectiva plantea que, en la región,
a pesar de la expansión en las últimas
décadas de estos MDD en las constitucio-

nes nacionales, hay severas grietas en sus
diseños institucionales. Estas grietas han
propiciado malas prácticas en las reglas
del juego, especialmente por parte de las
élites políticas. Esto ha dificultado -a pe-
sar de estar habilitado normativamente-
el ejercicio del poder ciudadano o popu-
lar para influir en la política.

El valor empírico del libro consiste
en presentar de manera muy detallada las
condiciones de aplicación de los referén-
dums, incluyendo el marco legal, los as-
pectos sobre su activación, la aprobación
de la convocatoria, los actores prohibi-
dos y permitidos en la campaña política
y el rol ejercido por éstos, los procesos y
umbrales de recolección de firmas, la re-
dacción de las preguntas, la participación
política en el momento de la votación (i.e.
umbrales de participación y de aproba-
ción), los temas sometidos a consultas y
prohibiciones, el rol de los organismos
electorales y el de las cortes o tribunales
constitucionales al ejercer el judicial review.
Esto permite conocer los factores que ex-
plican por qué algunos de estos “procesos
de votación popular” logran llegar a las
urnas y otros no. Esta es una novedosa
contribución: se estudian los intentos de
referéndum que no prosperan, principal-
mente en el caso de las iniciativas (activa-
dos por la ciudadanía o “desde abajo”).

La obra tiene diez capítulos y unos
acápites conclusivos. En el capítulo
introductorio y en las conclusiones, re-
dactados por Welp, se da cuenta de los
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aspectos claves para evaluar el desempe-
ño de las consultas populares en los ca-
sos analizados (Por qué ocurre lo que
ocurre).En los restantes, expertas y exper-
tos analizan experiencias de nueve paí-
ses, poniendo el foco en el diseño nor-
mativo del mecanismo, lo sucedido con
los intentos de uso, sus resultados y los
efectos para el sistema político.

Metodológicamente la obra presen-
ta estudios de casos, lo que posibilita la
comprensión de detalles, profundizar en
cómo afectan variables específicas tanto
al proceso como al resultado de los refe-
réndums, y facilita la comparación de sus
semejanzas y diferencias. Esto incluye
experiencias controvertidas política y ju-
rídicamente, como tales como el “plebis-
cito por la paz 2016” en Colombia, el
referéndum constitucional sobre la reelec-
ción en Bolivia en 2016, y los intentos
fallidos de revocatoria de mandato presi-
dencial en Venezuela. El texto también
da cuenta de la riqueza en la diversidad
de usos de los MDD intrarregionales, in-
cluido experiencias del istmo centroame-
ricano (Panamá y Costa Rica). Otro as-
pecto interesante de la obra es que pre-
senta casos nuevos: ya sea porque la in-
corporación del MDD es reciente (Méxi-
co, redactado por Sandoval) o porque se
han estudiado poco (Panamá, realizado
por Giannareas).

El uso de los referéndums es de lar-
ga data en América Latina. De esta si-
tuación dan cuenta los capítulos sobre
Uruguay (Lissidini) y Ecuador (Pozo
Bahamonde). Estos son dos de los países
de la región que en más ocasiones ha ac-
tivado MDD, incluso antes del estableci-
miento y consolidación de la democracia
acaecida en las últimas décadas del siglo
pasado, y previo a la oleada reformista
constitucional, momento en el cual se
incentivó el uso de referéndums en toda
la región.

 Ambos casos presentan diferencias
importantes: En Uruguay contribuyeron
a la democratización de la sociedad, pues
canalizaron las demandas ciudadanas, y
no existe un uso plebiscitario de este
MDD, ya que su ejercicio no puede ser
promovido por quien ejerza la presiden-
cia del país. En cambio, en Ecuador, la
práctica de los referéndums da cuenta de
un desbalance entre la ciudadanía y las
élites.

El protagonismo y activismo presi-
dencial, al activar la consulta (”desde arri-
ba”), es una constante de las experiencias
en la región y condiciona los resultados
de gran parte de los referéndums.

Otro aspecto importante que retoman
los análisis es la ausencia de deliberación
democrática. En efecto: fallan la forma
en cómo se regulan las campañas políti-
cas y el papel protagónico que asumen
las elites políticas, en constante desequi-
libro con lo que puede hacer la ciudada-
nía. Esto sucede incluso en el caso de
Bolivia, detallado por Mayorga, donde
se reguló la campaña política con la in-
tención de mejorar experiencias negati-
vas ocurridas en el pasado. Estas situacio-
nes se complejizan aún más dado el rol
que juegan los poderes ejecutivos, e in-
cluso legislativos, tanto porque son quie-
nes activan los MDD, como porque par-
ticipan activamente en las campañas.
Sandoval, Raventós y Tuesta Soldevilla
detallan estas situaciones en los casos de
México, Costa Rica y Perú, respectiva-
mente.

La literatura politológica sobre MDD
suele pasar por alto el papel protagónico
de las autoridades electorales y de las cor-
tes/tribunales constitucionales, pero esta
obra lo retoma. Tanto en el caso de Co-
lombia, analizado por Londoño Osorio,
como en los casos de Costa Rica, Ecua-
dor, Bolivia y Venezuela, estas autorida-
des tienden a bloquear o desvirtuar estos

Reseñas
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MDD (a pesar de que su función, se su-
pone, es de control y vigilancia). Esta ten-
dencia se incrementa si es la ciudadanía
la que busca activarlos cuando hay dispu-
tas competenciales o vínculos desafiantes
entre tribunales constitucionales y orga-
nismos de gestión electoral (esto lo
ejemplifican los casos de Venezuela, Bo-
livia y Costa Rica).

Una de las grandes lecciones de esta
obra es la semejanza regional de las tra-
bas que sufre la ciudadanía. Esta se en-
frenta a un “laberinto de regulaciones y
etapas” (Linares y Welp, 2019) al querer
activar una iniciativa ciudadana de refe-
réndum, con la consecuencia de que muy
pocas veces lo consiguen. Incluso en Uru-
guay se padece esta situación, señala
Lissidini, a pesar de que se considera un
caso de buenas prácticas de MDD. Con
respecto a las diferencias entre los casos,
son notables los capítulos sobre Venezue-
la de Kornblith y sobre Panamá, realiza-
do por Giannareas Gill, ya que analizan
el uso de MDD en contextos autoritarios
o de abuso de poder De estos casos resal-
ta la importancia de no asimilar demo-
cracia con instrumentos de participación
directa de la ciudadanía.

Finalmente, es importante subrayar que
esta publicación tiene muchas virtudes. En
particular resalto la contribución empírica
en la delimitación de un marco de análisis
sobre qué y cómo discutir a los MDD en
general y a los referéndums en particular, y
cómo se deben diseñar adecuadamente es-
tos procesos, dejando atrás su demonización.
Los análisis de casos presentados dejan
en claro que “los referéndums no son nun-
ca meros referéndums” (Landemore, 2018),
y que estos “procesos de votación popu-
lar” no deben estudiarse de forma aislada
del contexto en el que ocurren.
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El siglo del populismo

Pierre Rosanvallon (Autor).
Manantial. 2020. 290 páginas.
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El libro de Pierre Rosanvallon, re-
cientemente traducido al español, se suma
a una gran cantidad de trabajos sobre el
populismo, pero tiene la originalidad de
ofrecer una perspectiva global, con el pro-
pósito de comprender en profundidad y
también en su amplitud “el núcleo de los
elementos invariantes así como las reglas
de diferenciación de los casos particula-
res”. Su objetivo no es entender el fenó-
meno como un problema sino “como una
forma de respuesta a los conflictos con-
temporáneos”.

El trabajo está organizado en tres
partes. La primera apunta a diseccionar
“la anatomía” del populismo separando
sus cinco partes constitutivas o “compo-
nentes invariantes”. El primero de estos
elementos es la noción del pueblo como
figura central, sustancialista, que renun-
cia a cualquier tipo de perspectiva
relacional y de esta forma conduce al uso
de narrativas antagónicas y opuestos
binarios del tipo casta/pueblo, oligarquía/
pueblo y a una lógica de la política del
estilo amigo/enemigo, bien/mal. Asimis-
mo, los discursos populistas invocan una
idea de pueblo-Uno que imposibilita la
existencia de diferencias culturales, so-
ciales y políticas, observables en la reali-
dad mediante categorías sociológicas y
criterios estadísticos. El pueblo como to-
talidad se piensa y conforma no como la
suma de las partes, sino a pesar de estas.

El segundo componente invariante
es una concepción directa, polarizada e
inmediata de la democracia, que preten-

de regenerar los mecanismos de las de-
mocracias liberales representativas. Rege-
neración que suele ser en muchos casos
degeneración, al devenir en formas
iliberales de democracia, expresadas tan-
to en las derechas (Viktor Orbán, Vladimir
Putin) como en las izquierdas (Chantal
Mouffe y Ernesto Laclau). Un rasgo co-
mún en ambos hemisferios ideológicos
es su intento de eliminar cuerpos inter-
mediarios -medios de comunicación,
mecanismos de mediatización de la opi-
nión pública y tribunales constituciona-
les- a los que les asignan un papel funcio-
nal, “respecto del papel de espontanei-
dad democrática” y moral, “fundada en
la sospecha de dependencia de intereses
particulares y del poder del dinero”.

Otro componente que comparten los
populismos es una modalidad de repre-
sentación basada en la idea de hombre-
pueblo o “representación-espejo” que ra-
dica en el reflejo del pueblo en un líder,
en la que no caben intermediarios parti-
darios ni grupos identificados con expre-
siones concretas (clases sociales, campe-
sinos, artesanos, etcétera.).

El autor considera que el cuarto ele-
mento es una política y una filosofía na-
cional-proteccionista de la economía. La
nación para los populistas presupone una
entidad que se ubica en un determinado
espacio geopolítico que se debe prote-
ger frente a los avances de fuerzas
transnacionales e internacionales.

El quinto componente que identifi-
ca es el “régimen de pasiones y emocio-
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nes” en el que se traducen las frustra-
ciones y decepciones de los que se
autodenominan pueblo. Asimismo, esta
concepción plantea antagonismos del tipo
“razón tecnocrática” versus “emoción
popular” y abona las condiciones de sur-
gimiento de teorías conspirativas y de
complots que le brindan sentido di-
dáctico a sujetos a los que les resultan
indescifrables los procesos, conflictos y
acontecimientos históricos en los que es-
tán inmersos.

A la segunda parte del libro,
Rosanvallon la denomina “Historia”, en
la que repasa el uso histórico de la pala-
bra populismo y los diversos contextos
en los que se utilizó la expresión. En este
repaso encuentra tres grandes momentos
históricos. El primero es el que ubica en
la Francia de Luis Napoleón Bonaparte y
sus mecanismos para establecer una de-
mocracia iliberal construida en base a ple-
biscitos continuos.

El segundo momento considera que
es la coyuntura entre 1890 y 1914, en la
que emergieron partidos como el People´s
Party y el Progressive Movement en Esta-
dos Unidos, país en el que estos movi-
mientos terminaron renovando las insti-
tuciones democráticas y finalmente fue-
ron absorbidos por el sistema democráti-
co. El autor entiende que, en Francia du-
rante este período, emergieron expresio-
nes populistas con el episodio boulangista,
en un contexto de frustración y rencor
nacional por la derrota bélica frente a
Alemania. Estos discursos luego fueron
retomados por la derecha encolumnada
detrás de Maurice Barrès.

En el tercer momento populista ubi-
ca al “laboratorio latinoamericano” en el
que la figura del colombiano Jorge Eliécer
Gaitán resultó una expresión temprana y
original, pero cuyo movimiento fue abor-
tado debido a su asesinato. También ex-
pone el caso de Juan Domingo Perón y

de forma más breve la variante brasileña
(Getúlio Vargas) y la mexicana (Lázaro
Cárdenas).

En esta parte podemos encontrar
algunas omisiones. El libro se posiciona
desde una perspectiva global que no ter-
mina acometiendo, porque concluye en
un gran esfuerzo por buscar expresiones,
discursos y prácticas electorales del
populismo en suelo francés. Por otro lado,
si bien son abordados los diversos
populismos de derecha y de izquierda,
no menciona el caso de India y el ascen-
dente populismo radical de Narendra
Modi.

La tercera parte del libro es una crí-
tica a la teoría democrática en la que se
pretenden constituir los populismos. Los
sistemas democráticos, afirma, están atra-
vesados por “riesgos estructurales” de los
que echan mano los populistas para for-
talecer su poder. El “referéndum” es un
asunto que ha estado en el centro de las
problemáticas de las democracias moder-
nas, porque a su entender tiene cuatro
implicancias negativas para estas. En pri-
mer lugar “disuelve la noción de respon-
sabilidad política” y difumina la “dimen-
sión de reflexividad” que implica la cons-
trucción legislativa. En segundo, confun-
de las nociones de voluntad y decisión,
las cuales están relacionadas con la tem-
poralidad de los asuntos democráticos.
Mientras que la primera está relaciona-
da con políticas de mediano y largo pla-
zo, la segunda implica el corto plazo,
una forma de confundir la faz arquitec-
tónica con la faz agonal de la política.
El tercer punto que observa se refiere a la
sacralización que hace del fenómeno
mayoritario, al convertir a los actos pú-
blicos en irreversibles, convertirlos en
“opciones binarias” por el “Sí” o por el
“No” y en “opciones sustanciales”. El
cuarto aspecto refiere al problema de tra-
ducir en normas y leyes las opciones ga-
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nadoras, como sucedió con el Brexit. Los
referéndums tienen alcances de decisión,
pero no estipulan las formas de reglamen-
tación e implementación de sus decisio-
nes.

A modo de cierre de esta parte, sub-
titulada “El espíritu de una alternativa”,
frente al avance de los populismos
Rosanvallon se interroga “¿qué alternati-
va proponer?”. La primera respuesta, se-
gún el autor, es “ampliar la democracia
para darle cuerpo, multiplicar sus modos
de expresión, procedimientos e institu-
ciones”. Si, como sostienen los populis-
tas, estamos ante una crisis de la demo-
cracia representativa y liberal, la salida
no es, como pretenden, con formas
iliberales de democracia. Rosanvallon afir-
ma que el sistema democrático es “expe-
rimental” y esto le permite ir más allá del
papel del limitado ejercicio electoral. En
su concepción, los sistemas democráticos
deben reforzar los vínculos entre repre-

sentados y representantes a través de lo
que llama “democracia interactiva”, me-
diante la instalación de dispositivos per-
manentes de consulta, información y ren-
dición de cuentas. Todo esto con el ob-
jetivo de instalar una “democracia de
confianza”, ya que considera que la con-
fianza es de esas “instituciones invisi-
bles” que es inevitable en la “era de la
personalización de la democracia”.

En el anexo que acompaña al libro,
el autor brinda algunos elementos para
profundizar la historia del concepto de
populismo utilizado por diversos movi-
mientos políticos y también por la litera-
tura.

El libro brinda muchos elementos
para comprender el populismo sin que-
darse solamente en su denostación, sino
con el objetivo de ampliar las reflexiones
sobre el fenómeno, de manera intrincada
con la democracia moderna y las lógicas
irresueltas con las que carga este sistema.
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Bobbio y Sartori: Comprender y cambiar la política

Gianfranco Pasquino (Autor).
Eudeba. 2020. 216 páginas.
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Habiendo estudiado primero con
Norberto Bobbio ciencia política en la
Universidad de Turín, y habiéndose es-
pecializado posteriormente con Giovanni
Sartori en Florencia, Pasquino puede ofre-
cer una visión privilegiada sobre la obra
de sus maestros, a los cuales leyó y con
los cuales mantuvo largas amistades.
Pasquino destaca las trayectorias indivi-
duales de Bobbio y Sartori, para poste-
riormente adentrarse en las congruencias
(que fueron piedra angular de la amistad
que hubo entre ambos). A pesar de sus
diferencias políticas y etarias (de casi vein-
te años), tanto el turinés como el florentino
dedicaron gran parte de su producción
académica a la cuestión democrática.
Pasquino da cuenta de que, en la actuali-
dad, sin los aportes fundamentales de
ambos autores no podríamos compren-
der en profundidad qué es la democracia
y qué es lo que las democracias pueden
llegar a ser.

Como señala Pasquino en el título
mismo, sus maestros se dedicaron al estu-
dio y la comprensión de la política, con
la pretensión de poder incidir en ella. Y
en mayor o menor medida lo lograron,
desde su lugar de intelectuales públicos.
Con sus publicaciones en La Stampa e Il
Corriere della Sera, Bobbio y Sartori, res-
pectivamente, participaron del debate
público y durante más de treinta años fue-
ron dos de los intelectuales más impor-
tantes de la escena política italiana. Des-
de sus correspondientes lugares, de filó-

sofo político y politólogo, ambos reflexio-
naron sobre las debilidades de la demo-
cracia y formularon propuestas concretas
sobre cómo podría el sistema funcionar
mejor.

Principalmente Bobbio, quien vivió
los inicios de la Italia republicana, pero
asimismo Sartori, criticaron a las dos fuer-
zas principales que articularon la vida
política del Bel Paese durante la Primera
República (1948-1992): el Partido Comu-
nista Italiano (PCI) y la Democracia Cris-
tiana (DC). Fueron particularmente críti-
cos del PCI y del marxismo como teoría
interpretativa de la vida política, aunque
de diversas maneras. Bobbio denunció
públicamente la ausencia de una teoría
marxista del Estado (Bobbio, 1976) y pro-
puso a los comunistas unirse a los socia-
listas de manera tal de lograr una unión
de la izquierda italiana, mientras que
Sartori identificó al PCI como un partido
antisistema (dentro de su teorización so-
bre el pluralismo polarizado), al que no
se debía dejar de tener en cuenta debido
a su poder de chantaje (Sartori, 1976).

Sin embargo, existió una notoria di-
ferencia entre Bobbio y Sartori. Este últi-
mo creía que las reformas bien hechas
garantizarían una mejor gobernabilidad
del país. Bobbio, por su parte, fue un fé-
rreo defensor de la Constitución, propo-
nía redescubrir su espíritu original y po-
nerlo en práctica, sin necesidad de refor-
mar el texto constitucional de manera
improvisada.
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Hacia el final del libro, dos apéndi-
ces enriquecen significativamente esta
obra. El primero escrito por Sartori sobre
la figura de Norberto Bobbio, el cual se
destaca por la calidez con la que el
florentino resume en unas pocas páginas
una amistad y relación académica que se
desarrolló por más de sesenta años a tra-
vés de manuscritos. Como ya lo había
hecho previamente Pasquino a lo largo
del libro, Sartori narra con presteza el
recorrido teórico del filósofo turinés has-
ta su desembarco en la ciencia política y
su particular sensibilidad por el conoci-
miento empírico. Para concluir, enfatiza
sus múltiples puntos de encuentro resal-
tando, sobre todo, el inclaudicable inte-
rés por la democracia.

A esta sección le sigue el In memoriam
a Sartori, escrito por Pasquino. De mane-
ra sintética recoge los hitos de Sartori en
pos de desarrollar y robustecer la cien-
cia política italiana, entre los que desta-
ca la creación de la primera revista
específicamente dedicada a la disciplina
y la constitución de la Società Italiana di
Scienza Politica, de la cual fue su primer
presidente. A su vez, señala el aporte fun-
damental de Sartori hacia las áreas a las
cuales principalmente dedicó su trabajo:
la teoría de la democracia, el análisis de
los partidos y los sistemas de partidos, y
la ingeniería constitucional comparada.
A través de su narración, el autor nos per-

mite conocer un poco más de Bobbio y
Sartori, sin dejar de hacer oportunas crí-
ticas al estado de la ciencia política actual
y a la política italiana. Pasquino retoma a
sus maestros, poniéndolos en contexto
presente y aventurando posibles críticas
que ellos posiblemente realizarían hoy
en día.

La obra aquí reseñada da cuenta de
la vigencia que mantienen los escritos de
Norberto Bobbio y Giovanni Sartori en
la actualidad, acercando estas grandes fi-
guras a las nuevas generaciones. Como
menciona Gianfranco Pasquino en el ca-
pítulo VII: “Cuanta más ciencia política
se conoce, tanto mejor es la ciencia polí-
tica que se logra hacer”, por lo cual la
lectura de este libro permitirá conocer con
mayor profundidad a dos pensadores fun-
damentales para enriquecer las produc-
ciones científicas futuras, así como nos
invita a seguir con la tarea permanente
de reflexionar sobre la democracia y la
centralidad de una buena conceptualiza-
ción, tal como lo hicieron Bobbio y
Sartori.

Referencias bibliográficas:
Bobbio, N. (1976) Quale socialismo?

Discussione de un’alternativa. Turín:
Einaudi.

Sartori, G. (1976) Parties and party systems.
A framework for analysis, Cambridge:
Cambridge University Press.
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Marcial Pons. 2020. 404 páginas.
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Política y crisis en América Latina: Re-
acción e impacto frente a la Covid-19 consti-
tuye un destacado análisis inicial de las
políticas públicas en respuesta a esta cri-
sis sanitaria en América Latina. Su objeti-
vo primordial es comprender qué facto-
res pueden explicar la realidad de la ex-
tensión de la pandemia en cada país. El
libro presenta, así, un arduo ejercicio co-
lectivo de investigación y política com-
parada en 19 países de la región, cen-
trándose en cuatro grandes temas: la co-
municación, el liderazgo, las políticas de
salud y economía, y la gestión respecto a
los derechos, el territorio y la seguridad.
Cabe destacar que el trabajo abarca tem-
poralmente el primer semestre de la
pandemia, entre febrero (cuando apare-
cieron los primeros contagios en la re-
gión) y julio de 2020.

La introducción por parte de los
editores presenta la aparición inesperada
de la pandemia como una (potencial)
nueva coyuntura crítica –siguiendo la tra-
dicional teoría de path dependence de Collier
y Collier (1991)– para la región, enten-
diendo que muchas de las dinámicas po-
líticas generadas por esta crisis pueden
transformar conductas e incluso acuerdos
institucionales que perdurarán. Por otra
parte, y de manera acertada, los editores
resaltan la complejidad en la producción
de datos relacionados con la Covid-19,
particularmente en una región donde la
capacidad estatal de publicar estadísticas
confiables es pobre. Esto es relevante en
tanto el éxito de la respuesta sanitaria se

ha evaluado principalmente a través de
la evolución de los números diarios de
contagiados y fallecidos.

Le siguen a la introducción 19 capí-
tulos –uno por cada caso nacional– escri-
tos por académicos locales o especialistas
en el país asignado, lo que ha asegurado
un altísimo nivel de conocimiento y ex-
periencia en el análisis. Los estudios de
casos se basan en los cuatro temas centra-
les mencionados anteriormente, facilitan-
do la comparación, pero también real-
zando las particularidades de cada caso
con información y apreciaciones más de-
talladas.

Lara Goyburu se centra en el fenó-
meno de “la grieta” en Argentina, resal-
tando el fortalecimiento de la imagen
presidencial a sólo tres meses de su co-
mienzo. Franz Flores Castro estudia cómo
Bolivia enfrentó la crisis sanitaria duran-
te el gobierno transitorio de Jeanine
Áñez. Michelle Fernandez y Humberto
Dantas analizan el entonces ya complejo
escenario en Brasil, a causa de la ausen-
cia de liderazgo de Jair Bolsonaro. Gonza-
lo Delamaza describe la errática gestión
inicial en Chile, que resultó en la re-
nuncia del ministro de salud en junio y
en una nueva estrategia desde enton-
ces. Porfirio Cardona-Restrepo, Luis
Guillermo Patiño Aristizábal y Luz Mery
Rojas Cárdenas analizan la gestión co-
lombiana, en tanto María José Cascante
y Eugenia Aguirre Raftacco buscan com-
prender los factores detrás de los bue-
nos resultados en materia sanitaria y el
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consistente apoyo al gobierno en Costa
Rica. Arturo López-Levy y Daniel
Rodríguez Suárez evalúan el efecto de la
Covid-19 en Cuba en torno a tres dimen-
siones: el reto sanitario, el desafío polí-
tico y la recuperación económica. Angé-
lica Abad Cisneros y María José Calde-
rón analizan la crisis en Ecuador, uno
de los países más golpeados ante la in-
capacidad gubernamental. Alberto Mar-
tín Álvarez resalta el autoritarismo y los
rasgos populistas que marcan la gestión
de Nayib Bukele en El Salvador, a la vez
que Juana M. Guerrero Guernica recons-
truye la gestión frente a la crisis sanitaria
en una Guatemala colapsada económi-
camente. Carlos Barrachina Lisón mues-
tra cómo la emergencia de la Covid-19
afecta a un país pobre de débiles institu-
ciones, altos niveles de corrupción y pro-
funda alarma social como Honduras.
Alberto Aziz Nassif explica cómo la
pandemia agudizó la polarización y creó
un nuevo estilo de gobierno en México,
mientras Mateo Jarquín estudia el im-
pacto de la crisis en Nicaragua, en me-
dio de tensiones sociales, deterioro eco-
nómico y una violenta consolidación del
autoritarismo en manos de los Ortega-
Murillo.  Harry Brown Araúz revisa los
efectos de la desigualdad en la gestión
de la crisis sanitaria en Panamá. Sara
Mabel Villaba hace hincapié en la ver-
dadera emergencia paraguaya: la corrup-
ción, el autoritarismo y la violencia po-
licial. Adriana Urrutia y Núria Sala i Vila
dan cuenta de los profundos problemas
estructurales que sufre Perú, a la vez que
pronostican los efectos de la crisis en la
carrera presidencial de 2021. En tono
similar, Omar Pérez-Rubiera también
resalta la coyuntura electoral en Repú-
blica Dominicana, mientras Pablo
Brugnoni, Adolfo Garcé y Rafael
Porzecanski presentan el gran caso de
éxito (hasta entonces) en la gestión sani-

taria de la región: Uruguay. Finalmente,
Margarita López Maya describe la evolu-
ción de la gestión de Nicolás Maduro
en Venezuela, marcada por una grave
crisis humanitaria y una absoluta crisis
política.

La conclusión presenta una clasifi-
cación sumamente útil (que funcionaría
mejor en la introducción) de los poten-
ciales factores para evaluar la efectividad
de la lucha contra de la pandemia en cada
país: contextuales (capacidad estatal gene-
ral y en atención primaria de salud, in-
formalidad, infraestructura de vivienda y
grado de madurez cívica), de condición
(grado de aislamiento externo y tamaño
poblacional) y coyunturales (tipo y calidad
de liderazgo y estilo de comunicación,
tipo de políticas de respuesta a la crisis,
capacidad de clausura de las fronteras
nacionales y de restricción a la circula-
ción interna, y disposición de recursos
sanitarios).

Luego, expone un ejercicio compa-
rativo de los 19 casos centrándose en dos
de los cuatro temas destacados. El análi-
sis de la comunicación se resume en cin-
co variables: si estuvo centralizada en el
presidente, si hubo presencia de actores
relevantes y, en tal caso, cuáles (por ejem-
plo, el Ministerio de Salud o el Jefe de
Gobierno), si el discurso oficial adoptó
tintes bélicos y/o religiosos, si la estrate-
gia se mantuvo en el período, y cuáles
fueron los medios preferentes (TV, ra-
dio, redes). En cuanto al liderazgo
institucional, comparan el activismo del
presidente de la república (y su imagen
positiva) y el de los tres poderes guberna-
mentales. Las políticas de salud y econo-
mía y la gestión del territorio y la seguri-
dad ocupan un espacio menor hacia el
final, comparando principalmente las
medidas de restricción a la circulación
interna y externa. El capítulo suma ade-
más como factor el papel de los actores
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políticos y sociales -partidos de la oposi-
ción, medios de comunicación privados,
sociedad civil organizada e iniciativas
comunitarias- en la crisis.

El libro cierra con una interesante y
práctica revisión bibliográfica a cargo de
Anaïs Varo Barranco en torno a los deba-
tes principales de la pandemia en la re-
gión: el impacto de la política, la des-
igualdad y los derechos humanos (enfo-
cándose en la resiliencia de los sistemas
de salud, la desigualdad en las políticas
públicas y las violencias durante la crisis:
militarización de las calles, fronteras y
género), la importancia de los liderazgos
y los actores políticos, y los impactos eco-
nómicos y comerciales de la Covid-19.

Mucho ha cambiado desde que el
libro fue redactado; las conclusiones que
se presentan en el capítulo final quedan,
en parte, “obsoletas”. Dos países que los
editores resaltan por su efectividad, Uru-
guay y Paraguay, se ven hoy en una situa-
ción sanitaria crítica. La región se ve ac-
tualmente inserta en la carrera mundial
por la vacunación de toda la población
(o, al menos, de la población de riesgo),
en un contexto de profunda desigualdad
mundial en la producción y el reparto de
dosis. Así, América Latina está entrando

lentamente en una segunda (o tercera) ola,
con un revival de las medidas que este
libro analiza.

Es de destacar, sin embargo, la pre-
cisión analítica y el volumen de informa-
ción recabada por los escritores en tan
corto tiempo, lo que hace de este libro un
trabajo admirable. Podrían pensarse va-
rias reediciones posteriores, con el estí-
mulo de ir incorporando en la recons-
trucción de las respuestas a la crisis de la
Covid-19 los nuevos y vertiginosos acon-
tecimientos que surgen en la región y en
el mundo casi día a día. Así, podría con-
firmarse si esta pandemia ha sido, efecti-
vamente, un momento de coyuntura crí-
tica. Este trabajo debe ser, por lo tanto,
celebrado, ya que brinda un excelente
primer análisis de las políticas públicas
implementadas durante los primeros
meses de la pandemia, y será una refe-
rencia ineludible para quienes las estu-
dien en la actualidad o en el futuro.

Referencias bibliográficas:
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o Deben estar numeradas en forma correlativa. Tabla 1,
Tabla 2, Tabla x, etc.
o Debe estar indicada cuál es la fuente de la misma.

· Gráficos:
o Deben figurar en blanco y negro.
o Deben ser editables (no imágenes).
o Deben estar numerados en forma correlativa (Gráfico
1, Gráfico 2, Gráfico x, etc.)
o Debe estar indicada cuál es la fuente de los mismos.
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8. Los artículos y notas de investigación aprobados por la Dirección
de la Revista, serán sometidos a doble evaluación externa de pares.
En dicho proceso se mantendrá el anonimato entre los autores y
autoras y los evaluadores y evaluadoras, y se valorarán los siguientes
aspectos: originalidad del aporte; conocimiento y grado de
actualización de la literatura; uso de la teoría y de la metodología.
La Dirección se reserva la decisión final sobre la publicación de los
trabajos.
La Revista SAAP aparece en los siguientes catálogos y bases de datos:
- Citas Latinoamericanas en Ciencias Sociales y Humanidades
(CLASE)
- Dialnet
- EBSCO
- International Bibliography of Social Sciences (IBSS)
- Latindex
- Núcleo Básico de Revistas Científicas Argentinas (CONICET)
- ProQuest
- Red de Revistas Científicas de América Latina y el Caribe, España
y Portugal (REDALYC)
- SciELO Argentina
- Ulrich

9. Las colaboraciones postuladas deben ser originales e inéditas, y no
deberán estar simultáneamente en proceso de evaluación en otra
revista. Los autores y autoras son enteramente responsables de su
contenido.

10.Revista SAAP adhiere a los Principios de Transparencia y Mejores
Prácticas en Publicaciones Académicas planteado por el Comité de
Ética para Publicaciones (COPE). El mismo se encuentra disponible
en HTTPS://PUBLICATIONETHICS.ORG/. Estos principios
aplican a todas las personas implicadas en el proceso de publicación
de la Revista: editores/as, Comité Editorial, Comité Asesor, autores/
as y evaluadores/as.

11.Revista SAAP es de acceso abierto y no tiene ningún costo para los/
as autores/as. La Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP)
cubre todos los gastos de la Revista.
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